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Introducción.

El interés por participar en los asuntos públicos, a través de la promoción de las políticas públicas y de incidir en los planes y programas de gobierno,  por parte grupos organizados de la sociedad civil es un fenómeno reciente en nuestro país, más aún, a nivel estatal y  municipal. Quizá la primera experiencia que intenta incursionar en  este campo, en Jalisco, desde una dimensión estatal, fue la impulsada por un conjunto de organizaciones civiles que se agruparon en torno al denominado Foro de Organismos Civiles (FOCIV) en 1993, ante la coyuntura electoral local de 1994
.

Seis años después, a mediados de 1999, con el nombre de "Poder Ciudadano" (PC)
, varias organizaciones civiles (OC's) y redes de alcance nacional, regional y local convocan a conformar una Agenda Nacional de la Sociedad Civil,  con la finalidad de influir en la elaboración de políticas públicas de la nueva administración federal, aprovechando la coyuntura de las elecciones federales del 2000.

En Jalisco, representantes de 22 organizaciones civiles se suman a la convocatoria nacional a través de un encuentro estatal realizado los días 1 y 2 de octubre de 1999
. En dicho encuentro se elabora una primera versión de “Agenda Ciudadana por Jalisco” y se participa en el  Encuentro Nacional efectuado en la Ciudad de México el 8 y 9 de octubre de ese año. Posteriormente, con el nombre de Poder Ciudadano Jalisco
 (PCJ) se promueve la elaboración de agendas ciudadanas, desde una doble lógica territorial (centrada en lo municipal) y sectorial (centrada en lo temático), priorizando el trabajo desde lo municipal, dentro de la coyuntura electoral local del 2000.

Según informes del Equipo Promotor de Poder Ciudadano Jalisco (EP-PCJ)
, diversos grupos sociales se involucraron en la elaboración de las agendas ciudadanas en 22 municipios del Estado de Jalisco, principalmente de las regiones Sur, Sureste y Sierra de Amula. En cada municipio se formaron equipos promotores a nivel local que se encargaron de contactar con los equipos de campaña de los partidos políticos, con el fin de invitar a los candidatos a conocer y firmar una serie de propuestas ciudadanas de carácter público. La firma de estos compromisos se llevó a cabo en espacios públicos y se les dio difusión a nivel local.

La participación de los grupos en 22 municipios desbordó la capacidad de comunicación,  seguimiento y apoyo del EP-PCJ a los procesos locales. Ante ello, después de las elecciones del 2000, se realizaron reuniones regionales, con los representantes municipales y encuentros “estatales”, con la finalidad de compartir experiencias, conocer lo que estaba ocurriendo en cada municipio e intentar dar rumbo al trabajo, pero sin lograr re-activar la participación en torno al seguimiento de los compromisos firmados por los candidatos de los diferentes partidos, y sin conocer a profundidad lo que estaba ocurriendo en cada municipio, en torno a sus limitaciones y posibilidades de influir en la elaboración de los planes y presupuestos municipales, así como en la vigilancia de los gobiernos locales.   

Dentro de las organizaciones que conforman el EP-PCJ, tres organismos han destacado en el seguimiento, asesoría y apoyo técnico a los grupos que conforman PCJ en los 22 municipios del Estado: Acción Ciudadana para la Educación, la Democracia y el Desarrollo, AC. (ACCEDDE), El Instituto para el Desarrollo Comunitario, AC. (IMDEC) y el Centro de Investigación y Formación Social del ITESO. 

ACCEDDE, es una asociación -constituida legalmente desde 1996 -cuyo equipo de trabajo cuenta con cerca de 20 años de experiencia en temas relacionados con el municipio, la participación ciudadana y desarrollo local. actualmente  proporcionan asesoría y asistencia técnica para la producción, el financiamiento rural, el desarrollo local y políticas públicas a cerca de 50 municipios de Jalisco. 

El IMDEC, es una asociación civil con 40 años de trabajo en la promoción social y la educación popular, participa en varias redes sociales tanto locales, como nacionales e internacionales. Produce diversos materiales (publicaciones, audiovisuales, etc.) de tipo educativo, realiza talleres metodológicos y de sistematización de experiencias dirigido a organizaciones sociales y civiles, asesora a varios grupos sociales del Estado de Jalisco.

El CIFS (donde me ubico) es una instancia académica que forma parte de la Dirección de Integración Comunitaria del ITESO. Desde su creación, en octubre de 1995, se ha vinculado con organizaciones civiles, sociales y gubernamentales con la finalidad de impulsar acciones sociales universitarias en pro de los procesos de transformación social. Ofrece servicios educativos, de investigación e intervención en políticas públicas y gestión del desarrollo, entre otros.  

A la fecha no existen estudios que den cuenta de los procesos locales en torno a las Agendas Ciudadanas Municipales vinculadas a Poder Ciudadano Jalisco, de ahí mi interés por este tema. Este trabajo analiza la experiencia de PCJ, de junio de1999 a diciembre del 2002,  en torno a sus propuestas y acciones orientadas a influir en el espacio público y los procesos democráticos.
De manera especial me interesa dar cuenta de cómo se dieron los procesos de participación ciudadana en la elaboración de las agendas  de los municipios de Sayula y Tapalpa, así como analizar las iniciativas y acciones concretas que en estos lugares se han impulsado con la pretensión de impactar el espacio público. 

El estudio se centrará en los municipios de: Sayula y Tapalpa del Estado de Jalisco, por constituir dos formas diferentes que intentan impactar en lo público, por parte de PCJ, una desde fuera de la administración pública municipal (caso Sayula) y otra desde dentro, a través de la Comisión de Medio Ambiente (caso Tapalpa), donde un representante de PCJ encabeza dicha comisión. Debe precisarse que en estas experiencias no se involucraron directa, ni indirectamente, los integrantes del EP-PCJ, es decir, las acciones e iniciativas realizadas  bajo la conducción total de los grupos y ciudadanos de PCJ en esos municipios. 

Los casos analizados de PCJ a las que haré referencia se ubican  dentro de la esfera de las políticas públicas y la administración pública, ya que a través de las agendas ciudadanas se buscó influir en las agendas y decisiones gubernamentales. 

Para el desarrollo del presente trabajo me basaré en la investigación cualitativa, utilizando las entrevistas
 a informantes que considero relevantes tanto de la organización PCJ, sacerdotes, autoridades y/o funcionarios municipales, éstos últimos relacionados con las áreas de participación ciudadana. También utilizaré documentos y  publicaciones de PCJ y de la administración municipal referidas al tema del presente trabajo, así como análisis de la prensa del municipio de Sayula.  Este enfoque tiene la limitante de no incluir las opiniones de ciudadanos y/o grupos no vinculados directamente con las agendas ciudadanas, lo que podría enriquecer la visión de esta experiencia, pero es algo que se asume como tal y que deberá incluirse en estudios posteriores.
Para el desarrollo de este trabajo, tomaré en consideración los siguientes elementos metodológicos que plantea Cunill (1997) por que ayudan a ubicar mi posición y perspectiva del análisis que me interesa asumir en el presente estudio:

i. El foco de atención serán los sujetos sociales en tanto ciudadanos individuales y “colectivos”, no los agentes políticos.

ii. La preocupación central girará en torno a cómo la sociedad puede intervenir en el espacio público, que, en primera instancia, le permita actualizar sus capacidades de autogobierno.

iii. Se asume que los sujetos sociales actúan como ciudadanos, sobre el marco de identidades que son básicamente moldeadas por instituciones políticas y procesos sociales; algunas de las cuales pertenecen a la esfera del Estado, mientras que otras no
.

iv. El municipio será abordado como espacio público territorial donde actúan los diferentes agentes sociales.  Haré referencia a la normatividad institucional que rige la participación ciudadana a nivel municipal, sin profundizar en otras áreas.  

Cunill, destaca la noción de lo público desde una perspectiva de análisis que pone en cuestión la centralidad del Estado y los partidos como ámbitos exclusivos de la política; plantea la recuperación y ampliación de lo público desde una visión y perspectiva ciudadana, “que se expresa además como trabajo común y acción común, tras un proceso que incluye tanto la deliberación política como la adopción de decisiones públicas en espacios autónomos”
. El espacio público, si bien no excluye al Estado, no se circunscribe sólo a este, sino que se entiende –desde la concepción de Arendt- como “lo o que es públicamente accesible y de uso común”, esto es el espacio de los ciudadanos. 
En este sentido, y retomando una de las ideas centrales de Cunill, parto de la consideración de que la ampliación de la esfera pública y la recuperación de su función política es un proceso que sólo puede ser desencadenado desde la sociedad, pero que no se resuelve en sí misma, si no que requiere también de la democratización del Estado, en particular de su aparato burocrático.  
Empero el Estado no se reduce a su cuerpo burocrático, pues constituye más bien una forma de organización del poder, históricamente determinado, que se expresa a través de instituciones, leyes, reglamentos, dentro de una territorialidad concreta (Schiera, Pierangelo). Para Weber, lo que define al Estado moderno, en última instancia, es su capacidad de coacción física validada por el derecho. En síntesis, por lo general cuando se habla del Estado se hace referencia al conjunto de instituciones que integran los tres poderes: ejecutivo, legislativo y judicial, dentro de un territorio delimitado.  El gobierno, por su parte, -a diferencia del Estado- se refiere a la institución del ejecutivo cuya función fundamental es la política (Cotta, 1988). En este sentido, en el caso de los municipios,  cuando hablemos de los gobiernos nos estaremos refiriendo al titular del ejecutivo.
Si bien las condiciones institucionales a favor de la participación ciudadana son un factor relevante a considerar, no es el único, ya que se requiere también de agentes sociales autónomos del poder, así como de un Estado a favor de estos procesos, con reglas, procedimientos y mecanismos claros generados desde la misma sociedad en diálogo con los agentes del gobierno. Estos agentes sociales son los diversos grupos de la sociedad civil que emergen para cubrir múltiples necesidades, carencias y preocupaciones en diversos campos de la vida social,  quienes en el cumplimiento de su misión, establecen relaciones entre sí y con otros organismos, públicos y privados, nacionales e internacionales.


A este tipo de grupos se les conoce en términos genéricos como organizaciones no gubernamentales (ONG’s),  organizaciones civiles, organizaciones de la sociedad civil, tercer sector, etc. Cunill utiliza el concepto de ONG, distingue entre Organizaciones Públicas No Estatales (OPNEs) y Organizaciones Sociales Públicas No Estatales (OPSNEs). Las OPNEs se diferencian de las OPSNEs en cuánto a que las primeras participan, como prioridad,  del control social del Estado, en tanto que las OPSNEs no. Ambas se caracterizan por conducirse con una racionalidad extramercantil, extracorporativa y extrapartidaria
.

Los tipos y clasificaciones de los diferentes organismos de la sociedad civil es un asunto todavía no resuelto por los estudiosos de esta materia
 –y dado que este tema no constituye el centro de atención de este estudio-, para los efectos del presente trabajo utilizaré  el concepto de organizaciones civiles (OC’s) para hablar en términos generales de los grupos organizados de la sociedad civil
. No obstante, centraré mi atención en aquellas organizaciones que se plantean el control del Estado, si no como una prioridad, si como algo importante para el avance democrático.
Según estimaciones del Centro Mexicano para la Filantropía, AC. (CEMEFI), en el país existen cerca de 15 mil asociaciones civiles que actúan en diversos campos sociales, de los cuales poco más de 7 mil prestan servicios a terceros. De éstas, el 34% se dedican a actividades de tipo asistencial; el 18%  desarrollan acciones a favor de la salud, el 17% a la educación, el 11% al desarrollo, el 7% a derechos humanos, el 5% al arte y sólo el 1% a la ciencia
.

En el Estado de Jalisco, si bien la conformación de algunas  OC’s data de hace más de 30 años,  existen diversos estudios que dan cuenta del auge que tiene la presencia pública de estos organismos, y en términos generales, la participación ciudadana, a partir de la década de los 90’s posterior a las explosiones del 22 de abril en el Sector Reforma de la Ciudad de  Guadalajara y de otros sucesos que sacudieron la conciencia de los ciudadanos
. En este periodo –década de los 90’s- tiene también auge la presencia de un nuevo tipo de asociacionismo en Jalisco que se expresa en la conformación de las primeras redes de organizaciones civiles.

A este respecto, según datos  de la Subsecretaría de Participación Social del Gobierno del Estado de Jalisco, en febrero del año 2000, se reportaba la existencia de 1,732 organismos, de los cuales: el 52% se ubican como asistenciales; el 21% de desarrollo; el 10% de cultura, educación y deportes; el 6% de Jaliscienses en el extranjero; 5.9% diversas; 1.6% de medio ambiente; 1.2% de derechos humanos y género, y .05% de ciencia e investigación De los organismos asistenciales el 63% se ubican en la Zona Metropolitana de Guadalajara
.
Cunill, resalta que una parte importante de estas organizaciones de la sociedad civil se caracteriza por conjugar un aspecto económico de prestación de servicio y uno político. Desde esta perspectiva, la contribución de este tipo de ONG al fortalecimiento de la esfera pública, es triple:
i. Por una parte de apoyo a la auto-organización social, en razón a su foco en el empoderamiento social, y

ii. En particular, en el desarrollo de capacidades y habilidades para que las propias comunidades resuelvan sus problemas. 
iii. Desarrollan una institucionalidad orientada a la prestación de servicios públicos bajo principios de adaptabilidad y solidaridad social.

Lo anterior contribuye –y esto, en opinión de Cunill (1998), es uno de los mayores aportes a la institucionalidad pública por parte de las organizaciones civiles- al desarrollo de una nueva institucionalidad orientada a la prestación de servicios públicos bajo los principios de la adaptabilidad y de la solidaridad social. 

En el caso de Jalisco –y pudiera extenderse a nivel nacional-, son realmente pocas las OC’s que se plantean  incidir en lo público a través de la promoción de políticas públicas y de nuevos esquemas de participación ciudadana orientados a ejercer un control sobre el gobierno. La gran mayoría se concentra en sus quehaceres internos de servicio social o comunitario, bajo una lógica de trabajo asistencial, filantrópico,  en busca de su permanencia y sobrevivencia como organismo. De ahí mi interés por conocer a las OC’s que tienen una perspectiva de trabajo que  trasciende el ámbito propio de las organizaciones y se proyectan al espacio público, en este caso, a nivel municipal.

 Este tema que he seleccionado me mueve el interés, como profesionista y como persona, en los siguientes aspectos:

a. Sistematizar la experiencia de Poder Ciudadano Jalisco, -donde colaboro como parte integrante del EP-PCJ desde su conformación-,  a fin de contribuir a un análisis crítico de las acciones sobre participación ciudadana que, desde algunas OC’s, se plantean incidir en el espacio público.

b. Acercarme al conocimiento de las concepciones, destacando las prácticas de los gobiernos locales en relación a la participación ciudadana y de que manera favorecen o limitan la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos a fin de proponer alternativas.
Ubicación del problema: 

i. Los grupos y ciudadanos vinculados al PCJ en los municipios de Sayula y Tapalpa, aportan, incipientemente, elementos que tienden a influir en el espacio público. No obstante, también reproducen los vicios  del sistema político -y su cultura-, que obstaculiza y limita su avance en los asuntos públicos.
ii. Las organizaciones sociales y civiles de los municipios de Sayula y Tapalpa no cuentan con los elementos básicos (de conocimiento y habilidades) para contribuir a la ampliación del espacio público y control del gobierno.
Objetivo:

Sistematizar y hacer un análisis comparativo de las experiencias de Poder Ciudadano en los municipios de Sayula y Tapalpa, centrado en dos aspectos: a) sus concepciones  y -principalmente- sus prácticas en torno a la participación ciudadana en el ámbito local y b) el impacto de sus acciones y propuestas ciudadanas en la administración y gestión municipal.
Hipótesis de trabajo:

Poder Ciudadano Jalisco influyó en las agendas de los gobiernos de Sayula y Tapalpa, pero no siempre con el alcance y sentido  de sus propuestas contenidas en  agendas ciudadanas, debido a la ausencia de estrategias de seguimiento y negociación política, así como a concepciones y prácticas excluyentes de los presidentes municipales. 
Tres son las variables que se desprenden de la hipótesis planteada: i) la incidencia  en la agenda de gobierno por parte de los grupos de Poder Ciudadano, que se medirá en base al número de demandas y propuestas de la agenda ciudadana que fueron atendidas o no por parte de las autoridades; ii) las estrategias de seguimiento y  negociación política, operadas por Poder Ciudadano Jalisco en el proceso de atención de las demandas y propuestas planteadas, y iii) las concepciones y prácticas excluyentes de las autoridades en torno a la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos,  aquí interesa resaltar la coherencia entre el discurso y los hechos de las autoridades en torno a este tema, así como la manera en que se integran y operan los COPLADEMUN
 y la intervención de éstos en las decisiones de su competencia. 
La tesis central de este trabajo es que Poder Ciudadano Jalisco en Sayula y Tapalpa logró influir en la agenda de gobierno de estos municipios, en cuanto a la consideración y atención de sus propuestas de interés público, sin embargo, en algunos casos (Sayula) con efectos contrarios al sentido planteado en las agendas ciudadanas, debido principalmente a deficiencias en las estrategias de organización, seguimiento y negociación política por parte de estos grupos, así como a una concepción endógena de la administración pública por parte de las autoridades. 
El presente trabajo se desarrollará en tres capítulos, el primero titulado:  Contexto socioeconómico y político de los municipios de Sayula y Tapalpa, es de introducción y ubicación general sobre los municipios citados en torno a la participación y organización ciudadana. El segundo, Dimensiones de la participación ciudadana: una discusión teórica, constituye el marco teórico conceptual y metodológico del presente trabajo, donde se exponen los alcances y limitaciones de la democracia  representativa y directa, así como la propuesta de Nuria Cunill y de Luis F. Aguilar, que sirve de base para el análisis de la experiencia de Poder Ciudadano Jalisco en los municipios mencionados. Finalmente, en el capítulo tercero, Agendas Ciudadanas y relación con los gobiernos locales: el caso de Poder Ciudadano Jalisco en Sayula y Tapalpa, se desarrolla el trabajo de campo, en él se analizan las concepciones, destacando las prácticas de los gobiernos municipales seleccionados, en torno a la participación ciudadana contrastándolo con la atención a las agendas ciudadanas de Sayula y Tapalpa, se describen y analizan dos iniciativas ciudadanas relacionadas con el ámbito de lo público, así como los alcances y limitaciones de esta experiencia.
Finalmente, quiero agradecer a mi asesor, Dr. Juan Manuel Ramírez Sáiz, por su orientación puntual y sus observaciones siempre pertinentes y acertadas.  A Oscar Hernández Valdez -exjefe del CIFS-, por sus estímulos y facilidades para realizar este trabajo; a Felipe Alatorre compañero del CIFS, responsable del Programa Universitario Sociedad Civil, desde el cual se vinculó y apoyó a Poder Ciudadano Jalisco; a Jorge Rocha, responsable del proyecto Gestión del Desarrollo Local y Regional del Sur de Jalisco, quién proporcionó información valiosa sobre la región donde se ubican los municipios que forman parte de este estudio; a Heliodoro Ochoa (Wicho), por su apoyo en la ubicación de los datos estadísticos que forman parte de este trabajo.  A mis compañeros de ACCEDDE, AC., José Almeida (Villo) e Ignacio González, así como del IMDEC, AC., Ma. Luisa Guzmán, Rigoberto Jiménez y Oscar Ramos, por sus enseñanzas y complicidad.
Este trabajo está dedicado a mi esposa Georgina Monge Noriega y a mis hijas: Ania Itzel y Achtli Nelli, quienes con su tiempo han participado con una parte importante de este esfuerzo.
Capítulo 1.  
Contexto socioeconómico y político de los municipios de Sayula y Tapalpa.
En este capítulo haré referencia, en términos muy generales, a las características socioeconómicas y políticas de  municipios de Sayula y Tapalpa, ubicados en la Región Sur del Estado de Jalisco, así como los antecedentes de organización y participación ciudadana en dichos municipios, como marco introductorio y de contextualización del presente trabajo. La  organización ciudadana se abordará, en el marco general de la participación, como consecuencia de la defensa y ejercicio de los derechos de asociación y de petición contemplados en la Constitución General de la República Mexicana (Ziccardi, 2000). En cuanto a la participación ciudadana, se entenderá por ésta a la intervención de los ciudadanos en los asuntos públicos que buscan influir en las decisiones del gobierno en base a sus intereses (Cunill, 1997).

Este análisis lo centraré en los municipios de: Sayula y Tapalpa del Estado de Jalisco, por constituir dos formas diferentes de impactar en lo público por parte de Poder Ciudadano Jalisco (PCJ), una desde fuera de la administración pública municipal (caso Sayula) y otra desde dentro, a través de la Comisión de Medio Ambiente (caso Tapalpa), donde un representante de PCJ encabeza dicha comisión.

Sayula y Tapalpa se ubican en la región Sur de Jalisco, misma que está conformada por 16 municipios (ver mapa) que a lo largo de su historia se ha visto impactada por diversos acontecimientos de tipo económico, político, social, cultural y ambiental
. Según datos oficiales de CONAPO
, de los 16 municipios ubicados en la región Sur
, de un total de 305,985 habitantes, el 7.1% de éstos se ubica en una clasificación de alta marginación; el 22.4% en marginación media , el 32.5% marginación baja, y  el 38.4%  registra un grado de marginación muy bajo (ver mapa).  
Desde los años cuarenta, ésta región, por su riqueza en recursos naturales de fácil explotación y alta plusvalía, ha sido polo de atracción de capitales nacionales y extranjeros que la han impactado. En las últimas décadas se han instalado en la zona empresas agrícolas de exportación (paperas y jitomateras, entre otras) que han generado impactos importantes a nivel laboral, social y  ambiental. 

Dentro de los actores importantes de esta región destacan: el gobierno y la Iglesia católica como generadores de identidad y de procesos de organización social, que veremos más adelante. 

En términos político-electorales, el PRI mantiene una presencia importante en la región Sur (ver cuadros 1 y 2). Sin embargo el predominio de este partido ha venido a menos,  desde 1988 -año en que gobernaba el cien porciento de los municipios de esta región- al año 2000. La alternancia de los gobiernos en esta zona empezó a gestarse a partir del año 1992, cuando el PAN gana los primeros dos municipios de esta región: Gómez Farías y Zapotlán el Grande (ver cuadro 1). 
En 1995 la alternancia se presenta en siete municipios nuevos de la región Sur: el PAN además de conservar los triunfos en los municipios citados, conquista cinco más: Amacueca, Sayula, Techaluta de Montenegro, Tonila y Zapotiltic. En ese año destacan también los triunfos de los partidos PRD en Zacoalco de Torres y el PT en Tuxpan. El año de 1995 representa el mayor descalabro político-electoral del PRI en la región, y a nivel del Estado, al perder la Gobernatura, por primera vez, frente al PAN (ver cuadro 2).
En las elecciones de 1997, el PAN, gana tres nuevos municipios y retiene los triunfos alcanzados en tres del periodo electoral anterior. No obstante lo destacable en este año es que el PRI recupera cuatro municipios que había perdido (Gómez Farías, Tuxpan, Zacoalco de Torres y Zapotiltic). El PRD gana en Sayula, pero no logra retener el triunfo de Zacolco de Torres. 
En las elecciones del 2000, el PAN recupera dos municipios que había perdido en el proceso pasado (Amacueca y Gómez Farías), conquista un nuevo municipio, Teocuitatlán de Corona y mantiene el triunfo en tres (Atoyac, Techaluta de Montenegro y Zapotlán el Grande). El PRI, por su parte, recupera cuatro municipios (Atemajac de Brizuela, Sayula, Tonila y San Gabriel) y se mantiene estable en cinco municipios. El PVEM triunfa en el municipio de Tuxpan.
 En base a los resultados electorales del año 2000 (ver cuadro 1), de los 16 municipios que comprende esta región, el PRI gobierna  nueve (que representan el 47% de los habitantes de la región), el PAN seis, (entre ellos el de mayor población e importancia económica, en conjunto representa al 42% de los habitantes de la región) y el PVEM un municipio (que representa el segundo lugar en número de habitantes de esa región con el 10.83%).  Si bien el PRI gobierna en el mayor número de municipios de esta región, los partidos de Acción Nacional y Verde Ecologista de México, juntos, no sólo tienen a los municipios más poblados (52.83%), sino también los de mayor importancia en términos de desarrollo económico en la región.

Un aspecto relevante es que en tres municipio de la Región Sur no se había presentado la alternancia en el gobierno hasta el año 2000: Tapalpa, Tolimán y Zapotitlán de Vadillo
. Coincidentemente estos municipios se encuentran con un grado de marginación alto,(con excepción de Tapalpa, ubicado con nivel medio de marginación) con poblaciones relativamente inferiores a la media en la zona y con tendencias de crecimiento descendentes(ver mapa y cuadro 1). En contraste los municipios en los que se ha registrado un mayor número de alternancia y variedad de partidos en el gobierno son: Sayula y Tuxpan, (con grados de marginación muy bajo y bajo, respectivamente) seguidos de Amacueca, Atoyac y Tonila que registran una alternancia fundamentalmente entre  PAN y  PRI (con niveles de marginación medio y bajo respectivamente). También destaca el hecho de que en el municipio de Zapotlán el Grande (conocido como Ciudad Guzmán) el PAN ha mantenido sus triunfos durante cuatro periodos consecutivos,  de 1992 al año 2000. Este municipio es el de mayor población e importancia económica de la región, tiene un grado de marginación muy bajo y es cabecera del Distrito Electoral 19.
En base a los datos electorales expuestos podríamos inferir que en la región Sur hay una tendencia de un incremento importante de la competencia electoral, principalmente entre el PAN y el PRI. Además, al menos en dos municipios se registra mayor disputa electoral entre tres partidos políticos (Sayula y Tuxpan).  Destaca también la capacidad de recuperación electoral del PRI, partido que mantiene una presencia importante en esta zona. 
Otro fenómeno presente en la región de gran relevancia e impacto económico y cultural es sin duda la migración. De acuerdo a tendencias del crecimiento de la población de 1990 al 2000 se aprecia un descenso en la población en casi la totalidad de los municipios que comprenden esta región, con excepción del municipio de Amacueca (ver cuadro 1). Por lo anterior, esta región es considerada como expulsora de mano de obra, principalmente hacia los EE.UU. y en menor medida hacia las grandes metrópolis  DF. y Guadalajara
.

Mención aparte merece el problema del narcotráfico en esta región, en versión de algunos entrevistados (sacerdotes e integrantes de PCJ) este fenómeno se hace más visible a mediados de los años ochenta, sobre todo en la Sierra del Tigre (región Sureste)  y Sierra de Tapalpa (región Sur), junto con ello se percibe –en versión de los entrevistados- un incremento de los casos de consumo de estupefacientes. No obstante, este es un tema poco conocido a profundidad y del cual poco se habla, aunque aparece registrado como un problema en algunas agendas ciudadanas municipales.
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POBLACIÓN Y PARTIDOS POLÍTICOS QUE GOBIERNAN EN LOS MUNICIPIOS

 DE LA REGIÓN SUR DEL ESTADO DE JALISCO

Cuadro 1
	Municipio
	TOTAL DE HAB
(2000)
	Tendencias crecimiento

población
	Partidos en el gobierno
	Partido en el gobierno

2000

	
	
	(1990-2000)
	1992
	1995
	1997
	

	1. Amacueca
	5,494
	+
	PRI
	PAN
	PRI
	PAN

	2. Atemajac de Brizuela
	5,958
	-
	PRI
	PRI
	PAN
	PRI

	3. Atoyac
	8,697
	-
	PRI
	PRI
	PAN
	PAN

	4. Gómez Farías 
	12,705
	-
	PAN
	PAN
	PRI
	PAN

	5. Sayula
	30,995
	-
	PRI
	PAN
	PRD
	PRI

	6. Tapalpa
	15,480
	-
	PRI
	PRI
	PRI
	PRI

	7. Techaluta de Montenegro
	3,204
	-
	PRI
	PAN
	PAN
	PAN

	8. Teocuitatlán de Corona
	11,817
	-
	PRI
	PRI
	PRI
	PAN

	9. Tolimán
	9,277
	-
	PRI
	PRI
	PRI
	PRI

	10. Tonila
	7,374
	-
	PRI
	PAN
	PAN
	PRI

	11. Tuxpan
	33,162
	-
	PRI
	PT
	PRI
	PVEM

	12. San Gabriel
	13,736
	-
	PRI
	PRI
	PAN
	PRI

	d13. Zacoalco de Torres
	25,829
	-
	PRI
	PRD
	PRI
	PRI

	14. Zapotiltic
	28,981
	-
	PRI
	PAN
	PRI
	PRI

	15. Zapotlán el Grande
	86,743
	-
	PAN
	PAN
	PAN
	PAN

	16. Zapotitlán de Vadillo
	6,533
	-
	PRI
	PRI
	PRI
	PRI

	Total
	305,985
	
	
	
	
	

	Fuente: Consejo Estatal Electoral del Estado de Jalisco, Censo de Población y Vivienda, INEGI, 2000 y Sistema Nacional de Información Municipal, CEDEMUN. 



Número de municipios gobernados por los partidos políticos en la Región Sur

(periodo 1988-2000)
    Cuadro 2

	Partido
	1988
	1992
	1995
	1977
	2000

	PAN
	0
	2
	7
	6
	6

	PRI
	16
	14
	7
	9
	9

	PRD
	0
	0
	1
	1
	0

	PT
	0
	0
	1
	0
	0

	PVEM
	0
	0
	0
	0
	1

	Total
	16
	16
	16
	16
	16


1.1. Los municipios de Sayula y Tapalpa: ubicación y características socioeconómicas.  
Como puede observarse en el mapa ambos municipios se localizan en la región Sur del Estado de Jalisco, en la subregión Domos,  Sayula, y en la subregión Altiplano, Tapalpa. Además de observar algunas similitudes y contrastes entre éstas poblaciones, me interesa proporcionar algunos datos socioeconómicos que ayuden a contextualizar los procesos de organización y participación ciudadana, a fin ubicar y entender el porqué de los avances dispares de estos procesos en estos municipios.

Algunos datos que nos dan cuenta de la superficie y población se presentan en la  tabla número uno:

Tabla No. 1
	Municipio
	Superficie

(km2)
	Población

 (2000)
	Tasa de crecimiento

(tendencia: 1995-00) 

	Sayula
	275.76
	30,995
	0.09% 

	Tapalpa
	406.32
	15,480
	1.89%


Fuente: Centro Nacional de Desarrollo Municipal. Dirección del Sistema Nacional de Información Municipal, 2000.
Sobre las localidades más importantes de ambos municipios y el número de habitantes, Sayula es un municipio con mayor concentración de población que Tapalpa, ya que tan sólo en dos localidades, Sayula y Usmajac, se asienta el 94.84 % de la población, mientras que Tapalpa, en las cinco localidades más importantes, incluyendo a la cabecera municipal, agrupa en total al 65.10% de la población, como se aprecia en la tabla número dos.

Tabla No. 2

	Cabecera Municipal / Localidades principales
	Población
	% respecto al Municipio

	Sayula
- Usmajac
- Catorce Regimiento Motorizado

- El Reparo

- Tamaliagua
	23,081 hab.

6,172 hab.

782 hab.

367 hab.

101 hab.
	74.83 %

20.01%

2.53%

1.18%

0.32%

	Total:
	30,503 hab.
	98.89%

	Tapalpa
- Juanacatlán

- Atacco

- San Antonio

- Los Espinos
	5,590 hab.

1,903 hab.

626 hab.

564 hab.

496 hab.
	39.64 %

13.49 %

4.44 %

4.0 %

3.51 %

	Total:
	9,179 habs.
	65.10 %


Fuente: Centro Nacional de Desarrollo Municipal. Dirección del Sistema Nacional de Información Municipal, 2000. 

En los datos de vivienda y cobertura de los servicios básicos encontramos algunos contrastes importantes en cuanto a las características de la población: Sayula presenta una mayor cobertura en comparación con Tapalpa, como se aprecia en la tabla tres. 

Tabla No. 3
	Vivienda y servicios
	Sayula
	Tapalpa

	Población urbana 
	30, 348 Hab.
	7,809 Hab.

	Población rural 
	647 Hab.
	7,671 Hab.

	No. de viviendas 
	6,682
	2,972

	Ocupantes por vivienda 
	4.64 hab.
	5.21 hab.

	Agua potable 
	96.8 %
	82.4%

	Drenaje y alcantarillado
	92.6 %
	70.2%

	Electricidad
	97.7%
	91.2 %


Fuente: Censo de Población y Vivienda del NEGI- 2000.
En los aspectos sociales expresados en los datos de infraestructura educativa y de salud, también se encuentran algunas diferencias, como se puede observar a continuación en la tabla 4.

Tabla No. 4
	Educación y salud
	Sayula
	Tapalpa

	Trabajadores asegurados a Oct./2000 (IMSS)
	2,150
	612

	Población derechohabiente del IMSS
	6,597
	2,032

	No. de escuelas (1999-2000)
	52
	68

	Nivel de Alfabetismo
	92.24 %
	82.66 %

	Centro de salud con hospital
	1
	0

	Casas de salud
	1
	30

	Unidad móvil
	1
	3

	Centros de salud (2000)
	1
	2

	Unidad Rural 02
	1
	1


Fuente: SEI-JAL, Sistema Estatal de Información Jalisco, en base a datos proporcionados por la Secretaría de Salud, el IMSS y la Secretaría de Educación Jalisco, estadística básica inicio de cursos 1999-2000.

En cuanto a los datos económicos, tenemos que tanto en Sayula como Tapalpa la agricultura es una actividad importante.  En el caso de Sayula el municipio se ha enfocado a la producción de jitomate
. Dentro de los principales productos agrícolas destacan, además del ya mencionado,  el maíz, sorgo y la alfalfa. En cuanto a ganadería, se cría el ganado bovino de carne y leche, porcino, caprino, equino, aves de carne y postura y colmenas. En la industria, las principales ramas son la manufacturera y la construcción. En lo forestal se explota el pino, principalmente. En el comercio, predominan los giros dedicados a la venta de productos de primera necesidad y los comercios mixtos que venden artículos diversos. 

Por lo que respecta a Tapalpa, este municipio se especializa en la producción de maíz grano y avena forraje; en 1996 participó en la producción de papa, misma que fue desplazada por la cebada forraje, no obstante sigue produciéndose la papa y otros productos. Dentro de los principales cultivos locales destacan el maíz, avena, cebada, trigo, papa y frutales como manzana, durazno, capulín y ciruela. En ganadería, destaca el ganado bovino de carne y leche; así como también: porcino, ovino y aves de carne y postura. En el comercio predominan los giros dedicados a la venta de productos de primera necesidad y los comercios mixtos. En pesca, las principales especies que se capturan son la carpa, bagre, arco iris, trucha, lobina y mojarra.

Algunos datos sobre la población económicamente activa y población ocupada, así como la distribución en los diferentes sectores se presentan a continuación tablas cinco y seis. 

Tabla No. 5
	Datos económicos (2000)
	Sayula
	Tapalpa

	PEA
	11,209 hab. / 50.16%
	5,080 hab.  / 48.98 %

	PEA Ocupada
	11,104 hab. / 99.06 %
	5,025 hab.  / 98.91 %

	PEA Desocupada
	105 hab.      /   0.93%
	55 hab.       / 1.08 %

	Población Económicamente Inactiva
	11,014 hab. / 49.41%
	5,187 hab.  / 50.33 %


Fuente: Centro Nacional de Desarrollo Municipal. Dirección del Sistema Nacional de Información 

Municipal, año 2000.
Tabla No. 6
	PEA por Sector de Actividad (2000)
	Sayula

(personas        /    %)
	Tapalpa

(personas      /    %)

	Sector Primario
	2,380       /     21.43%
	1,532      /     30.48 %

	Sector Secundario
	2,928       /     26.36 %
	1,530      /     30.44 %

	Sector Terciario
	5,549       /     49.97 %
	1,851      /     36.83 %

	No Especificado
	247          /        2.22 %
	112         /       2.22 %


Fuente: Centro Nacional de Desarrollo Municipal. Dirección del Sistema Nacional de Información
Municipal, año 2000. 

Tenemos pues, dos municipios donde el sector terciario tiene cierto dinamismo (más en Sayula, que en Tapalpa),  que a su vez despliegan una importante actividad agrícola para el mercado externo e interno, a nivel de la región. 

En Sayula, y en menor medida en Tapalpa,  se distingue la presencia de dos tipos de empresas agroexportadoras: las foráneas y las locales. Las primeras son grandes empresas  orientadas al monocultivo, que trasladan mano de obra temporal del Sur del país (población indígena) por periodos cortos. Dentro de éstas empresas hay de dos tipos: a) las de mediano y largo plazo, que intentan mostrar una buena imagen en la región, atendiendo (parcialmente) algunas de las recomendaciones oficiales sobre condiciones laborales y  el cuidado del medio ambiente;  y b) las cortoplacistas, que le apuestan a un solo ciclo agrícola, por lo general,  no cumplen normas ambientales, ni laborales, aparecen y se marchan por periodos agrícolas
. 

En cuanto a las empresas locales de Sayula destacan: las grandes empresas agrícolas, que poseen extensas cantidades de terreno, contratan personas de la localidad, tienen mercados más o menos “asegurados” y se mantienen al margen de la dinámica de alianzas con empresas foráneas. Otro tipo de empresas locales son los medianos empresarios -sobrevivientes de de la crisis de 1994- que han apostado al cambio generacional, a la tecnificación productiva y al cambio de cultivos. Otra modalidad son los pequeños propietarios y ejidatarios, que se caracterizan por mantener una agricultura de subsistencia destinada básicamente al autoconsumo y al mercado local-microregional
.

1.2.   El contexto político en Sayula y Tapalpa: entre la alternancia y la continuidad.
La política como asunto que atañe a todos los miembros de la colectividad, no se reduce a lo electoral, ni al gobierno, ni a los grupos o partidos políticos, ni a la sociedad civil, involucra y compete a todos.  Por consiguiente, el espacio de lo público debiera ser el ámbito natural del ejercicio de la política, pues en este se expresan los diferentes intereses y preocupaciones de los individuos en los asuntos que les son comunes, con la finalidad de generar capacidades y habilidades que les permitan influir en ellos. 

En conexión con lo anterior, para dar cuenta del contexto político en los municipios de Sayula y Tapalpa, me referiré de manera muy general a los siguientes aspectos: a) proceso electoral de 1995 al 2000; b) grupos políticos locales; c) gobiernos locales; d) participación ciudadana en el ámbito político y e) medios de comunicación locales.

a) Los procesos electorales recientes: 1995-1997- 2000.
Si nos atenemos a los datos de las elecciones municipales de 1995 al 2000, encontramos fuertes contrastes políticos entre los multicitados municipios  de Sayula y Tapalpa. Así, mientras que en el primer caso, se ha dado la alternancia política PAN-PRD-PRI, en cada periodo de 1995, 1997 y 2000, en ese orden; en Tapalpa en cambio, la alternancia en el poder no se ha dado, es decir, el PRI se mantiene como partido hegemónico, sin perder una elección.

Lo anterior no significa que en Tapalpa no haya subido de intensidad la competencia electoral, o que los grupos de poder al interior del propio PRI permanezcan sin alteración alguna. Según datos del CEEJ
 en las elecciones municipales de1995, el PRI ganó por una diferencia de 101 votos a su más cercado competidor, el PAN, es decir, apenas una diferencia de 2.09%. También sobresale que el partido que ocupó el tercer lugar en votación fue el PFCRN, con apenas el 0.76% de la votación. De los siete partidos restantes en conjunto (PPS, PRD, PARM, PDM, PT, PVEM y PPJ) sólo alcanzaron el 1.31% de la votación.

En ese mismo periodo, 1995, en Sayula, el PAN gana al PRI con una diferencia de 3,976 votos -más del doble de votos que obtuvo el PRI- (ver tabla 7), con ello se logra por primera vez la alternancia política en ese municipio. Sin embargo, llama la atención que el candidato panista, Manuel Anguiano, es un ex-militar retirado, reconocido ex-priísta y dentro de los integrantes de su planilla destacan también algunos ex-priístas.  Como podrá observarse en el cuadro que se presenta a continuación, el PAN obtiene el 62.67% del total de los votos, el PRI alcanza el 29.42%, mientras que el PRD sólo un 4.53% de la votación. De los seis partidos restantes (PFCRN, PARM, PDM, PT, PVEM y PPJ) juntos no alcanzan ni siquiera el 0.5% de la votación emitida. 

Tabla No. 7


Elección Munícipes 1995
	
	PAN
	PRI
	PPS
	PRD
	PFCRN
	PARM
	PDM
	PT
	PVEM
	PPJ

	Sayula
	62.67%
	29.42%
	0.89%
	4.53%
	0.09%
	0.07%
	0.008%
	0.05%
	0.03%
	0.20%

	Tapalpa
	46.09%
	48.18%
	0.26%
	0.33%
	0.76%
	0.26%
	0.04%
	0.20%
	0.02%
	0.20%


	
	Válidos
	Nulos
	Total

	Sayula
	98%
	1.99
	11,958

	Tapalpa
	96.38%
	3.61%
	4,844


Fuente: Consejo Electoral del Estado de Jalisco, 1995.

Por lo que respecta a la elección municipal de 1997, en Sayula se logra la alternancia por segunda ocasión, el PRD obtiene el triunfo con 2,764 votos de diferencia, respecto del segundo partido, el PRI. En esta ocasión sobre sale el hecho de que el candidato ganador, ahora por el PRD (que en la elección pasada no llegó al 5% de la votación), es también un ex-militar retirado, ex-priísta, con relaciones con la familia García Barragán, Médico Veterinario y Homeópata, Samuel Rivas Peña,  su planilla es conformada también por integrantes que renuncian al PRI. El PAN cae estrepitosamente a un tercer lugar con apenas el 18.37% de la votación (pierde  44.3% de los votos con relación a las pasadas elecciones). El PRI, por su parte, se mantiene como segunda fuerza política, retrocediendo poco menos de 3% de los votos en relación a las elecciones del periodo anterior (ver tabla 8). 

En Tapalpa, en ese año, el PRI gana las elecciones, con una escasa diferencia de 187 votos, ese partido se mantiene en el poder con el 47.45% de la votación, seguido por el PAN, que en esta elección alcanzó el 44.05% de los votos (con una diferencia de 3.4%, respecto del PRI). El PRD se ubica en tercer lugar con apenas 5.89% de los votos. Obsérvese que tanto en la elección de 1995 como en la de 1997, el PVEM no figura como una fuerza política (en el 95 obtuvo el penúltimo lugar y en el 97 se ubica como “cuarta fuerza” con el 0.14% de los votos), situación que cambia radicalmente en la elección del 2000 (ver tabla 8).

En el caso de Sayula, resulta sorpresivo que el PRD -que en las elecciones de 1995 apenas alcanzó un 4.62%-,  obtuviera el triunfo en 1997 con el 51% de la votación, más allá de la débil presencia de este partido y de cualidades personales del candidato (ex-militar, ex-priísta, médico veterinario y homeópata reconocido), es probable que haya influido sus relaciones con grupos cercanos a la familia de los García Barragán, y sectores ligados al PRI, así como también el bajo perfil de las candidaturas y campañas políticas deficientes de demás partidos. Destaca también que en ambos municipios, de los diez partidos que participaron en las elecciones del 95, en el periodo del 97 compitieron ocho, desapareciendo los partidos: PFCRN, PARM y PPJ. Nótese que el PT en esta elección alcanzó sólo el 0.12% (en la elección del 95 obtuvo 0.05%), ocupando el quinto sitio (junto con el PPS), esta posición cambiará radicalmente en la elección del 2000, ascendiendo hasta el segundo lugar.

Tabla No. 8


Elección Munícipes 1997
	

	PAN
	PRI
	PRD
	PC
	PT
	PVEM
	PPS
	PDM

	Sayula
	18.37%
	26.98%
	51%
	0.11%
	0.19%
	1.12%
	0.19%
	0.12%

	Tapalpa
	44.05%
	47.45%
	5.89%
	0.05%
	0.12%
	0.14%
	0.10%
	0.07%


	
	Válidos
	No reg.
	Nulos
	Total

	Sayula
	98.16%
	0.05%
	1.83%
	11,508

	Tapalpa
	98.09%
	0
	1.90%
	5,498


Fuente: Consejo Electoral del Estado de Jalisco, 1997.
Por lo que respecta a las elecciones recientes del año 2000 (tabla 9), en la que participaron once partidos, en Sayula el PRI recuperó el triunfo con el 38.6% de la votación,  después de haber perdido en dos ocasiones consecutivas, gana con una diferencia importante de votos: 1,428 en relación al segundo lugar, que en esta vez fue el PT. El PAN repite en el tercer sitio (en una competencia muy reñida con el anterior partido, el PT, por la segunda posición, con tan sólo  21 votos de diferencia). Cabe destacar que al interior del PRD se produce una división; el presidente municipal de ese entonces, Dr. Samuel Rivas, propone como candidato a un cercano colaborador suyo, al Secretario del Ayuntamiento, Sr. Fernando Valencia -un próspero y reconocido comerciante de Sayula- pero fue rechazada su propuesta por los dirigentes del  partido. Ante esta negativa, Fernando Valencia, junto con grupos cercanos a la iglesia católica y personas con solvencia económica y social lanzan su candidatura a través del PT. Esto explica, en gran medida, el ascenso notable en las votaciones de ese periodo.

En Tapalpa, sin novedad aparente, el PRI se mantiene en el poder con una diferencia de 296 votos en relación al PAN, obteniendo el 38.92%, contra un 34.12% del PAN. El único cambio es que el PVEM se ubica en el tercer lugar -desplazando al PRD al cuarto sitio- con el 22.68% de los votos (ver tabla 9). El partido ecologista logra este descomunal ascenso gracias  a que uno de los dirigentes del PRI (ex-presidente municipal) ingresa al PVEM para apoyar la candidatura de Luis Hernández Flores por la presidencia, quién perdió en la elección interna de ese partido frente a Ramón García Velazco. 
Tabla No. 9


Elección Munícipes 2000.

	
	PAN
	PRI
	PRD
	PT
	PVEM
	CD
	PCD
	PSN
	PARM
	PAS
	PDS

	Sayula
	26.75%
	38.60%
	3.08%
	26.92%
	2.35%
	0.00%
	0.01%
	0.01%
	0.31%
	0.04%
	0.00%

	Tapalpa
	34.12%
	38.92%
	0.79%
	0.11%
	22.68%
	0.61%
	.03%
	0.01%
	0.01%
	0.09%
	0.00%


	
	No Reg.
	Validos
	Votos nulos
	Total Emitida

	Sayula
	1.73%
	98.04%
	0.12%
	12,047

	Tapalpa
	2.51%
	97.14%
	0.06%
	6,168


Fuente: Consejo Electoral del Estado de Jalisco, 2000.

b) Grupos políticos locales. 
En términos generales, en ambos municipios, los partidos cobran vida sólo en los periodos electorales y ante los procesos de renovación de sus respectivas dirigencias; esto último, sobre todo en el PRI y, en menor medida el PAN, que son los partidos con mayor trayectoria histórica y consolidación institucional en la región. Los demás partidos, ni siquiera en la renovación de sus dirigencias locales se activan o salen a la luz pública (el PRD de Sayula últimamente, agosto del 2002, ha tenido mayor presencia pública en el cambio de su dirigencia).  En todos los casos -sobre todo a raíz de la autonomía del Consejo Estatal Electoral y la alternancia en el poder en el ejecutivo estatal- se observa una tendencia donde adquiere cada vez mayor peso en la decisión de los ciudadanos, no sólo el partido y su historia (con sus relaciones clientelares), sino también los candidatos y liderazgos locales. 

Dentro de los grupos políticos más activos locales en Sayula, destacan, en el PRI, el de la familia García Barragán
, el Presidente Municipal, Lic. José María García Arteaga (periodo 2001-2003), es descendiente de ese núcleo, junto con el Diputado Federal Marcelo García Morales (Distrito 18, con cabecera en Autlán)
 constituyen un grupo con hegemonía en la región, vinculados a empresarios agrícolas, militares y a los sectores tradicionales de ese partido. También está el grupo liderado por la profesora Mireya Flores Coca, actual regidora municipal, con relaciones con el sindicato del magisterio local, y con la clase política, con aspiraciones a contender por la candidatura a la Presidencia Municipal en un futuro, dentro o, tal vez, fuera de su partido. Es del conocimiento público que tanto el grupo del presidente municipal como el de la regidora tienen serias diferencias respecto a la conducción política del gobierno local.

En el  PAN, actualmente destaca el liderazgo de Jorge Campos, regidor municipal de Sayula. Este partido cuenta con simpatía de los sectores de clase media y profesionistas, así como con personas que recientemente se han incorporado a los sectores de clase alta. En cuanto al PT, liderado por  Fernando Valencia, actual regidor, cuenta con el apoyo de personas vinculadas a la pastoral social (la Sra. Teresa Chávez) y familiar (el Dr. Juan de Dios) de la Iglesia católica, así como por personas de la clase alta. Por su parte, el PRD se encuentra divido entre “moderados” y “radicales”. En el primer caso se ubican a las personas provenientes del PRI, algunos de ellos colaboradores del semanario Horizontes; en el segundo caso, se ubican a Celina Cárdenas y Salvador Nava León, éste último, actual director del semanario Siete Días.

En el caso de Tapalpa, si bien no se ha dado la alternancia en el poder esto no significa que al interior del PRI no se hayan producido cambios de los grupos políticos que se disputan su control y hegemonía. En opinión del Pbro. Carlos Córdova, a mediados de los años setenta un grupo de jóvenes, encabezados por Rafael Córdova, desplazan al grupo de caciques que durante muchos años impuso las candidaturas al interior de ese partido, esto trajo conflictos y rupturas. El presidente municipal de la administración pasada, 1997-2000, Arnoldo Zamora, se le ubica como uno de los líderes de ese grupo, quiénes desde mediados de los setenta se mantuvieron en el poder hasta el año 2000. 

Previo a las elecciones municipales del 2000, en Tapalpa, se produce un cambio más en el interior el PRI, el grupo liderado por Ramón García Velasco –exdirector de Obras Públicas Municipales y actual presidente municipal-, vence en las elecciones internas al candidato de Arnoldo Zamora (Luis Hernández Flores), quienes renuncian a ese partido y emigran al PVEM. Esto explica el repunte impresionante de este partido en las elecciones pasadas.  Ante la salida del PRI de Arnoldo Zamora, se han dejado espacios al grupo del actual presidente municipal para ocupar el liderazgo al interior de ese partido.
Respecto a los otros partidos de oposición, en el municipio de Tapalpa, en versión de Ramón García Velazco el PAN se ha nutrido de las familias vinculadas a los viejos cacicazgos que se mantuvieron durante muchos años militando en el PRI; a este partido se le han unido personas de dinero, profesionistas y comerciantes. Dentro de este partido destacan los liderazgos de las familias Chávez, Aguilar, Díaz y Preciado. 
c) Participación ciudadana en el ámbito público. 

La participación ciudadana entendida como la intervención de los ciudadanos en los asuntos de interés público, en la defensa y promoción de sus derechos e intereses sociales es un proceso incipiente tanto en Sayula, como en Tapalpa.  En ambos casos se asocia con acciones que tienen que ver con la defensa de los derechos políticos y sociales, dentro de los cuales destacan: la vigilancia y observación de las votaciones locales (desde principios de los años noventa); la promoción de iniciativas a favor del medio ambiente y de los derechos humanos, y más recientemente, a partir de la coyuntura electoral (a nivel federal – estatal y municipal) del año 2000, la participación en torno a Agendas Ciudadanas Municipales que pretenden influir en las decisiones públicas de los gobiernos. 

Las agendas ciudadanas, tanto de Sayula como de Tapalpa lograron despertar el interés de algunos grupos que llamaron la atención de los candidatos de los partidos políticos y de la población. En Sayula, por ejemplo, se involucraron en este ejercicio 20 grupos (entre estos varias colonias de la cabecera municipal y de Usmajac), en tanto que en Tapalpa se registran cinco asociaciones en total, pero la participación de 25 comunidades de todo el municipio. En ambos casos destacan los grupos vinculados a las CEB de la iglesia católica, sin embargo, en el caso de Sayula se registra una participación más diversa y plural de organismos ciudadanos que en el caso de Tapalpa, lo cual también se refleja en el contenido de las propuestas de sus respectivas agendas ciudadanas (ver capítulo tercero).

La presencia de las y los ciudadanos se produjo también en los actos públicos donde se firman compromisos entre los candidatos a los gobiernos locales y los grupos promotores de Poder Ciudadano Jalisco. Posterior a este momento, se registra un descenso importante de la participación y se mantienen algunas acciones de interés público por parte de los grupos y equipos de trabajo promotores de este ejercicio, de las cuales  daré cuenta más ampliamente en el capítulo tercero, junto con el tema de las agendas ciudadanas.

d) Medios de comunicación.

Finalmente, para cerrar con el punto referido al contexto político, considero que es importante mencionar, de manera muy somera, el papel de los medios de comunicación local, sobre todo en referencia a la generación de opinión pública
.

En este sentido sobre sale el hecho de que en Sayula la prensa escrita cuenta con una larga tradición y presencia en la historia de ese municipio. Según  el periodista Federico Munguía Cárdenas
 el primer periódico en Sayula data del año 1882, denominado “La Voz de la Juventud”, publicado por jóvenes inquietos, impreso por el señor G. Ocaranza, autodefinido como “infantil, travieso, amante de decir verdades” (Federico Munguía, 2002). De esa fecha a la actualidad han existido más de treinta y cuatro medios de comunicación impresos, la gran mayoría de muy corta duración (menos de un año), sus fuentes de financiamiento han sido: grupos religiosos, políticos y de gobierno e iniciativas privadas. Algunos de ellos han surgido durante las campañas electorales del municipio.

La gran mayoría se distribuyen en la cabecera del municipio, sólo dos medios informativos han intentado tener una presencia regional: “Pueblo”, órgano quincenal autodefinido como de “reflexión, crítica y lucha” de corta duración -de julio de 1976 a agosto del mismo año- , dirigido por Fernando Flores Corona, se distribuyó en Sayula, Usmajac y en los municipios de Gómez Farías y Ciudad Guzmán, y “La Clave”, órgano informativo y comercial, dirigido por Jaime Grajeda Gómez (actual director de El Formato), con presencia en los municipios de Tapalpa y Zacoalco (Federico Munguía, 2002).

Actualmente circulan periódicamente en Sayula un total de cinco semanarios:  “Tzaulan”, “Horizontes”, “El Sayulense”, “El Formato” y “Siete Días” (el semanario  “Puntos de Vista” tuvo una duración efímera, menos de tres meses); además de los medios impresos desde el Área Metropolitana de Guadalajara como: El Informador, Público, El Occidental, Ocho Columnas y Mural se venden en los puestos de revistas de esa localidad.  Sobresale también el caso de la Delegación de Usmajac (con una población de 6,172 habitantes), que desde finales del 2001 cuenta con un boletín (semanal) de nombre “Despierta”, cuyos directores fundadores participan dentro de las actividades de Poder Ciudadano Jalisco. 

Además de los medios impresos, Sayula cuenta con dos centros de Internet (cafés-Internet) que funcionan como negocio de particulares (en Tapalpa, se instaló un centro similar, pero no se sostuvo). En contraste con Sayula, en Tapalpa no existen medios impresos locales; además no todos los periódicos del AMG circulan en este municipio, solamente lo hacen: Público, Mural y Ocho Columnas.  

Como es de esperarse, la prensa escrita de Sayula juega un papel importante en la generación de opinión pública, por ello, conviene revisar brevemente el perfil de cada uno de ellos, para ello utilizaré información que me fue proporcionada por Juan Larrosa (egresado de comunicación del ITESO), quién realizó un estudio comparativo de los medios impresos de esa localidad  (cuadro 1)
. 

Perfil del periodismo de Sayula (año 2002)

Cuadro No. 1
	Nombre del Semanario
	Director 
	Fecha en que surge 
	Tendencia 
	Observaciones

	Tzaulan
	Federico Munguía Cárdenas 
	25/abr/1971
	Se ubica entre la crítica y el pro-gobiernismo (PRI): José Francisco López Apodaca, director de comunicación social del ayuntamiento, escribe el 24.3% del semanario.


	Tiene un tiraje de 850 ejemplares. Es el de mayor antigüedad (31 años), se maneja como empresa privada. Dice identificarse con los valores de: la democracia, la defensa del patrimonio arquitectónico, la ecología y  contra la corrupción.

	El Sayulense
	Amador Serrano Villalobos (médico).


	4/abr/1992
	Es pro-gobiernista (PRI);  se beneficia de publicidad de la presidencia municipal.

José Francisco López Apodaca, director de comunicación social del municipio, escribe un 47.2% del semanario.
	Su nacimiento coincide con la administración municipal de Gerardo Villalobos (PRI) a quién apoyó. El periódico es una empresa familiar. Su director escribía en el Tzaulan.

	Horizontes
	Hugo Rodríguez Vázquez
	6/sep./1997


	Pro-gobiernista (PRI). No obstante, algunos colaboradores  simpatizan con el PRD. Ofrece un espacio al Ayuntamiento para publicar semanalmente una columna.
	Tiene un tiraje de 1000 ejemplares. Se sostiene de negocios particulares y del gobierno. Se distribuye en Sayula y Usmajac. 

	Despierta, es tiempo ya.
	Aurelio Terrones Calvario y Jorge Luis Paredes Fernández
	1/dic/01
	Anti-gobiernista. Es el medio impreso más radical en contra del gobierno de la actual administración priísta.
	Más que un periódico es un boletín impreso por los dos lados (una hoja de 20 x 34 cm.)Tiene un tiraje de 400 ejemplares. Se sostiene de la venta de publicidad y del boletín ($ 1.00). Es el primer medio informativo impreso de Usmajac,  se distribuye sólo en esa localidad. 

	El formato
	Jaime Grajeda Gómez
	1/Mar/02
	Anti-gobiernista (PRI). Otorga espacio a todos los partidos políticos locales. Tiene una tendencia hacia la izquierda (PT, PRD). El ayuntamiento y sus gobernantes del PRI son el blanco de sus críticas.
	Tiene un tiraje de 500 ejemplares. Es el único que se imprime en Sayula, su director tiene una imprenta. Es el más barato ($ 4.00) y joven (considerando que Puntos de Vista, dejó de circular).

	Siete Días
	Salvador Nava León


	19/abril /02
	Su fuerte es la investigación y la  crítica al gobierno (PRI). En julio del 2002 se pasó la dirección y empresa a manos de militantes del  PRD.
	Tiene un tiraje de 700. 

Originalmente se manejó como empresa privada, por parte de Luis Ocaranza, su director fundador. 

	Puntos de Vista
	Delia Torres Cárdenas
	30/may/02
	Pro-gobiernista (PRI), financiado y dirigido por personas vinculadas al Ayuntamiento.
	De corta duración (de mayo a junio/02). La directora es sobrina del secretario de la Presidencia Municipal y funcionaria del Municipio de Gómez Farías.


Como puede apreciarse en el cuadro anterior, la balanza se encuentra más o menos equilibrada entre los medios impresos con tendencias pro-gobiernistas y los críticos del poder. A este respecto la ubicación del semanario “Tzaulan” es compleja, el propio Juan Larrosa reconoce que su posición es contradictoria entre la alabanza y la crítica a la actual administración. De su director, Federico Munguía Cárdenas, no se tiene la menor duda de su independencia frente al gobierno (no obstante su parentesco con el actual presidente municipal, José María García Arteaga), pero del Subdirector de ese semanario, Héctor Villalvazo Chávez, sí se le reconoce cierto conservadurismo político y complacencia con la actual administración municipal; además destaca el hecho de que gran parte de su contenido (el 51.8% de sus registros) son boletines oficiales de prensa (Juan Larrosa, 2002). 

En opinión de el periodista Luis Ocaranza (ex-director del Semanario Siete Días) el papel de los medios impresos de Sayula, en la construcción de realidades, es más bien acrítica y de respaldo y validación de los proyectos de las administraciones municipales en turno. “Cada vez más, la (actual) administración está gastando cantidades de dinero en publicidad, sobre todo en el último mes que coincide con las pretensiones del presidente de ser diputado, que a partir del último mes ha gastado un dineral en lo que es publicidad y propaganda. Entonces, de alguna manera el papel de los medios, en este último mes (octubre/02), se ha limitado a ser un vocero oficial de un individuo, ni siquiera podría hablar de un partido político o de un equipo en el poder, sino de un individuo que...pretende hacer carrera política a la usanza de hace veinte años, controlando a los medios de alguna manera...” (15/oct/02).

Sin embargo, el hecho es que en la historia del municipio de Sayula, y en la actualidad, la prensa independiente  ha estado presente abriendo espacios importantes en la manifestación libre de las ideas. En este sentido, el papel del semanario Siete Días (y muy probablemente de los periódicos: “Látigo”, en sus tres etapas, “Pueblo” y “Página Cero”, entre otros), en su primera etapa
, dirigida por Luis Ocaranza, han contribuido a la generación del debate público al realizar reportajes de investigación, cubrir y hacer públicas las sesiones del Cabildo (sin limitarse a reproducir los boletines oficiales, como lo hacen los otros periódicos) y dar voz  a otros actores políticos como son los regidores y a grupos independientes como Poder Ciudadano y el Grupo Iniciador Diálogos Informados, entre otros. Este hecho, visualizó y posicionó en la opinión pública local a nuevos actores, que si bien existían los espacios en ciertos medios no eran utilizados sistemáticamente.

En el mismo sentido, destaca el papel del boletín “Despierta”, dirigido por Aurelio Terrones y Jorge Luis Paredes, que aunque tiene una cobertura reducida a la localidad de Usmajac y con recursos limitados, su voz crítica y persistente se escucha en la cabecera municipal, a grado tal que sus directores han sido objeto de amenazas, en más de una ocasión, con motivo de su posición radical frente a la autoridad
.  Además, en este medio, se ha dado difusión a los derechos de los ciudadanos y a las actividades realizadas por Poder Ciudadano en la localidad.

La situación del municipio de Tapalpa, con relación a los medios de comunicación impresos es muy diferente al de Sayula, sólo circula la Gaceta Municipal denominada “UNI”, donde se da cuenta de las actividades del gobierno local en turno. Además de los periódicos impresos en el ZMG que sólo llegan a la cabecera municipal: Público, Mural y Ocho Columnas. También circula, aproximadamente cada mes, un órgano informativo denominado “El Puente”,  dirigido y editado por el Pbro. Luis Antonio Villalvazo Díaz, tiene un tiraje de once mil ejemplares que se distribuye a través de las parroquias ligadas a la diócesis de Ciudad Guzmán. En él colaboran en su mayoría sacerdotes y algunos seglares vinculados al trabajo pastoral.  A través de este medio (con una muy buena impresión, a color y en blanco y negro), además de difundir las actividades propias de la diócesis,  se dan a conocer, ocasionalmente, las actividades entorno a la Agenda Ciudadana de cada uno de los municipios.  

Mientras Sayula cuenta con una larga tradición, diversidad y acceso a medios de comunicación impresos, en Tapalpa se carece de ellos (con excepción de los mencionados). Esto da cuenta de las diferencias notables de estos municipios en el desarrollo de la literatura local  y la cultura ligada a la escritura y la lectura, que se manifiestan finalmente, en la situación política de ambos municipios.

En suma, la situación política de ambos municipios es contrastante, mientras en Sayula la alternancia política empezó en 1995 y de ese periodo a la fecha cuatro partidos políticos se disputan la preferencia electoral de los ciudadanos (PAN, PRI, PRD y recientemente el PT), esto es, en apariencia podría pensarse de una cierta tendencia al pluripartidismo -lo que nos hablaría de la existencia de diversos grupos con capacidad de movilidad  y actuación política-, sin embargo, los candidatos tanto del PAN como del PRD que hay llegado al poder, han provenido de divisiones al interior del PRI. 

En Tapalpa, en cambio, se mantiene la hegemonía del PRI, sobreviviendo a una fuerte competencia con su más cercano opositor, el PAN, y a divisiones a su interior. Esto refleja una gran capacidad del PRI  para mantenerse en el poder gracias a una larga trayectoria de trabajo corporativo, clientelar y de negociación política con los grupos campesinos, que mantienen una importante presencia política y económica en ese territorio, a través de los comisariados ejidales y de los grupos campesinos ligados a la CNC (Confederación Nacional Campesina). Es probable que esto se deba también a la presencia y permanencia de grandes ejidos que mantienen un control territorial importante en la región. Lo anterior no significa que no haya alternancia de los grupos políticos locales, en fuerte disputa por el control político. A este respecto, al actual presidente municipal –Ramón García Velasco-, se le ubica dentro del grupo de jóvenes políticos que pretenden la “renovación” del PRI como una forma de mantenerse en el poder, lo que ha provocado fricciones y rupturas con el grupo de políticos “jóvenes”, que desde hace 25 años se mantuvieron en el poder. 

Pero la política en tanto construcción social-histórica no se reduce a las cuestiones electorales y partidistas; tanto el gobierno, como las organizaciones ciudadanas y los medios de comunicación, juegan un papel importante en este ámbito. En este sentido, en Sayula –en contraste con Tapalpa- se registra una mayor diversidad de organizaciones sociales y ciudadanas,  al igual que una amplia presencia de medios de comunicación impresos que favorecen la formación de opinión pública y una mayor participación de los ciudadanos en los asuntos de interés general. La existencia de este tipo de actores, junto con otros factores económicos, sociales,  políticos y culturales (mayor urbanización y concentración de la población, desarrollo económico, nivel de escolaridad, medios de comunicación plurales, etc.) tal vez expliquen, en parte, la alternancia en el poder en Sayula y la no alternancia en Tapalpa.

1.3. Antecedentes de organización y participación ciudadana en Sayula y Tapalpa.
a) Tipos de organizaciones. 

Una característica de la región Sur es su precariedad y casi inexistencia -en varios municipios- de formas de organización social que medien entre los espacios público y privado. Durante mucho tiempo las organizaciones campesinas, los ejidos o comunidades agrarias, los comerciantes y los mismos partidos políticos funcionaron como mecanismos de integración vertical al sistema de poder centralizado en el gobierno.  Los múltiples intentos de organización social  en la región fueron promovidos, por lo general, desde los grupos de poder ligados a los caciques locales y regionales que tenían como función principal el control clientelar de  las y los ciudadanos.  Cualquier intento de organización autónoma era fácilmente detectado y neutralizado, sobre todo en los tiempos de hegemonía del partido único (Zárate 1997).
Si bien es cierto que la formación de grupos en la defensa de intereses diversos y en la promoción de múltiples fines data de hace varias décadas, la organización ciudadana como tal es un fenómeno más o menos reciente, incorporado en la constitución, y está vinculada a la defensa y ejercicio de los derechos de las personas contemplados en la legislación de cada país (Merino 1995; Ziccardi 2001). 

Con frecuencia, los conceptos de organización ciudadana, social y cívica se manejan como sinónimos, como si significaran lo mismo. Ziccardi (2001) distingue cuatro tipos de organización: ciudadana, política, social y cívica.

· Organización ciudadana, se refiere a la participación en general y como consecuencia de la defensa y ejercicio de los derechos de asociación y petición que consagra la constitución. Destacan también los grupos que se proponen incidir en los asuntos de interés público, mediante mecanismos de democracia directa (plebiscito, referéndum e iniciativa popular).

· Organizaciones políticas, se refiere en particular a los partidos, las agrupaciones políticas nacionales (APN) y los observadores electorales. Su campo de actuación es la representación y la lucha por el poder político. 

· Organizaciones sociales, agrupa a ciudadanos que comparten una misma situación (obreros, campesinos, profesionistas, productores, empresarios, etc.), con el propósito de defender los intereses y los derechos de sus miembros, mediante propuestas que formulan al gobierno y a otros actores de la sociedad civil.

· Organizaciones civiles, agrupaciones constituidas legalmente que trabajan en beneficio de terceros. Sin ánimo de lucro, desarrollan tareas de asistencia social, promoción del desarrollo o defensa de causas diversas: derechos humanos, mujeres, medio ambiente, salud, discapacitados, etc.

De acuerdo a esta clasificación, las antiguas organizaciones corporativas vinculadas al entonces partido oficial, (PRI) como la CNC, CNOP, CROC, CTM, se ubicarían como organizaciones sociales, con la particularidad de que eran promovidas desde el gobierno para favorecer a sus intereses políticos. Las cooperativas de producción y consumo, así como las cajas populares y otras formas de asociación como el ejido y las asociaciones rurales de interés colectivo, entre otras,  se ubican también dentro de este tipo de organizaciones, al estar conformadas por personas que comparten una situación similar. Este tipo de agrupaciones tienen la característica de ser más o menos homogéneos en su composición social e intereses de clase; varias de este tipo se han conformado con independencia del gobierno y sus organizaciones corporativas, como veremos más adelante. 

En el presente trabajo, me centraré más que nada de las organizaciones ciudadanas que tienen como característica principal la diversidad de actores, de intereses y sobre todo su autonomía frente al poder político. En base a esto, parto del supuesto de que la participación de las y los ciudadanos centrada en la defensa y ejercicio de los derechos ciudadanos –dentro de los que destaca el derecho de asociación-, autónomo del poder, es un proceso más o menos reciente tanto en los municipios de Sayula como de Tapalpa, que está relacionado, en ambos casos, con la presencia y trabajo de los grupos de pastoral social ligados a la Diócesis de Ciudad Guzmán, a partir de las Comunidades Eclesiales de Base (CEB), que en la región Sur empiezan a conformarse a finales de los años setenta.

b) Las CEB germen de las primeras organizaciones sociales autónomas. 

La conformación de las CEB, en las regiones Sur y Sureste, pero sobre todo en Tapalpa y Sayula, fueron el cimiento de donde surgieron las primeras organizaciones sociales autónomas del poder político, para después derivar en la creación de las organizaciones cívicas, también pioneras, producto del trabajo de pastoral social de la Diócesis de Ciudad Guzmán (DCG)
.  Según Cuca Flores, integrante de grupos cristianos en Tapalpa, en su localidad el Pbro. Ramón Díaz Saldaña, a principios de los años setenta, promovió la conformación de grupos bíblicos, en los barrios y comunidades rurales. Tuvo una atención especial por captar jóvenes y adultos que se distinguieran por su capacidad de liderazgo. En el caso de Sayula, Catalina Ramírez comentó que este tipo de grupos se formaron a finales de los años setenta, promovidas por los curas Salvador Gómez Gutiérrez (Párroco) y Salvador  Urtiaga (Vicario).

En versión de los curas de Sayula y Tapalpa, las primeras CEB fueron impulsadas como grupos de reflexión o círculos bíblicos en los barrios urbanos y comunidades rurales.  “Partimos con círculos bíblicos en los barrios, fuimos entendiendo que las CEB no es eso. Luego empezaron los grupos de reflexión, que tampoco es una CEB, entonces nos hemos ido clarificando que las CEB es lo que está viviendo la comunidad evangélica y que no es ajena a los problemas sociales, pero tampoco es ajena al evangelio. Y esto lo hemos ido clarificando...”
 

De los grupos de reflexión evangélica, en ambos municipios de Sayula y Tapalpa, se pasa a la conformación de organizaciones sociales autónomas del gobierno, es decir: grupos de compras en común, cooperativas de consumo, ahorro y crédito, de vivienda,  cajas populares, grupos de salud alternativa y de agricultura orgánica, panaderías, tortillerías, talleres de costura, etc. En Tapalpa se procesa el durazno, la manzana,  para hacer conservas, entre otras cosas. Como puede observarse las actividades de tipo económico y solidarias adquieren un carácter prioritario en el trabajo pastoral de la Diócesis en estos municipios, por constituir la base para la atención de las necesidades prioritarias de la población. 

En los años de 1984-1986, a través de las CEB se realizan, por primera vez, actividades de vigilancia y defensa del voto ciudadano y los derechos humanos, derivadas de los talleres de formación cívica impulsados por la DCG en la región, como parte del  análisis de coyuntura. Posteriormente, a mediados de los años noventa se forman las primeras organizaciones cívicas relacionadas con la defensa del medio ambiente, ante la  presencia de empresas agroindustriales de exportación en la región, que utilizan grandes cantidades de agroquímicos y pesticidas en sus procesos productivos, impactando la salud de los habitantes y su medio ambiente. 

A nivel la DCG, desde mediados de los años ochenta, como un testimonio de fe y solidaridad cristiana,  se promueve -en los barrios, colonias y ranchos- la conformación de cooperativas de consumo (compras en común, salud y vivienda) y producción (agricultura); los grupos de salud alternativa y nutrición, grupos de derechos humanos, se participa –sobre todo a principios de los años noventa- como observadores electorales en los procesos locales, a través de Alianza Cívica, entre otras actividades. Producto de este trabajo, en el año 2001 se constituye la red de redes, conformada por una red de vivienda, red de campesinos, red de cooperativas y red de salud popular, como una forma de articular y fortalecer los esfuerzos organizativos de cada red, intercambiando experiencias y recursos.

c) La organización ciudadana autónoma, un proceso incipiente. 

Desde las CEB y las primeras organizaciones sociales autónomas, producto del análisis de la realidad y del trabajo de formación  política,  se incorpora la dimensión de los derechos cívico-políticos como parte esencial de las actividades de pastoral social en la región. Este proceso -incipiente en la región y los municipios mencionados- no se da de manera lineal, sino que ha tenido sobresaltos y problemas generados no sólo por el contexto sociopolítico en el que actúan, sino también por situaciones internas propias de la organización y participación de las personas. Dentro de los principales problemas que se presentan destacan:

a) Las contradicciones de una metodología participativa que propicia la crítica y autonomía de la organización ciudadana frente al gobierno y, al mismo tiempo, genera cierta dependencia frente a la autoridad de la iglesia y sus párrocos.

b) La DCG no es una institución homogénea, aún en los tiempos del Obispo Serafín Vázquez (1979-2000, periodo en que se fortalece una concepción pastoral de opción por los pobres) no todos los sacerdotes adscritos a esa Diócesis compartían la misma concepción y línea de trabajo como iglesia católica. Con la llegada del actual Obispo, Rafael León (2000), en opinión del Pbro. José Sánchez (30/agt/02),  los curas identificados con una línea pastoral más conservadora se están reagrupando e influyendo más, en el actual Obispo, que los curas de una línea progresista.  
c) La poca movilidad y renovación de los liderazgos sociales vinculados los grupos cristianos, así como la presencia de vicios y desviaciones  que se manifiestan al interior de algunos grupos ciudadanos (corrupción, autoritarismo, voluntarismo, activismo, etc.).

d) La escasa presencia de grupos ciudadanos constituidos formalmente (como asociaciones civiles, cooperativas, etc.) y un tejido social debilitado (por la fuerte emigración que se registra en la región, además de prácticas caciquiles, corporativas y clientelares a nivel de grupos vinculados al gobierno) y en algunos casos ausencia de redes de solidaridad social que limitan la acción organizada frente a problemáticas comunes que trasciendan los intereses particulares e impactan en el espacio público.
Si bien desde la DCG se impulsan las primeras organizaciones ciudadanas al margen del gobierno, en Sayula y Tapalpa, no puede decirse lo mismo del poder de la iglesia. En efecto, dado el origen de este tipo de asociaciones, la gran mayoría crecieron con un alto nivel de dependencia frente a la autoridad y recursos de los sacerdotes de la Diócesis, que de acuerdo a las concepciones y actitudes personales de éstos se avanzaba o limitaban procesos organizativos autónomos y críticos. En ambos municipios, existe el señalamiento de algunos seglares, que participan en los diferentes grupos cívicos, de que no todos los sacerdotes se comprometen de igual forma con el trabajo de base, ni apoyan la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que tienen que ver con asuntos de interés general. En el caso de Tapalpa se ha llegado a tal grado que posterior al sacerdote que impulsó el trabajo de las CEB llegó otro con el firme propósito de limitar su influencia y presencia a su mínima expresión, desplazando a los liderazgos ya formados
.  

No obstante lo anterior, existe un reconocimiento de parte de Catalina Ramírez y Cuca Flores (miembros de los grupos cristianos y de Poder Ciudadano Jalisco) de que determinados trabajos y actividades ciudadanas se realizan con  autonomía de los sacerdotes y no siempre sus decisiones son tomadas tal cual, sino que se dialoga y se toman en cuenta las diversas opiniones orientados bajo el interés común.  Esta situación -en algunas ocasiones ha generado fuertes tensiones- si bien ha estado presente a lo largo de la historia de trabajo de la Iglesia en el campo social, tiende a manifestarse con más fuerza a raíz del trabajo en torno a las Agendas Ciudadanas, en donde los diferentes actores que participan distinguen, con cierta claridad, entre las acciones que se impulsan como miembros de la Iglesia y las que se realizan desde el campo ciudadano. 

A mediados del año 2000, en el marco de la coyuntura electoral local, varias organizaciones civiles y sociales de la Región Sur y de las regiones: Sureste, Sierra de Amula y Ciénega, se involucraron en un proyecto de elaboración de Agendas Ciudadanas Municipales –y estatal- con la pretensión de influir en las agendas de los nuevos gobiernos electos. Uno de los actores fundamentales de este proceso fueron los grupos cristianos (CEB) vinculados al trabajo pastoral de la Diócesis de Cd. Guzmán, quiénes a la fecha mantienen una importante presencia y constituyen uno de los pilares de Poder Ciudadano Jalisco. En el capítulo tercero abordaré más ampliamente este punto.
El impulso que toma la iniciativa de Poder Ciudadano Jalisco, en la Región Sur y en especial en los municipios de Sayula y Tapalpa, se explica en gran medida por este  trabajo que realiza la DCG en el campo de la organización y educación popular. Ahora bien, ¿qué aporta la iniciativa de PCJ al proceso organizativo desarrollado por la DCG?

A este respecto, los sacerdotes entrevistados (de Sayula, Tapalpa y la Zapotiltic) coinciden señalar que la iniciativa de PCJ les aporta una nueva experiencia en el campo de la participación, que ilumina el trabajo social que promueven, “porque muchas veces nosotros ni tenemos la capacidad, ni tenemos la experiencia en ese campo...” (Pbro. José Sánchez, Zapotiltic); también; “aporta perspectivas nuevas de cómo ir abriendo caminos nuevos” (Pbro. Carlos Córdova, Sayula); “...la participación en sí del ciudadano, del cristiano, pues ha sido muy importante en este campo, puesto que de veras se ha ido viendo la realidad más ampliamente, y sobre todo para llevar a establecer esas Agendas Ciudadanas y poder compartirlas en este caso como con quién fue, quiénes eran los candidatos hace dos años, y que han ido siguiendo, tratando de darle seguimiento a esas agendas ciudadanas” (Pbro. José Toscano, Tapalpa).

En resumen, la región Sur de Jalisco, en término político-electorales, observa una tendencia a la alternancia política, a partir de 1992 y un incremento en la competencia electoral, principalmente entre los partidos PAN-PRI. Los demás partidos, en especial PRD, PT y PVEM, han logrado triunfos, en los municipios de Sayula, Tuxpan y Zacoalco, sin capacidad de retención. En los procesos electorales del 2000 y 2003, el PRI  obtuvo el control en el mayor número de municipios y registró una notable capacidad de recuperación electoral, al conquistar algunos municipios que estaban en manos de otros partidos, entre ellos el más importante: Zapotlán el Grande (conocido también como Ciudad Guzmán).   
Frente a este panorama, se destaca la presencia de instituciones del gobierno y de la Iglesia católica como actores importantes, generadores de identidad cultural a través de procesos de organización ciudadana que buscan intervenir en los múltiples problemas que aquejan a los municipios de esta región. En este sentido, la aportación de las CEB a la constitución de las primeras organizaciones sociales autónomas del poder ha dado origen a la conformación de agrupaciones civiles, críticas y vigilantes del poder, que aunque muy incipientes aún, abre nuevos horizontes a la participación ciudadana.

En los municipios de Sayula y Tapalpa la presencia de grupos ciudadanos cobran cada vez mayor relevancia y atención por parte de las autoridades locales, debido no sólo a su capacidad de generar propuestas de interés común, sino también a su articulación a través  agendas ciudadanas municipales que trascienden los límites locales y generan redes de relación a nivel regional. Sobre este proceso hablaremos en el capítulo tercero, pero antes de abordar esta experiencia, conviene ampliar la información sobre los conceptos de participación ciudadana y espacio público, como marco de interpretación teórica, desde el cual analizaremos los casos de Poder Ciudadano de Sayula y Tapalpa. 

Capítulo 2
Dimensiones de la participación ciudadana: una discusión teórica.
La participación ciudadana es quizá uno de los puntos más abordados -como objeto de estudio y como estrategia de trabajo y acción social- por parte de académicos, intelectuales,  instituciones del gobierno,  organizaciones sociales, y organismos internacionales. En nuestro país, diversos centros de investigación e instituciones públicas y privadas le han dedicado amplios espacios a este tema en congresos, seminarios y reuniones de trabajo.  Mucho se ha escrito sobre la importancia de la participación ciudadana en las labores de gobierno y de la sociedad civil, como legitimadora ética de las decisiones políticas y como fundamento de la acción democrática
, pero en los hechos de los gobiernos mexicanos poco se avanza en esta materia. 

Este capítulo constituye el marco teórico conceptual y metodológico del presente trabajo sobre dimensiones de la participación ciudadana. Nuria Cunill tiene un amplio estudio académico sobre este tema a nivel de América Latina
 y tiene aportaciones dignas de consideración y de discusión dentro de la teoría de la democracia, por ello será una referente del presente trabajo, junto con otros autores como Juan Manuel Ramírez Záis y Luis F. Aguilar, que también tienen aportaciones importantes a este campo, entre otros.
En este trabajo me centraré en la participación de los ciudadanos, que se da principalmente a través de las acciones que realizan las organizaciones sociales y civiles en el ámbito público, mismo que estimo como destacable sobre todo a partir de la década de los noventa, pero esta presencia es aún incipiente y limitada sobre todo en su nivel influencia en la agenda de gobierno debido principalmente a tres aspectos: i) limitaciones de organización y articulación de las propias OC’s en temas de su interés, ii) falta de estrategias de seguimiento y negociación política para el impulso de sus propuestas, y iii) las concepciones y prácticas excluyentes de los gobernantes sobre la intervención de los ciudadanos en los asuntos públicos (hipótesis de trabajo).
Es importante aclarar que la falta de articulación que se observa en términos generales, en la mayoría de las OC’s, no significa que no existan iniciativas conjuntas y capacidad de propuestas de algunos grupos a nivel local, regional y nacional. Más bien, lo que me interesa destacar es la inmadurez de un proceso de asociacionismo y de redes todavía incipiente, que si bien registró un fuerte impulso en la década de los noventa (en temas relativos a: la observación electoral, los derechos humanos, la paz en Chiapas, entre otros) pierde fuerza al lograrse la alternancia política –a nivel federal- en el 2000.
Dado a que la participación ciudadana constituye el eje de análisis del presente trabajo, considero pertinente hacer una referencia a este concepto, enmarcados dentro de la teoría de la democracia representativa y la democracia directa, en alusión sobre todo al caso  mexicano.  Comentaré la propuesta de Cunill y Aguilar para enfrentar las limitaciones de estas dos corrientes de la democracia,  en la perspectiva de contribuir  a la ampliación de lo público desde los ciudadanos, para luego ubicar, la participación ciudadana en el campo de las políticas públicas y finalmente, revisar las limitaciones de ésta. Cabe advertir que la participación política, centrado en lo electoral, constituye un aspecto central de las prácticas procedimentales de la democracia representativa pero no será objeto de estudio en el presente trabajo, en virtud de que mi interés está centrado en las acciones colectivas que se impulsan desde las llamadas organizaciones civiles.
Las preguntas que orientan este trabajo son: ¿cuáles son los aportes y limitaciones de las teorías de la democracia representativa y directa a la profundización de la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos?, ¿qué alternativas se proponen ante las deficiencias teóricas y prácticas de estas corrientes en el terreno de la participación ciudadana?, ¿qué experiencias tienen las organizaciones civiles en el campo de lo público en pro de su ampliación?, ¿qué limitaciones enfrenta la participación ciudadana en el ámbito de lo público?

2.1. Participación ciudadana y espacio público.

- Participación ciudadana y democracia.

La participación puede ser abordada desde dos aspectos: a) por un lado, los factores individuales  que influyen en su despliegue, dentro de los cuales podrían mencionarse la pertenencia a un determinado grupo o clase social y, junto con ello, las oportunidades de acceso a la educación y la cultura, así como también a las motivaciones individuales que desencadenan estos procesos, y b) por otro lado, las condiciones del contexto sociopolítico, muy vinculadas al desarrollo de las instituciones de carácter público y más concretamente a los tipos de regímenes políticos de los diferentes países. El presente trabajo me enfocaré fundamentalmente desde el segundo aspecto, tomando como referencia el caso mexicano.

La participación como método de gobierno ha implicado un estilo de hacer política en el Estado y en la sociedad (Jordi Borja, 2000), por ello se le asocia estrechamente con la democracia. La democracia a lo largo de la historia ha tenido muchos significados, no es objeto del presente trabajo abundar en ellos, baste decir, que por democracia entenderé “una forma de gobierno en la que, al contrario que en las monarquías y las aristocracias, el pueblo gobierna”
. Mucho son los atributos positivos y valores que se le asignan a este término, entre los que destacan: la igualdad, la libertad, el autodesarrollo moral, el interés común, los intereses privados, la utilidad social, la satisfacción de las necesidades, decisiones eficaces, entre otras (David Held, 1996). 

En términos generales hay coincidencias entre diversos analistas de que la democracia debe satisfacer algunas condiciones básicas: lograr la igualdad política, incorporar la deliberación y, junto con ello, una participación efectiva de los ciudadanos en los asuntos públicos y, evitar la tiranía de las mayorías. Esto implica reconocer y respetar al otro. También se ha señalado que la democracia no debe restringirse sólo a las cuestiones políticas, sino que debe incorporar otras dimensiones: económica, social y  cultural  (Dahl, Robert; Held, David; Cunill, Nuria; Touraine, Alan; Alonso, Jorge). Desde esta perspectiva, la democracia se concibe más allá de “una forma de gobierno”, ya involucra todos los aspectos que tienen relación con el desarrollo de la vida humana.
Según Sartori(1988) el término democracia no sólo tiene un valor descriptivo, sino también prescriptivo, en este sentido tiene una doble función: denotativa o descriptiva (lo que es) y persuasiva o normativa (el deber ser), esto es, encarna ideales y valores que le dan sentido y dirección.

La participación está vinculada fuertemente a la democracia y viceversa. Una característica importante que suele destacarse de los regímenes democráticos es la participación libre y genuina de los ciudadanos. Mauricio Merino (1995) y Alicia Zicarddi (2001) hacen referencia a la participación ciudadana como una forma de controlar y moderar el poder que es otorgado a los representantes políticos, buscando influir en las decisiones y acciones de éstos. Para  Ramírez Sáiz, este tipo de participación es política ya que “Significa la intervención de los ciudadanos, en cuanto sujetos políticos, en actividades públicas y en un ámbito igualmente político”
.

Ramírez Sáiz introduce un nuevo concepto en la definición de participación y no la diferencia de “la política”, o al menos resalta esta dimensión desde los ciudadanos, aludiendo al reconocimiento y ejercicio de los derechos políticos contemplados en la Constitución Mexicana: el derecho de asociación y de reunión, el derecho a la manifestación de las ideas, de votar y ser votado para puestos de elección popular, etc. 
Por su parte tanto Cunill como Zicarddi, señalan que la participación política  es entendida como la intervención de los ciudadanos básicamente a través de los partidos políticos
.  Esta concepción contrasta con la de Ramírez Sáiz y restringe la actividad política al ámbito partidista, cuando ésta no se circunscribe sólo a la acción de los partidos políticos en la vida pública, y menos aún, a la elección de gobernantes. 
Según Bobbio, el sentido moderno (y clásico) de la política está referido a la ciudad, al ciudadano, a lo civil, lo público, lo sociable y lo social, “y se emplea comúnmente para indicar la actividad o el conjunto de actividades que de alguna manera tienen como término de referencia la polís, es decir, el estado” 
. Desde esta perspectiva, la participación de los ciudadanos en la vida pública es participación política. 
En opinión de Cunill la participación ciudadana se diferencia de la participación política en cuanto se circunscribe a los intereses particulares radicados en la sociedad; por lo que  remite a la vinculación entre intereses difusos y colectivos e intereses públicos
. La mayoría de los ciudadanos que participa en la política, dice, lo hace por una vía indirecta, a través de unos representantes elegidos. A esto último se refiere la democracia representativa o por delegación. 

Gianfranco Pasquino (1998) ofrece una definición más amplia de participación política, como categoría analítica, no limitada a los partidos, que permite observar algunas similitudes con el concepto de participación ciudadana planteado por Ramírez Sáiz, y la ubican en una perspectiva que contradice las concepciones de Cunill y Zicarddi, ya que  aporta una visión más amplia de la actividad política, en donde intervienen individuos, grupos, asociaciones e instituciones. Pasquino define a la participación política como “aquel conjunto de actos y actitudes dirigidos a influir de manera más o menos directa y más o menos legal sobre las decisiones de los detentadores del poder en el sistema político o en cada una de las organizaciones políticas, así como en su misma selección, con vistas a conservar o modificar la estructura (y por lo tanto los valores) del sistema de intereses dominantes”
.  Incidir en los tomadores de decisiones y afectar las estructuras del sistema político imperante, para conservarlo o modificarlo, es el aspecto que destaca.  
La participación de los ciudadanos en los partidos políticos es sólo una modalidad más de participación política, pero no es la única. Actualmente, existe una gama muy amplia de acciones ciudadanas de grupos civiles no partidistas que pudieran ubicarse dentro del concepto de participación política de Pasquino y Ramírez: la toma de edificios públicos; las manifestaciones a favor de la paz y el respeto a los derechos humanos; las adhesiones a boicots en contra de empresas privadas y públicas; la defensa de la tierra y la cultura por parte de grupos indígenas y campesinos,  así como las múltiples formas del ejercicio de los derechos políticos y sociales contemplados en la Constitución Mexicana. 
Por su parte, Aguilar (2001) precisa que la participación ciudadana organizada e interesada en incidir en los asuntos públicos y en las decisiones de los poderes públicos tiene diversos propósitos y tipos de acción y se desarrolla en dos vertientes: a) una  política orientada a la creación de instituciones de la democracia directa, como el plebiscito, referéndum, iniciativa popular, revocación del mandato y b) otra relacionada más con la política pública y la administración pública que busca influir en las decisiones y operación del gobierno, desde los intereses ciudadanos
. 

Lo que importa destacar de estas concepciones de participación ciudadana es que este tipo de acciones están relacionadas con la política y la esfera pública, esto es con lo que hace o deja de hacer el gobierno y la sociedad misma por el mejoramiento de su entorno y su desarrollo en sentido amplio (institucional, político, económico, cultural…).
Para Held (1992), la política es un fenómeno que se encuentra en todos y entre todos los grupos, instituciones y sociedades que atraviesa la vida pública y privada. Se expresa en todas las actividades de cooperación, negociación y lucha por el uso y distribución de los recursos, por lo que implica a las actividades de producción y reproducción de las sociedades. “La política crea y condiciona todos los aspectos de nuestras vidas y es el centro del desarrollo de los problemas en la sociedad y de los modos colectivos de resolverlos
”. 

Esta concepción de la política no la reduce ni limita a los profesionales de ese campo: los partidos  o el gobierno, sino que la coloca en una dimensión universal de la vida humana, accesible a todos. Este es el punto fundamental que me interesa resaltar aquí: la política como algo que incumbe a todos los integrantes de una sociedad.
Ahora bien la pregunta crucial de la participación política es ¿qué conservar o qué cosas deben modificarse de la estructura del sistema de intereses dominantes para dar cabida a los intereses diversos que se expresan en la sociedad, desde una perspectiva democrática?, ¿qué tipo de relación debe establecerse entre el gobierno y la sociedad para favorecer un desarrollo social más justo tendiente a disminuir las asimetrías sociales? 
Las respuestas que se han intentado desde las diferentes modelos de la democracia no han sido satisfactorias, tanto las teorías de la representación como las ligadas a la participación directa de los ciudadanos han sido incapaces de ofrecer alternativas viables y sostenibles para enfrentar las asimetrías sociales y lograr la afirmación de los derechos sociales. Este es uno de los puntos centrales que aborda Cunill (1997) y que me interesa adoptar desde dos perspectivas de análisis: a) por un lado, la oferta institucional para la participación ciudadana, resaltando el papel del gobierno en este campo, y b) las limitaciones de las figuras de democracia representativa y de la democracia directa como formas limitadas de participación política.

a. La oferta institucional para la participación ciudadana.

Según Aguilar (2001), la importancia que adquiere la participación ciudadana dentro de la administración pública (AP) obedece a dos corrientes -a nivel mundial y nacional- que reivindican la naturaleza pública del gobierno y la capacidad administrativa (generencial) del gobierno
.  “Los dos movimientos se caracterizan por resaltar la centralidad del ciudadano y rompen con el tradicional monopolio gubernamental de la deliberación y decisión en asuntos públicos... Rompen asimismo con el tradicional ensimismamiento de la AP o tradicional visión gubernamentales/”internalista” de la AP tradicional, según la cual el cumplimiento de las funciones públicas es una tarea exclusiva de las organizaciones del gobierno y el ciudadano es considerado sólo como destinatario-sujeto de administración, sin posibilidad de ser un sujeto de las deliberaciones, decisiones y operaciones públicas”

Para Aguilar, estos dos movimientos, representan un quiebre con la discusión política y teórica reciente, influida por la crisis fiscal-política-administrativa de los estados sociales... “Hay un paso del “enfoque finanzas públicas” dominante, que pone el énfasis en la eficiencia económica de las políticas y programas, al “enfoque calidad” (institucional y gerencial). Y se pasa de la discusión sobre tamaño / cantidad (“downsizing”) a calidad (kaizen) en el sector público, las dos C’s: calidad institucional y calidad gerencial”
.

“La primera tendencia forma parte de lo que hoy se llama New Gobernance – Nueva Gobernación, mientras la segunda tendencia corresponde al enfoque del New Public Management – Nueva Gestión Pública... Su premisa básica es la distinción que respectivamente hacen entre “gobernación” y “gobierno” y entre “administración pública” y “administración gubernamental”, con el resultado de que otorgan a las organizaciones de la sociedad civil un lugar de importancia fundamental, al considerarlas agentes fundamentales de la gobernación y la gerencia pública en las actuales condiciones”
. 
Si bien desde estos enfoques se reivindica al ciudadano y empieza a reconocerse el papel de los grupos de la sociedad civil en los asuntos públicos, es conveniente advertir que tienen la limitante de enfatizar la calidad del ciudadano como cliente de los servicios que otorga el Estado, más que como sujeto de derechos y obligaciones, con capacidad de influir en la conformación de las decisiones públicas, más allá de los procesos electorales. 
Sin embargo, ha de señalarse que desde estos enfoques también se ha permeado a las estrategias gubernamentales orientadas a generar condiciones para que la sociedad incida sobre el Estado o participe en sus funciones, sobre todo a partir de la década de los ochentas, en México y América Latina (AL) afectando a los siguientes campos:

i. el campo de la formación de políticas públicas a través de favorecer la intervención de los distintos intereses particulares en su elaboración.

ii. el campo de la acción legislativa, a través de la entrada a mecanismos de participación directa: la iniciativa popular y el referéndum, y

iii. la prestación de los servicios públicos, a través de su transferencia o co-gestión a la denominada sociedad civil.

Estas líneas convergen en una misma invocación: profundizar  la democracia de los regímenes políticos en AL (en México se hablaba de perfeccionar la democracia). Ese es el discurso político que se difunde ampliamente por parte de los gobiernos en un marco de políticas de ajuste estructural
 orientado a reducir el papel del Estado en la economía, a desregular los mercados internos y liberalizar los externos.

Para Cunill el modelo que se implementa, en la década de los ochenta, para “ampliar” la participación ciudadana en los procesos de formulación de políticas se orienta tanto a favorecer los mecanismos de la democracia directa como a introducir un pluralismo integrativo. Los elementos que componen este modelo son: a) la integración pluralista, que se expresa en un esfuerzo explícito por ampliar las capacidades de representación social, y b) apertura de la estructura de oportunidades política, es decir, el aparato del Estado cede espacios de autoridad para dar cabida a la inclusión de nuevos actores en la formación de políticas. Lo sobresaliente del rasgo integrativo, en términos generales es lo siguiente: 

i. Los sujetos convocados no retienen su propia autonomía política,  trasladan su autoridad social a las instancias de representación social ya constituidas, por lo tanto la participación deviene más en una colaboración funcional que en representación de intereses para incrementar los espacios de su influencia. La instancia en la que se expresa esto son los Consejos Ciudadanos y/o Comités de Consulta.

ii. El signo de esta institucionalidad es la multiplicación de los sujetos, existen tanto tipos de participación ciudadana como instituciones (sectoriales) que apelan a la incorporación de ella en sus prácticas.

iii. Los ámbitos y las modalidades de participación son prefigurados desde el gobierno, el ámbito por excelencia es el local, y la modalidad más socorrida es la concertación social, y en un plano más general, la consulta (los foros de consulta popular) 
.

En base a este modelo, en varios países de América Latina sobre todo a nivel municipal, se introducen las audiencias públicas, los cabildos abiertos, los foros de consulta y se realizan reformas jurídicas para dar cabida a la iniciativa popular y el referéndum. La mayoría de estos cambios se concretan a finales de la década de los ochentas y principios de los noventas. 
En el caso mexicano, la forma en que se implementa este modelo del “pluralismo integrativo”, se expresa en la conformación de los Comités de Planeación y Desarrollo Estatal (COPLADE), y a nivel municipal, los Comités de Planeación y Desarrollo Municipal (COPLADEM), creados durante la administración del gobierno de Miguel de la Madrid (1982-1988) como parte de las políticas de descentralización que buscaban “promover el desarrollo estatal y municipal integral mediante la creación de un sistema de planeación democrática”
. A través de estos comités se busca la incorporación de los diversos sectores, representativos del capital y el trabajo. En nuestro país estos espacios fueron ocupados preferentemente por las organizaciones sindicales vinculadas al PRI (CTM, CNOP, CNC, CROC) y organismos patronales corporativos (COPARMEX, CANACINTRA, CANACO, etc.), las agrupaciones independientes no tuvieron cabida en este tipo de espacios.
Los procesos a favor de la descentralización, así como la multiplicación de los sujetos políticos asociados a la dirección de servicios públicos singulares, con la pretensión de lograr una colaboración de los ciudadanos en los programas de gobierno, se convierte en la característica dominante de participación a finales de los ochenta en varios países. Con ello, se impulsan una serie de reformas normativas en las relaciones gobierno-sociedad orientados preferentemente al ámbito municipal en busca de un doble objetivo: procurar imprimir mayor agilidad y eficiencia al aparato de gobierno, e intentar legitimar la acción de este ante la sociedad, involucrándola.

En la década de los noventas el impulso de la participación ciudadana, desde los gobiernos de AL, se caracteriza por dos tendencias: a) un conjunto de reformas constitucionales que coloca el énfasis en los instrumentos de democracia directa y da oportunidad a la participación ciudadana en la administración pública, y b) un claro refuerzo a la transferencia de los servicios sociales por parte del gobierno hacia las comunidades (inspirados en el modelo chileno) dotándolas de un peso especial en su conducción.

Con ello -en teoría- se busca impulsar los procesos de descentralización de los servicios sociales hacia los municipios y estimular la competencia a nivel de la oferta, por medio de la provisión privada de los servicios. En este sentido, los programas sociales del gobierno se estructuran cada vez más, con base en la cooperación del sector público y privado e invocan a la participación de la sociedad civil para su ejecución, con lo que proliferan los fondos de inversión social, se impulsa la autogestión social y la subcontratación con organizaciones sociales. En México, el prototipo de estas acciones es el PRONASOL (Programa Nacional de Solidaridad), durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994);  en Colombia es el caso del Programa Nacional de Rehabilitación donde se permite la participación de los usuarios en la administración de las empresas municipales, así como en organismos públicos del sector salud (Ley de salud de 1990); en Brasil se opera algo similar en las instituciones en el campo de la salud.

Lo sobresaliente de los años noventa en materia de participación son las reformas constitucionales, que introducen -de manera gradual- nuevos mecanismos de intervención directa de los ciudadanos: la iniciativa popular y el plebiscito en algunos países y el referéndum (Argentina, 1994; Colombia, 1991 y Brasil en 1998), junto con un impulso a los procesos de descentralización de la administración pública y de servicios hacia los municipios. En Perú (1994) la Ley de los Derechos de Participación y Control Ciudadanos incluye  la revocación de alcaldes, regidores y magistrados de elección popular  y de autoridades designadas por el gobierno central, así como la rendición de cuentas. En Colombia (1991) también se incluye la revocación del mandato para alcaldes y gobernadores, por incumplimiento del programa de gobierno, entre otras cosas,  establece además, la obligatoriedad de incluir el programa de los candidatos dentro del plan de desarrollo local (Cunill, op. cit., p. 83).

En el caso mexicano, a nivel municipal, en febrero de 1983 se reforma el artículo 115 constitucional, con ello se uniformaron las causas y los procedimientos mediante los cuales las legislaturas estatales podían intervenir en contra de las autoridades municipales (para suspender o declarar desaparecidos a los ayuntamientos por “causas graves” y nombrar  nuevas autoridades) y se sentaron las bases para la descentralización municipal en la prestación de los servicios básicos, con el propósito de aumentar su responsabilidad  en este renglón. Esto abrió la posibilidad de nuevas fuentes de ingreso al municipio a través de impuestos a la propiedad inmobiliaria y el cobro por servicios, entre otros (Meyer, 1994).

No obstante estos cambios institucionales que se promueven gradualmente y en espacios delimitados (al ámbito municipal por excelencia) desde el gobierno para favorecer una mayor participación de los ciudadanos en los asuntos públicos, sus resultados son poco alentadores, en parte porque la esfera de lo público es “expropiado” por el gobierno, pero también a las desviaciones e insuficiencias de los propios mecanismos ligados tanto a la democracia representativa como la democracia directa.  

En resumen, los límites del pluralismo integrativo en términos de participación ciudadana en los casos mencionados, es que está diseñada, en su normatividad y estructura, en función de los intereses del grupo que gobierna y no de la sociedad, por lo que la supuesta representatividad de los ciudadanos termina vulnerando su autonomía frente a las instituciones del Estado. Otra limitante es que su función está restringida a la consulta, a la opinión de expertos, apelando al aporte de experiencias de actores sociales, sin capacidad de discutir y analizar opciones alternativas a las que plantea el gobierno, por lo que su influencia real en las decisiones políticas es prácticamente nula; con ello,  cuestiona fuertemente uno de los postulados del pluralismo, referido a los equilibrios de poder. También  es el gobierno el que reserva el derecho de elegir e invitar a los representantes de los distintos sectores sociales, con lo cual terminan por ser excluidos una gran cantidad de grupos de la sociedad civil. Finalmente, este tipo de organismos, terminan por avalar y justificar decisiones ya tomadas por el gobernante en turno. 

En suma, el problema principal de este tipo de “pluralismo” es que finalmente, al poner el énfasis en la colaboración de los diferentes actores, termina corporativizando la participación y lesionando incluso los propios principios del pluralismo, manteniendo y profundizando las asimetrías sociales. Esto constituye uno de los grandes límites de este tipo de propuestas en materia de participación ciudadana.
b. La democracia representativa y democracia directa como formas limitadas de participación política.
En América Latina –y México no es la excepción- los signos dominantes que marcan las relación Estado-sociedad son la apropiación privada de lo público (Fleury, 1996) y el nominalismo de la institucionalidad política liberal que se extiende a la propia calidad de ciudadano. "La historia del Estado latinoamericano es básicamente la historia de los esfuerzos por constituir desde él mismo a la sociedad. Su versión más deformada, el Estado populista, expresa a través del clientelismo, este patrón viciado, donde las relaciones personales constituyen la clave de gran parte del intercambio político y económico. Un patrón, en definitiva, de dependencia recíproca entre el Estado y la sociedad que refuerza al mismo tiempo la debilidad de ambos"
.

Desde esta perspectiva la constitución de una sociedad civil autónoma se advierte como inacabada y precaria, frente a un proyecto de ajuste estructural que desde la década de los ochentas, en AL,  ha significado mayores niveles de exclusión económica y por ende, de desintegración social y pobreza
. 

Dentro de los diferentes  modelos teóricos que han intentado ofrecer algunas pistas de solución ante el problema de la asimetría en la participación social destacan dos: la democracia representativa y la democracia directa o participativa. La primera se caracteriza por un sistema de gobierno que elige a “funcionarios” que asumen la representación de los ciudadanos en el marco del “imperio de la ley”, en tanto que la segunda, está asociada a un sistema de toma de decisiones que permite la intervención de los ciudadanos en los asuntos públicos (Held, op. cit. p. 20). 
b.1. La democracia representativa, aportes y debilidades.
En opinión de Przeworski (1999), la democracia representativa parte de dos supuestos básicos: a) los representantes deciden lo que los ciudadanos deben y no pueden hacer directamente, por consiguiente obligan a éstos a acatar sus decisiones (en este sentido, lo ciudadanos gobiernan y lo hacen democráticamente, ya que éstos eligen a sus representantes a través del voto, esto es, mediante el sufragio libre y directo), y b) los representantes utilizan su poder en busca de lograr el bienestar general de los ciudadanos, es decir, la “representación” busca el bien del público. Bajo estos supuestos a los ciudadanos le corresponde elegir bien a sus gobernantes para lo cual deben informarse de las decisiones y acciones que llevan a cabo, vigilarlos y en cierta medida, controlarlos.

Pero si bien, los ciudadanos son libres de elegir, discutir, reclamar y criticar a sus gobernantes, están limitados para garantizar que éstos los escuchen y más aún, los tomen cuenta en sus decisiones fundamentales. Además, muchos de los funcionarios que toman decisiones importantes dentro de las instituciones públicas, no son electos, ni rinden cuentas de su actuación a los ciudadanos, por consiguiente, no los pueden reemplazar mediante el voto. Incluso una vez que los ciudadanos eligen a sus autoridades, están impedidos jurídicamente para revocar su mandato en la mayoría de los países de AL. Estas son algunas de las principales críticas y limitaciones que se observan de la democracia representativa. 

Aunado a lo anterior, el ciudadano común, por lo general no dispone de información ni de conocimientos que le permitan evaluar y/o valorar las acciones y decisiones que los gobernantes toman en su nombre. La información oficial es en muchos casos restringida y en ocasiones maquillada o puesta en términos poco accesibles a la población. Las decisiones, igualmente, no se transparentan, ni se hacen del conocimiento público. Esto limita la participación activa de los ciudadanos en la vigilancia y control de sus gobernantes, se presta a la manipulación y perpetuación de los grupos de poder dentro del gobierno.

Pero, según Przeworski, la estructura de las instituciones representativas ofrece algunos medios para que los ciudadanos controlen al gobierno, dentro de las cuales destacan las siguientes:

a. Se escoge a los gobernantes mediante elecciones.

b. El gobierno se divide en órganos separados que pueden controlarse unos a otros, y están sujetos a normas constitucionales que limitan el poder.

c. Los gobernantes están sujetos a elecciones periódicas.

Tanto los puntos a y c, se sustentan en dos cuestiones fundamentales: i) el supuesto de que las elecciones sirven tanto para el ciudadano elija a los políticos que ofrezcan mejores políticas (idea asociada al mandato), y ii) las elecciones sirven para reclamarle al gobierno sus acciones del pasado (idea asociada a la rendición de cuentas)
. En ambos casos existe la posibilidad de que el ciudadano pueda rectificar, premiar o castigar, con su voto las decisiones y acciones del gobierno.

Sin embargo, no se toma en cuenta que las elecciones no obligan a los políticos a ejecutar los deseos de los gobernantes, menos aún garantiza que se conduzcan con honestidad y eficacia. Una vez electos, los ciudadanos no disponen de mecanismos institucionales para obligarlos a cumplir sus promesas de campaña, ni siquiera los planes de gobierno que presenta formalmente a los ciudadanos. Aunado a esto, decíamos que el ciudadano no dispone, por lo general, de información para evaluar la actuación del gobierno, por consiguiente, no basta la amenaza de la no reelección de un determinado partido para motivarlos a conducirse en pro  del interés público. 

En el caso b, se parte del supuesto de que la división de poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) establecidos constitucionalmente estarían sentando las bases de los contrapesos orientados a delimitar el poder de unos sobre otros. No obstante, en regímenes políticos centralistas, con un sistema de gobierno presidencialista, con tendencias autoritarias (como el caso de algunos gobiernos latinoamericanos que hoy día persisten), la división de poderes, y por consiguiente, el sistema de contrapesos, no operan en la realidad, en parte porque los recursos y medios legales e ilegales (presupuesto, burocracia, aparato represivo, presencia y control sobre medios de comunicación, etc.) de que dispone el ejecutivo son mayores a los otros para inclinar la balanza a su favor. 

A lo anterior se ha planteado algunas alternativas tendientes a complementar las lagunas y deficiencias de la democracia representativa, entre ellas: a) ampliar el papel del congreso como vigilante y contrapeso real del poder ejecutivo,  que puede cumplirse de mejor manera cuando el congreso es opositor al gobierno electo (los gobiernos divididos, caso mexicano), y b) el fortalecimiento del sistema de partidos consolidando los procesos de alternancia política. No obstante, persiste en la actualidad la visión de que los parlamentos se encuentran debilitados para controlar al gobierno en nombre de la sociedad, frente a la preeminencia que adquiere la burocracia estatal en la formulación de políticas. Aunado a esto, aumenta el desencanto de la sociedad frente a los partidos políticos, cada vez más burocratizados y enfrascados en asuntos relacionados con el control del poder por parte de los grupos y subgrupos dentro de éstos, más que de los asuntos de interés público. El signo más agudo de la crisis del modelo de la democracia  representativa se manifiesta en la pérdida de credibilidad de los ciudadanos frente a los partidos y el gobierno, así como el desinterés éstos por la política partidista y la cosa pública
. 

Frente a las deficiencias de la democracia representativa, cobra fuerza la idea de fortalecer y ampliar las capacidades de control de la sociedad civil sobre los gobiernos, a través de mecanismos que tiendan a promover e institucionalizar la participación de los ciudadanos en los asuntos de interés público. Se habla de las figuras de plebiscito, referéndum e iniciativa popular, la transparencia y en algunos países de revocación del mandato, como formas de participación directa de los ciudadanos para enmendar las desviaciones del poder.

 b.2. La democracia directa o participativa, aportes y deficiencias.   

Para Cunill (1997) la noción de la democracia participativa apela a tres asuntos fundamentales: i) la recuperación de las figuras de la democracia directa: el plebiscito, referéndum y la iniciativa popular, como formas de involucramiento de los ciudadanos en los asuntos de interés público; ii) la participación de los ciudadanos en la formulación de políticas y en las decisiones estatales, por medio de organizaciones que expresan intereses particulares bajo un modelo de pluralismo integrativo, y ii) la promoción de procesos de “autogestión social” en la provisión de servicios públicos, que incluye el manejo descentralizado de los recursos y la creación de cuerpos colegiados para su administración. Me referiré brevemente a cada una de estas cuestiones. 

- Las figuras de la democracia directa.
Para los efectos del presente trabajo, no profundizaré en los antecedentes históricos de la democracia directa, tampoco en los tipos de referéndum que existen. Retomaré algunas de las conclusiones que hace Cunill respecto a las experiencias de estas figuras en América Latina de la época reciente, pero me centraré principalmente en comentar algunos casos que se han suscitado en nuestro país. 

Hurtado (1998) da cuenta de las distintas interpretaciones y confusiones que suelen adoptar tanto el referéndum como el plebiscito en algunos países de AL, así como los tipos de referéndum que existen. Basándome en este autor, por referéndum se entenderá el sometimiento a los ciudadanos con derecho a voto, de un acuerdo a la representación popular (congreso), para su decisión definitiva; por plebiscito, el proceso electoral de ratificación o rechazo ciudadano a una decisión administrativa de gobierno y por iniciativa popular, el procedimiento a través del cual un número determinado de ciudadanos pueden introducir en la agenda legislativa de un congreso, para su consideración, una iniciativa de ley
. Tanto el referéndum como el plebiscito se utilizan con frecuencia como sinónimos, en ambos casos se refieren a la votación de los ciudadanos para legitimar o validar asuntos que se consideran como trascendentes para el orden público o de interés social.

En opinión de Cunill (1997) algunas experiencias de AL que se han utilizado estos recursos los resultados han sido más bien pobres, en parte, por su reciente creación. Existe también una valoración sobre estas figuras en el sentido de que han sido más utilizados por los gobiernos de regímenes autoritarios, como una medida para justificar decisiones ya tomadas (Ramírez Sáiz, 2002). Importa subrayar que la utilización de los mecanismos de la democracia directa obedece al desgaste que ha sufrido la democracia representativa (los partidos políticos, congresos, etc.), en este sentido tanto la figura de la iniciativa popular como el referéndum se le asocia, por lo general, con la intención de neutralizar el poder de los intereses especiales incrustados en los gobiernos.

Si bien la utilización de este tipo de recursos (plebiscito, referéndum e iniciativa popular) constituyen un avance en cuanto a la apertura de opciones para la expresión directa de los ciudadanos sobre asuntos de interés público, y con ello se está en posibilidad de ejercer una mayor influencia sobre el gobierno por parte de la sociedad, no está exenta,  de riesgos y dificultades, con relación al fortalecimiento del espacio público. En opinión de Cunill los más relevantes son:
· Un primer riesgo es que puede clausurar el debate acerca de los instrumentos posibles para perfeccionar la representación social en la formación de la voluntad política.

· Otro riesgo es que estos instrumentos constituyen la negación de la deliberación pública como fundamento de la participación política. El número de votantes que se manifiesta a favor o en contra  de alguna medida o resolución es lo que tiende a destacarse cómo “lo importante”, “lo válido”.

· En los hechos, es un recurso más al alcance de grupos poderosos de la sociedad, con lo que puede utilizarse para la protección o lesión de los derechos de las minorías y contribuir a mantener o incluso incrementar las asimetrías sociales.
En México, las reformas constitucionales  en materia de participación ciudadana se han dado sólo a nivel de los Estados y municipios, en  algunos de ellos producto de la alternancia en el gobierno o con congresos donde la oposición logra la mayoría (caso Chihuahua en 1993); las experiencias que han recurrido a algunas de estas figuras son contadas. Históricamente, el PRI se ha resistido a incluir en la Constitución General de la República y en las constituciones locales los mecanismos de la llamada “democracia directa”. Mientras que el PAN y  el PRD se han pronunciado a favor de estos mecanismos. 

Actualmente, sólo seis Estados del país no contemplan ninguna modalidad de democracia directa en sus constituciones como el plebiscito, referéndum e iniciativas popular, estos son: Chiapas (gobierna coalición PRD-PAN-PT), Campeche (PRI), Durango (PRI), Nayarit (coalición PAN-PRD), Sonora (PRI) y Yucatán (PAN)
. Los 26 estados restantes contemplan dentro de sus constituciones alguna modalidad de participación ciudadana (Ramírez, 2002), mientras que sólo ocho de estos Estados y el DF tienen especificaciones respecto a su utilización: Estado de México, Veracruz, San Luis Potosí, Chihuahua, Jalisco, Aguascalientes, Morelos, Veracruz (Alonso, op. cit, p. 168-171).

Dentro de las primeras experiencias de utilización de este tipo de figuras,  destaca el caso el caso de Chiapas, que por la vía de los hechos (ya que en ese Estado no existen estas figuras dentro de su Constitución) han realizado plebiscitos, entre 1982 y 1985, para nombrar autoridades provisionales o interinas, en por lo menos doce municipios indígenas (existe el antecedente que en Chiapas se realizó un plebiscito en 1824, cuando se anexó a México mediante una consulta ciudadana, con el 54.7 por ciento de los votos a favor de la unión). 

En Chihuahua, en diciembre de 1993, la mayoría panista en el Congreso local reformó la Constitución e incluyó la iniciativa popular. En el DF la figura del referéndum se estableció en diciembre de 1977 y se reglamentó un año después; en opinión de Hurtado más como un acto demagógico y populista para legitimar decisiones ya tomadas que producto de una reflexión del congreso, en esa fecha el jefe del DF era elegido por el Ejecutivo Federal, de ahí que esta acción fue considerada como un paliativo que nunca  se utilizó y terminó por eliminarse de la constitución el 10 de agosto de 1987 (Hurtado, op. cit. pp. 6 y 7) . 

En algunos Estados tanto el referéndum como la iniciativa popular están limitados sólo a nivel municipal, tales son los casos de: Puebla, Michoacán (referéndum) y Quintana Roo e Hidalgo (iniciativa popular). En contraste con lo anterior, sobresale el caso de Zacatecas (gobierna PRD) donde se incluyen además del referéndum, la iniciativa popular y el plebiscito, la revocación del mandato, sólo que falta reglamentarlas. 

En el caso de Jalisco, el 31 de enero de 1998 se aprobó por el Congreso la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Jalisco, en el marco de una reforma política convocada por el primer gobierno de alternancia panista. En dicha ley se incluyen las figuras del referéndum, plebiscito e iniciativa popular. Tanto el congreso, como el gobernador y los ciudadanos pueden hacer uso del referéndum y plebiscito (sólo a nivel municipal, de acuerdo al artículo 12, frac. II). El referéndum puede ser utilizado para derogar reglamentos y decretos emanados del poder legislativo y/o ejecutivo; en el caso del plebiscito, para someter a consideración de los ciudadanos las decisiones, propuestas o actos del ejecutivo considerados como trascendentes para el interés público o el interés social del Estado. El plebiscito se incluye también a nivel municipal. La instancia que determina si el asunto es trascendente para el orden público es el Consejo Electoral del Estado de Jalisco (Art. 18). Quedan excluidos de este recurso: el nombramiento de los titulares de las secretarías o dependencias del ejecutivo (Art. 9). En ambos casos, los ciudadanos tienen un plazo de 30 días, después de la publicación de una ley (referéndum), o  antes de la ejecución de un acto o disposición administrativa municipal (plebiscito). 

Respecto a la iniciativa popular en Jalisco, puede ser utilizada por los ciudadanos para reformar, modificar, derogar, abrogar o crear una Ley o Código. Pero queda excluido de este recurso las leyes de carácter contributivo, las leyes orgánicas de los poderes del Estado, de los organismos públicos autónomos, las de creación de los organismos públicos descentralizados y de fideicomisos públicos (Art. 50). Se impone como requisito la participación al menos del 0.5% del total de los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos del Estado. El 8 de enero del 2002, se reformaron los Art. 50, 55, 58 y 59, referidos a la iniciativa popular (como consecuencia de la iniciativa popular de violencia intrafamiliar, la primera presentada en el país). Dentro de estas reformas sobresale el derecho del representante común de la iniciativa, a asistir a las reuniones de la comisión del congreso, para exponer los argumentos jurídicos, sociales y puntos relevantes de la misma, previa invitación del presidente de la comisión correspondiente (Art. 58).

· Algunas experiencias de participación directa en México desde las organizaciones civiles. 
En el caso mexicano, dentro de las experiencias más importantes podemos mencionar: el plebiscito realizado en el DF en marzo de 1993, sobre los derechos políticos en la ciudad, promovido por organizaciones ciudadanas; en esa ocasión se emitieron 331 mil sufragios, la gran mayoría se manifestó a favor de restituir los derechos políticos a los ciudadanos del DF; el costo de este ejercicio fue de 770 mil pesos
 . 

También sobresalen las consultas populares (plebiscitos) llevadas a cabo por organizaciones civiles como Alianza Cívica, durante 1995: la primera de ellas en febrero, de ese año, referido a los siguientes temas: a) la responsabilidad de los gobernantes sobre la crisis económica; b) la opinión de los mexicanos sobre la aceptación del paquete económico promovido por el gobierno de los EE.UU. y c) resolver el conflicto armado en Chiapas mediante el diálogo y la negociación política. En esta consulta participaron 66,525 ciudadanos, se instalaron 5,600 mesas y se involucraron en su realización 15 mil ciudadanos y ciudadanas. El 96.68% de los participantes se pronunció por enjuiciar a Carlos Salinas de Gortari y a sus colaboradores como responsables de la crisis económica de finales de 1994; el 80.56% opinó que el Congreso debía rechazar los créditos ofrecidos por el gobierno de los EE.UU. y el 89.83% se manifestó a favor de buscar una solución pacífica y negociada al conflicto de Chiapas (Ramírez, op. cit. pp. 35 a 37 y Olvera, 2001, pp. 31 a35).

Otra consulta importante se llevó a cabo en agosto de 1995, fue convocada por el EZLN*, versó sobre dos cuestiones: a) la opinión de la sociedad para que el EZLN se convirtiera en fuerza política (solo o junto con otros grupos) y  b) ratificar la validez de sus demandas sociales y políticas. La organización Alianza Cívica se encargó de proporcionar el apoyo técnico y logístico para su realización. Participaron cerca de 400 mil voluntarios; se instalaron 8,245 mesas y se involucraron 1,570 comunidades indígenas del país. 1’094,000 ciudadanos externaron su opinión. La gran mayoría se pronunció por que el EZLN se convirtiera en una fuerza política independiente y se manifestó a favor de sus demandas políticas y sociales (Ramírez, op. cit. p. 36). 

En septiembre de 1996 se lleva a cabo el referéndum por la libertad bajo el nombre de “Primera Jornada Nacional de Condena a la Política Económica”. El propósito era presionar al gobierno para que cambiara su política económica. La promoción y organización estuvo a cargo de un frente amplio de organizaciones civiles, entre ellas: la Coordinadora Nacional de Organizaciones Cafetaleras, la Asociación Nacional de Industriales de la Transformación, la Red Mexicana de Acción Frente al Libre Comercio, el Barzón, y la Unión de Organizaciones Regionales Campesinas y Autónomas. Se instalaron 1,950 mesas en 20 estados del país, participaron 182,366 ciudadanos aportando sus testimonios sobre los daños que les había ocasionado la política económica del gobierno. Derivado de esa campaña, Alianza Cívica junto con otras organizaciones, presentó ante la Cámara de Diputados una iniciativa de ley para reducir el impuesto al valor agregado (IVA) del 15 al 10% (Olvera, op. cit. p. 32-22).

En abril de 1999 el EZLN realiza una consulta popular, con el apoyo técnico de la Fundación Rosenbluth,  en el marco de una campaña nacional en pro de los derechos indígenas del país. Cerca de cinco mil indígenas de Chiapas, principalmente, se presentaron en la mayoría de los municipios del país. Más de 3’000,000 de personas participaron en este ejercicio, la gran mayoría en apoyo a la causa indígena. 

En enero del 2000, el rector de la UNAM, Juan Ramón de la Fuente, realizó un plebiscito para someter a consideración de los estudiantes y trabajadores universitarios el fin de la huelga universitaria. Participaron 180 mil 88 universitarios (49% de un padrón de 400 mil personas), el 89.2% se pronunció por concluir la huelga y el 87.3% apoyaron la iniciativa del rector respecto a llevar a cabo un congreso universitario para encauzar la problemática de la UNAM.  El Consejo General de Huelga no validó la consulta (La Jornada, 21/ene/2000).
Por lo que respecta a la iniciativa popular, en el Estado de Jalisco se lleva cabo la primera experiencia de este tipo a nivel nacional, promovida por el “Colectivo Voces Unidas” (CVU) 
. El 26 de marzo de 1999, con el respaldo de 40,872 firmas de ciudadanas y ciudadanos (cerca del triple del número de firmas establecidas en la Ley de participación ciudadana para la presentación de una iniciativa popular), el CVU hizo entrega al congreso de la iniciativa de Ley sobre Violencia Intrafamiliar. El proyecto contemplaba: 64 artículos referidos a la prevención y atención de la violencia en los hogares y 38 reformas, adiciones y derogaciones al Código Penal y Civil del estado de Jalisco. El respaldo de una gran “red ciudadana,”  hizo posible la difusión del proyecto y la recabación de firmas de apoyo en 114 municipios (que representa el 92%), de los 124 que conforman el estado. El CVU estima que el total de organizaciones involucradas rebasó las 250, principalmente de la Zona Metropolitana de Guadalajara, lugar donde se recabó el mayor número de firmas (el 77.2%)
.

En este caso, además de la participación de organizaciones civiles con una amplia experiencia en temáticas de género, destaca el apoyo de dos universidades: la Universidad de Guadalajara, a través del Centro de Estudios de Género y el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente (ITESO), a través del Centro de Investigación y Formación Social y del Departamento de Estudios Sociopolíticos y Jurídicos. La iniciativa de ley sobre violencia intrafamiliar  también contó con el apoyo de los medios de comunicación local que patrocinaron una buena parte de la campaña de difusión, entre ellos: Grupo Promo-medios Radio, AZM.POST Comunicación Digital, Tele Cable Zapopan, Megacable, Canal 7 y la Agencia de Publicidad Desarrollo Estratégico Publicitario, ésta última asesoró en el diseño de la estrategia en medios audiovisuales.  Además el periodista Francisco Javier Ibarra, se encargó de asesorar en la operación de la estrategia de comunicación. Tan sólo la aportación de los medios de comunicación se estima en cercana a los  6 millones de pesos.

Destaca también la iniciativa popular promovida por la Universidad de Guadalajara (UdeG) para reformar las leyes de educación, presupuesto, contabilidad y gasto público del Estado de Jalisco, con la finalidad de obtener un presupuesto por alumnos igual a la media nacional. La campaña para recabar firmas de apoyo abarcó del 5 al 22 de septiembre del 2000 en los 19 distritos del Estado (en el marco de la coyuntura electoral local).  En los carteles de difusión de esta iniciativa se destacó el lema: “¡más espacios, más oportunidades, mejor educación!”. La campaña logró su objetivo: el entonces Rector de la UdeG, Dr. Víctor Manuel González Romero anunció el respaldo de 703 mil 937 firmas a la iniciativa presentada, precisando que 371 mil 790 fueron de electores y 332 mil 183 de adherentes (personas que no mostraron su credencial de elector al firmar), rebasando por mucho las 19 mil 500 firmas requeridas por la ley (Gaceta Universitaria, año 6, núm. 181, 30-oct-00, p.1).
En la sesión del Congreso del 22 de diciembre del 2000 la LV Legislatura de Jalisco aprobó con 21 votos del PRI, PRD y PVEM (ante la ausencia de los diputados del PAN), el dictamen de decreto de reforma y adiciones a diversas disposiciones de las leyes referidas. Un día antes el Rector de la UdeG, a petición del Dip. Samuel Romero Valle, utilizó la tribuna del Congreso para  hablar a favor de la iniciativa presentada
. Sin embargo, a principios de enero del 2001, el entonces gobernador, Ing. Alberto Cárdenas, haciendo uso de su derecho de veto, frenó dicha resolución. Esto generó una fuerte reacción por parte del Consejo General Universitario, quienes anunciaron de inmediato una marcha multitudinaria, “por el respeto a la voluntad popular” (Gaceta Universitaria año 6, núm. 189, 8/ene/01, p. 1 y 3). 
Pero la marcha no se llevaría a cabo debido a los acuerdos que alcanzarían las partes involucradas (gobernador, congreso y autoridades universitarias) en días previos, con ello la Universidad consiguió aumentar a 120 millones su presupuesto anual (y no los 240 millones solicitados) y el gobierno  del Estado consiguió crear una comisión tripartita que analizaría: la conformación de un sistema estatal de educación media superior, el régimen de autonomía de los centros universitarios que integran la red, la fiscalización de los recursos públicos asignados a la universidad, entro otros puntos.  Con estos acuerdos, el gobierno del Estado, alcanzaría, momentáneamente, el 54 por ciento del presupuesto total que ejerce anualmente la UdeG. (Gaceta Universitaria año 6, núm. 190, 15/ene/01, p. 1 y 3).
Es de observar que en Jalisco, con poco más de un año de diferencia, se hayan realizado dos iniciativas populares durante la administración de Alberto Cárdenas, primer gobernador del PAN en la entidad. A este respecto lo más destacable es que amplios sectores de la sociedad civil (universitarios,  organizaciones civiles,  medios de comunicación, etc.) se vieron involucrados en el conocimiento, deliberación y ejercicio de un derecho recientemente aprobado.  Sin embargo, no es casual que en los dos ejercicios haya participado la universidad de mayor tamaño y presencia política en la entidad.
· Las experiencias del plebiscito desde los gobiernos: los casos de Veracruz y el DF.

Para corroborar los riesgos que conlleva la utilización de los mecanismos de la democracia directa me voy a referir a dos casos más: a) el plebiscito realizado por el gobierno del estado de Veracruz, y b) el plebiscito realizado por el gobierno del DF referido a la construcción del segundo piso del Periférico y Viaducto.

Sobre el primer caso, destaca el hecho de que el plebiscito (26 de agosto del 2001) fue convocado como una iniciativa personal del gobernador Miguel Alemán Velasco (MAV) -que contó con el amplio respaldo y recursos de su partido (PRI)-, sin previa consulta a la sociedad ni al congreso. Se preguntó a la ciudadanía en torno a la nucleoeléctrica de Laguna Verde, la Cumbre Tajín y sobre los derechos y cultura de los pueblos indios entre otros temas (La Jornada, 30 agosto 2001)
. El plebiscito se decidió y ejecutó en tan sólo dos meses y medio, a través del Instituto Electoral Veracruzano (IEV),  invirtiéndose la cantidad de 32 millones de pesos (sin incluir los gastos de difusión de los órganos del gobierno y del PRI). 

En opinión de Olvera (La Jornada, 1/sep/2001), las preguntas que se plantearon a las y los ciudadanos no se referían a ninguna ley ni a problemas reales de la población y son absurdas por los temas que aborda y la forma en que se plantearon: 1) ¿Considera usted que el gobierno del estado debe tomar medidas para garantizar a los veracruzanos la impartición y administración de la justicia....y el respeto a sus derechos?, tuvo 89.6% de aceptación. 2) ¿Considera usted que el gobierno... debe crear un órgano encargado de la promoción y la preservación de las lenguas, culturas y usos y costumbres de los pueblos indígenas?, tuvo el 86.6% de aprobación. 3) ¿Considera... que el gobierno debe tomar medidas para conseguir más recursos federales?, tuvo 88.1%; 4) ¿Considera que el gobierno debe promover una auditoria técnica a Laguna Verde?, el 84.6% y 5) ¿Considera usted que el gobierno debe seguir promoviendo la organización de la Cumbre Tajín?, el 77.3% (Jorge Alonso, op.cit. p. 170).

 El secretario ejecutivo del IEV,  Rey David Rivera, informó que en este plebiscito participaron un “14 o 15 porciento de los ciudadanos con credencial para votar” (una abstención del 85%), esto es, 660 mil 995 votos; sin especificar cuántos sufragios fueron válidos y cuántos nulos (La Jornada, 30/agt/2001). El 65% de los votos provinieron de las zonas rurales (el llamado voto priísta), ante lo cual los representantes del PAN y del PRD manifestaron su incredulidad ante las cifras proporcionadas por el IEV, argumentando que se dio el “relleno de urnas”. Sin embargo, Alberto Olvera  criticó duramente la validación que hicieron estos partidos del plebiscito por lo absurdo de las preguntas y su ilegitimidad, a lo cual también se prestó el IEV (La Jornada, 1/sep/2001). 

Una vez conocidos los resultados del plebiscito, el secretario de educación y cultura del estado, Juan Maldonado Pereda, dio a conocer que el gobierno de MAV estaba listo para tomar la administración de la Zona arqueológica de El Tajín, con la intención de convertirla en un detonante económico del Totonacapan, a través de proyectos turísticos (La Jornada 30-agt-2001). 

Por lo que respecta al caso del DF, al igual que el anterior, contó con el respaldo del Jefe de Gobierno, Manuel López Obrador (MLO) y su partido (PRD). La consulta a los ciudadanos y ciudadanas giró en torno a las obras del segundo piso en Periférico y Viaducto. El Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal aprobó realizar el plebiscito en sesión extraordinaria realizada el 28 de junio del 2002, cuyo punto único fue ese. En dicha sesión se aprobó un monto por  122 millones 783 mil 790 pesos para su  realización (Llanos Samaniego, Raúl, La Jornada, 29/jun/2002).

Esta obra ha sido ampliamente criticada no sólo por los partidos opositores al gobierno del DF, sino por sectores de la sociedad civil e incluso por militantes del propio PRD (Rascón, Marcos, La Jornada, 29/jun/2002; Velásquez, Miguel Ángel, La Jornada, 23/sep/2002). Las críticas de los representantes del PRI, Convergencia por la Democracia y PAS (Partido Acción Social),  se centraron en la ilegalidad de la convocatoria emitida por MLO para el plebiscito, argumentando violación a los artículos del Estatuto de Gobierno del DF y de la Ley de Participación Ciudadana, ya que la ley establece que se puede llevar a cabo el plebiscito, pero previo a cualquier acción o decisión del jefe de Gobierno, y López Obrador, desde enero del 2002, anunció la obra de los segundos pisos, licitó tramos, pagó 190 millones de pesos por el proyecto ejecutivo, lo que constituyen "hechos consumados" y vicia de origen el evento (La Jornada, 29-jun-02). La crítica en este caso no ofrece argumentos sólidos ya que la difusión previa de estas obras y los estudios previos no constituyen decisiones ya tomadas en pro de la misma, no obstante el interés manifiesto del gobierno.
Desde el propio PRD, Marcos Rascón afirma que el plebiscito “ha ensuciado a la democracia en todos los sentidos. Dentro del gobierno y el PRD se convirtió en un artificio de prueba para la selección y promoción de candidatos a diputados locales, federales y a jefes delegacionales. Se convirtió en un proceso interno, donde el jefe de Gobierno pretende ser el gran y único elector de candidatos del PRD para el 2003 en todo el Distrito Federal y su región plurinominal” (La Jornada, 24/sep/2002). En cuanto a las obra, Rascón opinó que bastaba con un buen estudio técnico para exponer los beneficios de mediano y largo plazo, para mostrar las bondades del proyecto y evitar molestias innecesarias a los ciudadanos.

Pese a las críticas, el plebiscito se llevó a cabo el 22 de septiembre del 2002, a través del Instituto Electoral del DF (IEDF). Según cifras oficiales, acudieron a sufragar 420 mil 522 ciudadanos, equivalentes al 6.64% del listado nominal (la meta del gobierno capitalino era alcanzar los 2 millones 200 mil votos). El 65.3% optaron por el si; el 33.86% por el no; 3 mil 333 (0.79%) se anularon y 199 (0.04%) fueron votos blancos. El costo del ejercicio fue de 48 millones de pesos (considerando el total de votantes, cada sufragio costó a la ciudadanía 115 pesos), sin incluir los gastos de promoción del PRD y del propio gobierno (La Jornada, 24/sep/2002).
Dado la poca afluencia de votantes (menos del 7%), el consejero ciudadano Eduardo Huchim, entre otros, calificó la participación ciudadana como un fracaso. Dentro de las justificaciones de la baja asistencia, el presidente del IEDF, Javier Santiago, se atrevió a decir que los recursos con que contaba el instituto no eran suficientes para la adecuada difusión del plebiscito, además se culpó también al enrarecimiento del clima político en torno a este ejercicio. (La Jornada, 23 y 24-sep-02). 

En todas estas experiencias de utilización de los mecanismos de la democracia directa, tanto por el lado de las organizaciones civiles, como de los gobiernos, destaca lo siguiente: a) el respaldo de un equipo técnico altamente capacitado y la movilización de una gran red de instancias operativas; b) la utilización de equipo computarizado y la destreza tecnológica para su adecuado manejo; c) la gran cantidad de recursos económicos, materiales y humanos que se requieren para operar estos mecanismos, y d) la necesidad de diseñar y operar una estrategia de comunicación en apoyo a la visibilidad de las iniciativas. Sobra decir que estos requerimientos hacen inaccesible al ciudadano común, así como a la gran mayoría de las organizaciones de la sociedad civil,  la utilización de estos mecanismos. 

Además, en el caso de las experiencias de las organizaciones civiles, muestran que los actores institucionales (ejecutivo, congreso, magistrados, etc.) a los que van dirigidas estas acciones, -y ocasiones aún los propios actores sociales- no modifican sustancialmente sus decisiones y prácticas derivados de estos ejercicios, algunos incluso ni siquiera son tomados en cuenta (Ramírez, Juan Manuel, 2001 y Olvera Alberto, 2001). Peor aún, en el caso de los gobiernos, este recurso tiende a “legitimar” decisiones ya tomadas por ellos, con un alto costo al erario público en beneficio de unos cuantos y/o de la figura del gobernante en turno (Olvera, Alberto, 2001).

Ante estos resultados es pertinente cuestionarse, desde las organizaciones de la sociedad civil ¿tiene sentido la cuantiosa inversión de recursos y esfuerzos en la utilización de los mecanismos de la democracia directa cuando no es capaz de influir   significativamente en la orientación de las decisiones públicas de los actores institucionales? La respuesta parece ser obvia, no. Sin embargo, me parece que es importante destacar el valor simbólico (Olvera, 2001) de este tipo de ejercicio, al llamar la atención pública sobre determinados asuntos de interés público. Este hecho no es menor ya puede contribuir a modificar las agendas de los gobiernos y los congresos, incluyendo estos temas, así como sensibilizar a la población y a los actores institucionales; pero el problema está en como levantar y sostener procesos de deliberación que impacten las decisiones y acciones del gobierno desde la sociedad en su beneficio y desarrollo.  Sobre este asunto en particular, los mecanismos de la democracia directa evidencia una de sus principales debilidades.

Se supone que este tipo de cuestionamientos no tendrían mucho sentido frente a la elaboración de políticas públicas donde se involucre activamente la ciudadanía, en su diseño, implementación y evaluación, así como en la conformación de la agenda de gobierno. Pero revisemos este supuesto a la luz de lo que dice la teoría y lo que sucede en los hechos de algunas experiencias donde han participado grupos sociales.
ii) La hechura de las políticas públicas en México, un proceso endógeno.

En nuestro país el estudio de las políticas se introdujo como parte de la ciencia y la administración pública durante la década de los ochenta. Su arribo coincidió con el proceso de sustitución del modelo de Estado interventor por un modelo de Estado neoliberal, a favor del libre mercado
. La crítica respecto al papel del Estado en la economía se acentúo en este periodo y se empezó a hablar de pluralismo, participación ciudadana, incrementalismo, elección pública y temas semejantes. 

El énfasis del campo de las políticas públicas está puesto en la atención y resolución de problemas prácticos de carácter público, relevantes para la sociedad. Es pues, una disciplina diseñada en gran parte para la acción social e intervención gubernamental; pero no sólo eso, el pionero en este campo, Harold Lasswell, hizo un llamado a consolidar esta disciplina al servicio de y para la democracia, dotándola de un fuerte contenido participativo. 

En opinión de Cabrero (2000) algunos supuestos básicos que deben contener las políticas públicas son:

a. Una acción del gobierno proclive a ciertas prácticas democráticas e institucionalmente diseñadas sobre esta base. Aquí, lo público de las políticas tiene una connotación más allá de lo jurídico,  no significa por lo tanto exclusividad estatal, sino “encuentro de la racionalidad estatal con la voluntad social”.

b. Un sistema abierto de toma de decisiones donde la hechura de las políticas públicas se hace incrementalmente, es decir, desde una lógica que limita o impide las decisiones impositivas y/o verticales. 

c. En consonancia con lo anterior, una posición proclive a la participación ciudadana
.

Estos supuestos tienen su base en una concepción de la teoría del Estado identificada dentro de la corriente pluralista, que sostiene la idea de un Estado producido por la sociedad, dentro de esta perspectiva se ubican Charles Lindblom (1953) y Robert Dahl (1961). Otra perspectiva diferente es la corriente estatista, misma que si bien reconoce al Estado derivado de lo social, le asigna, a éste,  un carácter de productor de la sociedad moderna. En esta tradición de pensamiento hegeliana y weberiana, se parte del supuesto de que la acción del Estado trasciende a los intereses particulares múltiples de la sociedad civil (Muller y Surel, 1998). Sobra decir, que desde ésta perspectiva, las políticas públicas tienen en el Estado al actor dominante, frente a los otros agentes participantes.  

Dependiendo de las diferentes concepciones del Estado se va dando un perfil diferente a los regímenes políticos
 y a su vez una connotación diferente sobre las políticas públicas. De acuerdo a los contextos sobre este campo, es evidente que en muchos de los casos estamos frente a políticas gubernamentales, más que a políticas públicas, en cuanto que la participación en las fases de dichas políticas (sobre todo en el diseño y evaluación)  quedan reservadas a los agentes del gobierno, y por lo general, no se da cabida a la inclusión de otros actores.
Harold Lasswel (1971) define al campo de las políticas como aquel que se “ocupa del conocimiento del y en el proceso de toma de decisiones en el orden público y civil”
. Para otros autores, como Yves Mény y Jean-Claude Thoenig, el estudio de las políticas “... no es otra cosa que el estudio de la acción de las autoridades públicas en el seno de la sociedad” (Cabrero, op. cit. p. 195). En esta última definición el Estado es el poseedor de la lógica de lo público; lo público no como intersección Estado-sociedad –como propone Harold Lasswell-, sino como parte del Estado. Esta concepción es la que ha prevalecido en México y en la región de América Latina en la orientación de las políticas.

Por su parte, Luis F. Aguilar (1992) precisa que una política es fundamentalmente un proceso propositivo, planeado, intencional que busca alcanzar ciertos objetivos a través de ciertos medios, por consiguiente, es una acción con sentido. En este proceso intervienen, activa y/o pasivamente, los tomadores de decisiones, los operadores de las acciones desarrolladas, los beneficiarios y los sectores de población afectada, en su caso (externalidades positivas y negativas). Este conjunto de actores, decisiones y acciones que intervienen en la conformación y ejecución de una política nos da cuenta de la complejidad de este proceso, que exige no sólo de conocimientos y habilidades técnicas (corriente racional), sino también de conocimientos y habilidades políticas para mediar y tratar de “armonizar” los  intereses de los diferentes actores involucrados (corriente incrementalista). 

Canto (1998) retoma varios de los elementos expuestos y sintetiza el concepto de las políticas públicas al definirlas como  “cursos de acción tendientes a la solución de problemas públicos, definidos a partir de la interacción de diversos sujetos sociales, en medio de una situación de complejidad social y de relaciones de poder que pretenden utilizar de manera más eficiente los recursos públicos y tomar decisiones a través de mecanismos democráticos, con la participación de la sociedad"
.  

En regímenes políticos en transición democrática
 que provienen de una fuerte tradición autoritaria, como el caso mexicano,  tienen la particularidad de ser poco permeables a las demandas e intereses de agentes externos al aparato gubernamental, por lo que la definición de la agenda de gobierno
 generalmente se hacen por los diversos grupos de especialistas gubernamentales de cada área política, esto es, es un proceso altamente endógeno, con poco o nulo involucramiento de agentes externos (Cabrera, 1996).

Pero no sólo la agenda de gobierno se define endocéntricamente, sino también en todo el proceso de la formulación de las políticas públicas: el diseño, la implementación y  la evaluación, se operan desde una perspectiva endógena, con mayor o menor grado de expresión en cada fase, por ejemplo, el diseño de las políticas públicas, por lo general, presenta un mayor grado de impermeabilidad y un menor grado en la fase de implementación por parte del gobierno (Cabrera, 1996, pp. 199-210).

La alternancia en el gobierno federal en nuestro país, no ha modificado sustancialmente esta tendencia endocéntrica de las políticas públicas, los marcos institucionales y mecanismos verticales en la adopción de políticas del viejo régimen se mantienen vigentes y en pleno ejercicio. La instalación de mesas de trabajo plurales que se conformaron previos a la toma de posesión de Vicente Fox, constituyeron una gran promesa de inclusión y apertura democrática pero no se sostuvieron por mucho tiempo, ni las propuestas que se generaron han trascendido durante su gestión hasta este momento
. Con ello se mantiene una fuerte tendencia a ubicar a las políticas públicas desde una visión centrada en el gobierno, con un discurso de cierta apertura política con la incorporación de agentes externos pero con  decisiones centralizadas en los funcionarios gubernamentales expertos. 
- Las experiencias de participación de las organizaciones civiles en políticas públicas.

No obstante el carácter endógeno que ha privado en México en el campo de las políticas públicas, se cuenta con algunas experiencias de participación de las organizaciones civiles (OC), en este terreno, desde las administraciones pasadas, sobre todo en algunos programas del gobierno federal. Sin embargo, su involucramiento ha sido más bien parcial y limitado en algunas políticas sectoriales y poco consistentes en el tiempo.

Manuel Canto (1998) analiza algunas experiencias –década de los noventa- de distintas partes del país y hace referencia a tres niveles de participación de las OC’s en políticas públicas que se han dado en programas del gobierno federal y estatal:

a. Como licitadoras de convocatorias hechas por los organismos gubernamentales, y dentro de ello, como miembros de comités que deciden sobre la asignación de los recursos públicos (SEDESOL, INI, SEMARNAP, etc.).

b. Como participantes en organismos públicos que tienen alguna intervención en la operación de las políticas.

c. Como instancias que proponen políticas alternativas
. 

De los resultados de estas experiencias, se hacen algunos señalamientos y cuestionamientos a las que llegaron los diferentes grupos involucrados en cada uno de los niveles.  En términos generales destacan: a) la reducción del ámbito de intervención a la licitación, sin posibilidades de intervenir en el diseño de la política; b) desconocimiento del tamaño de los recursos que se distribuirán; c) falta de claridad en el mecanismo de selección para la integración de dichas instancias; d) desconocimiento sobre la capacidad de influencia real en la toma de decisiones, etc. Con esto se evidencia que más que participación en políticas públicas, la intervención de las OC se ha limitado a proyectos parciales y/o acciones muy específicas promovidas desde las instituciones del Estado. 
De acuerdo con Canto, las limitaciones y obstáculos a la participación de las OC en el campo de las políticas públicas, se podrían agrupar en los siguientes términos:

a) Las de orden político, propiciado por una larga historia de desconfianza mutua entre el gobierno y las OC, producto de una tradición de gobiernos autoritarios con prácticas de relación corporativas y clientelares orientadas al control de los movimientos y grupos de la sociedad civil;

b) Otro gran obstáculo es el gran déficit en torno al contrato social; en nuestro país, no ha existido un acuerdo social para alcanzar el bienestar de la población a través de mecanismos de participación efectiva en las decisiones públicas; 

c) Otro orden de obstáculos son los de carácter técnico y financiero, si bien las OC son portadoras de ricas experiencias, éstas rara vez se aprovechan para el propio el desarrollo tecnológico de sus actividades en pro del beneficio público, en la mayoría de los casos, debido a la precariedad de recursos humanos y financieros con los que operan 
, y 

d) Las deficiencias y, en la mayoría de los casos,  la ausencia de estrategias de comunicación de ida y vuelta entre los promotores de iniciativas, los grupos de apoyo y la población beneficiada. Aunado a ello, la poca experiencia y personal habilitado, en la mayoría de las OC, para la presencia y “manejo” de medios de comunicación para visualizar y posicionar sus ideas y proyectos en la opinión pública (deficiencia que se cubre -si es que tienen recursos para ello- con la contratación de expertos o de empresas especialistas en la materia). 

Desde la perspectiva analítica de Luis F. Aguilar (2001), el tipo de intervención de las OC que plantea Canto, no cubren todo el ciclo de la participación ciudadana ya que: i) la información y la consulta es limitada a ciertas partes de un proyecto, lo mismo pudiera decirse de la asociación gobierno-asociaciones civiles y en cierta medida de la delegación de autoridad a los ciudadanos. La parte más ausente es sin duda el control del gobierno por parte de los ciudadanos. 

Según este autor, los dos primeros puntos –la información y la consulta-, tienen que ver con la creación y ampliación de la llamada “esfera pública”, ya que son actividades que permiten la deliberación de los ciudadanos sobre los asuntos públicos, donde ocurre la discusión, argumentación, corrección y validación de los acuerdos entre ciudadanía y gobierno, siempre y cuando fluya información suficiente y oportuna y se propicie el intercambio de opiniones para incidir en las decisiones públicas. Tanto la información como la consulta constituyen además derechos constitucionales (Artículos 6 y 26) vinculado con la responsabilidad del gobierno de rendir cuentas y de involucrar a los ciudadanos. La forma más común que se adopta es a través de la creación de “Consejos Consultivos” conformados por representantes de diversos sectores de la sociedad. 

Los tres últimos puntos (asociación, delegación y control), a diferencia de los dos primeros, son acciones prácticas, que se relacionan con la implementación y evaluación de las políticas públicas y el desempeño del gobierno. La asociación gubernamental con lo civil, sin los defectos del clientelismo patrimonialista y la cooptación de actores independientes, debe constituirse en un esquema formal de gobernación y de administración pública moderna, pero desafortunadamente, estamos todavía lejos de adoptar este modelo, no obstante algunas experiencias a nivel municipal y sectorial. La delegación, se refiere a la facultad que reciben las OC de parte del gobierno para hacerse cargo de la atención de determinados problemas públicos o de determinados sectores de ciudadanos, reservándose éste la elección de las organizaciones, el seguimiento de sus acciones y la evaluación de sus comportamientos y resultados. La forma más común que se utiliza es la contratación. En cuanto al control, consiste en el escrutinio de la acción gubernamental, mediante el ejercicio de control de legalidad de la actuación (en el ejercicio de los recursos públicos) y ejercicio de evaluación de las políticas y/o de la prestación de los servicios públicos. La forma más o menos institucionalizada es la “contraloría social”, “control externo”, auditoria civil, ciudadana”, que funge como órgano de vigilancia del desempeño gubernamental y de otros poderes públicos
. 

 No obstante los problemas y limitaciones que conlleva la participación en políticas públicas por parte de las organizaciones de la sociedad civil, un elemento que se destaca por el propio Aguilar, es el del aprendizaje -individual y colectivo- que se obtiene al involucrarse en este campo. Esto siempre y cuando los resultados de estas experiencias sean examinados con objetividad y autocrítica por parte los sujetos implicados, ubicándose en el mundo real, de lo factible, sin renunciar a sus utopías.
Retomando los elementos anteriores, y de acuerdo a los casos analizados por Manuel Canto, podríamos afirmar que la participación de las OC en las políticas públicas cumplen, en mayor medida, con las dos primeras cuestiones, esto es, la información y la consulta, y en menor grado con la asociación y la delegación, pero la que por lo general se mantiene ausente es el control de los ciudadanos sobre las acciones del gobierno. Esto puede ser no sólo  responsabilidad del gobierno, en cuanto a voluntad y apertura, sino también de las propias OC que participan en estos procesos, al no contar con los medios y recursos necesarios para hacerlo o, a que ni siquiera se lo plantean. 
En suma, no obstante algunas experiencias de participación que logran posicionar temas en el ámbito de lo público, éstas son mínimas (y no han estado exentas de limitaciones y obstáculos) como para establecer conclusiones contundentes en este terreno. En muchos sentidos, prevalece el carácter endógeno en la definición tanto de la agenda de gobierno como en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas por parte del gobierno, en concordancia con una visión más cargada hacia el modelo estatista, que al pluralista. La participación de los actores externos, si bien se ha dado desde los regímenes priístas,  hasta el momento ha sido limitada,  parcial y poco consistente, y ésta se ha dado sobre todo en la fase de implementación de las políticas. 

Lo anterior se debe no sólo a la falta de apertura y voluntad política e incapacidad de los diferentes gobiernos, sino también a una serie de factores que tienen que ver con el desarrollo mismo de las organizaciones de la sociedad civil involucradas en este campo, entre ellos: a) la aún escasa profesionalización y conocimiento especializado en este tema,  b) las inercias burocráticas, el activismo y la escasa sistematización e investigación de experiencias que limita la visibilidad de horizontes más amplios de intervención, c) la ausencia de espacios de deliberación e intercambio de  saberes entre los diversos grupos de la sociedad -OC, académicos, empresarios, sindicatos, etc.-, d) la falta de medios, espacios y estrategias de comunicación para el intercambio y difusión de experiencias de incidencia pública de los organismos de la sociedad civil.

La atención de estos factores, sin lugar a dudas aportaría al fortalecimiento de la presencia pública de las organizaciones de la sociedad civil y dotaría de mayores argumentos y capacidad de influencia en el impulso de políticas públicas desde una perspectiva realmente pluralista, que incluya no sólo a los grupos con mayor capacidad de organización y movilización, sino también a los sectores tradicionalmente excluidos y no organizados: los pobres. 

En esta línea, se ha mencionado que los procesos a favor de la autogestión y descentralización tienden a favorecer la inclusión de los actores excluidos y marginados, por lo que conviene revisar someramente estos conceptos, sus implicaciones y limitaciones en la participación ciudadana.

iii) Autogestión y descentralización en la prestación de servicios públicos.
Decíamos que la promoción de procesos de “autogestión social”, en la provisión de servicios públicos, que incluye el manejo descentralizado de los recursos y la creación de cuerpos colegiados para su administración es otro de los recursos derivados de la democracia directa que aluden a la participación de los ciudadanos, sobre todo, a nivel local. Con ello se pretende poner al alcance del ciudadano común los beneficios de los programas y recursos gubernamentales, con el propósito de reducir costos y eficientar sus resultados. Por lo anterior, me parece importante hacer una breve revisión de los fundamentos de estos conceptos, para ubicar sus alcances y limitaciones dentro de los procesos democráticos en cuestión.

· El concepto autogestión.

El término autogestión se deriva del latín: gestio, que significa acción y efecto de administrar, y del griego: autos, que quiere decir, propio, por sí mismo. De tal forma que autogestión está referido a la autoadministración, al autogobierno, que es una de las aspiraciones de las corrientes anarquistas, socialistas y movimientos radicalizados de jóvenes, feministas, ecologistas, etc. La autogestión es una de las variedades de la democracia directa o participativa.

 Desde las corrientes anarquistas la autogestión es concebida como “un proyecto o movimiento social que tiene como objetivo que la empresa, la economía y la sociedad entera estén dirigidos por los trabajadores de todos los sectores vinculados a la producción y distribución de bienes y servicios, propugnando la gestión y democracia directa”
.  Tiene como propósito ampliar los marcos de la democracia y construir órganos de poder local, municipal, a través de la cultura de consenso y la solidaridad.

La autogestión se opone a la “heterogestión”, entendida esta como la forma de conducir la economía, la política o la sociedad desde fuera del conjunto de los trabajadores. En su versión más radical –y en cierta medida utópica-, el “extender la autogestión a la sociedad implica hacer desaparecer todos los centros de poder que ahora se reservan la gestión político-social, tales como los partidos políticos, las burocracias sindicales, el Estado, el Ejército, etc. poniendo en manos de todos los miembros de la colectividad sus asuntos, sin intermediarios o “dirigentes”, organizándose de la manera que a buen saber y entender juzguen más adecuada”
. Desde esta concepción, la autogestión es método y objetivo, es decir, su fin es ella misma en tanto participación plena del individuo en el conjunto social, asumiendo en forma directa y colectiva la conducción de su grupo, sin imposiciones, ni intermediarios. “La única forma de lograrlo es mediante la ejecución de acciones autogestionarias”
.

La autogestión, desde la versión más radical –anarquista-,  hace de la autonomía su valor absoluto, asume por lo tanto, que la igualdad política y la deliberación pública sólo pueden darse en espacios autónomos del Estado, al margen de él, y de los dueños del capital. Desde esta visión, se manifiestan en contra de la participación desde dentro del aparato estatal, critican fuertemente la participación “consultiva” y se muestran partidarios de la participación “resolutiva”, lo que conlleva a uno de los problemas centrales de la política: compartir el poder.

Los problemas de la vertiente vinculada a la autogestión son varios: a) al poner en juego la autonomía, como valor fundamental de la participación, terminan por validar la intervención de un solo sujeto social (los trabajadores), a diferencia de la participación ciudadana que implica al menos la intervención de dos sujetos: estado y sociedad;  b) el valor de la igualdad política como referente normativo, tiene algunos límites para su realización, el principal es que sus propias premisas pueden conducir a la exclusión de actores y de espacios públicos y privados; c) se parte de una concepción de la sociedad homogénea y dicotómica, donde los buenos están del lado de los trabajadores y los malos del lado del estado y el capital; se omite que la sociedad civil es un espacio de conflictos, extremadamente compleja y heterogénea, donde se procesan intereses y principios con formas diferentes de relación con el mercado y el Estado, que pueden favorecer o no procesos democráticos (Olvera, 1999); d) la capacidad de auto-organizarse es un recurso de poder escaso, sobre todo para los sectores más pobres y vulnerables de la sociedad, requiere por lo tanto, en ocasiones el apoyo de agentes externos (asesores) y/o de fuertes liderazgos que con frecuencia terminan perpetuándose en la dirección de las organizaciones y movimientos, impidiendo el surgimiento de nuevos liderazgos; d) la autogestión, por lo general, está limitada a lo local (o a nivel micro-regional), por lo que su capacidad de influencia global, a niveles territoriales más amplios, es casi nula, con lo cual terminan por constituirse en experiencias aisladas y acotadas; e) finalmente, la construcción de condiciones institucionales favorables a la participación de los ciudadanos en los asuntos de interés público, con vistas a su ampliación y su sostenimiento, no compete sólo a la sociedad, sino también al Estado y actores políticos.  

No obstante lo anterior, la autogestión sin lugar a dudas tiene algunos aportes significativos a los procesos de  participación, entre ellos: a) el reclamo de la autonomía organizativa frente al estado como un asunto central; b) la perspectiva orientada a socializar y democratizar el poder, para que esté al alcance de todas las personas, es decir, la igualdad política, y c) junto con lo anterior, podría ubicarse también la socialización y democratización del conocimiento, que busca desarrollar las potencialidades individuales y colectivas para ponerlas al servicio del bien común. Con esto, quiero enfatizar que la autogestión es un componente necesario en los procesos de auto-organización comunitaria e indispensable para la atención de necesidades colectivas a nivel local; pero llevado el caso a un ámbito de interés  público, es menester recurrir a la co-gestión de los problemas, es decir,  a la intervención de los propios afectados o interesados y de los agentes del gobierno, en el tratamiento de los asuntos que requieren de la concertación de acciones para encauzar posibles alternativas de solución a los problemas planteados. 
Una forma de propiciar y facilitar estos procesos de co-gestión por parte del Estado es a través de la descentralización administrativa y política de la función pública. A este respecto conviene revisar brevemente qué significa este concepto y qué se ha hecho en este campo.
· La descentralización. 

En opinión de Cabrero (1998) la descentralización, como proceso político-administrativo, es una respuesta a una situación de centralización de las decisiones y recursos que es resultado de procesos históricos; su planteamiento y operación es producto de un análisis de las ventajas y desventajas que esta ofrece. Una de estas ventajas está asociada a favorecer los procesos de participación ciudadana; con ello se pretende incorporar, progresivamente, a sectores  y actores de la población tradicionalmente excluidos, así como también eficientar y hacer más eficaces las políticas y programas oficiales. Dicho de otra forma: las políticas descentralizadoras, constituyen esfuerzos de los gobiernos encaminados al logro de dos grandes objetivos: imprimir mayor agilidad y eficiencia al aparato estatal, y legitimar la acción del Estado ante la sociedad, incorporándola
. 

Según este autor, históricamente, los diferentes regímenes políticos de AL experimentaron periodos de alta concentración recursos y de poder en su fase de fortalecimiento del estado-nación.  Como consecuencia de ello se desencadenaron fuertes desequilibrios regionales con estructuras estatales verticales, cerradas e inflexibles que obstaculizaron y limitaron las oportunidades de desarrollo integral de estados y municipios. Frente a esta situación,  “La descentralización significa que el gobierno central transfiere el poder y la autoridad a otras instituciones o a los gobiernos locales, para que éstos, de acuerdo con las necesidades locales específicas, planteen sus propios proyectos de desarrollo, los lleven a cabo y los evalúen”
.

En opinión de Jordi Borja (2000) los factores económicos, políticos y sociales que intervienen a favor de las políticas de descentralización en AL, como en otros continentes, son varios, dentro de los cuales destacan: a) una crisis de representación política del Estado; b) una crisis económica y fiscal de los Estados que dificulta el sostenimiento de esquemas de dominación centralistas, corporativos y clientelares; c) el surgimiento de nuevas corrientes dentro de la administración pública en pro de su modernización, d) La creciente desigualdad social y e) El desarrollo de nuevas tecnologías informáticas que permiten la uniformización de productos y programas que favorecen pautas de comportamiento homogéneo y generalizado.

Como puede observarse, las condiciones -endógenas y exógenas- que en cierto sentido empujan a la implementación de políticas de descentralización afectan el sostenimiento de las propias estructuras de poder construidas históricamente, por lo que no debe perderse de vista que las decisiones que desde el poder se toman tenderán a favorecer a aquellos aspectos que ayuden a mantener los privilegios de los actores cercanos a éste. En otras palabras, la descentralización en su fase de implementación, enfrenta situaciones adversas de tipo económico, político, social y cultural, que es necesario identificar para ayudar al éxito de los planes y programas con ese propósito. Para ello, resulta importante tomar en consideración: ¿qué es lo que se descentraliza, bajó qué criterios y quiénes son los actores que intervienen en este proceso?

En términos generales se descentralizan competencias, funciones, recursos y decisiones que tienen que ver con servicios públicos, obras, diseño y ejecución de planes y programas, asuntos fiscales, etc. principalmente, bajo los criterios de: i) privilegiar la gestión pública desde un nivel bajo, que contribuya a abaratar costos y aumentar la eficacia; ii) transferir a una área territorial las competencias o funciones que se refieren a problemáticas que se generan en su ámbito o que dan lugar a actuaciones de interés exclusivo; iii) mejorar significativamente la calidad de los servicios públicos acercándolos al ciudadano, y iv) finalmente, otro criterio que se incluye es el de potenciar los niveles de colaboración y/o cooperación de los ciudadanos en los programas desarrollados
.

En cuanto a los actores que intervienen en la descentralización, generalmente, involucran a los funcionarios de los tres niveles de gobierno, los representantes políticos locales, los equipos de asesoría profesional; los empresarios con intereses locales; integrantes de organizaciones civiles con especialización en temáticas relacionas con las áreas descentralizadas. También con frecuencia suelen intervenir los grupos vinculados a las viejas oligarquías y cacicazgos locales, los representantes del partido en el poder, vinculados a intereses corporativos, que buscan conservar los privilegios que les otorga su cercanía con el poder. Tomar en consideración los actores y sus intereses ayudará a conocer el rumbo y profundización de las políticas de descentralización en cuanto a sus objetivos y metas.

En AL las políticas de descentralización cobran forma y fuerza desde los años sesenta y setentas, vinculados a los servicios de salud y educación, así como a la ejecución de obras demandas por los pobladores que promueven la participación comunitaria
. Este tipo de políticas estuvieron a su vez orientadas a promover un mayor fortalecimiento de los gobiernos locales, tales son los casos de Colombia, a través de la Ley 3.a de 1986 que otorgó mayor autonomía y recursos a los departamentos para operar programas; Argentina, que a raíz de la crisis fiscal de principios de los noventa, promovió la transferencia de facultades y servicios a los gobiernos locales; Bolivia, aprobó la Ley Orgánica de Municipalidades número 696, bajo la administración de Paz Estenssoro (1985-1989) para impulsar proyectos de descentralización; en Perú en 1987 se crean las asambleas regionales, en el marco de un proceso de regionalización (suprimidas a principios de los noventa), en 1992 se promulga la ley de participación comunal en la gestión y administración educativas, descentralizando en los municipios esa función, creando la figura de Consejos Comunales de Educación, un año después la constitución incluye la figura de Consejo de Coordinación Regional, etc.

En el caso mexicano, la política de descentralización se ha caracterizado por ser de tipo inductivo dominante, en el sentido de que tanto las iniciativas como las propuestas surgen del centro y desde éste se definen las formas, mecanismos y alcances del proceso. Además, varios autores reconocen que este proceso, a través de su historia, no ha estado asociado a intenciones verdaderamente democráticas
.

En opinión de Cabrero, las políticas de descentralización en México ha pasado por tres grandes fases: i) de los periodos de 1970-1976 y 1976-1982 (administraciones de Luis Echeverría Álvarez y José López Portillo, respectivamente) se desarrollaron iniciativas dirigidas a la desconcentración administrativa
, con tres líneas de acción: fortalecer el federalismo, vigorizar a los gobiernos locales y fomentar el desarrollo regional; ii) de 1982-1988 (Miguel de la Madrid Hurtado) se profundizó el proceso  hacia la descentralización gubernamental a través de el Programa de Descentralización de la Administración Pública Federal y de los convenios únicos de desarrollo, puestos en operación a principios de 1983; durante este periodo se reformó el artículo 115 constitucional, otorgando al municipio mayores recursos financieros y administrativos para contribuir a su fortalecimiento, y iii) de 1988-1994, se intentó un avance hacia la descentralización enfocada a la sociedad civil, a través del pronasol (Programa Nacional de Solidaridad), promovido bajo la administración de Carlos Salinas de Gortari, ampliamente criticado por el sesgo político que tomó a favor del partido en el poder en ese entonces. 

En suma, en México, como en varios países de AL, la descentralización cuenta ya con una larga historia (más de tres décadas), ésta no ha ofrecido, a la fecha, los resultados anunciados por los propios gobiernos, ni los esperados por parte de la sociedad, ya que no se ha logrado imprimir una nueva dinámica en estados y municipios que logren revertir los desequilibrios regionales y las desigualdades sociales, ni ha instalado un nuevo modelo de gestión pública con participación de los ciudadanos en los asuntos públicos, sino más bien, se han limitado a generar nuevos marcos institucionales para la acción gubernamental. 

Más aún, los problemas u obstáculos que se intentaban revertir a través de estas políticas, persisten, al menos en el caso mexicano, esto es: a) déficit de personal capacitado a nivel de los gobiernos locales para diseñar y operar proyectos de desarrollo local-regionales; b) la falta de recursos locales para operar proyectos; c) la falta de autonomía financiera de los gobiernos locales frente al Estado y los municipios sobre todo en programas de combate a la pobreza; d) la centralización de las decisiones de poder; e) la ineficiencia e ineficacia de los gobiernos en la atención de las necesidades y demandas de la población;  f) la falta de credibilidad y confianza en los aparatos de gobierno, por parte de los ciudadanos, etc. El caso mexicano sigue siendo uno de los que presenta un mayor grado de centralización fiscal en AL, ya que sólo el 3 o 4 por ciento del gasto público se asigna desde este nivel de gobierno a los estados y municipios (Cabrero, op. cit. p. 39) . 

En resumen, la autogestión y descentralización coinciden en asignarle prioridad a lo local frente a lo global, generando procesos de participación de abajo hacia arriba, que  parten de las necesidades e intereses de la gente, lo que implica también tomar en cuenta la cultura, los contextos sociopolíticos locales y la co-gestión de los servicios,  planes y programas de gobierno, esto es, la democratización del poder en las decisiones que tienen que ver con lo público. Todo esto es fundamental para favorecer procesos de participación de los ciudadanos en la ampliación del espacio público.   No obstante, las experiencias exitosas de co-gestión social son aún escasas y –en la mayoría de las veces- no han trascendido más allá de lo local. Así mismo, las políticas y programas de descentralización, que durante más de tres décadas se han promovido en México y en AL, aún están en espera de lograr avances, efectivos y eficaces, en esa dirección.
Por lo anterior, varios analistas coinciden en señalar que más que políticas públicas en la región latinoamericana hemos tenido –durante décadas- políticas gubernamentales y que el espacio de lo público ha estado “expropiado” por los grupos de poder que se han sucedido en los gobiernos y el última instancia por el Estado.  Ante este panorama, se plantea la idea de recuperar y ampliar la esfera pública desde el ámbito de lo social, esto es, desde los diversos agentes y actores organizados de la sociedad civil, que a partir de la década de los ochenta ha visto incrementado su presencia política en los países de América Latina y se les asigna un rol importante en los avances de democratización de los regímenes de gobierno en esta región. 
2.2. . La recuperación y ampliación de lo público desde lo social.
Hemos visto hasta este momento, cómo algunos grupos desde la sociedad civil se organizan y movilizan con la pretensión de influir en las acciones y decisiones del gobierno, así como las limitaciones que enfrentan.  También cómo desde las instancias del gobierno se regula y determina la participación ciudadana en los asuntos de interés público, desde una visión que pone énfasis en el control de los procesos políticos y sociales, lo que tiende a favorecer, con frecuencia, la promoción de intereses particulares de personas y grupos que contraen el espacio de lo público. A este respecto conviene preguntarse: ¿es posible lograr una recuperación de la esfera pública desde lo social en pro de su ampliación?
Teóricamente, Arendt plantea que con el auge de la sociedad de masas (s. XX), los diversos grupos sociales trascendieron a las unidades familiares y colocaron a la esfera de lo social, tras varios siglos de desarrollo, en  un punto que abarcó y controló a todos los miembros de una sociedad determinada. Según esta autora, la emergencia de la sociedad a la luz de la esfera pública, no sólo borró la antigua línea fronteriza entre lo privado y lo político, sino que también cambió el significado del individuo y del ciudadano. “Con ello la sociedad ha conquistado la esfera pública, y la distinción y diferencia han pasado a ser asuntos privados del individuo… Políticamente hablando, cuanto mayor sea la población en un determinado cuerpo político, mayor posibilidad tendrá lo social sobre lo político de constituir la esfera pública”
.

Para Arendt, el uso latino de la palabra societas tuvo en un principio un claro significado político que indicaba la alianza entre pueblo para un propósito concreto. Según esta autora, para el pensamiento griego, la capacidad del hombre para la organización política no es sólo diferente, sino que se halla en directa oposición a la asociación natural, representada por el hogar y la familia.  Desde la teoría Aristotélica, -retomada por Arendt-  con la fundación de la ciudad-estado el hombre además de su vida privada, adquirió una especie de segunda vida: la bios politikos (que para Aristóteles representan la acción y el discurso). Con ello, todo ciudadano  adquiere dos órdenes de existencia (privado y público), distinguiendo entre lo que es suyo y lo que es comunal. 
· Espacio de lo público: lo común.
Para Arendt, la palabra público significa dos fenómenos estrechamente relacionados: a) aquello que puede verlo y oírlo todo el mundo y tiene la más amplia publicidad  y b) el propio mundo, en cuanto es común a todos nosotros porque ha sido creado por las manos del hombre…“vivir juntos en el mundo significa en esencia que un mundo de cosas está entre quienes lo tienen en común”.
 Lo común aquí no debe interpretarse como una sola visión, uniforme de la realidad, sino cómo desde la diversidad de posiciones y opiniones, se pueden generar consensos en torno a asuntos, temas que interesan a una mayoría y que en consecuencia se expresa y manifiesta en acciones conjuntas. 
En contraposición con lo público, lo privado hace referencia, en su sentido original, a lo privativo. “Vivir una vida privada por completo significa por encima de todo estar privado de cosas esenciales a una verdadera vida humana: estar privado de la realidad que proviene de ser visto y oído por los demás… La privación de lo privado radica en la ausencia de los demás; hasta donde concierne a los otros, el hombre privado no aparece y, por lo tanto, es como si no existiera”
.  En el sentido moderno del término, lo privado se relaciona más bien con lo íntimo, lo personal-familiar, lo opuesto a la esfera social. 
Para Arendt, la distinción entre la esfera privada y pública corresponde al campo de lo familiar y lo político, que surgieron como entidades separadas y diferenciadas desde la conformación de la ciudad-estado. Empero, “La división de la esfera pública y privada, como la polis y la familia, finalmente están relacionadas con un mundo común en la conservación de la vida”. Con el desarrollo de las sociedades (la sociedad de masas) “… esta línea divisoria ha quedado borrada por completo, ya que vemos el conjunto de pueblos y comunidades políticas a imagen de una familia cuyos asuntos, cotidianos han de ser cuidados por una administración doméstica gigantesca y de alcance nacional”
 

Desde esta perspectiva lo público connotado en su referencia a lo común, lo colectivo, lo accesible, lo transparente, es un asunto esencialmente político, es decir, que compete a la acción conjunta de los individuos.

Dos son las posiciones teóricas, del pensamiento occidental contemporáneo, que manifiestan en torno a la connotación política de lo público:

i) una representada por Arendt, bajo una concepción horizontal  de la política, y por ende de lo público, desde la cual se rechaza como no político todo lo que configure una estructura vertical del poder.

ii) La otra representada por Weber, y otros autores contemporáneos, que suscriben lo público a “lo que pertenece al Estado”.

En la primera versión, lo público sólo puede circunscribirse a espacios comunitarios que buscan el bien común. En la segunda, en cambio, el Estado es asumido como la esfera de realización de lo público y, por oposición, lo privado es concebido como lo “no político”. En el primer caso, el aspecto nodal es que la organización de la sociedad es un asunto que le incumbe a la sociedad misma; ello significa, que “existe una función pública radicada en lo social que adquiere relevancia máxima en tanto el gobierno de los asuntos de la colectividad es escindido de la sociedad, radicándose en el Estado”
.  
En el segundo caso el Estado, al trascender a los intereses particulares y poseer el monopolio de la violencia y coerción legal, se asume como protector y garante del orden público, del “bien común”. 
Desde la teoría crítica de Habermas (1990), se propone un concepto normativo de lo público que plantea la rearticulación de las relaciones entre el Estado y la sociedad, en el marco de su recuperación como esferas simultáneamente públicas y privadas. Desde esta noción se apuntan dos cuestiones claves sobre la esfera pública: a) como esfera de las expresiones de solidaridad y reciprocidad, y b) el problema de la democracia como un asunto que concierne a la sociedad. 

De esta manera la esfera pública representa el nivel donde se da la confrontación de opiniones que se disputan el discurso escaso de los temas o asuntos de la agenda, y de la consecuente atención de los tomadores de decisiones. Por su parte, la opinión pública representa la amalgama de consensos públicos amplios que resultan de la disputa de las ideas.

Por lo anterior, para Habermas (el proceso de conformación del espacio público desde una perspectiva democrática, resulta clave: i) la autonomía del espacio público respecto del sistema político, en donde desde este espacio la formación de voluntad política constituida conduce a tomar decisiones y ii) la informalidad (espontaneidad) de los procesos de formación de opinión, donde los procesos no constituidos en este terreno,  no están bajo la presión de la toma de decisiones.

Habermas plantea una pregunta clave en las relaciones gobierno-sociedad: ¿cómo influir en el poder administrativo de la burocracia estatal, sin ser invadido por éste? Teóricamente, la respuesta está, según este autor, en el concepto normativo de lo público, es decir: “la única manera de influir sobre el poder administrativo es aportando fundamentos normativos que puedan desvalorizar discursivamente los fundamentos normativos por aquel como medios de racionalización de decisiones inducidas”
. Esto es, al poder administrativo del estado hay que oponer el “poder comunicativo”, dado que el poder depende de fundamentos normativos (por su carácter jurídico). En este “espacio público político es donde se produce el proceso de generación comunicativa de poder legítimo; pero también es donde se desarrolla el proceso opuesto: la obtención de legitimación por el sistema político, con el cual del poder administrativo es reproducido”
. 

El problema es quiénes, qué actores, están en capacidad es constituirse en una alternativa, con poder comunicativo, en un contexto de restricción monopólico de la política: ¿lo partidos?, ¿el congreso?, ¿los medios de comunicación?, ¿los grupos de presión?, ¿los grupos organizados de la sociedad civil? El propio Habermas identifica como  crucial el aporte de las asociaciones voluntarias, libres, como actores del espacio público, sobre todo, aquellas que se especializan, por así decirlo, en la generación y propagación de convicciones prácticas, o sea, en descubrir temas de gran relevancia para el conjunto de la sociedad, y en aportar posibles soluciones, desde una posición ética. Para Habermas, estas asociaciones voluntarias, formadoras de opinión, son un elemento clave en la formación de los espacios públicos autónomos, y son este tipo de agrupaciones el corazón institucional de la sociedad civil.

A este tipo de grupos se les conoce en términos genéricos como organizaciones no gubernamentales (ONG),  organizaciones civiles, organizaciones de la sociedad civil, tercer sector, etc. La contribución de este tipo de organizaciones de la sociedad civil al fortalecimiento de la esfera pública, se produce en una triple dirección: i) como apoyo a la auto-organización social, en razón a su foco en el empoderamiento social; ii) como impulso al desarrollo de capacidades y habilidades para que las propias comunidades resuelvan sus problemas, y c) abonando al desarrollo de una institucionalidad orientada a la prestación de servicios públicos bajo principios de adaptabilidad y solidaridad social (Cunill, 1997).
Sin embargo, el problema, en el caso de AL y de México, es que este tipo de organismos, si bien cuentan ya con cierta trayectoria histórica, su proceso constitutivo ha estado ligado a los movimientos sociales por un lado y a una lenta y accidentada institucionalización del Estado de Derecho (Olvera, 1996), que, a penas recientemente, en algunos países (caso mexicano) está dando paso a la alternancia política, a una todavía frágil configuración de sistema de partidos, a una mayor autonomía de los congresos con relación al poder ejecutivo y a un trabajo independiente de los medios de comunicación con respecto del gobierno. Esto significa que en el caso latinoamericano, la sociedad civil debe entenderse como un movimiento, que está en proceso de formación, por consiguiente no es una institución  acabada con un perfil prefigurado, sino una identidad por construir.

Además, debe ubicarse y reconocerse que la sociedad civil es un campo donde confluyen muchos actores que se distinguen por su heterogeneidad, la diversidad de intereses -con frecuencia contrapuestos-, que despliegan acciones en múltiples espacios públicos, con sus propios canales de comunicación y articulación entre sí, y con relaciones con otros actores políticos y económicos (Olvera, 1999).  Sin embargo, hay momentos coyunturales, determinadas contingencias, que hacen posible la confluencia de iniciativas y voluntades ciudadanas en pro de causas comunes de solidaridad, de defensa de derechos políticos y sociales, de luchas contra los regímenes autoritarios e ilegales, etc. que agregan nuevas demandas, principios y valores éticos que imprimen ciertos aires de renovación y transformación gradual de la misma sociedad, pero que no logran mantener una estabilidad permanente, ni unidireccional, y con frecuencia, no alcanzan a  modificar significativamente las prácticas antidemocráticas de las agencias del estado y los actores políticos, ni las asimetrías en la representación social y política.

Con lo anterior, lo que queda de manifiesto es que el espacio público es un campo donde confluyen los intereses de múltiples actores políticos y sociales, donde no sólo los argumentos sustentados “racionalmente” cuentan -para lo cual se requiere de información confiable  y de conocimientos para valorarla-, sino también el acceso a los medios para externar opiniones y acceso también a los espacios donde se configuran y se determinan las decisiones públicas. En este sentido, los agentes del gobierno  y determinados actores políticos cuentan con una posición privilegiada con respecto a la posición de los grupos de la sociedad civil, por la disponibilidad de recursos, acceso a información privilegiada,  relaciones, manejo de la “legalidad” adaptada a sus intereses, etc.
El panorama de la participación política, sobre todo en el caso mexicano, y algunos países de AL, podría resumirse en los siguientes términos: la representación política está en crisis, los mecanismos de la democracia directa tienen sesgos que pueden ser utilizados aún en contra de los propios intereses ciudadanos,  el espacio público -al igual que las leyes- está restringido y es susceptible de manipulaciones, los actores políticos y sociales están desarticulados y con frecuencia confrontados entre si, sin posibilidad de dialogar y alcanzar consensos que coadyuven a destrabar los grandes problemas sociales; contamos aún con una institucionalidad frágil de la sociedad civil; las experiencias de participación de las organizaciones civiles es escasa, parcial y poco sistemática. Ante esto conviene preguntarse  ¿que alternativas se vislumbran viables frente a este panorama, que tiende a mantener y acentuar las asimetrías políticas y sociales y limita la participación de los ciudadanos en los asuntos de su interés público? 

La propuesta de Cunill, por demás interesante, es que la participación ciudadana, inserta en un proyecto de ampliación de la esfera pública,  debe plantearse el  re-diseño y desarrollo de instituciones de representación social que puedan dar cabida a los valores de: igualdad política, pluralismo político y deliberación pública, en el sistema político formal, realizándolos simultáneamente en su interior, en las instancias de gobierno. A continuación analizaré el sentido y alcance de esta propuesta.
2.3. Las claves normativas de la participación política: igualdad política, pluralismo,  deliberación y solidaridad social.

De lo expuesto anteriormente, podríamos deducir que la democracia participativa (a través de los mecanismos de referéndum, plebiscito e iniciativa popular) no ofrece respuestas sostenibles al problema de cómo lograr la implicación de los sujetos sociales en los asuntos públicos. En este sentido, tanto las soluciones planteadas desde el eje de la igualdad como de la libertad tienen debilidades desde la perspectiva de una teoría normativa (del deber ser) de la democracia, sobre todo en relación a ofrecer alternativas que disminuyan y erradiquen, en lo posible, las asimetrías sociales y políticas. Esto conlleva a una creciente decepción de las y los ciudadanos en relación a la configuración y operación del sistema político en varios países de AL, que repercute negativamente en la participación ciudadana. 

Un supuesto básico es que la concepción de la sociedad civil supere la maniquea oposición liberal clásica entre Estado y sociedad civil, ya que el desarrollo de la democracia requiere del fortalecimiento de ambas esferas, pero además de esto, es fundamental que éstas operen diferenciadamente, esto es, que dispongan de autonomía y reglas claras respecto al rol que deben desempeñar en los asuntos de interés público, que no se confundan ni se subordinen entre ellas.
Cunill, propone analizar y replantear el problema de la participación ciudadana en base a cuatro principios que se revelan claves para el desarrollo de la legitimidad democrática y, por consiguiente, indispensables para la ampliación del espacio público: la igualdad política, el pluralismo político y la deliberación, a los que suma un cuarto, la solidaridad, que da cuenta de modos de acción colectiva auto-organizados (Cunill, op. cit. p. 153-163).  Veamos el alcance de cada uno de los principios relacionado con el tema que nos ocupa.
· La igualdad política.

La igualdad política es uno de los principios fundamentales de la democracia, está relacionada con la noción de “condiciones iguales” para el ejercicio de las libertades. Por consiguiente, está asociada al principio de autonomía. El crear condiciones para la igualdad política implica alterar profundamente la distribución actual de los recursos materiales indispensables para la vida, desde una perspectiva de justicia distributiva (Held, 1992). 

En el terreno político, Cunill expone que el principio "un individuo un voto" intenta dar respuesta a la igualdad política formal; sin embargo, las desigualdades económicas y sociales constituyen las condiciones fundamentales a través de las cuales se viola la equidad. Por lo que propone,  debe plantearse una reconceptualización de la igualdad, entendiendo por tal "la institucionalización de un sistema que concede igual consideración a las preferencias de cada persona y que a todos concede, de un modo apropiado, iguales oportunidades para formular preferencias sobre las cuestiones bajo examen"
.
En este sentido, la noción completa de igualdad política requiere la implantación no sólo de la igualdad política formal (un individuo un voto), sino de otros dos componentes esenciales: condiciones de aislamiento y una consideración efectiva que la hagan posible.

“Las condiciones de aislamiento remiten a las garantías de que el proceso político no ha sido interferido por factores irrelevantes a él; obligan a poner la atención en la protección de la esfera política para que no sea determinada por los efectos de las desigualdades económicas o sociales”
. En este sentido, las condiciones de aislamiento previenen sobre aquellos casos en que “si los resultados políticos están determinados por ofrecimientos de recompensa o por amenazas de consecuencias negativas ofrecidas por quienes ocupan posiciones privilegiadas en la estructura socioeconómica, entonces el poder de aquéllas se vierte en la esfera política de tal manera que podemos decir que ha habido una falla en la condición de aislamiento" (Fishkin, 1995)
. Según Cunill, un grado mínimo de ciudadanía autónoma es, en sí una condición fundamental para la participación política en este sentido. 
Respecto a la consideración efectiva, “remite a la necesidad de que las opiniones rivales más importantes puedan conseguir la consideración suficiente para que las personas tengan la oportunidad de decidir sobre ellas”
. La existencia de los derechos políticos -libertad de asociación, de expresión, la autonomía de los medios de comunicación, etc.- apuntan a garantizar esta condición; sin embargo, ella depende además de las posibilidades que se tengan de "hacerse” escuchar, es decir, de generar opinión y debate público frente a los asuntos relevantes socialmente.

De lo anterior se desprende que no basta la igualdad formal frente a la ley, ni el establecimiento de los derechos políticos, económicos y sociales contempladas en la constitución de los países, que si bien constituyen avances importantes, no garantizan la equidad y la aplicación de una justicia distributiva de los bienes generados socialmente.  

Lo importante a destacar en este punto es que desde el punto de vista normativo -“del deber ser”- la formulación de Cunill es consistente en términos conceptuales y operativos al resaltar la necesidad de garantizar que las decisiones sobre un asunto de interés público –la escasez de agua por ejemplo- se decida en función no de intereses privados o de la capacidad de los actores políticos para manipular, a su conveniencia, la información técnica disponible, sino de una valoración efectiva de las mejores opciones sustentadas en conocimientos sobre el tema. Esto implica hacer transparente el proceso de toma de decisiones con una apertura total a la inclusión de las diferentes propuestas, garantizando no sólo las mismas oportunidades de comunicación, sino también una consideración efectiva –en términos de justicia- en la toma de decisiones. 
Lo relevante aquí es que la igualdad política en los términos expuestos no se agota en el concepto de democracia, sino que incluye además al conocimiento (y junto con ello a la capacidad de persuasión en la exposición de argumentos) y la justicia. Todo ello no sería posible en un régimen de gobierno autoritario, donde se impide el pluralismo político y se ejerce un control vertical sobre los medios de comunicación y el sistema educativo.

· El pluralismo político,

La igualdad política se vincula estrechamente con la condición de pluralismo político. 
El pluralismo es una corriente de pensamiento que se opone a la tendencia de concentrar y unificar el poder en la formación del Estado moderno. Según Bobbio, se distingue de otras teorías antiestales  por polemizar contra toda forma de concepción individualista de la sociedad y del Estado, esto es, contra toda concepción que contrapone al individuo particular al Estado, pues considera al estatalismo y al individualismo como dos caras de una misma moneda. Por consiguiente, el pluralismo combate sobre dos frentes: contra la concentración de todo el poder en el Estado y contra su atomización
. 

 En opinión de Bobbio, el pluralismo propone un modelo de sociedad compuesta por muchos grupos o centros de poder, que tienen como función la de limitar, controlar, contrarrestar el centro de poder dominante, históricamente identificado con el Estado
. Uno de los teóricos e ideólogos más convencidos del pluralismo es Robert Dahl, para este autor el axioma fundamental de un sistema pluralista es la existencia de una multiplicidad de centros de poder, sin ser ninguno de ellos completamente soberano, lo que ayudará a controlar el poder, a asegurar el consenso de todos y a resolver pacíficamente los conflictos
.

Para Dahl, el asociacionismo es fundamental para la satisfacción de las necesidades humanas y la libertad. Más aún, en su opinión es deseable la existencia de las  organizaciones independientes porque  contribuyen a impedir la dominación de los sistemas políticos y contribuyen a crear un control mutuo, que ayuda a frenar la jerarquía y la dominación del Estado. Sin embargo, el propio autor, reconoce que la existencia de organizaciones autónomas per se no garantizan la justicia, la igualdad o la democracia, pero sí es un elemento necesario para una democracia a gran escala
. 

En este sentido, para que pueda operar el pluralismo político es preciso que exista el pluralismo social y cultural.  Esto supone que en el ámbito de la sociedad civil no sólo existan múltiples asociaciones, sino que la organización de los actores se dé como resultado de un proceso endógeno voluntario (no impuesto ni por el Estado ni por la costumbre), donde las organizaciones no sean excluyentes sino basadas en afiliaciones múltiples, y donde no se impida la expresión de ningún interés o valor, o la formulación de ningún conflicto o problema. Supone, así mismo la superación de la dialéctica de la negación del otro, que impide la ciudadanía y el potenciamiento del tejido intercultural (Calderón et al., 1993)
.
El pluralismo es la base principal sobre la cual puede legitimarse el principio limitado de la mayoría. Esto remite a que quienes forman parte de la mayoría deben respetar los derechos de las minorías. "Sin la aceptación del pluralismo no puede sustentarse una teoría normativa de la democracia. Tampoco puede sustentarse sin una restricción de la tiranía"
. 

El pluralismo en este sentido, no está limitado sólo al reconocimiento de las minorías, o de las diferencias, ni a la participación selectiva de los diferentes sectores sociales con fines de justificar una supuesta representatividad ajustada a las conveniencias del gobernante en turno, sino que implica el diálogo y la disertación en serio, que den cabida al debate e intercambio de las diferentes posiciones a fin de valorarlas en base a sus argumentos, y no en la posición dentro de las estructuras jerárquicas del gobierno, o de la influencia política, económica o social de los actores convocados. Remite pues, a la deliberación informada, libre y responsable de los participantes.

No obstante los claros aportes del pluralismo a la convivencia democrática, también es justo reconocer sus limitaciones. En este sentido, una de las principales críticas que se le hacen, desde el punto de vista teórico, es que proporciona una imagen distorsionada de la realidad social (referida principalmente la norteamericana, por tomar a ese país como modelo de sociedad), ya que más que pluralista, es una sociedad policrata, es decir, con varios centros de poder, cada uno de los cuales hace valer sus exigencias sobre sus miembros, “con la consecuencia de que el individuo en el momento en el que cree haberse librado del estado patrón se convierte en siervo de muchos patrones”
.  A nivel ideológico, se critica al pluralismo en su propuesta de solución al problema de los límites del poder, pues hace creer a los controlados controladores, a los desposeídos de poseer por lo menos una parte de poder y al hombre unidimensional multidimensional al participar en distintos grupos, todos ellos más o menos influyentes en la vida social y política
. 

No obstante las críticas y problemas que se le achacan al pluralismo, en su formulación teórica, me parece que la mayor aportación a la normatividad democrática es el énfasis que pone en el valor de la diversidad, al remarcar la aceptación del disenso, la inclusión de la oposición, esto es, la política de adversarios y la discusión. Todo ello favorece las posibilidades de la deliberación y la crítica en base a argumentos. Un pluralismo auténtico, necesariamente implica espacios para la argumentación y la deliberación de los interesados en los temas bajo examen. 
· La deliberación.

Tomando en consideración lo anterior, la deliberación en la elaboración de decisiones políticas se erige como un requisito indispensable de la legitimidad democrática. Según Avritzer (2001) la deliberación es un concepto que ha tenido un uso dual en la teoría democrática clásica y contemporánea. Para algunos autores (Habermas y Cohen)  este término hace referencia “al proceso mediante el cual uno o más agentes evalúan las razones implicadas en una cuestión determinada…; otros (Rousseau, Schumpeter y Rawls) para referirse al momento en el cual el proceso de toma de decisiones tiene lugar”
.  Según el diccionario de lengua española (Moliner), deliberar viene del latín deliberare, de libra, balanza, y es utilizado para referirse tanto al proceso de reflexión-discusión en público sobre un asunto, como para resolver, o tomar una determinación. Esto significa que desde su origen etimológico, la deliberación admite estos dos sentidos: “puede significar tanto “ponderar, reflexionar” cuanto “decidir, resolver”.

Bohman (1996), desde una concepción habermasiana del consenso, define a la deliberación pública como “un proceso dialógico de intercambio de razones con el objetivo de solucionar situaciones problemáticas que no encontrarían resolución sin la coordinación y la cooperación entre las personas”.
 En esta definición se resalta la interacción entre personas (agentes o actores), con voluntad de cooperar activamente en la solución de problemas, en base a razonamientos, como el aspecto nodal del proceso de deliberación que incluye los dos sentidos referidos anteriormente.   
Para Avritzer el término que nos ocupa ha transitado de una concepción decisionista de deliberación a un concepto argumentativo de deliberación; en el primer caso la idea central está puesta en cómo alcanzar la voluntad de la mayoría en torno a una situación dada, en tanto que en la segunda opción, el énfasis está puesto en un proceso de discusión y evaluación de los diferentes aspectos de una determinada propuesta. Ambos procesos no son excluyentes, pero ello no significa que necesariamente van siempre unidos.
La importancia de este enfoque dentro de la democrática es que ésta no se reduce a un asunto procedimental, basado en el intercambio (como el pluralista),  pero tampoco puede presumir de una visión sustantiva del "bien común" basada sólo en las mayorías. “Presupone, en cambio, la posibilidad de "construir" un interés público y de la exposición pública de intereses particulares, con base en la formación de opinión libre, expresión y discusión"
. Esto significa que la legitimidad de la política no sólo está ligada al problema de la expresión de la voluntad de la mayoría en el proceso de formación de la voluntad general, sino también a un proceso de deliberación colectiva que permita la participación racional de todos los individuos posiblemente afectados o interesados en los temas en cuestión. 
En conexión con lo anterior, Habermas (1995) ha formulado el principio “D” que establece: “Solamente son válidas aquellas normas y acciones con las cuales todas las personas posiblemente afectadas pueden concordar como participantes de un discurso racional”.

Una situación ideal de diálogo, según Habermas, implica: discusión libre, en condiciones de igualdad, ilimitada en su duración; limitada sólo por el consenso al que se llegaría por la fuerza del mejor argumento. Todos los argumentos considerados relevantes por alguien deben tener una discusión tan extensa como se requiera. Este es el  eje utópico de la deliberación
. 

Otro eje, sería su opuesto, es decir, el de no deliberación, donde una alternativa no es efectivamente contrastada con sus rivales, donde los argumentos no son respondidos, y donde quienes toman las decisiones tienen poca competencia o base fáctica para evaluar las propuestas ofrecidas, por consiguiente no hay diálogo, ni consideración del otro. Entre ambos ejes, hay grados aceptables (Fishkin, 1995). Pero para propender a ellos, existen al menos tres condiciones que deben ser satisfechas
:

a. Que haya interacción social: la democracia refrendaria (ligada a las consultas ciudadanas) no la puede asegurar, por consiguiente es incapaz de desplegar procesos de deliberación pública. 

b. Ausencia de relaciones de supra-subordinación entre los participantes: la única autoridad que debe poder mediar es la del mejor argumento, los consejos de participación ciudadana promovidos, seleccionados desde la autoridad y encabezados por ésta, atentan contra esta condición (la deliberación se basa en razones prácticas, no en el conocimiento fundado en la experiencia, que supone los fines dados).

c. Que exista la posibilidad de discrecionalidad: quienes se enfrentan a un proceso deliberativo no pueden disponer de un mandato imperativo otorgado por otros individuos (determinar de antemano los resolutivos), sino que deben disponer de libertad, de tal manera que puedan modificar las posiciones previas, producto de la confrontación y discusión sobre las diversas perspectivas y valores expuestos.

La deliberación planteada en estos términos exige no sólo el reconocimiento del otro, sino también un esfuerzo por persuadir y convencer en base a razonamientos que apelen no sólo a la experiencia, o a los condicionamientos que impone la realidad social, sino también a valores y principios éticos para enfrentar las desigualdades y la injusticia que impera en nuestras sociedades.

Las tres condiciones mencionadas ponen sobre el tapete de la discusión  dos cuestiones altamente problemáticas: a)  una refiere a la complejidad social en términos del ámbito de participantes concernidos en el proceso de deliberación, y b) la otra, conecta con aquélla pero remite a la posibilidad de asegurar la deliberación simultáneamente con la igualdad política. Si el grupo es pequeño, las condiciones referidas pueden ser satisfechas y asegurarse a la vez la igualdad. Lo mismo puede suceder en comunidades acotadas, a nivel de barrios o colonias, donde ante un conflicto o problema relevante pueden desplegarse condiciones para su tratamiento que permita una participación amplia de los afectados mediante: i) la discusión pública del problema; ii) la aplicación del juicio político apropiado al asunto tratado, y iii) la realización de una decisión y voluntad común como trabajo y acción común
. 

Sobra decir que mientras más amplio sea la unidad territorial, mientras más temas o problemáticas que afectan a una colectividad se aborden, se hará más complejo y difícil su tratamiento. Pero el asunto que interesa resaltar aquí es que, en todo caso,  la ausencia de una base independiente para la resolución de los conflictos es, de hecho, central para generar procesos de deliberación genuina. 

Resulta claro que existe la posibilidad de que el tratamiento de los problemas puede ser acotado, a nivel territorial y temático. Para ello se requiere de una nueva institucionalidad,  flexible e incluyente,  impulsada desde la sociedad y el Estado que, sin dejar de lado el perfeccionamiento de los mecanismos de representación,  de cabida a las diferentes expresiones de los grupos organizados y de las y los ciudadanos, para exponer sus inquietudes que les aquejan; con el ánimo de potenciar su capacidades de respuesta organizada y solidaria, teniendo como perspectiva el desarrollo de comunidades criticas, responsables y propositivas frente así mismas y su entorno. 

El problema central en este sentido es cómo institucionalizar espacios que favorezcan y propicien la deliberación pública mediante procesos de participación social, desde una perspectiva incluyente y solidaria. A este respecto, Bohman propone incorporar la rendición de cuentas (accountability pública) como un mecanismo que permita el establecimiento de decisiones vinculantes entre gobernantes y gobernados, lo que supondría la necesidad de arreglos institucionales y acuerdos políticos y jurídicos para transparentar la función pública e incorporar las contralorías sociales -autónomas del gobierno-, con amplias facultades dentro de la administración pública, para fiscalizar los recursos, evaluar y sancionar las decisiones públicas. Ello implicaría dotarlas de herramientas para el monitoreo de las políticas públicas en base a sistemas de evaluación de impacto y de resultados.
· La solidaridad. 

El término de solidaridad tiene una doble connotación: como deber u obligación y como derecho. En su versión original (derivada del latín “sólidus” que significa saldar), se le relaciona con una “figura jurídica  por la cual los deudores se obligan a responder de la totalidad de la deuda a sus acreedores” (Diccionario Grijalbo). Desde el punto de vista sociológico, se alude a la relación entre personas que participan con el mismo interés en cierta cosa y que tienen conciencia de la necesidad de los demás para existir y desarrollarse en sociedad.  En este sentido, la solidaridad se entiende como una “actitud de una persona con respecto a otra u otras cuando pone interés y esfuerzo en una empresa o asunto de ellas” (Diccionario Grijalbo). 
Desde el punto de vista cristiano, la solidaridad es concebida como una virtud moral –un valor- que obliga a las personas y a la sociedad a realizar acciones en busca del bien común con la finalidad de solucionar carencias espirituales o materiales; demanda por lo tanto de justicia y empatía
. Desde esta perspectiva la solidaridad es una condición ligada a la justicia, o como complemento de ésta. 

Según Buxarrais, la solidaridad es una actitud que tiene cuando menos tres componentes: a) el cognitivo, referido a que se tiene conocimiento de la persona o situación suficientes como para fundamentar una actitud de acompañamiento; b) el afectivo, que apela al conjunto de sentimientos que nos identifican o nos acercan con los demás, con el otro,  y c) el conativo o comportamental que se utiliza como una fuerza movilizadora al servicio de causas que se estiman justas, necesarias, convenientes.
  
Lo que me interesa destacar aquí es ubicar este concepto ligado a un conjunto de actitudes y valores que se pueden promover,  favorecer, impulsar, etc.  a través de procesos educativos desde los espacios públicos y privados. A este respecto, el aporte que realizan las organizaciones civiles y sociales en las diferentes áreas en las que trabajan es fundamental, en especial en aquellos campos relacionados con la promoción y defensa de los derechos políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA). Las múltiples acciones realizadas en estas áreas están enmarcadas, en gran medida, dentro de valores éticos y solidarios. 

 Si bien es cierto que, en términos generales, cualquier forma de asociacionismo lleva implícito el ejercicio de ciertos principios relacionados con la solidaridad,  este no es suficiente para contribuir a la construcción de ciudadanía desde una perspectiva crítica, democrática y solidaria. Se requiere fomentar un “asociacionismo crítico”, que contribuya al fortalecimiento del tejido social, desde un compromiso claro por el fortalecimiento de la democracia en todas las esferas sociales, así como a su  interior. 
¿Desde qué tipo de actores se puede contribuir a la conformación de un asociacionismo crítico desde una perspectiva democrática y solidaria? A este respecto varios autores coinciden en señalar a las organizaciones públicas no estatales, que se proponen el control del gobierno (Cunill); las organizaciones civiles de promoción del desarrollo (Reygadas);  las organizaciones de promoción y defensa derechos humanos, del medio ambiente, de la mujer; en suma, a todas las agrupaciones que se manifiestan a favor de la democracia y que desarrollan discursos y prácticas con esa orientación.

 Todas estas organizaciones, vistas en su conjunto, constituyen un movimiento social de carácter cultural que se orienta a la intervención pública en la definición e implementación de políticas sociales.  Son un movimiento, en la medida en que éstos organismos son resultado de la acción colectiva de diferentes actores sociales que, no obstante su diversidad, comparten –en cierta medida- un conjunto de normas, principios, valores y capacidades técnico-organizativas  que en muchos casos tiene como objetivo deliberado incidir en la  transformación del orden político-económico que se juzga injusto y violatorio de los principios éticos de equidad y justicia (Olvera, 2000).  

Este tipo de asociaciones pueden constituir, en si mismas, un espacio privilegiado para cultivar la responsabilidad personal y colectiva, la mutua obligación, la autolimitación y la cooperación voluntaria. Por ello, las prácticas sociales que de ellas resultan remiten a la solidaridad,  que es el otro eje clave de construcción de ciudadanía.

No obstante lo anterior, es importante tomar en cuenta que las asociaciones de la sociedad civil y los movimientos sociales no son homogéneas y están expuestas al desarrollo de patrones de dominación, contradicciones y conflictos a su interior que pueden nulificar o inclusive contravenir su capacidad transformadora en sentido democrático. Por ello, para influir sobre la estructura de dominación externa y las deformaciones internas, Cunill propone que las propias organizaciones de la sociedad civil y los movimientos requieren ser guiados por los principios de la ciudadanía,  y más aún, deben introducir en su seno los principios de la legitimidad de la participación democrática, esto es: la igualdad, el pluralismo, la deliberación y la solidaridad, como bases fundamentales de su actuación.
Esto será posible siempre y cuando desde estos espacios territoriales y organizativos se creen las condiciones mínimas que propicien una participación genuina de los ciudadanos en los asuntos de su interés, para ello se requiere: i) que existan flujos de información y de comunicación permanentes de arriba hacia abajo y a la inversa; ii) que se promueva un intercambio de saberes locales y de expertos (asesores, académicos, etc.), en relación al análisis de los problemas (a nivel micro y macro) y sus posibles alternativas, abarcando la co-gestión y cabildeo político; iii) que se socialice el poder a través del apoyo a la diversificación y surgimiento de nuevos liderazgos que permitan una preparación y renovación sistemática de las dirigencias.  De lo que se trata en síntesis es de democratizar la información, el conocimiento y el poder desde los niveles micro e ir avanzando, de manera paralela a niveles macro, que influyan en los diferentes niveles del gobierno y espacios de la sociedad civil.
Ahora bien, ¿qué tipo de diseño institucional es necesario prefigurar para dar cabida a una participación ciudadana con estas características? Tomando en consideración que la constitución de los sujetos desde el gobierno abre las oportunidades para favorecer a los intereses particulares, que puede prestarse, además, a la despolitización de los temas o problemáticas sociales y a  propiciar una direccionalidad de la participación ciudadana desde un sólo eje de relación, se requiere promover una nueva institucionalidad de representación social que contemple, mínimamente, tres asuntos fundamentales:

a. El reconocimiento de parte del Estado de la autonomía política de las asociaciones que actúan como mediadoras entre el gobierno y la sociedad.
b. La elección democrática y no formalización de la función de representación social a través de organizaciones (consejos, comités, autoridades auxiliares, etc.) insertas en la propia institucionalidad estatal.
c. El proveer de una base de recursos para el ejercicio de las funciones de representación de quienes ejercen ese cargo, generados, preferentemente, desde las propias comunidades y asociaciones.
En resumen, la propuesta de Cunill de reorientar la participación ciudadana en base a los principios expuestos (de igualdad, pluralismo político, deliberación y solidaridad) están sustentados teóricamente y ofrecen pistas interesantes a nivel normativo para el fortalecimiento democrático de la función pública. Sin embargo, la implementación de estos principios al ámbito gubernamental, exige un re-diseño institucional que incorpore mecanismos de transparencia (acceso a información pública gubernamental) y rendición de cuentas (sistema de pesos y contrapesos para el control del ejercicio del poder).  Exige también de modificaciones sustantivas a los sistemas de representación y procuración y administración de justicia, como contrapeso de poder y como garante del bien común y de los derechos económicos, políticos, sociales, culturales y ambientales.
La cuestión central que en cualquier caso está en juego es la posibilidad de activar oportunidades para aumentar las capacidades de desarrollo de la organización y participación ciudadana. En este sentido, se torna prioritario la revisión y actualización de los marcos legales relacionados con la participación ciudadana en los tres niveles de gobierno, así como de los mecanismos  y estructuras institucionales que actualmente operan (consejos, comités, juntas de vecinos, etc.), junto con las formas de selección y elección de sus integrantes; además de la implementación de políticas de apoyo al fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil, con incentivos fiscales y recursos que propicien la auto-organización y las relaciones de solidaridad; la elaboración de convenios de colaboración gobierno-organizaciones civiles en el diseño, implementación y evaluación de políticas públicas y políticas sociales; la reorientación de la participación en la elaboración de los planes de desarrollo municipal y presupuestos participativos, etc. 

Es decir, prácticamente todo lo concerniente a la participación ciudadana formal e informal debe ser revisado y replanteado a la luz de las claves normativas de la participación democrática expuestas, teniendo como horizonte la ampliación del espacio público a través del impulso a la conformación comunidades diversas que propugnen por la ampliación y vigencia de los derechos ciudadanos y vigilen y controlen la actuación del gobierno y de la propia sociedad.
Con lo anterior queda de manifiesto que la participación ciudadana, desde una perspectiva democrática, es un asunto que atañe tanto al Estado como a la sociedad, respetando la automonía y el rol que les corresponde desempeñar a cada parte. Ambas esferas deben de asumir el costo de la misma: a) al Estado le toca rediseñar su estructura burocrática, adecuar el marco jurídico-normativo y establecer los mecanismos y recursos que favorezcan y permitan la intervención de los ciudadanos en los asuntos de su interés; b) a la sociedad, por su parte, le corresponde desarrollar su capacidad de crítica y de propuesta, considerando los distintos saberes que en ella se expresan, desplegando su energía para construir consensos en torno a los asuntos que le son comunes y que reclaman la intervención urgente del Estado -y de la sociedad- en beneficio de las mayorías excluidas. 
2.4.  Los límites de la participación ciudadana.
Por todo lo anterior, es necesario reconocer que la participación ciudadana enfrenta una serie de límites. Merino (1995) hace referencia a limitaciones que tienen que ver con la diversidad de los integrantes de una organización, que incluye desde las actitudes personales que pueden adoptar los dirigentes y  miembros, hasta cuestiones más complejas como la imposibilidad de que la participación pueda darse en condiciones de perfecta igualdad para todos, o bien, las dificultades para hacer coincidir a plenitud los intereses particulares de cada individuo con los objetivos de la organización.

Sin lugar a dudas que estas cuestiones imponen límites a la participación que es importante tomar en cuenta, pero éstas se ubican en el plano de las propias organizaciones, que de una u otra forma, están a su “alcance” resolverlas. Por lo tanto, quiero referirme a otro tipo de obstáculos a mi entender de naturaleza distinta y de mayor profundidad, que tienen que ver con los cambios de gran magnitud que se están produciendo en la economía, la política y la cultura producto del fenómeno denominado como globalización
.   

Cunill hace referencia a dos tipos de limitaciones: i) los de carácter prospectivo que refieren a los desafíos que le plantean los cambios estructurales y culturales en ciernes, producto de la globalización y ii) los que remiten al contexto normativo en que la participación es invocada
. 

i . Las limitaciones de carácter prospectivo. Tienen que ver con  dos cuestiones dignas de observar: por un lado los cambios en el locus de las decisiones que arrastra la era del posnacionalismo,  que se presagian en el horizonte político y económico, vinculada centralmente al fenómeno de la globalización, y por otro lado, las transformaciones culturales, en especial las de carácter ético vinculadas a la cultura posmoderna, que sobredimensiona el individualismo.
En el primer punto sobresale el hecho de que el Estado deja de ser el único ámbito de adopción de las decisiones que afectan la vida de sus ciudadanos (ello no significa que el Estado deje de ser importante, sobre todo a nivel del ámbito local) 
. En efecto,  la globalización económica y los procesos de descentralización político-administrativa ponen en cuestión la noción de la soberanía nacional. Más aún, existe el señalamiento de que la capacidad instrumental del estado-nación ha sido debilitada por la globalización y que éstos forman parte de nodos de una red de poder más amplio que traspasa las fronteras y crea nuevas regiones económicas y culturales (Alonso, Jorge, 2002).
Uno de los riesgos que se advierten de la globalización es que existe un vacío de políticas regulatorias, en un mundo que está cada vez más integrado económicamente, pero no regulado políticamente. Otros riesgos hacen referencia a los procesos de segregación, separación y marginación progresiva que provoca en las regiones y países, así como a la transferencia de poder estatal a las grandes compañías transnacionales. 

Tanto la “transestatización” de las políticas como el vacío de éstas en importantes campos, imponen nuevos problemas a los procesos de democratización y a los movimientos de participación ciudadana asociadas a ellos a nivel local y global.

En opinión de Cunill (1997) el principal desafío prospectivo en tales sentidos radica en lograr que la forma y la estructura internacional de la política y de la sociedad civil pasen a formar parte de los fundamentos de la teoría democrática, que incluyan: la igualdad política, el pluralismo político , la deliberación y la solidaridad. Esto implicaría, entre otras cosas, revertir la concentración del poder de los países poderosos y pugnar por un nuevo orden internacional sobre bases democráticas.
La participación ciudadana, que presupone el impulso de comunidades que trabajan en pro de interés y agendas comunes, se enfrenta al límite de ciudadanías cada vez más restringidas y diferenciadas, no sólo por factores subjetivos, sino por diferencias socioeconómicas crecientes y por políticas de exclusión a nivel global y local. Cunill, observa que estos límites pueden ser visualizados como desafíos en dos sentidos: i) la difuminación de las fronteras del poder, que obliga a reformular el ámbito de las prácticas sociales que se orientan a ejercer influencia sobre aquél, y ii) la invasión de la mercantilización en las relaciones sociales, lo que conlleva a debilitar el sentido de la responsabilidad y solidaridad frente a los problemas, favoreciendo procesos de desintegración social
.

No obstante este panorama,  Lechner (1996)
 vislumbra que existen condiciones favorables para promover una “ciudadanización” de la política, desplazando su eje del ámbito estatal al ciudadano. Así como también existe la oportunidad de reformular las metas de una reforma democrática y apuntar a un Estado concebido como la comunidad de ciudadanos. Otros plantean como alternativa la “ciudadanía global” (Giddens), entendida como una ciudadanía que actúa localmente y piensa globalmente, así como los movimientos mal llamados movimientos “globalifóbicos” –porque impiden ubicar las propuestas y los puntos de discusión y reflexión que ponen en la mesa de los organismos internacionales- se inscriben en esta línea.
Las demandas que una transformación de este tipo imponen a la sociedad civil, son de gran magnitud: por un lado,  concierne al desarrollo de una institucionalidad de representación social capaz de controlar y presionar al Estado en pro de su “publificación”, y por otro,  desarrollar las capacidades de debate público de la ciudadanía, a la par de contribuir al fortalecimiento de las organizaciones autónomas e informales de la sociedad frente a sus derechos y responsabilidades,  en la perspectiva de exigir transparencia y rendición de cuentas al Estado.
ii. En cuanto al contexto normativo, Cunill plantea que existen  condiciones que remiten a la consolidación del sistema político-institucional, al menos en sus dos instancias clave: los parlamentos y los partidos políticos. Ambas deben convertirse en espacios accesibles a los ciudadanos y sus organizaciones, y presionar a su democratización y control a través de mecanismos de rendición de cuentas y transparencia, a fin de reclamar un ejercicio más responsable de sus funciones frente a la sociedad y una conducción en base a principios éticos. 

Existe otro espacio fundamental como posibilidad de influencia de los ciudadanos, poco explotado aún y de gran trascendencia para el debate público: los medios de comunicación. En el caso mexicano -salvo raras excepciones en el pasado- este campo recientemente ha mostrado una mayor apertura que ofrece amplias posibilidades para la difusión (y en menor medida el debate) de las ideas y proyectos sociales. En el caso de la televisión, se aprecia todavía como un campo poco accesible al ciudadano y sus organizaciones, sobre todo en horarios de mayor rating, pero además, poco explorado intencionalmente por parte de éstos. En prensa y radio se aprecia mayor presencia, pero aún en estos campos existe una subutilización  y la ausencia de estrategias de comunicación, en general, por parte de las organizaciones ciudadanas (el caso del Colectivo Voces Unidas es un caso digno de consideración por el apoyo a su causa que logra de los medios de comunicación).

Finalmente, existe otro espacio, no menos importante, que pasa por lo general desapercibido para la gran mayoría de las organizaciones civiles (al menos en el caso mexicano), pero de una gran trascendencia en lo referente a la administración de la justicia: el poder judicial. Salvo los grupos civiles que trabajan en la promoción y defensa de los derechos humanos, el resto de los organismos no lo vislumbran, ni le exigen cuentas sobre sus actos.  Será por su inaccesibilidad, por la especialización que requiere este campo, por su estructura burocrática tan vertical y autoritaria, por la presunción de los altos niveles de corrupción e ilegalidad con que opera, etc., el caso es que no se le presta atención por parte de los grupos organizados y por la sociedad en general.

El fortalecimiento de la sociedad civil dependerá, en gran medida, de un conjunto de condiciones que corresponden a prácticas desarrolladas por la propia sociedad, que no se agotan en su referencia al Estado, ni se circunscriben sólo a los términos de la participación ciudadana, sino en términos más amplios,  a como se asume el control de aquellos factores que  condicionan y determinan el desarrollo de las personas, las comunidades,  apegado a principios éticos de justicia, equidad y democracia.
El diseño e implementación de políticas desde un sólo eje de actuación, el Estado y/o el mercado, y peor aún, la imposición de decisiones, amparados en el ejercicio del poder –así sea otorgado por la vía legítima-, representa en los hechos la negación de la política y la anulación de lo público como espacio que involucra a todos. En este sentido, la democracia electoral, y junto con ella las posibilidades de  alternancia política en los gobiernos, si bien constituye un avance importante en términos de activación de la competencia entre partidos,  no significa un cheque en blanco para los grupos que asumen el poder por esa vía. La atención de los problemas cruciales que afectan a la mayoría de la población (la pobreza y exclusión, la precariedad de los empleos y los bajos salarios, la creciente inseguridad pública, el abandono del campo, el deterioro del medio ambiente, etc.) no puede seguirse aplazando indefinidamente. 

De todo lo expuesto en este capítulo, considero interesante retomar para el análisis de la experiencia de PCJ la concepción de la participación ciudadana en el sentido que le dan Ramírez y Pasquino, esto es, destacando el aspecto político desde espacios ciudadanos por sujetos que actúan ejerciendo sus derechos cívico-políticos. En este sentido me parece sumamente útil el considerar a la participación en la dimensión amplia que propone Aguilar, como un ciclo que abarca: la consulta, la asociación, la delegación y el control. Ambas concepciones destacan una gobernabilidad centrada en lo público. Desde esta visión, la política no se reduce al ámbito de los partidos ni los gobernantes, sino que involucra a todos.
De Cunill, es importante destacar, además de su propuesta metodológica centrada en los agentes sociales, autónomos del gobierno, su crítica (junto con otros autores) a las limitaciones de la democracia representativa y la democracia directa, así como su propuesta normativa para la participación política que incluye: la igualdad, el pluralismo político, la deliberación y la solidaridad. La incorporación de estos principios le darían sustento  y sentido a la democracia como práctica de gobierno puesta al servicio del interés público. También resulta interesante las limitaciones a la participación ciudadana, enmarcadas en la era de la globalización, que apunta Cunill porque ayudan a dimensionar la compleja problemática a la que se enfrentan las organizaciones de la sociedad, y lo que falta por avanzar, a nivel teórico, para explicar  e interpretar las transformaciones de una realidad (nacional e internacional) desafiante y dinámica que trastoca los paradigmas de las ciencias sociales. 
Desde esta perspectiva queda claro el reto es mayúsculo para los diversos actores del Estado y de la sociedad que intervienen en el tratamiento de los diversos problemas sociales que impactan el espacio público y privado.  Las acciones aisladas de los múltiples actores sociales y gubernamentales difícilmente lograran avances significativos en la solución de los mismos.
Por lo anterior, la elaboración de agendas ciudadanas –entre otras experiencias- que buscan influir en las agendas de los gobiernos locales y estatal podría constituir apenas un primer paso en la búsqueda de acercamientos en la perspectiva de configurar objetivos comunes entre el gobierno y la sociedad. Pero este esfuerzo no es suficiente, como veremos más adelante. La experiencia de Poder Ciudadano a nivel nacional y a nivel del Estado de Jalisco en este terreno aportan algunos elementos de reflexión en esta línea. En el siguiente capítulo me referiré al caso de Poder Ciudadano Jalisco en torno a la elaboración de agendas ciudadanas en los municipios de Sayula y Tapalpa, analizaré el alcance de sus propuestas y su influencia en el espacio público, así como sus limitaciones y aportes.

Capítulo 3 
Agendas Ciudadanas y relación con los gobiernos locales: el caso de Poder Ciudadano Jalisco en Sayula y Tapalpa.

En este capítulo desarrollaré lo relacionado al trabajo de campo, que corresponde a la entrevista con los actores sociales vinculados a Poder Ciudadano (PC) de los municipios de Sayula y Tapalpa, así como a los sacerdotes de las localidades más importantes de ambos municipios y los presidentes municipales. En el caso de Sayula, también incluyo entrevistas con: dos reconocidos periodistas de la localidad, un regidor de oposición (ante la imposibilidad de entrevistar al presidente municipal
), el responsable de la oficina de participación ciudadana y el director de medio ambiente, ambas dependencias del ayuntamiento.

Las entrevistas hacia los actores sociales y presidentes municipales fueron semi-estructuradas, en tanto que las aplicadas a los sacerdotes,  periodistas y funcionarios públicos fueron no estructuradas (se anexan). Los aspectos centrales que serán abordados y de las que daré cuenta en relación a Poder Ciudadano Jalisco (PCJ) y los gobiernos municipales citados son: 

i) El proceso en torno a las agendas ciudadanas: ¿qué actores se involucraron  en su elaboración a nivel municipal?, ¿qué objetivos se plantearon?, ¿cuáles fueron las propuestas y qué metodología se implementó en su elaboración?   

ii) Seguimiento de los compromisos firmados: ¿cuáles fueron las estrategias o las acciones de seguimiento y negociación  que se operaron por parte de PCJ en torno a los compromisos firmados por las autoridades de Sayula y Tapalpa?, ¿quiénes fueron los actores centrales de este proceso?

iii) La incidencia en la agenda de los gobiernos locales: ¿de qué manera incidieron las agendas ciudadanas de PCJ en las agendas de los gobiernos de Sayula y Tapalpa?, ¿qué demandas y propuestas fueron atendidas?, ¿qué cambios se generaron en el ámbito de la administración y gestión municipal?, ¿cuáles fueron las acciones de mayor incidencia  en estos municipios?

iv) Las concepciones de participación ciudadana: ¿cuáles fueron los discursos y los hechos, tanto de las autoridades como de los grupos de PCJ, en torno a la participación ciudadana?, ¿de qué manera se concibe por parte de la autoridad la intervención de los ciudadanos en los asuntos de interés público?, ¿qué efectos tienen en la práctica estas concepciones en los espacios de participación ciudadana como los COPLADEMUN, entre otros? 

v) El aprendizaje: ¿cuáles son los alcances y límites de esta experiencia en el ámbito de la administración y gestión municipal?, ¿qué aprendizajes deja en el terreno de la intervención ciudadana en el ámbito local?  

Antes de abordar las agendas ciudadanas de los municipios aludidos,  haré referencia  brevemente a las etapas del proceso a nivel estatal, los propósitos generales y los principales actores que intervinieron en ella, como antecedentes y marco introductorio, a fin de ubicar el sentido de las acciones que se desarrollan a nivel local. 

3.1. Antecedentes y ubicación de Poder Ciudadano Jalisco.

En octubre de 1999 diversas organizaciones civiles del Estado de Jalisco se sumaron a la iniciativa nacional que impulsaron diversos grupos y redes con el nombre de  Poder Ciudadano (PC). El propósito central fue consensar una agenda nacional de la sociedad civil para incidir en la administración del próximo gobierno federal. En el caso de Jalisco,  el proceso de participación en torno a las agendas ciudadanas,  ha pasado por tres etapas:
a)  La primera, de julio de 1999 a febrero del 2000, con énfasis en la conformación de agendas ciudadanas estatal-nacional, desde una perspectiva temática, en donde se involucran representantes de 43 organizaciones civiles, principalmente del Área Metropolitana de Guadalajara (AMG). Lo relevante de esta etapa -para el caso Jalisco- es lo siguiente: varios puntos de la agenda ciudadana local se incorporaron a la Agenda Nacional de la Sociedad Civil (ANSC); los candidatos a la presidencia de la república firmaron una carta-compromiso con PC (con excepción del candidato del PRI, Francisco Labastida Ochoa);  la delegación Jalisco tuvo una participación destacada tanto  en los encuentros nacionales de PC, como en la Coordinación Nacional y se conformó un equipo promotor de la agenda a nivel local, cuyas primeras tareas fue elaborar un plan de acción y crear una estructura de organización.

Un dato importante que distingue a Jalisco del proceso nacional, es que a finales de esta etapa se discute y aprueba la pertinencia de retomar la elaboración de las agendas ciudadanas desde una perspectiva municipal, de abajo hacia arriba. Se involucran en esta fase, principalmente organizaciones civiles: ACCEDDE, AC.; Bioeco, AC;  la Asamblea Jalisciense por la Paz; la Asamblea Ciudadana de Deudores de la Banca, AC.; CAMPO, AC.; Caja Popular San Miguel de Mezquitán, S.C.L.; Caja Popular del Parque, S.C.L.; Federación de Cooperativas de Occidente, S.C.L.; Colectivo Ecologista Jalisco, AC.; IMDEC, AC.; Intercolonias, AC.; Pastoral Social,   Patlatonalli, AC. y el Centro de Investigación y Formación Social (CIFS) del ITESO. 

b) La segunda etapa, de marzo del 2000  a diciembre del 2001, se centra en la conformación de agendas ciudadanas municipales desde una doble lógica: territorial y temática, en derechos humanos, género, medio ambiente,  pueblos indígenas y migrantes indígenas en el AMG, involucrando a representantes de 193 organizaciones sociales y civiles de 22 municipios, principalmente de las Regiones Sur, Sureste, Sierra de Amula, Ciénega y Centro (de un total de 124 municipios agrupados en 12 regiones que conforman el Estado de Jalisco). Un aspecto relevante de esta fase es el contacto y participación de los grupos sociales vinculados a las Comunidades Eclesiales de Base (CEB) de Ciudad Guzmán, esto explica en gran medida la extensión del trabajo y su permanencia actual en el Sur de Jalisco. 

Según datos de PCJ, de 55 municipios de Jalisco en los que se registraron contactos y procesos de participación en la construcción de agendas y promoción de firmas de apoyo, sólo en 22 municipios (ver mapa 2) se concretó su elaboración y acuerdos firmados con los candidatos de los principales partidos políticos del Estado. Una vez concluida la coyuntura electoral (nov/ 2000), se realizaron encuentros regionales para socializar experiencias, se llevaron a cabo talleres de capacitación sobre temas municipales y de participación ciudadana,  se elaboró un plan de trabajo; se sistematizó y publicó la experiencia a nivel estatal
, entre otras acciones. 

(Mapa 2)
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c) La tercera fase, derivado de la planeación estratégica, se concentra en la gestión de recursos ante instancias federales para apoyar la actualización y publicación de las agendas municipales de enero  a dic. del 2002. En esta ocasión se anticipó a los tiempos electorales locales del 2003 (para la elección de diputados federales y locales, así como de munícipes). En esta fase las agendas se elaboraron en torno a problemas considerados como relevantes y/o estratégicos para el desarrollo local (en lugar de una lista de propuestas y demandas), con la intención de concentrarse en uno o dos problemas con la perspectiva de incorporarlos en las agendas de los gobiernos municipales, a través de equipos ciudadanos de seguimiento, verificación y evaluación. 

Por razones metodológicas el presente trabajo se centrará fundamentalmente en la etapa dos, por la relevancia que adquieren las acciones a nivel local dentro de PCJ (elaboración de las agendas ciudadanas, firma de compromisos, planeación, talleres de formación, sistematización, etc.) así como por la necesidad de profundizar en el conocimiento de los procesos municipales de los casos que nos ocupa: Sayula y Tapalpa.

Es en la segunda etapa donde se elabora un programa de actividades de PCJ (agosto del 2000),  con el siguiente objetivo general: “Promover, impulsar, facilitar la creación del sujeto político ciudadano con proyecto de desarrollo alternativo,  con capacidad de interlocución con los gobiernos de los tres niveles y otros sectores sociales, con la finalidad de influir en los planes y presupuestos de desarrollo estatal y municipal”
.  A nivel de objetivos específicos se planteó: i) articular y potenciar las redes ciudadanas a nivel territorial y sectorial; ii) presentar propuestas para la elaboración de los planes de desarrollo y presupuestos, estatal y municipal, derivados de las agendas ciudadanas; iii) diseñar y operar nuevos mecanismos e instrumentos de participación ciudadanas para influir en la toma de decisiones de interés público, y iv) diseñar y operar mecanismos e instrumentos de seguimiento y verificación de los acuerdos derivados de las agendas ciudadanas
.

En términos esquemáticos el proceso de planeación contemplaba los siguientes pasos:








Del anterior esquema se desprende la siguiente interpretación:

i. Las agendas ciudadanas como punto de partida de un proceso de deliberación en torno a los asuntos que reclaman la atención de las autoridades y de la población.
ii. La constitución del sujeto político, como un proceso vinculado a la elaboración y gestión de las agendas, orientado a sostener e impulsar las propuestas y demandas contenidas en ella, en interlocución permanente con la autoridad y otros actores sociales (en un proceso de acumulación de fuerza para la negociación y presión política).

iii. La ocupación de espacios municipales, esto es, la participación de los grupos en el COPLADEMUN, los Consejos Ciudadanos y las sesiones de cabildo, principalmente; con la intención de influir en las agendas de los gobiernos municipales a través de la intervención en los planes de desarrollo municipal, presupuestos y programas de obra pública.

iv. Diseño e implementación de instrumentos de seguimiento a los compromisos de las agendas ciudadanas, de gestión y negociación política, con indicadores de medición y evaluación, que permitan verificar los avances o no, en torno al cumplimiento de los compromisos firmados por parte de las autoridades. Dependiendo de los resultados, que se harían públicos, se definirían las acciones a seguir (de reconocimiento o de presión y denuncia, según fuera el caso).

Para operar y desarrollar cada una de las fases anteriores se consideró pertinente implementar acciones de capacitación y formación ciudadana, como eje articulador del trabajo de los grupos de PCJ en el ámbito municipal. 

También se elaboró un plan de seguimiento que contemplaba tres etapas calendarizadas que trascendían la coyuntura electoral local: 

a) ampliación y profundización de las agendas (nov./2000 a feb./2001), que contemplaba fundamentalmente actividades de difusión de los compromisos y el acercamiento con otros actores políticos y sociales. 

 b) definición y exigibilidad de los compromisos (mar a nov./2001), centrada en el seguimiento y verificación de los compromisos mediante la instalación de mesas de negociación con los gobiernos y presencia en las sesiones de cabildo, y

c) ampliación y perfeccionamiento de la participación ciudadana en la agenda pública (nov./2001 a nov./2002), referida a la necesidad de contar con un programa consolidado de seguimiento, verificación y evaluación de los acuerdos
. 

En el punto correspondiente al seguimiento de las agendas ciudadanas se analizará qué de este plan de seguimiento se llevó a cabo y los resultados obtenidos.

3.2. Agendas ciudadanas de Sayula y Tapalpa: actores y procesos.

Los primeros contactos en el municipio de Sayula se dieron a través de Oscar Ramos del IMDEC, a través de los grupos de Alianza Cívica, que juntos con los grupos de Pastoral (de la Vicaría II), se hicieron cargo de la convocatoria y organización de las reuniones para elaborar la agenda ciudadana. En Tapalpa, también correspondió a Oscar Ramos establecer los primeros contactos a través del Comité de Derechos Humanos de la localidad, quién se encargo de coordinar los trabajos en torno a la agenda ciudadana. En el primer caso el trabajo abarcó de los meses de septiembre a noviembre del 2000, en tanto que en Tapalpa de agosto a noviembre del mismo año. 

A continuación se presenta la relación de los grupos que participaron en las diversas reuniones, así como las localidades  y el número aproximado de personas que se involucraron:

Cuadro 4 



Relación de Actores

	Indicadores
	Municipio de Sayula
	Municipio de Tapalpa

	Periodo de trabajo
	Septiembre - Noviembre / 2000
	Agosto a noviembre / 2000

	Grupos convocantes
	Alianza Cívica de Sayula
Grupos de Pastoral de la Vicaría II
	Grupo de Derechos Humanos de Tapalpa



	Actores involucrados en la Agenda Ciudadana
	- Alianza Cívica*.

- Amigos de la Naturaleza, AC.

- Patronato de la Cruz Roja.

- Colonos de la Col. El Fonhapo*.

- Colonos de la Col. Amaqueño*.

- Proyecto de Capacitación Laical (PROCALA)*.

- Renovación Carismática*.
. Grupo Iniciador de “Diálogos Informados”
- Comunidades Eclesiales de Base: del Centro, La Candelaria y San Sebastián*.

- Alumnos de la Escuela Preparatoria Regional de Sayula (UdeG).
- Ligas Unidas de Sayula (fut-bool.)

- Semanario “Tzaulan”.

- Así como: amas de casa, comerciantes, maestros, profesionistas y empresarios. 

- En las reuniones hacen acto de presencia representantes de los partidos: PAN, PRI, PRD y PT.
	- Grupo de Derechos Humanos de Tapalpa*.

- Grupos Pastorales de 21 comunidades de todo el municipio*.

- Promotora de Agricultura Orgánica y Salud Popular Tapalpa, AC*.

- En las reuniones hacen acto de presencia los representantes de los partidos: PRI, PRD y PVEM.



	Promedio de personas que participan cada una en las reuniones.
	60


	25



	Número de comunidades y/o colonias que se involucran. 
	De Sayula, colonias de los tres sectores: Centro, La Candelaria y San Sebastián, se estima participaron cerca de 150 personas.

De Usmajac, de los barrios de: Nuestra Señora de Guadalupe, Señor de Amatitlán, San Antonio y San Miguel, en total unas 85 personas. Esto es, un total de 235 personas, aproximadamente. 
	21 comunidades del municipio.

Además se levantó una encuesta en la cabecera municipal y en Juanacatlán sobre los problemas del municipio. Se distribuyeron cerca de 1,500 cuestionarios y se recabaron 500.


*Grupos vinculados al trabajo pastoral.
En cuanto al tipo de actores que intervienen en las agendas ciudadanas de ambos municipios destacan la fuerte presencia de los grupos vinculados al trabajo pastoral de la Iglesia Católica. En Sayula de los trece grupos (sin incluir a los partidos políticos) siete tienen algún vínculo con la iglesia (el 53.8%), en tanto que en Tapalpa (excluyendo a los partidos) el 100% de los grupos involucrados tiene relación con la iglesia. 

 Cabe destacar que en ambos municipios, hay una fuerte presencia de las mujeres en el liderazgo de las agendas, que a su vez forman parte del equipo de concientización y formación política de la Diócesis de CD. Guzmán e integran los Grupos de Alianza Cívica. Sin embargo, en el caso de Tapalpa, los entrevistados no hicieron referencia a esta última agrupación (de hecho no aparece en la relación de organizaciones que participaron en la elaboración de la Agenda Ciudadana). 

En Tapalpa la totalidad de los grupos que participan en la agenda mantienen una matriz religiosa, en cambio en Sayula de los trece grupos que participan, el 53.8% tienen igualmente esta matriz, mientras que seis se mantienen autónomos de la iglesia, los partidos y el gobierno. Si bien este tipo de grupos religiosos,  no figuran como convocantes de la agenda ciudadana, es evidente que sí jugaron un papel muy importante en esta fase y en las posteriores.

En Sayula destaca no sólo un mayor número de grupos, sino también una mayor diversificación de los sectores sociales y de género. En Tapalpa en cambio son grupos más homogéneos en cuanto a su composición de clase (campesinos) y género, en su mayoría mujeres, quiénes se involucran más en las actividades religiosas. Esto se debe también a las características de la población, ya que en Sayula es predominantemente urbana (94.84%), con el doble de población, con mayor porcentaje de población alfabetizada, mejores vías de comunicación y una mayor diversificación de la economía local, en tanto que Tapalpa, es de composición rural (60.35%),  con predominio de la actividad rural (y turístico, en el caso de la cabecera municipal), con una población más dispersa, sin medios de comunicación local, etc. (ver capítulo 1).

Otro dato que no debe pasar desapercibido, es la presencia de un equipo de profesionistas del ITESO en el municipio de Sayula –que no se da en Tapalpa- que se vincula con el trabajo de la agenda -a través del Grupo Iniciador Diálogos Informados, GIDI- y trabajan de una manera más sistemática en una propuesta de desarrollo para el municipio, desde una perspectiva más amplia e integral que la contemplada en la agenda ciudadana. El aporte de algunos integrantes del GIDI jugará un papel muy importante en la visibilidad de Poder Ciudadano de ese municipio, por medio del proyecto de comunicación que dio a luz el Semanario “Siete Días”, donde se involucraron estudiantes de comunicación del ITESO, de esto hablaremos más adelante. 

- El proceso metodológico en la elaboración de las agendas ciudadanas. 
A continuación se presenta el proceso metodológico (cuadro 5) donde se describe, en términos generales, el proceso que se siguió en la elaboración de las agendas en cada municipio, en base a las entrevistas realizadas, con quienes encabezaron este trabajo en sus respectivas localidades. Las preguntas guía fueron: ¿qué tipo de reuniones se realizaron en la elaboración de la agenda, fueron públicas, o cerradas?, ¿de qué manera se analizada, se profundizaba y discutían los problemas  del municipio?

Cuadro 5

Proceso metodológico.

	
	Sayula
	Tapalpa

	Metodología de trabajo
	Se realizaron tres reuniones a manera de taller, se trabajo en pequeños grupos con la dinámica lluvia de ideas, este mismo proceso se llevó a las colonias y barrios :

a) El primer paso identificar los problemas que sentíamos eran los que afectaban al pueblo, en lo económico, lo político y lo ideológico-social.

b) Se hizo una priorización de los problemas.

c) Se analizaron las causas y se plantearon soluciones. 

Como complemento de estas acciones se aplicó una encuesta en las localidades del municipio. 
	Se realizaron reuniones donde se definieron los ejes de análisis: lo económico, político y sociocultural. En cada dimensión se cuestionó y se trabajó en pequeños grupos, con lluvia de ideas sobre:

a) ¿Cuál es la situación o problemática que más afecta a la población?

b) ¿Cómo nos gustaría que fuera la realidad del municipio?

c) ¿Qué tenemos que hacer todos, junto con la autoridad, para acercar la realidad a nuestras aspiraciones?

Como complemento de estas acciones se aplicó una encuesta en las localidades del municipio.

	Tipo de reuniones 
	Se convocaba abiertamente, a través de volantes 
	Las reuniones fueron públicas, se invitaba a todos.


En ambos casos el esquema que se utiliza en el proceso de elaboración de las agendas es el siguiente: a) diagnóstico participativo, b) análisis de las causas y efectos, y c) priorización y elaboración de propuestas.  También se hace referencia a una metodología de pequeños grupos de trabajo donde se externaban y recogían las opiniones de los presentes. Cuca Flores de Tapalpa, lo refiere así: “... todas tenían la misma participación.  Además como era un tiempo muy eufórico (periodo electoral) y la gente se interesaba bastante...”
 En Sayula, por su parte el proceso se llevó a cabo de la siguiente manera: “... se hizo a través de tres reuniones a manera de taller, con lluvia de ideas, el primer paso fue lluvia de ideas de los problemas que sentíamos que eran los que afectaban al pueblo, y después de la lluvia de ideas nos fuimos por equipos, por grupos para ir separando los tres aspectos: el económico, lo político y lo ideológico social...
”

Respecto a los temas seleccionados y conducción de las reuniones, en Sayula se destaca el papel de Catalina Ramírez (ella misma lo reconoce), Jesusita Anaya y Angélica Velásquez. En el caso de Tapalpa, se hace referencia al grupo de Derechos Humanos, encabezado por Ángeles Ruiz y Cuca Flores. “... las mismas personas que vinieron así como de los más interesados, de los más entusiasmados, de los más constantes fueron los que fuimos... nos abrimos totalmente y empezamos a nombrar comisiones, que a quién le toca esto, para la próxima vez esto otro.”
 

En el caso de Sayula y Tapalpa, sobre sale el hecho de que además de las reuniones, se realizaron encuestas entre la población como un medio para conocer su opinión respecto a los problemas del municipio.  En Sayula,  este ejercicio involucró a la parroquia, abarcó: la cabecera municipal, la delegación de Usmajac y los sectores de: San Sebastián del Sur, San Lucas, La Candelaria y San Miguel (Angélica Velásquez). En Tapalpa, se hizo algo similar: se distribuyeron cerca de mil quinientas cuestionarios,  en veintiuna comunidades que forman parte del municipio, de las cuales se regresaron cerca de quinientos (Cuca Flores). Esto se utilizó de insumo para las reuniones al momento de elaborar la agenda. La limitante de la encuesta, como ya lo expusimos (capitulo II), es que cancela las posibilidades de deliberación al no permitir la interacción social, además otro problema que se presenta es cómo procesar la información y quiénes asumirán esa tarea, además de devolver los resultados a los ciudadanos que participaron.
Es importante resaltar, que no obstante el reconocimiento de la asesoría externa, en este caso del IMDEC, y la fuerte autoridad moral de los sacerdotes al interior de los grupos participantes, en ningún caso se hizo referencia a ellos como los determinaban los puntos a tratar o quiénes conducían las reuniones -situación que con frecuencia ocurre en otro tipo de experiencias-. Angélica Velásquez relata una reunión donde estuvo presente el sacerdote: “... uno de esos talleres hicimos la representación de lo que es todo el proceso electoral,... todos estábamos sentados y por decir uno, dos, tres, cuatro, cinco personas y se representaban los unos a un partido los otros a otro. Entonces como había gente de otros partidos políticos era simpático ver a los del PRD representando a otra gente y el Señor Cura le tocó representar creo que al del PAN y lo hizo tan bien, pero él trabajaba igual que toda la gente, y hacíamos nuestras boletas de simulacro y teníamos nuestras urnas de simulacro y se hacía el conteo y se representaba el trabajo de los observadores electorales, fue algo muy en conciencia porque las personas que no saben leer sabían, iban a la par con los que sí saben leer y eso fue muy retroalimentador”
.

Una limitante que se observa en el proceso de elaboración de ambas agendas ciudadanas es que se partió sólo de las impresiones de las personas participantes, sin contar con información básica de los municipios (planes de desarrollo municipal, presupuestos, datos de población y vivienda, socioeconómicos del INEGI, etc.). Esta deficiencia fue más notable sobre todo en el caso de Tapalpa, ya que en Sayula, sí se incorporaron (parte de) estos datos a través del Grupo Iniciador “Diálogos Informados”.

No obstante las limitaciones expuestas, lo destacable aquí es que por primera vez en estos municipios se realiza un ejercicio de participación (a nivel de intercambio de impresiones e información más que de deliberación en sentido amplio) sobre los problemas más acuciantes de la localidad, que involucra a personas y grupos activos de la población, en la perspectiva de un proyecto común materializado en las agendas ciudadanas. Ante la coyuntura electoral del 2000 en el Estado de Jalisco, una parte de la población –muy pequeña aún- pretende superar la dinámica de la promesa electoral de los partidos para constituirse en sujeto activo con capacidad de proponer e interactuar con los actores políticos (los partidos y gobiernos locales). Esto constituye, a nivel simbólico, uno de los aportes más importantes de la experiencia de PCJ en los municipios multicitados, en la perspectiva de enriquecer y ampliar el espacio público en el marco de la democracia participativa.

- Análisis comparativo de las agendas ciudadanas de Sayula y Tapalpa.
A continuación (cuadro 6) se presentan las propuestas y demandas de las agendas de los municipios citados, así como también los nombres de los candidatos comprometidos, los lugares donde suscribieron dichos compromisos y la cobertura de medios de comunicación local
.

Cuadro 6

                           



Agendas Ciudadanas                                              



                 
	Sayula
	Tapalpa

	Propuestas de las Agendas Ciudadanas
	1. Aspectos económicos

- Creación de empleos.

- Continuación del proyecto PROBECAT.

- Crecimiento de la infraestructura turística y fomento del turismo familiar

- Fomento de programas de autoempleo y talleres cooperativos.

-  Proporcionar facilidades a empresas para que se instalen  y se generen fuentes de empleo.

2. Aspectos Políticos

- Delegados elegidos democráticamente por los habitantes de las comunidades.

- Elección democrática de los delegados del  COPLADEMUN (Comisión de planeación y desarrollo municipal)

- Definir conjuntamente el ayuntamiento y el COPLADEMUN el gasto del presupuesto.

- Información sobre las nóminas de los empleados municipales, incluyendo las funciones y los sueldos que perciben.

- Información pública y abierta de ingresos y egresos de las cuentas municipales.

- instalación de un espacio en la plaza para publicar el nombre de los funcionarios, supuesto su sueldo, así como cuentas municipales claras, que expliquen procedencia y gastos de recursos.

- Declaración patrimonial de los candidatos y de su planilla, que se gobierne para todos sin preferencias partidistas.

- Manejo claro y transparente de la maquinaria pesada y los vehículos del ayuntamiento; que usen para las obras públicas y no para beneficio de los funcionarios y sus familias, ni para fines del proselitismo político

- Que se realice una auditoria  a la administración 98-2000.

- Juntas de cabildo abiertas donde cualquier persona interesada pueda participar.

- Que los servidores públicos sirvan a todos por igual sin anteponer sus preferencias partidistas.

3. Aspectos socio-culturales

- Promover la escuela CONALEP, de artes y oficios. Solucionar  los problemas de  la estructura educativa.

- Darle más importancia a la cultura y las artes.

- Evitar la contaminación: diseño y ejecución de programa de recolección y separación de desperdicios sólidos. Designación y adecuación de espacio para la separación de los desperdicios y clasificación para reciclarse. Clausura de relleno sanitario.  Programa de fomento a la reforestación.

- Fin de uso de agroquímicos venenosos y contaminantes. Uso de fertilizantes y plaguicidas biodegradables y naturales en sustitución de agroquímicos contaminantes

- Agua potable suficiente para todo el municipio. Crear cultura  del agua. Conocimiento del sistema hidráulico para terminar con el problema del agua. Poner medidores de agua (que pague más quien más la use).

- Conclusión de la conexión de drenajes al colector general para evitar insalubridad, contaminación.

- Instalaciones de salud suficientes y adecuadas. Coordinación entre el sector salud y la presidencia para que exista atención las 24 horas del día, los 365 días del año. Que se tenga siempre el material y equipo médico necesario. Que exista personal capacitado para víctimas de violación o maltrato familiar.

- Promoción de deportes y ampliación de áreas recreativas para abatir el pandillerismo, alcoholismo  y drogadicción.

- Fomento de grupos de A.A.Alanon.

- Respeto al reglamento de construcción municipal.

- Darle vida al mercado, metiendo a todos los vendedores. 

- Crear un amplia zona peatonal en el centro de la población. Reubicar la central de autobuses.

- Mantenimiento de calles y caminos y redefinir la circulación para facilitar la vialidad.
	1. Falta de empleos:

- Capacitación a empleados.

- Crear bolsa de trabajo.

- Programa de aprendices.

- Capacitación empresarial.

- No autorizar instalación de empresas que contaminen el medio ambiente.

2. Pandillerismo, alcoholismo y drogas:

- Aplicar y difundir reglamentos.

- Programas de prevención y rehabilitación: gobierno-pueblo-iglesia.

- Intercambio de experiencias de instituciones y organizaciones que trabajan con jóvenes.

- Crear equipos interdisciplinarios para la atención de familias desintegradas.

3. Inseguridad pública:
- Buena selección, capacitación e integración del personal.

- Salario digno para policías.

- Instaurar figura del juez civil dependiente del Ayuntamiento.

- Promover vigilancia vecinal.
4. Contaminación ambiental:

- Sacar basurero de la laguna y construir relleno sanitario.

- Crear oficina de ecología municipal.

- Que la Junta local de sanidad vegetal se integre por gobierno municipal. y sociedad civil.
5. Salud y desnutrición infantil.

- Mayor presupuesto a programas de asistencia social.

- Promover campañas de nutrición en escuelas y colonias marginadas.

- Crear oficina de atención ciudadana a cargo de profesionistas en el área.
6. Vivienda:

- Crear programa de vivienda y evitar el acaparamiento.

- Apoyo municipal a cooperativas de vivienda.
7. Fractos. Irregulares y servicios públicos:

- Programa con prioridades de obra en las colonias.

- No autorizar fraccionamientos irregulares.

- Limpieza y dignificación de viviendas y baldíos abandonados.
8. Desatención de trabajadores migrantes:

- Crear oficina de atención especial a migrantes.
9. Red de drenaje, agua y alcantarillado:

- Programa de renovación de la red por etapas.

- Vigilancia de la limpieza del río.

- Crear planta de tratamiento de aguas negras.
10. Reubicación de granjas y establos:

- Dar a conocer la ley de desarrollo urbano.

- fortalecer la oficina de reglamentos.

- Dar seguimiento a las gestiones relacionados con este tema.
11. Reubicación de tianguis:

- Que se ubique durante tres meses en cada sector.

12. Inconsistencia de ciclistas para transitar:

- Estricta vigilancia del depto. de tránsito y aplicación de multas a infractores.

	Candidatos que firmaron  los compromisos de la Agenda 
	- Ramón García Velasco / PRI

- Mario Alejandro Aguilar Glez./ PAN

- José Luis Aguilar / PRD

-  Luis Hernández Flores/ PVEM
	- Alejandro Vizcaíno /PAN

- José María García / PRI

- Rubén Cueto Amador / PRD

- Fernando Valencia/  PT

- Arturo Fajardo/ PVEM

	Lugar donde firman
	Plaza de Toros y Plaza Principal 

(en los cierres de campaña de los candidatos).
	Jardín de San Miguel en Sayula y

Plaza principal de Usmajac 

(en los cierres de campaña de los candidatos)

	Fecha de la firma de los compromisos
	s.f (no se tiene registrada),
	25/ octubre/ 2000

	Medios de comunicación que difunden el acto de la firma.
	Ninguno.
	Semanarios: Tzaulan y Horizontes
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En este punto me interesa destacar las coincidencias,  las diferencias entre estas agendas y los temas ausentes. Importa señalar, que los documentos de las agendas presentadas a los candidatos no recogen toda la información y discusión sobre las causas y fundamentación de las propuestas que se dio durante su proceso de su elaboración, por razones de presentación. En ambos municipios, existen registros de las reuniones que se realizaron, pero no se incluyeron para efectos del presente trabajo. 

En cuanto a los contenidos de las Agendas, en Sayula, hay una mayor diversificación de la problemática económico-social expuesta que en Tapalpa, lo cual puede obedecer a una mayor heterogeneidad de los grupos que participan y a las características de la población referidas anteriormente. Es probable que también se deba a que en Tapalpa se ajustaron más al esquema propuesto por el Equipo Promotor de PC, en base a los tres ejes: economía, política y socio-culturales, pero en el último eje, se incluyen cuestiones de: salud, educación, recreación, medio ambiente, servicios e infraestructura municipal. 

En el eje de economía, ambas agendas coinciden en destacar la falta de empleos como un problema relevante, no obstante que según datos del INEGI, en Sayula no existe el desempleo
.  Mientras en la Agenda de Tapalpa se limita a la creación de empleos, en Sayula se incluye además la capacitación a empleados y empresarios, la creación de una bolsa de trabajo y la no autorización de empresas que contaminen el medio ambiente (facultad que no tiene el gobierno local). Llama la atención que éste último aspecto se ubique en el eje de economía y no en el rubro de medio ambiente (donde no se menciona), esto se debe, posiblemente, a que en los últimos años ha crecido la preocupación en amplios sectores de la población sobre el incremento en el uso de los agroquímicos en los procesos agrícolas, asociados a las grandes empresas que se han asentado en la región.

Uno de los mayores contrastes de las agendas de Sayula y Tapalpa se encuentran en el eje político: en el primer caso, de hecho no figura ninguna propuesta en alusión a la gobernabilidad  y/o representación democrática (no obstante que durante la administración municipal del PRD se le señala como una gestión vertical, autoritaria y excluyente, presentándose incluso una fuerte división al interior de este partido
), en cambio en el segundo caso, la demanda (más que propuesta) de elección democrática de los delegados e integrantes del COPLADEMUN, junto con mecanismos de rendición de cuentas y transparencia en el manejo de los recursos públicos es fundamental (información sobre las nóminas, sobre los ingresos y egresos municipales, etc., van en esta línea). Esto tal vez se deba a la percepción de algunas personas en el sentido de que Sayula “ya resolvió” la alternancia en el poder, por la vía legal y pacífica, mientras que Tapalpa no.

Otro contraste, sólo que a la inversa, se observa en algunas problemáticas sociales como el inseguridad pública, que en Tapalpa no se contemplan, mientras que en Sayula ocupa un lugar prioritario. En igual situación se encuentran la vivienda, los fraccionamientos irregulares, la atención de migrantes y la reubicación de granjas, establos y el tianguis.  Este tipo de problemas suelen asociarse a los procesos de crecimiento de la población y de urbanización.

Llama la atención que el pandillerismo, alcoholismo y drogadicción que encuentran en ambas agendas como una preocupación importante: en Sayula en el segundo sitio de prioridades, después del empleo, mientras que en Tapalpa dentro del eje de aspectos socio-culturales, relacionado con la falta de oportunidades para el deporte y la recreación, y no como un problema ligado a las actividades económica y políticas de la región. Esto se debe a que existe la percepción en las personas entrevistadas, de ambos municipios, de que es un problema que va en ascenso, ante la indiferencia e ineficacia de las autoridades. 

En cuanto a los servicios públicos e infraestructura urbana, en ambas agendas se contemplan, como un asunto relacionado con el presupuesto o recursos, en el primer caso, y con la eficacia (cumplimiento con los objetivos y metas de los planes y programas)  y reordenamiento urbano en el segundo. De igual forma, el medio ambiente es una preocupación común, pero está más desarrollada la propuesta en Tapalpa que en Sayula, donde se plantea desde programas de recolección,  separación y reciclado de la basura, reforestación, hasta promover una cultura del agua y fomentar el uso de fertilizantes y plaguicidas biodegradables y naturales en sustitución de los agroquímicos contaminantes. 

Una ausencia importante, de ambas agendas ciudadanas, es el tema de los derechos humanos como tal y la administración de la justicia. No obstante que en ambos municipios existen grupos de derechos humanos (en Sayula, lo encabeza la maestra Teresa Michel y en Tapalpa, la comerciante, Ángeles Ruiz), que se caracterizan por su frágil composición e institucionalización: se sostienen debido fundamentalmente a la tenacidad de las personas que los encabezan, con pocos integrantes –por lo mismo, sin rotación ni renovación de las dirigencias- , sin recursos (económicos, materiales, humanos) y sin capacidad de actuar efectivamente frente a esta problemática. Es muy probable que debido a esta situación, no existan grupos que se encarguen de documentar y dar seguimiento a los casos de violación de los derechos humanos, ni a la actuación de los ministerios públicos locales. Este es un déficit –al menos en estos municipios- que las organizaciones vinculadas a la pastoral social de la Diócesis de Ciudad Guzmán vienen arrastrando desde hace años.

Más allá de las coincidencias,  diferencias y ausencias de las agendas lo destacable es que, por primera vez se dio un proceso de participación que aglutinó a varios grupos locales en torno a intereses públicos que trascendió a los propios intereses particulares y de grupo. En ambos casos esta fase de deliberación colectiva fue intensa y su realización duró más de tres meses, vinculando a grupos de base territorial (en colonias y ranchos).  De hecho es un proceso que aún se mantiene con sus altibajos –no sólo en estos dos municipios, sino en veintidós de la Región Sur-, propios de un trabajo de esta naturaleza. 

No obstante el esfuerzo que implicó la elaboración de las agendas ciudadanas, una limitante importante de estas es que ninguno de los temas contemplados se desarrollaron en la perspectiva de una política pública (con excepción del tema del medio ambiente en Tapalpa, a través del programa de separación de basura), esto es, no hay definición de los problemas
 considerados como prioritarios; en otras palabras, las propuestas quedaron enunciadas pero no fueron impulsadas para que formaran parte de las agendas de los gobiernos locales
. 

3.3. Seguimiento de los compromisos contemplados en las Agendas Ciudadanas.
· La relación de PCJ con los gobiernos de Sayula y Tapalpa.
Los resultados electorales del 2000 en Sayula y Tapalpa  afectan las expectativas de los grupos de PCJ en torno al cumplimiento de los compromisos contemplados en sus Agendas Ciudadanas. En Sayula (gobernado por el PRD al momento de elaborar la Agenda, y con una administración municipal panista, previo a ese partido) triunfa el candidato del PRI, José María García Arteaga. 

En opinión de la ex- presidenta de la Comisión Municipal  Electoral, Angélica Velásquez durante la campaña se dieron amenazas de muerte (anónimas) en contra del candidato del PT, Fernando Valencia –próspero comerciante con reconocimiento local-, el competidor más fuerte del PRI. Así mismo diversas personas (de grupos de PCJ, sacerdotes y partidos de oposición) aseguran que el triunfo electoral a ese partido se lo dio la Delegación de Usmajac (la Cabecera Municipal la ganó el PT), donde se instala un operativo de compra e inducción del voto a través de un grupo coordinado por la Sra. Josefina Almejo, regidora de ese partido en la administración 2001-2003 (a quién apodan la “Loba”, en alusión a la líder priísta de Chimaluacán)
. 
Los resultados electorales de Sayula también afectaron las expectativas del Grupo Inicial Diálogos Informados (GIDI), quién se había reunido con los candidatos de los partidos políticos (a excepción del PRI quien no aceptó),  además del presidente municipal en funciones, Samuel Rivas del PRD,  para presentar los perfiles de un proyecto de desarrollo para el municipio. Con el triunfo de ese partido las posibilidades de trabajo en torno a un proyecto de desarrollo conjunto se esfumaron. 
Algo similar ocurrió con los promotores de la Agenda Ciudadana en Sayula, tanto Catalina Ramírez como Angélica Velásquez coinciden en señalar que hubo un repliegue intencional debido a cierto temor por el perfil autoritario del nuevo presidente municipal. Catalina lo expresó de la siguiente manera: “... las cosas se enfriaron a partir de que gana el PRI, y el candidato del PRI pues es una persona que tiene fama de que reprime, de que mata, de lo peor. Eso como que enfrió un poquito y como que empezamos con mucho cuidado a manejar las cosas a ver como empezaba él a trabajar” (Catalina Ramírez, 23/agt/02).
Las personas del equipo promotor de PCJ de la Delegación de Usmajac, Municipio de Sayula, en cambio, tuvieron al principio un trato especial por parte del Lic. José Ma. García Arteaga (JMGA), quién visitó hasta en tres ocasiones el poblado, prometió  y empezó a dar cumplimiento a las demandas de la Agenda Ciudadana de esa localidad: se pusieron topes por la calle principal (hasta de más), mejoró el Centro de Salud y proporcionó a un médico titulado para su atención, entre otras cosas.  

En Tapalpa, el PRI, no obstante la división, vuelve a ganar las elecciones en el 2000,  obteniendo un triunfo apretado con respecto a su más cercano competidor: el PAN (con apenas 296 votos de diferencia). El grupo del expresidente municipal, Arnoldo Zamora, abandona el PRI y se pasó al PVEM, debido a que su candidato no logró el triunfo en la elección interna. En opinión del Pbro. José Toscano de esa localidad (8Iagt/02), esta  división le benefició al PRI debido a que el PVEM le restó votos a favor del PAN. 
En versión del Pbro. Lorenzo López (párroco de Juanacatlán, 11-set-02) tanto el PRI como el PVEM recurrieron a las prácticas de compra, inducción del voto,  promesas de empleos y obra pública. Se considera que en los tres últimos procesos electorales, la localidad que ha inclinado la balanza a favor del PRI es Juanacatlán (la segunda localidad en importancia en el municipio, con el 13.49% de la población), ya que la cabecera municipal la ganado el PAN. La clave de estos triunfos –en opinión del P. Lorenzo-  entre otras cosas, ha estado en ofrecer regidurías a los líderes ejidatarios de ese lugar.

Al triunfo del PRI,  su candidato, Ing. Ramón García Velasco, se reunió con los integrantes de Poder Ciudadano de Tapalpa, les hizo saber que los puntos de la Agenda Ciudadana eran los mismos de su plataforma electoral, les entregó un proyecto de trabajo de su administración e invitó a colaborar a Cuca Flores –principal promotora de PCJ- al frente de la Comisión de Medio Ambiente, quién decidió aceptar. 
En resumen, en Sayula la relación del presidente municipal electo con PCJ es diferenciada: en la cabecera municipal hay nula relación (debido al temor y desconfianza), mientras que en Usmajac hay acercamiento y cumplimiento de los compromisos contraídos (al menos al principio de la gestión). En Tapalpa en cambio, no sólo hay una relación cordial entre el presidente municipal electo y PC, sino una invitación formal a formar parte de una Comisión Municipal (de Medio Ambiente) para la operación de un programa de separación de desechos del que hablaremos más adelante.  

· El seguimiento de las agendas ciudadanas.
No obstante el ambiente de desconfianza descrito -sobre todo en Sayula-  los grupos de PC llevan a cabo una serie de actividades de acuerdo a lo previsto en su plan de seguimiento. A continuación (cuadro 7) se presenta un esquema de las actividades llevadas a cabo y las que quedaron pendientes por PCJ  en los municipios citados, así como un balance general del cumplimiento de los compromisos derivados de las agendas ciudadanas.

Cuadro 7

Plan de seguimiento de las agendas ciudadanas.

	Etapas
	Actividades realizadas
	Pendientes

	a) Ampliación y profundización de las agendas ciudadanas.
	- Impresión y difusión de la agenda ciudadana municipal (limitada).

- Realización de encuentros estatales y regionales.


	- Reuniones con partidos de oposición para impulsar propuestas de las agendas. 

- Convergencias con otras iniciativas ciudadanas.

	b) Definición y exigibilidad de los compromisos.
	- Reunión con las autoridades electas.

- Difusión de los compromisos firmados (folletos).

- Presencia en las sesiones del cabildo (Sayula, 6 ocasiones, Tapalpa, 5.

- Contacto e intercambio de experiencias a nivel regional y estatal.
	- Definición y mecanismos e indicadores de seguimiento de los compromisos. 

- Instalación de mesas de negociación y acuerdos entre 

PC-autoridades.



	c) Ampliación de la participación ciudadana en la agenda pública
	- Encuentros de evaluación y reorientación del trabajo.

- Traducir algunos compromisos en políticas públicos y/o programas de gobierno (separación de desechos en Sayula y Tapalpa).


	- Programa consolidado de seguimiento y verificación de compromisos y acuerdos.

- Realizar acciones ciudadanas en caso de incumplimiento doloso por parte de la autoridad.


Hubo otras actividades no contempladas en el plan de seguimiento, a nivel general, que se llevaron a cabo por parte del Equipo Promotor Estatal de PCJ que involucró a los municipios de las seis regiones
: i)  elección de dos representantes a nivel municipal y regional y un responsable de capacitación; ii) la realización de talleres (de mediados del 2001 a mediados del 2002) de capacitación sobre temas relacionados con el municipio: su estructura, normatividad jurídica, competencias y facultades de los servidores públicos municipales, rendición de cuentas, etc., participación ciudadana, políticas públicas y sociales, planeación,  etc.;  iii) la elaboración de un plan de trabajo a corto, mediano y largo plazo (de junio a agosto del 2001), y iv) sistematización y publicación de la experiencia de Poder Ciudadano Jalisco (de mayo a diciembre del 2001).

Una de las mayores deficiencias que se reconoce por parte del Equipo Promotor de PCJ se encuentra en el seguimiento de los compromisos firmados por las autoridades municipales y del Estado. A nivel de los municipios, en  Sayula, se reconoce que:”no le dimos seguimiento, una porque yo me metí a estudiar, tiempo ya no hubo; otro, como que las cosas se enfriaron a partir de que gana el PRI...” (Catalina Ramírez), otra de las entrevistadas coincide con este punto de vista: “quedó el candidato que nosotros en apariencia (sic) pensábamos que no iba a quedar” (Angélica Velásquez). En Tapalpa, sobre este mismo asunto, Cuca Flores fue muy clara: “pues ahí es donde estamos fritos”, aunque precisó: “sí ha habido pero ha sido negativo... se tuvo una reunión ya después con el Presidente Municipal (Ramón García Velasco) y se le hizo hincapié que era parte de la inquietud sobre la misma agenda... sobre cosas que no estaban trabajándose de acuerdo a lo que él había firmado... El candidato que ganó nos regresó un proyecto y ni siquiera tampoco lo ha estado cumpliendo, más bien hicimos como un poco de controversia”. 

Más allá del estado ánimo que pudo influir, en parte del equipo promotor de PC de Sayula, el triunfo del candidato no esperado (o deseado), ocurre también una fuerte caída de la participación de la gente y de los grupos después de las elecciones. A este respecto, Catalina Ramírez expresa así: “nos quedamos tres gentes nomás, las mismas que empezamos las mismas le seguimos, porque a parte de ser promotoras de poder ciudadano o de agenda ciudadana, como le se conocía aquí, somos de la Comisión Parroquial de formación cívica...” (Catalina Ramírez, 23/agt/02). En Tapalpa, sucede algo similar: “lo que si vimos fue que hubo mucha falta de la gente, constatamos lo mismo que ya hemos visto siempre, que hay la euforia de la gente y que solamente es electoral, en el tiempo de elecciones la gente despierta mucho, se ve como que se compromete mucho, pero ya en la realidad no,...” (Cuca Flores, 10/agt/02). 

Aunado a lo anterior sobresale también la ausencia de una estrategia de cabildeo y negociación política de parte de PCJ, que se refleja en la débil presencia en las sesiones de cabildo (donde al principio les negaron acceso con el argumento de que eran sesiones privadas) y la nula participación en los consejos ciudadanos, con excepción de Tapalpa donde su participación se concentra en el tema de medio ambiente. 

3.4. Incidencia de PCJ en la agenda de los gobiernos locales.
· La incidencia en las agendas y acciones de los gobiernos.
Por incidencia se entiende  al  conjunto de acciones intencionadas que buscan influir, persuadir o afectar las decisiones de los gobernantes en torno a los cursos de acción orientados a la solución de problemas acotados (Canto, Manuel). En este punto me interesa destacar las demandas y propuestas que fueron atendidas por las administraciones municipales de Sayula y Tapalpa. 
Una opinión muy generalizada en los grupos que integran PCJ –y pudiera extenderse al ciudadano común- es que los candidatos una vez que triunfan y se convierten en  “autoridad”, difícilmente cumplen sus promesas y compromisos adquiridos en campaña. Por ello es importante hacer un balance (ver cuadro 8) sobre el cumplimiento de los puntos contemplados en las respectivas agendas ciudadanas, en base a una revisión de los temas  atendidos desde la percepción de las personas entrevistadas de PCJ y de la autoridad local
. 

Cuadro 8

Puntos de las agendas ciudadanas atendidos por los gobiernos

	
	Sayula
	Tapalpa

	Puntos cumplidos de las Agendas Ciudadanas
	- Actualización de  los reglamentos de: policía y buen gobierno; interior del reclusorio municipal; protección civil, entre otros.

- Capacitación a cuerpo de seguridad pública e incremento de sueldos.

- Programa de rehabilitación (fármaco dependencia) solo por el gobierno (parcialmente).

- Instauración de la figura de juez civil dependiente del Ayuntamiento.

- Creación de las oficinas de  Participación Ciudadana y de Ecología, ésta última desarrolla un programa de separación de basura y presentó dos reglamentos sobre esta área, que fueron aprobados.

- Integración de la junta local de sanidad vegetal por el gobierno municipal (no incluyó a la sociedad civil).

- Campañas de nutrición en escuelas (faltó en colonias marginadas).

- Apoyo a la gestión de vivienda del grupo: Pro vivienda Digna.

- Pavimentación ecológica y obra pública en algunas colonias.

- Atención con servicios públicos a migrantes indígenas del Amaqueño (jornaleros agrícolas).

- Reglamentación del uso de agroquímicos por parte de las empresas exportadoras.

- Reubicación de granjas y establos y seguimiento a gestiones.

- Difusión de la ley de desarrollo urbano.

- Fortalecimiento a la oficina de reglamentos.

- Vigilancia a ciclistas por el depto. de Tránsito.
	- Creación de empleos y crecimiento de la infraestructura turística (declaración de “Pueblo Mágico”).

- Se han impartido talleres de autoempleo y turismo familiar.

- Elección democrática de los delegados (sólo donde la gente lo exige).

- Se ha mejorado el área de salud y se está construyendo un área de urgencias.

- Se está dando solución a problemas de estructura educativa.

- En medio ambiente se lleva a cabo un programa de separación de basura,   talleres de formación a la población y está en proceso de elaboración un reglamento.

- Fin de uso de agroquímicos venenosos y contaminantes (a medias)

- Declaración patrimonial de los candidatos (PCJ: pero no se difunde)

- Se han promovido más eventos  culturales (teatro y música) y deportivos.

- Se ha mejorado el servicio del agua, pero falta en los ranchos más alejados (La Provincia y la Hierbabuena).

- Mantenimiento de las calles. 

- Aplicación del reglamento de construcción municipal.

	Puntos incumplidos y/o pendientes.
	Todos los puntos relacionados con:

La falta de empleos: capacitación a empleados y empresarios; crear bolsa de trabajo; programa de aprendices y no autorización de instalación de empresas contaminantes.

-  Programa de prevención (fármaco dependencia) gobierno-pueblo-iglesia (parcialmente).

- Intercambio de experiencias entre instituciones y organizaciones juveniles.

- Crear equipos interdisciplinarios para la atención de familias desintegradas.

- Promoción de la vigilancia vecinal.

- No autorización de fraccionamientos  irregulares (se crearon: Nueva Jerusalén, Grupo de los sin techo y Pro vivienda Digna).

- Apoyo municipal a cooperativas de vivienda.

- Limpieza de viviendas y baldíos abandonados.

- Crear oficina de atención a migrantes (existe a nivel del DIF-estatal).

- Programa de renovación de la red de agua, drenaje y alcantarillado.

- Limpieza del río.

- Planta de tratamiento de aguas negras.

- Reubicación del tianguis.
	- Falta de seguimiento al proyecto PROBECAT.

- Las juntas del cabildo no son abiertas.

- Elección democrática de los delegados del COPLADEMUN (no se le dio difusión).

- Información de nóminas de los empleados*.

- Información pública y abierta de ingresos y egresos de las cuentas municipales*.

- Publicación en la plaza pública de los nombres, cargos y sueldos de los funcionarios municipales.

- Auditoria a la administración municipal pasada.


En un balance general que hacen los directivos de PCJ de Sayula, se apunta lo siguiente: “de nuestra agenda (ciudadana) él (presidente municipal) retomó muchas cosas antes de que nosotros fuéramos a decirle que ha pasado... aquí proponíamos nosotros una oficina de Ecología y es el primer ayuntamiento que la tiene, antes no había... aquí no había Juez Municipal y entra esta administración y retoma, como que nuestra agenda le sirvió a él para hacer muchas cosas...” (Catalina Ramírez). La opinión de Angélica Velásquez a este respecto es diferente: “... la gran mayoría no se han cumplido por que pocas cosas ha hecho este presidente municipal y las pocas cosas se han hecho mal”. 

En Tapalpa, el equipo promotor de PCJ hizo una encuesta para conocer la opinión de la población con respecto al balance sobre el cumplimiento de la agenda ciudadana (al momento de la entrevista no se tenían aún los resultados), pero Cuca Flores adelanta: “prácticamente está reprobado (el presidente municipal) en cuanto a lo que la gente dice de en cuanto si ha cumplido o no... el área en que están así, más mal, se podría decir que es en el área de la cuestión política, porque nosotros, por ejemplo, le pedimos o la gente pedía más atención, ... en el tiempo de elecciones van y vienen a todas horas del día, no importa si es de día y de noche, van a los barrios, van a los ranchos y después no se vuelven a parar, y en eso es en lo que más ha enfatizado la gente...” 

Por las respuestas tan generales sobre este balance, se aprecia que tanto en Sayula como en Tapalpa, no se llevó a cabo un ejercicio de evaluación por parte de los equipos de PCJ sobre el grado de cumplimiento de la agenda ciudadana. Esto lo reconoce otro de los entrevistados del municipio de Sayula: “Así un análisis serio en que digas tú tenemos tanto porcentaje cumplido, no recuerdo ahorita que lo hayamos hecho, cuando menos estando yo presente... “ (Mauricio Munguía, 23/agosto/02).

Si observamos los puntos que han sido atendidos por los gobiernos municipales, tanto de Sayula como de Tapalpa, tenemos que en el primer caso, lo fundamental está en la realización de obras de infraestructura urbana (servicios públicos) y gestión administrativa: la creación de dos direcciones: Desarrollo Social, que atiende todo lo relacionado con participación ciudadana y Ecología y Protección al Medio Ambiente, así como la actualización de varios reglamentos municipales
.  En los pendientes, en cambio, está lo relacionado con la gestión de programas económicos y sociales, el reordenamiento urbano, la falta de empleos, la fármacodependencia -asociado con los problemas de la desintegración familiar y la inseguridad pública-, la escasez de vivienda y reubicación de tianguis.

En el caso de Tapalpa, a la inversa que Sayula, se han atendido más aspectos relacionados con la gestión económica, social y de servicios municipales. Los pendientes están relacionados con la gobernabilidad democrática (elección de delegados y del COPLADEMUN, apertura del cabildo a los ciudadanos), rendición de cuentas (auditoria a la administración pasada) y transparencia (informe público del presupuesto municipal y de sueldos y cargos de los funcionarios). 

En todo caso, a cerca de dos años de las administraciones municipales de Sayula y Tapalpa (del 2001 al 2002), no se les puede acusar de incumplimiento total de los compromisos firmados con PCJ en torno a las agendas ciudadanas. Si las respuestas de la autoridad local han sido parciales o no han resultado del agrado total de los integrantes de PCJ, se debe en buena parte a la falta de seguimiento y cabildeo político de parte de esta agrupación. Situación que ellos mismos reconocen que les ha faltado.

· Los cambios en la administración y gestión municipal.

En este punto se destacará las modificaciones que realizan los gobiernos de Sayula y Tapalpa a nivel administrativo y de gestión municipal producto de las propuestas y demandas de las agendas ciudadanas, así como de la participación de los grupos de PCJ. Con ello no pretendemos valorar o evaluar la efectividad y eficiencia de estas acciones en la atención ciudadana, simplemente anotar los cambios registrados.

Cuadro 9.

Cambios a nivel administrativo y de gestión

	
	Sayula
	Tapalpa

	A nivel  administrativo
	- Instauración de la figura de juez civil.

- Creación de oficinas de:  Participación Ciudadana y  Ecología.

- Integración de la junta local de sanidad vegetal.
	

	A nivel de gestión.
	- Implementación de mecanismos de consulta pública.

- Actualización de  los reglamentos en: policía; reclusorio y protección civil.

- Atención  de jornaleros agrícolas (migrantes).

- Reglamentación del uso de agroquímicos a empresas del ramo.

- Operación de programa de separación de desechos y reforestación, con participación ciudadana.
	- Operación de  programa de separación de desechos con participación ciudadana.  


El cuadro habla por sí mismo. Lo paradójico de este punto, respecto a las relaciones gobierno-ciudadanos, es que no obstante que en Sayula se registra el cumplimiento de varias propuestas de la agenda ciudadana, así como también ajustes administrativos y de gestión demandados –lo cual pudiera interpretarse como un interés genuino de la autoridad por cumplir su palabra empeñada- en la práctica es en este municipio donde se presentan más conflictos y puntos de tensión (como veremos a continuación) en la relación con los grupos de PCJ en comparación con Tapalpa, donde si bien se presentan divergencias de puntos de vista,  no alcanza el nivel de enfrentamiento que se registra en el caso de Sayula. Por lo que veremos a continuación, en ello ha influido la personalidad del presidente municipal, por su “estilo de gobernar”.

3.4.1. Las acciones de mayor incidencia.

En este punto, analizaré dos casos, donde al papel de de PCJ  jugó un papel protagónico, junto con otros actores. En el caso de Sayula, me referiré a la exigencia de transparencia e información sobre la gestión de un paquete crediticio para la realización de 14 obras municipales. En el caso de Tapalpa, comentaré el programa de separación de basura que se realiza por parte de la Comisión de Medio Ambiente, encabezada por integrantes de PCJ de esa localidad.

a. Paquete crediticio para obras municipales de Sayula.

· Los proyectos.
Las primeras noticias sobre la solicitud de un crédito a BANOBRAS por parte del Ayuntamiento aparecieron el 11 de enero del 2002, en una entrevista con reporteros de un medio local, el presidente municipal José María García Arteaga (JMGA) informó: “nosotros hemos consultado a la ciudadanía para priorizar la demanda y una de las principales que tenemos es indiscutiblemente el libramiento, que tiene un costo de más de cuarenta millones de pesos... otra demanda es el saneamiento y el engrandecimiento de la estructura del colector y del drenaje y aguas residuales” (Semanario Tzaulan, 11/ene/02).

El 3 de mayo del 2002, en el primer número del Semanario Siete Días
 se publica en primera plana: 14 “magnas obras” buscan recursos y apoyo. El artículo, firmado por el periodista Luis Ocaranza, da cuenta del paquete de catorce obras elaborado, desde noviembre del 2001, por la Dirección de Obras Públicas del Municipio, que consiste en: “5 pavimentos ecológicos, 3 colectores, 3 redes de agua potable, el desasolve de un canal, un rastro nuevo y la construcción del libramiento carretero”
 , todo esto a ejecutarse en poco más de año y medio que le resta a la presente administración municipal.

El 5 de mayo de ese año, en sesión de cabildo, Luis Alberto Campos Castillo, titular de Obras Públicas Municipales presenta el proyecto de las catorce “magnas obras”. El regidor Fernando Valencia (PAN) cuestiona si el plan de las obras contempla el temporal de lluvias y los días festivos, se le responde afirmativamente.  La regidora Mireya Flores Coca (PRI) solicita le entreguen por escrito el proyecto para estudiarlo con la asesoría de un experto. El regidor Fernando Valencia (PT) propone que el rastro se reubique. El presidente municipal respalda esta idea y solicita a todos los regidores que lo acompañen a una reunión que tendrá con el gobernador, el día 11 de mayo, para presentarle el proyecto. (Siete Días, 24-may-02, p. 5).

Tan sólo tres días después de la presentación del proyecto a los regidores del municipio (el 8 de mayo del 2002 y no el 11 de mayo como estaba previsto), el presidente municipal JMGA acompañado de la totalidad de regidores del PRI
, del Tesorero Municipal, Héctor Zumaya,  y del secretario, Manuel Rodríguez, le presentan al Gobernador del Estado, en Casa Jalisco,  el proyecto de las 14 “magnas obras” y reciben de éste la promesa de gestionar los recursos ante BANOBRAS. Las características del crédito es –en versión de Luis Alberto Ocampo Castillo, titular de Obras Públicas Municipales- “blando”, a pagar a diez años, esto es, la deuda comprometería los recursos de la actual y  las siguientes tres administraciones municipales. El costo total del paquete ascendería -en versión del alcalde- a los 40 millones de pesos (Semanario Siete Días, 3-may-02, p. 7).

- Reacciones y actores involucrados.
Las primeras observaciones que se hicieron al proyecto fueron de carácter técnico, el día de su presentación, por parte de los regidor Jorge Campos (PAN): “cuestiona la pretensión de hacer un sifón para resolver el problema de los niveles en las descargas del drenaje. Luis Alberto titubea (Director de Obras Públicas Municipales). El presidente respalda la intervención de Jorge y llegan al acuerdo que un sifón no es lo más adecuado, que se tendría que contemplar un cárcamo” (Siete Días, 24-may-02, p. 5).

Por su parte, Ontoniel Betancourt, ex-regidor de Obras Públicas Municipales en la administración de Miguel Anguiano (primera administración panista en Sayula, periodo1995-1997), en una entrevista con el Semanario Siete Días
, comentó:  “las descargas del nuevo fraccionamiento van a caer en el colector que van ha embonar con el de Aldama. Este es un tubo de 12 pulgadas, mientras que el tubo del nuevo drenaje es de 18. ¿Qué caso tiene meter un tubo más ancho para entroncarlo con uno más angosto?”... A esto agrega, “Otro problema que va a tener ese colector es que sus aguas descargan en un canal abierto, un canal que no tiene ninguna pendiente, por lo que las aguas se regresan constantemente, por eso están azolvados los tubos y el canal. Yo no entiendo como quieren darle pendiente a ese canal si la playa está un metro arriba. ¿Acaso van a bajar la laguna?” (Semanario Siete Días, 3-may-02, p. 6).

Pero Ontoniel no sólo criticó con bases el proyecto del colector, sino que ofreció alternativas: “la mejor opción es hacer una planta tratadora de aguas negras de una buena vez, donde descarguen todos los colectores, incluyendo el de Aldama...” (Siete Días, ídem.)  Sobre el desasolve del canal, estima que será dinero tirado a la basura, porque volverá a estar igual en poco tiempo. “Ahí la solución es aventar una diagonal hacia el potrero de Pedro Rodríguez,...” (Siete Días, ídem.). 

El regidor Jorge Campos, por su parte, cuestionó la viabilidad del proyecto y manifestó preocupación por la capacidad de pago de la deuda por parte del municipio (Semanario Siete Días, 10-may-02, p. 4).  En una reunión celebrada el 15 de abril del 2002, con el tesorero municipal, Héctor Zumaya, informó que se solicitarían a BANOBRAS sólo 10.5 millones de pesos a pagar a siete años. Saúl Salvado, regidor del PT, le cuestionó sobre la capacidad de endeudamiento del municipio. El tesorero respondió “eso ya lo determinó BANOBRAS. ¿Cómo se va a pagar el crédito inste Saúl. (El Presidente Municipal) García Arteaga  le responde: la estrategia ya está decidida, la gente va a pagar más impuestos para ampliar la capacidad de pago del municipio. ¿En cuanto? replica Raúl. En dos millones de pesos más al mes, responde el tesorero” (Siete Días, 24-may-02, p. 5, subrayado mío).

Otro de los fuertes cuestionamientos que se hicieron al proyecto, por parte de Jorge Campos, fue sobre el costo de las obras de los colectores. “Esa obra costaba alrededor de siete millones de pesos, estamos hablando de que en los tres conceptos que eran los más representativos que era: instalación de material, compras de materiales de PVC y accesorios y excavación. Yo consideré que estaban inflados, aproximadamente, un millón y medio (de pesos) tres conceptos. Y no fue algo que a mi se me ocurrió, cheque, analicé, vi los costos, porque te insisto este es un trabajo mío, es un trabajo diario... Estamos hablando de que en siete millones, haber incrementado un millón y medio era algo exorbitante, algo escandaloso vamos” (14/nov/02).

No obstante estas observaciones y críticas al proyecto, previo a la asamblea pública para definir la aprobación de la solicitud del crédito, los regidores ya habían aprobado por unanimidad que el paquete de obras contemplaría: “dos colectores, con el respectivo cambio de la red de agua potable y tres plantas tratadoras de aguas residuales”. También los regidores habían acordado en la necesidad de priorizar las obras, antes de pensar en el monto del crédito, así como en la capacidad real de endeudamiento del ayuntamiento (Semanario Siete Días, 24-may-02, p. 4). 

- El gobierno municipal.

Como parte de la estrategia de apoyo a la gestión de estos proyectos, el Ayuntamiento diseñó la realización de varios “foros de consulta a la ciudadanía”, el primero de ellos se llevó a cabo en el Barrio de San Miguel, donde Manuel Rodríguez, secretario del ayuntamiento, dio a conocer que se “realizarán obras de la más alta importancia englobadas en un paquete de once magnas obras. Sin embargo, en ningún foro se mencionó de manera abierta la intención de solicitar un crédito a Banobras...” (Semanario Siete Días, 24-may-02, p. 4). 

También, el presidente municipal JMGA, propuso la creación de una “Gran Comité Plural” para la supervisión de las obras, mismo que sería encabezado por el periodista Federico Munguía Cárdenas (FMC). El periodista agradeció la distinción, “... pero requeriríamos la injerencia de un superior oficial para que no fuera una dádiva graciosa del Presidente, si no que tengamos pleno derecho de investigar, de verificar documentos, de discutir y platicar para irle dando nuestras conclusiones, nuestras investigaciones, pero con apoyo de conocedores de la construcción” (Siete Días, 10-may-02, p. 4). También aclaró, públicamente, que no había aceptado aún la invitación a presidir dicho Comité, “... Para aceptar requiero saber como está, que sea legal, que tengamos el derecho de checar de cómo está caminando todo. Entonces sí pudiera aceptar” (Siete Días, 10-mayo-02, p. 4).

En varias ocasiones, el ayuntamiento hizo público un supuesto consenso alcanzado con los regidores para la solicitud del crédito ante BANOBRAS. Situación que fue desmentido por el regidor Jorge Campos, quien aseguró: “si lo manejaba, pero más que nada, lo manejaron públicamente, yo pienso que como un medio de presión. O sea, nosotros comentamos esto y públicamente no se van a atrever a desdecirlo (los regidores). Falló la estrategia...”(14-nov-02)  

- Poder Ciudadano Jalisco.

Las críticas públicas de PCJ, se hicieron a través de Mauricio Munguía Anaya, quién cuestionó la validez de los foros de consulta realizados, “... no cumplieron su objetivo, hubo muy poco poder de convocatoria, hubo falta de confianza con las autoridades... (agregó) las consultas estaban en su mayoría llenas de empleados del Ayuntamiento, la intención real de ellos no era que fuera mucha gente, sino más bien justificar el paquete de catorce obras que por cierto ya estaban decididas desde antes que empezaran las consultas” (Siete Días, 10-may-02, p. 4). Con esta apreciación coincide Alejandro Vizcaínos Serratos (regidor del PAN) quién afirmó que la gran mayoría de las personas que asistieron a los foros de consulta –entre un 50 y un 80 por ciento- eran personal del propio ayuntamiento. “En los foros sólo habían alrededor de 30 ciudadanos, quizá por que no tenían la confianza de acercarse o de participar” (Semanario Siete Días, 10-may-02, p. 4).

Sobre el foro de consulta programado el 26 de abril del 2002 en la Delegación de Usmajac (segunda población en importancia del municipio), los grupos vinculados a PCJ y a los grupos de pastoral, deciden no acudir a la cita y corren la voz entre la población para que no asistan a este acto. El presidente municipal, al igual que los regidores, no hacen acto de presencia. Al foro sólo se acercan dos personas a exponer sus demandas.  Entre la población de Usmajac se cuestiona que dentro de las 14 “magnas obras” anunciadas, se les excluye; pero también, el vacío que se le hace a este foro tiene la intención de “comunicarle a la autoridad el rechazo que existe en esa población hacia la gestión pública de la administración actual” (Semanario Siete Días, 3-may-02, p. 4).
Por su parte, Luis Ocaranza, integrante del GIDI, y exdirector del Semanario Siete Días, cuestiona la falta de priorización de las obras, así como lo apresurado de los proyectos; resalta también la escasa participación de los ciudadanos en los foros de consulta.  

- La cancelación del proyecto.

El 15 de mayo del 2002, a partir de las 20 hrs., en sesión pública del cabildo, llevada a cabo en el jardín principal, ante cerca de 700 personas (según estimación del Semanario Tzaulan, 18/may/02, p. 1), de las cuales cerca de 150 se manifestaron  en apoyo a la aprobación del crédito con mantas y carteles, llevadas en camiones, por parte del PRI (entre ellos estaban: de los grupos “Pro Vivienda Digna” y “Prosperidad Sayulense”; solicitantes de vivienda “La Parota”, habitantes de Usmajac y funcionarios públicos, ídem., p. 5). También hicieron acto de presencia, poco más de  50 integrantes de Poder Ciudadano Jalisco –de la cabecera municipal y de Usmajac-, quienes se manifestaron abiertamente en contra de la aprobación del crédito con carteles y una mantas que decían: “obras que dejan deudas no benefician”; “no al crédito”; “no votar bajo presión, sean honestos”; “más deuda, más impuestos”; “no a la deuda”, entre otros
.  En el mismo sentido se manifestaron simpatizantes del PRD, partido que distribuyó más de cuatro mil volantes en rechazo a la deuda pública, además de militantes y dirigencias de los partidos  PT y PAN.

Cada uno de los regidores fijó su posición respecto a la solicitud del crédito ante BANOBRAS: los del PRI, Jorge González Figueroa y Adalberto Arias, hablaron de la importancia del crédito y de la realización del colector, pidieron que no se politizara este asunto. Los regidores de oposición, por su parte, cuestionaron fuertemente la viabilidad del proyecto: Jorge Campos (PAN) denunció  sobreprecios de algunos colectores; Alejandro Vizcaíno (PAN) solicitó conocer más a detalle las obras a realizar, el monto de las mismas y su priorización para después analizar la conveniencia del crédito, pidió también incluir obras para la Delegación de Usmajac y Tamaliagua;  Saúl Salgado (PT), presentó por escrito un análisis sobre el crédito (fue el único que lo hizo de esa manera), hizo cálculos sobre la capacidad mensual de pago del ayuntamiento y propuso bajar el monto de la deuda gestionando recursos federales a través del ramo 33; Fernando Valencia (PT) propuso la reubicación del rastro
. (Semanario Siete Días, 24-may-02, p. 5). 

El presidente municipal, JMGA, fue el único que defendió con vehemencia la solicitud del crédito: argumentó que era el momento adecuado para adquirir deuda, pues “está muy barata”; sobre el cuestionamiento a la capacidad de endeudamiento del ayuntamiento, expuso que eso ya lo había determinado BANOBRAS y que incrementaría los impuestos, con esta medida, “nos sobra ampliamente con lo que se recaude cada mes”. La regidora Mireya Flores Coca (PRI) intentó cuestionar este argumento y fue parada en seco por el primer edil (Semanario Siete Días, 24-may-02, p. 5).

Al momento de la votación, los regidores de oposición: Saúl Salvado Herrera (PT), Alejandro Vizcaíno Serratos y Jorge Campos Aguilar (del PAN), se manifestaron en contra de la aprobación del crédito a BANOBRAS. A favor votaron todos los regidores del PRI: Javier Valencia Nila, Francisco Javier González Michel, Rosa Mireya Flores Coca, Adalberto Ramírez Arias, Josefina Almejo Rentería y el alcalde: José María García Arteaga. Este trámite requería de la aprobación por la fórmula de mayoría calificada, en este caso, ocho votos, faltó sólo un voto para que pasara. 

Ante el resultado de la votación adversa a la postura oficial,  el secretario del ayuntamiento, Manuel González Zúñiga, en tono molesto  dijo: “el voto no es suficiente para iniciar con los proyectos. Quienes requieren los servicios, se quedan sin ellos” (Semanario Tzaulan, 18/may/02, p. 1). Ante este señalamiento el regidor Saúl Salgado le observó públicamente que se estaba “extralimitando en sus funciones porque como secretario del Ayuntamiento, no debe opinar, sino únicamente asentar en el acto lo que acontece” (Semanario Tzaulan, 18/may/02, p. 1). 

Una vez que se conoció el fallo del cabildo en contra de la aprobación del crédito, el alcalde mencionó: “ante la aprobación de los Regidores de Oposición, los presupuestos se ajustarán para pagar en lo que resta de nuestra Administración dentro de nuestra gestión hasta el último día del próximo año 2003” y lazó un reto al regidor Jorge Campos, invitándolo a que sea él, “...quien haga el presupuesto para que nos ayude a disminuir costos” (Tzaulan, 18/may/02, p. 5) y dirigiéndose a la población dijo: “reduciremos el monto económico pero ustedes tendrán los servicios que hemos propuesto” (ídem). 

Por su parte, el director de Comunicación Social del Ayuntamiento, José Francisco López Apodaca, comentó: “ante esta iniciativa, ganaron los ricos y perdieron los que menos tienen, los pobres, los que no tienen ni siquiera casa, ni dinero, ni alimentos para comer. Se perdió una buena oportunidad de realizar un gran paquete de obras públicas que beneficiarían a un importante sector desprotegido de nuestra población” (Tzaulan, 18/may/02, p. 5).

En opinión del Regidor Jorge Campos, los argumentos que más pesaron, en los regidores de oposición, para oponerse al crédito de BANOBRAS fueron tres: i) “el incremento de los precios, ii) la desconfianza a los buenos manejos de los recursos, y c) otro, nunca se contemplaron proyectos serios, proyectos firmes... fue algo muy hecho a la carrera, fue algo con el fin de impactar...”  También reconoció que PCJ tuvo algo que ver en esta decisión, pero no hacia los regidores –quines ya tenían clara su posición-, sino hacia la población. (14/nov/02).

- La autoridad responsabiliza a PCJ de la cancelación del crédito.

Tanto el presidente municipal, JMGA, como el presidente del PRI municipal, Paulino Villalobos Arrollo, responsabilizaron mediante desplegados en la prensa local, en todos semanarios
, a Poder Ciudadano de la cancelación del crédito. El primer edil, en el desplegado, “dirigido a los ciudadanos del Municipio de Sayula”, explicita el monto total del crédito y las participaciones federal, estatal y municipal; enfatiza que el monto del crédito de $ 10.5 millones de pesos, se pagaría efectivamente en las dos administraciones posteriores a la suya, pero con intereses inferiores al uno por ciento y a un plazo largo que no resultaría gravoso para la tesorería municipal, ya que se abonaría poco más de 200 mil pesos mensuales y que cada mes ingresas por participaciones poco más de tres millones de pesos en promedio, a las arcas municipales. También hizo referencia a los precios inflados que denunció el regidor Jorge Campos (PAN), y lo instó a que en sesión  pública del Cabildo, haga nuevos presupuestos “que ayuden a disminuir costos”. (Semanario Siete Días, 24-may-02, p. 7).

Por su parte, Paulino Villalobos Arrollo, presidente del PRI municipal, en un desplegado titulado “¡NI VENCEDORES, NI VENCIDOS!”,  informó los resultados de una reflexión –al interior del PRI- sobre la sesión del H. Ayuntamiento del 15 de mayo y concluyeron: i) que la actitud de los regidores “DE LA PRIMERA Y SEGUNDA MINORÍA (PT Y PAN), NO FUE LO MEJOR NI POLITICAMENTE PARA ELLOS, NI PEOR AÚN PARA MUCHOS SAYULENSES”; ii)  “CREEMOS QUE NO HUBO ¡NI VENCEDORES, NI VENCIDOS!; (PERO) EN SU LUGAR GRANDES SECTORES DE LA POBLACIÓN SALDRAN PERJUDICADOS (SIC) A CORTO Y MEDIANO PLAZO, EN LA DISPONIBILIDAD DE SERVICIOS Y EN LA REACTIVACIÓN ECONÓMICA DEL MUNICIPIO”; iii)  “A LO LARGO DE LA HISTORIA (SAYULA) HA TENIDO GRANDES OPORTUNIDADES... (DE DESARROLLO FIRME Y SUSTENTABLE, PERO HAN SIDO)... IMPEDIDAS TODAS POR LA CLASE SOCIAL ECONÓMICAMENTE FUERTE, CON EL UNICO OBJETO DE CONSERVAR SU HEGEMONIA Y CONTROL SOBRE EL RESTO, LA GRAN MAYORIA DE LOS SAYULENSES. EN ESTA OCASION NO FUE LA EXCEPCION, TOCANDO AHORA A LOS DESCENDIENTES DE LOS PRIMEROS, ENCABEZAR A GROPUSCULOS COMO EL DE PODER CIUDADANO, Y A UN PARTIDO POLITICO QUE NO FUERON CAPACES DE CONVOCAR MAS QUE A 54 CINCUENTA Y CUATRO PERSONAS PARA OPONERSE Y APOYAR EN LA NEGATIVA A LOS REGIDORES DEL PT Y PAN”
 

Al igual que el primer edil, el presidente del PRI en el desplegado argumentó a favor de la capacidad de pago del Ayuntamiento, precisó que el monto del crédito era por 10.5 millones de pesos y no por más de 30 millones, como se manejó; señaló que todos los regidores recibieron los proyectos, presupuestos y planes de pago para su estudio y evaluación en tiempo y forma, sin recibir cuestionamiento alguno hasta el final; situación que desmintieron los propios regidores, ya que la misma regidora del PRI, Mireya Flores, solicitó tiempo para analizar el proyecto el día de la sesión pública donde no se autorizó la solicitud del crédito (Semanario Siete Días, 24-may-02, pp. 5 y 7). 

Por su parte Poder Ciudadano, en carta dirigida al director del Semanario Siete Días, el 7 de junio del 2002, ante la campaña de desinformación emprendida en su contra -responsabilizándolo de la cancelación de las obras- declaró lo siguiente: i) “estamos totalmente de acuerdo en que las obras que se planteaban eran de un gran valor social y muy necesarias, por lo que NO NOS OPONEMOS AL DESARROLLO DE SAYULA; ii) es completamente FALSO que se contara ya con las aportaciones del Gobierno del Estado y del Gobierno Federal con montos iguales al que se pretendía pedir...iii) El hecho de acarrear gente, traer porros profesionales
, intentar someter a presión a los Regidores de oposición, cambiar el orden del día en esa sesión y buscar a toda costa que se aprobara, no hicieron otra cosa que crear DESCONFIANZA; iv) DESCONFIANZA es la palabra que describe exactamente el motivo de nuestra negativa...” (Semanario Siete Días, 7/jun/02, p. 7). Con esto se dio por cerrado este capítulo.

- Reacciones del gobierno municipal y papel de los medios de comunicación impresos.
Además de culpar a Poder Ciudadano de la cancelación del crédito -en supuesto contubernio con los regidores del PAN y PT-, en la cabecera municipal aparecieron pintas en algunas bardas de la periferia con la leyenda: “fuera ITESO de Sayula”, mismas que fueron borradas de inmediato.

De igual forma, en el Semanario Puntos de Vista, de clara tendencia oficialista (ver capítulo 1), aparece publicado en primera plana un artículo, sin firma, titulado: “EN REALIDAD ¿QUÉ QUIERE EL I.T.E.S.O. EN SAYULA?”, el jueves 30 de mayo del 2002
. En el articulo se acusa al ITESO de poner un marcha “un proyecto piloto que con fachada de promover el desarrollo “Sustentable de la Comunidad”, en realidad tienen , y están reclutando simpatizantes para obtener y colocar a su “gente” en el poder político, en la próxima renovación municipal” (Puntos de Vista, 30-may-02, p. 1).  Afirman que la estrategia de este proyecto es desacreditar y ridiculizar con verdades a medias, manipulando a los lectores (en referencia al Semanario Siete Días); alertan a los sayulenses a no dejarse seducir por el canto de las sirenas, ya que “siempre van al negocio como los ultraderechistas que dominan gran parte del país” (30-may-02, p. 1).

La cobertura de la prensa sobre la sesión del Cabildo respecto al crédito multicitado, estuvo más o menos equilibrada, en todos los periódicos de la localidad fue la nota principal: los encabezados de los semanarios Siete Días y Horizontes, son más o menos coincidentes: el primero tituló “Crédito por 10.5 millones DIJERON NO”; en tanto que el segundo: “NO, A LA DEUDA PÚBLICA”. El Tzaulan, por su parte tituló: “Candente sesión de cabildo”. El Sayulense, encabezó con la siguiente frase: “REGIDORES DE OPOSICIÓN RECHAZARON SE SOLICITE CREDITO A BANABRAS”. 

Los tres primeros medios hicieron una amplia cobertura del desarrollo de la sesión del Cabildo dando voz a los diferentes actores que se manifestaron tanto a favor como en contra del crédito. El último medio, en cambio, empieza la nota de manera tendenciosa: “Pese a que la obtención de crédito que se pretendía solicitar a Banobras representaría para Sayula el que se triplicara el monto del beneficio en obras por las aportaciones que con similar cantidad al endeudamiento asignarían los gobiernos federal y estatal que en suma rebasaría los 30 millones de pesos en beneficios sobre todo para las zonas más marginadas, los Regidores de oposición en sesión pública del Ayuntamiento celebrada el miércoles 15 de mayo rechazaron el que se solicitaran los poco más de 10 millones...” Más adelante, en clara coincidencia con la posición oficial señaló: “Fue notorio como desde antes y durante la ceremonia gente pudiente económicamente de Sayula arribó al lugar de la sesión pública portando pancarta donde predominaban leyenda de rechazo al crédito...” También enjuició a los regidores de oposición: “Los regidores Jorge Campos Aguilar, Alejandro Vizcaíno Serratos y Saúl Salgado Herrera pasarán a la historia como los causantes de este perjuicio principalmente hacia los que menos tienen...” La nota es firmada por la iniciales JASV, que corresponden al nombre del director de ese semanario: José Amador Serrano Villalobos. (El Sayulense, 18/may/02, p. 1)

- El respaldo del Gobernador del Estado y la alternativa.
El gobernador del Estado, Francisco Ramírez Acuña, en visita por el Municipio de Sayula, el 23 de mayo del 2002,  puso en marcha, en esta localidad, el Programa de Acción Comunitaria Estatal (PACE) con un monto de 420 mil pesos, de los cuales 100 mil los aportará el municipio y el resto  el Estado, para obra pública y talleres de capacitación. En dicha visita,  respaldó públicamente a JMGA, y señaló “no hay que tenerle miedo a los créditos, es una mentira cuando se habla que todo crédito es malo,...Yo estoy seguro de la inteligencia y la capacidad del presidente municipal y del cabildo de Sayula para tomar las mejores decisiones” (Siete Días, 24-may-02, p. 1)

Un día después de la visita del gobernador, el 24 de mayo, en sesión de Cabildo, los regidores aprobaron un crédito por 3 millones 800 mil peso para aplicarlo a diversas obras, a pagarse durante la presente administración municipal. En estas obras se incluyen a la Delegación de Usmajac y las comunidades de Tamaliagua y El Reparo.  También se acordó realizar obras adicionales, con recursos propios y provenientes del ramo 33, por un monto total de 5 millones de pesos. En opinión de los regidores de oposición (Jorge Campos, Saúl Salgado y Alejandro Vizcaíno) este acuerdo fue más justo que el de BANOBRAS, en virtud de que no se endeudaría al ayuntamiento por varios años. Además se propuso la creación de un Comité de Vigilancia Ciudadana (Semanario Siete Días, 31-may-02, pp. 1 y 2). Este acuerdo fue visto como una alternativa a la cancelación del crédito ante BANOBRAS, por parte del ayuntamiento (Puntos de Vista, 30-may-02, p. 1 y 2); ninguno de los regidores lo objetó, ni hubo pronunciamiento alguno de Poder Ciudadano, ni otra organización. La prensa sólo dio cuenta de este acuerdo, sin cuestionarlo.

En resumen, hubo cuatro actores que jugaron un papel fundamental sobre el crédito ante BANOBRAS:  i) el presidente municipal, José María García Arteaga, como promotor y defensor del crédito; ii) los regidores municipales, quienes tomaron la decisión final; iii) la prensa, y en especial, el Semanario Siete Días, al hacer público las sesiones de cabildo, entrevistar y dar voz a los actores clave en este asunto; iv) los partidos políticos de oposición que distribuyeron volantes en contra del endeudamiento del municipio y v) Poder Ciudadano Jalisco, que empezó a tener reuniones con los grupos que la conforman y a generar una opinión crítica respecto al crédito. De hecho, este acto de PCJ fue su primera manifestación pública en Sayula, y con ella se dio a conocer ampliamente en todos los medios de comunicación local (anteriormente sólo tenía presencia en el semanario Siete Días y ocasionalmente en Tzaulan).

 El alcalde cometió varios errores de cálculo político que se le revirtieron: i) no proporcionó información amplia y oportuna a los regidores sobre el crédito; ii) presionó públicamente, mediante engaños de un supuesto acuerdo,  a los regidores de oposición; iii) dio por hecho la aprobación del crédito amparado en el respaldo político ofrecido por el Gobernador; iv) ocultó y manipuló información a la población, en los foros de consulta, sobre el monto del crédito y   la forma de pago; v) los foros de consulta fueron diseñados para justificar una decisión ya tomada, no para incluir a los ciudadanos en la toma de decisiones; vi) no hubo, de parte del presidente municipal, acercamiento previo con los grupos que manifestaron su desacuerdo con el crédito a BANOBRAS. 

Aunado a lo anterior, desde el mes de abril del 2002 en un acto público en la Colonia de La Mezcalera,  -previo a la aprobación del crédito-, el presidente municipal dio a conocer su intención de solicitar permiso al cabildo para contender por la diputación local, del Distrito 17, con cabecera en Jocotepec (Tzaulan, 18/may/02, p. 12). Este hecho, provocó que inmediatamente se asociara la solicitud del crédito a Banobras, como parte de su estrategia de campaña política.

 Además, la prensa –en especial el Semanario Siete Días- jugó un papel importante en la socialización de información y en la conformación de una opinión pública crítica respecto a la forma de gestionar el crédito por parte de la autoridad. Dio voz a los regidores de oposición, a ex-funcionarios municipales que cuestionaron técnicamente las obras contempladas, así como a los grupos independientes como Poder Ciudadano que evidenciaron, al igual que los regidores de oposición, la falta de seriedad en las consultas populares por parte de la autoridad. Todo esto, influyó para que se generara un ambiente de desconfianza y rechazo a la posición oficial respecto al crédito.

b. El programa de separación de desechos en Tapalpa.
El caso que presentaré a continuación sobre el municipio de Tapalpa, es de naturaleza distinta al anterior. Empezando porque en éste no ha existido confrontación abierta entre la autoridad y PCJ, sino por el contrario, se ha dado la “colaboración” en torno a un programa de separación de desechos, encabezado por la representante de PCJ, a continuación se presentan los detalles de este caso.

- Integración de la Comisión Municipal de Ecología..

Dentro de las atribuciones de un presidente municipal está el nombrar a los responsables de las comisiones que forman parte de su administración.  En base a esto, el presidente Municipal de Tapalpa, Ing. Ramón García Velasco (RGV) invitó personalmente a Cuca Flores (CF), principal activista de Poder Ciudadano Jalisco en la localidad, a presidir la Comisión de Medio Ambiente. La condición de RGV fue que ella encabezara dicha comisión y que sólo habría para un sueldo. La respuesta de CF fue que consultaría la propuesta y condicionó su participación a la aceptación de la  participación del grupo de PCJ (Cuca Flores, 8/agt/02).

Al interior del equipo promotor de PCJ de esa localidad se analizaron los pros y contras de la participación en la comisión: dentro de los primeros, Ignacio Díez de Sollano señaló que “la comisión municipal de ecología es la que se encarga de regular todo lo que se refiere a ecología y reglamentar (su operación)...” (8/agt/02); otro aspecto que se consideró  fue que a través de esta comisión se podría impulsar un programa de recolección y separación de desechos (contemplado dentro de la Agenda Ciudadana). En cuanto a los contras, lo que se destacó fue: el riesgo de mediatizar el trabajo de PCJ, de “neutralizarnos”, de “aplacarnos” o simplemente ... “que estaban así como tanteándonos para ver si así como hablamos, trabajamos..” (Cuca Flores, 8/agt/02). Al principio, no todos estuvieron de acuerdo en participar, pero finalmente se aceptó por mayoría, con la condición de respaldar el trabajo de esta comisión como grupo.

Una vez tomada esta decisión, CF propuso a la autoridad la conformación de un consejo ciudadano como parte de la Comisión de Medio Ambiente, mediante una asamblea abierta a la participación de todos los sectores y localidades del municipio, situación que fue aceptada por la autoridad. A la asamblea, promovida y organizada por el equipo promotor de PCJ, asisten 120 personas de todas las comunidades (la autoridad esperaba una asistencia de diez personas), el Consejo Municipal de Ecología  se constituyó por 30 personas “con representación de sectores: el campesino, el sector salud, el sector educativo” (Cuca Flores, 8/agt/02). 

Desde su conformación el Consejo Municipal de Ecología (CME) se reúne el segundo jueves de cada mes, en el Auditorio Municipal, de acuerdo a un calendario anual donde se especifican las tareas a realizar en cada sesión
. Dentro de sus facultades se señalan las siguientes:

· “Promover y fomentar el Programa Municipal de Ecología, orientándolo hacia la protección ambiental y el mantenimiento de equilibrio ecológico. 

· Llevar a cabo la realización del Reglamento Municipal de Ecología dentro de los bandos de policía y buen gobierno de su municipio.

· Promover la realización del Ordenamiento Ecológico Territorial de su municipio.

· Realizar un diagnóstico sobre la problemática ambiental en su municipio.

· Establecer convenios de concertación con instituciones de investigación, asesoría y servicio social relacionados con programas ambientales en su municipio.

· Promover la educación ambiental y la participación comunitaria para la creación y mantenimiento de áreas verdes y la protección de flora y fauna silvestres”, entre otras
.

Además de asumir estas facultades, el CME definió acciones para el control de la contaminación ambienta, la protección y conservación de los recursos naturales y propuso una serie de medidas normativas a impulsar desde el Ayuntamiento, mismas que comprenden:

a. “La responsabilidad de los vecinos para depositar la basura en colectores municipales.

b. La prohibición de tirar basura o arrojar sustancias tóxicas a los arroyos, ríos, canales y manantiales del municipio.

c. La prohibición de quemar basura y desechos en los domicilios o lugares públicos.

d. La regulación del ruido y emisión de gases producidos por vehículos y aparatos electrodomésticos.

e. La responsabilidad de los vecinos de reforestar sus aceras y patios.

f. La prohibición del uso inmoderado de cohetes en celebraciones populares.

g. La protección reglamentario de las vedas y preservación de la flora y fauna”

- El programa y las acciones.

El equipo promotor de PCJ reconoce que el trabajo en el CME les absorbe la mayor parte de su tiempo, en relación los demás puntos de la Agenda Ciudadana. Dentro de las acciones principales que han impulsado destaca el “programa de recolección de desechos”. En opinión de la Profa. Laura Toscano, integrante del CME, previo a la entrada en vigor del programa se llevaron a cabo acciones de sensibilización e información a la población, “les repartimos volantes, nos apoyamos por medio del grupo del seminario, que es un buen grupo de jóvenes (un total de cien jóvenes), que fueron casa por casa a repartir los volantes, junto con el calendario donde iban a pasar los camiones cada semana… Hubo gran respuesta, pero hubo todavía quién no respondió” (29/may/03). Los volantes exhortaban a la población a vivir con salud separando los desechos e informaban del comienzo de esta campaña, a partir del 27 de agosto del 2001. También se ilustró con dibujos y colores (orgánica color verde, peligrosa color amarillo y reciclable color naranja) el calendario y la forma en que deben separar la basura:
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Aparte de los volantes, se repartieron dípticos y trípticos informándose qué basura separar y cómo hacerlo; también se invitó a no mezclar los desechos generados en el hogar y se dio a conocer un decálogo de la familia ecológica (ver anexos). También circuló entre la población un volante firmado por el Presidente Municipal, informándose del comienzo del programa de recolección de basura e invitando a   participar (ver anexos).

Junto con el trabajo informativo y de sensibilización a la población sobre los beneficios de separar la basura, la Profa. Laura Toscano, refiere que lo mismo se hizo con el personal encargado de recolectar la basura y con las propias autoridades, a quienes, “también los invitamos a nuestras reuniones, (para) que estuvieran enterados de cuál era nuestro fin, de cuál era nuestro objetivo, al separar los desechos… en algunas ocasiones si nos pudieron acompañar y lo que si nos han dicho siempre, en lo que podamos les apoyamos” (29/may/03). 

Los apoyos que el municipio otorgó al programa fueron dos camiones, el pago del personal que recolecta la basura y de la responsable de la CME; el pago de la renta de una bodega donde se clasifican los desechos; papepelería para la elaboración de material de difusión y espacios para las sesiones y juntas de los integrantes del consejo. También la autoridad municipal elaboró comunicados a la población en relación al programa, en apoyo a las actividades a favor del medio ambiente (ver anexos). Gracias a este respaldo de la autoridad y a la participación de los ciudadanos, el programa de separación de desechos empezó a funcionar a partir de la fecha prevista, en horario de 7:00 a 15:00 hrs., de lunes a sábado, sólo en la cabecera municipal.

La Profa. Laura Toscano, destacó la participación de los niños de las escuelas en apoyo la separación de la basura. “De hecho, la campaña de separación de la basura la hicimos en las escuelas, en los grupos, y los niños quedaron súper bien. Ellos eran los que iban a exigir en su casa: mamá hay que tener tres botes, mamá esto va en este bote de lo orgánico y esto en el bote de lo no orgánico. Los niños son los que nos están ayudando a motivar a los grandes” (29/may/03). 

Aparte de promover y concretar la operación del programa mencionado, el CME también ha impulsado otras acciones no menos importantes. A este respecto, Laura Toscano  informó de: “la feria del agua, la feria del medio ambiente, en donde se invita más que nada a las escuelas, a los niños”. (29/may/03).  “También se han realizado talleres de concientización sobre el cuidado del agua, huertos familiares, creación de composta, reforestación, agricultura orgánica. Se visitaron y se dieron pláticas informativas sobre protección al medio ambiente a nivel de las escuelas de educación básica. Se organizó una semana dedicada al cuidado del medio ambiente, el “Día Internacional del Medio Ambiente”, con cinco stand’s sobre el tema y la realización de talleres en los jardines de niños y escuelas de primaria. Se ha buscado asesoría y apoyo de grupos ambientalistas de Guadalajara y de la localidad para la impartición de los talleres y creación de invernaderos, “para que la gente no solamente siembre en tiempo de agua sino que también siembre cuando hay heladas... (Tapalpa tiene un clima muy frío en invierno), les propusimos también  enseñarlos a hacer algunos como tipo aljibes para captar agua llovediza, de ferrocemento y hay mucha gente que le gusta la idea...” (Cuca Flores, 8/agt/02).

- Los actores y ciudadanos involucrados.

Gran parte de las acciones realizadas de por parte del CME, se deben a un pequeño grupo, que conforman el núcleo organizativo de PCJ en esa localidad,  integrado por:  Cuca Flores y su esposo José Luis Castillo, Ángeles Ruiz e Ignacio Diez de Sollano, entre otras personas que se les han sumado. Los tres primeros, originarios de Tapalpa, fueron formados dentro de las Comunidades Eclesiales de Base (CEB) de finales de los años setenta y constituyen uno de los cuadros más  comprometidos, en cuanto al trabajo de base, de la Diócesis de CD. Guzmán,  que encabezan el grupo de Derechos Humanos y de Alianza Cívica de la localidad. Cuca Flores, tiene además una personalidad hiper-activa, que la ha llevado incluso a tener discrepancias y tensiones con el párroco del lugar, Pbro. José Toscano.

Por lo que pudo apreciarse en las entrevistas,  CF y su esposo JL, tienen contacto con los grupos de pastoral de la iglesia católica, que les permite impulsar actividades con cierta autonomía del párroco de Tapalpa. Ella además, forma parte del Equipo de Concientización y Formación Política de la Diócesis de CD. Guzmán, que encabeza el Pbro. José Sánchez. Ángeles Ruiz, tiene un pequeño negocio de abarrotes junto con su esposo, es fiel compañera de CF. Ignacio Diez de Sollano, de profesión arquitecto, forma parte de una familia que cuenta con prestigio social en Guadalajara
;  se dedica a la compra, construcción y  venta de terrenos y casas rústicas en la localidad; tiene más de 20 años radicando en Tapalpa, y fue uno de los pioneros en participar en actividades cívicas de observación electoral en la región. Es un apasionado activista de los temas de medio ambiente y educación cívica, junto con el equipo promotor de PCJ, ha impulsado la formación de grupos de protección del medio ambiente en la localidad. Esta conjunción de personalidades ha hecho posible un arduo trabajo a favor del medio ambiente, involucrando a otros ciudadanos (maestras, jóvenes estudiantes, delegados, representantes de instituciones como el UNCADER (Unidad de Capacitación para el Desarrollo Rural), etc. 

El otro gran actor del programa es el municipio, presidido por el Ing. Ramón García Valdez, proviene de un grupo de jóvenes priístas que se separó del liderazgo político de Arnoldo Zamora (anterior presidente municipal). También la Profa. Antonia Ruiz Morales, regidora por el PRI, forma parte de las Comisiones de Ecología y Educación, se ha sumado a las acciones a favor del medio ambiente, aunque reconoce que su papel fue sólo “de apoyo al trabajo de la Comisión, apoyé las ideas de Cuca” (29/may/03). Tanto el equipo de PCJ como el párroco de Tapalpa, reconocen en el presidente municipal cierta apertura y disposición de diálogo con los diferentes sectores de la población. 

Un tercer actor, son los grupos de pastoral ligados a la iglesia católica, quiénes tienen una larga tradición de trabajo popular en la región y de concientización sobre diversos temas, entre ellos el medio ambiente. De hecho, este tema forma parte de los asuntos estratégicos a nivel de toda la diócesis dentro de su plan pastoral del presente año
.

- Resultados,  dificultades y suspensión del programa.
En entrevista con el presidente municipal, reconoció que la CME ha logrado cosas muy buenas en un periodo muy corto: del programa en cuestión dijo tener reportes de un avance del 70 u 80 porciento, en la Cabecera Municipal; además de los talleres, se han adquirido árboles y promovido la forestación, con participación de la gente y de las escuelas (5/sep/02).

No obstante este reconocimiento, dicha comisión no cuenta con un presupuesto asignado, con claridad para su funcionamiento, sino que se maneja de manera discrecional por parte del Presidente Municipal , “de acuerdo a las necesidades como van manejándose”. (5/sep/02).  Lo único seguro son los sueldos de la responsable de la Comisión, (3 mil 700 pesos) y del personal de limpieza, además del transporte y papelería.

En la parte operativa del programa de separación de basura, que el propio alcalde reconoce su éxito, no se cuenta con los medios necesarios –de parte del ayuntamiento- para su manejo eficiente. A este respecto CF comentó: “... juntamos mucho material de reciclado y simplemente, para sacarlo, para poder llevar(lo) a las fábricas a Atenquique, tengo yo que andar detrás de los que manejan el módulo de camiones boletos y todo, y luego de eso para acabarla, lo maneja el presidente directamente, entonces para hallarlo y para que puedan atender a uno, tendrías que días enteros, y a mí me repatea estar sentada cuando hay tanto que hacer, entonces es un trabajo, hasta que ellos pueden ir a llevar el viaje y poder traer algo de regreso... (así) no podemos operar nada” (Cuca Flores, 8/agt/02).

En versión de Cuca Flores, “gracias al programa de separación de basura el servicio de recolección empezó a funcionar todos los días, de lunes a sábado, de las 8 a las 14 hrs., en lugar de cada tercer día como estaba antes. Se utilizan dos camiones, viejos, cada uno con chofer y tres ayudantes, esto es, ocho personas en total. Los choferes, Salvador Aguilar y Francisco López, se molestan mucho con la gente que no separa bien la basura” (27/may/03). 

“El centro de acopio, o relleno, de basura se encuentra por el camino a Atauco, por la Lagunilla, rumbo a Cofradía. Ahí se clasificaba la basura: vidrio, cartón, plástico, papel, latas y lo orgánico. El cartón se llevaba a Atenquique y el plástico a Guadalajara (a escobas barre-barre); pero lo que se pagaba no alcanzaba ni para la gasolina. La basura orgánica se llevó tres o cuatro veces a algunos corrales, para hacer composta, pero como la basura no iba limpia de plásticos, se detuvo por los propios dueños de las vacas” (Cuca Flores, 27 may/03).

Las dificultades operativas y de planeación en el funcionamiento del programa citado se fueron presentando poco a poco: desde la oposición de las personas por las molestias que les ocasionaba, hasta la falta de infraestructura adecuada para su buen desempeño.  Laura Toscano y Cuca Flores, a este respecto coincidieron en señalar lo siguiente:

i) Resistencia e inconformidad de los choferes ante el incumplimiento de las personas con el orden establecido en la recolección y la no separación de la basura, “una vez tomamos la decisión de que los choferes no se llevaran la basura (que no estuviera separada), pero el problema fue que los perros o los burros al pasar hicieron un tiradero, entonces ya el problema no fue de esas personas renuentes, sino de todos los vecinos de la cuadra. Esto generó más malestar entre la población y los choferes” (Toscano 29/may/03).

ii) Falta de apoyos de la autoridad para operar el programa, desde vehículos adecuados hasta personal capacitado para la recepción, clasificación y comercialización de los desechos. La falta de reglamentación a favor del medio ambiente. Sobre el transporte utilizado, Laura Toscano comentó: “… solamente tenemos dos camiones en el pueblo (para la basura), a veces se descomponía uno, a veces el otro, entonces era imposible que uno solo recorriera todo el pueblo… si tuviéramos un camión grande, de una sola vuelta se recogería todo, el problema es que eran camiones chicos que había que empezar a recoger, llevar, dejar, volverá a recoger y se perdía mucho tiempo” (29/may/03).

iii) Falta de planeación en torno al funcionamiento integral del programa, hubo varias deficiencias: espacios inadecuados para la recepción de los desechos, personal no capacitado para hacer la clasificación, falta de previsión en la contratación de empresas comercializadoras que recogieran en su sitio los desechos. En esta parte, al parecer la autoridad municipal no apoyó lo suficiente: “… el fondo (del problema) es que la autoridad no está convencida del programa y no quieren invertir recursos en su apoyo” (Cuca Flores, 27/may/03). 

Estos problemas provocaron que el programa se suspendiera paulatinamente, en los meses de octubre-noviembre del 2002.  Para la regidora Antonia Ruiz, las causas que ocasionaron la suspensión total de este programa fueron varias: “no se contó con los camiones adecuados, no hubo bodegas adecuadas para separar la basura, no hubo apoyo (por parte de la autoridad) para un cobertizo, faltó infraestructura adecuada y el apoyo de empresas que compran los desechos, faltó mayor disposición de la gente y concretar la reglamentación del medio ambiente”. Aunado a lo anterior, “la idea era que el Consejo de Ecología tuviera recursos de la venta del material, pero fue muy complicado porque la gente la revolvía; se gastaba 400 pesos de disel (para llevar los desechos) y se (nos) pagaban 200 pesos por la carga” (29/may/03). 

En entrevistas a ciudadanas tomadas al azar, de diferentes rumbos de Tapalpa
, que participaron en el programa de separación de desechos, aseguraron haber recibido información previo al comienzo del programa (“folletos y papelitos”), mencionaron que separaban los desechos conforme las indicaciones recibidas. De los aspectos positivos destacaron lo siguiente: “ se ven menos moscas, más limpio”; “se va enseñando a los niños a reciclar la basura”, no hay tanto reguero en la calle”; “lo enseñan a uno, se hace abono”. Sólo para la señora María Elena Sánchez no hubo aspectos positivos, “no funcionó nada por la gente” (29/may/03). En cuanto a los aspectos negativos se señalaron: “no separaban bien la basura”, “a veces no la recogían y los perros la regaban”; “no se pintaban los botes”, “flojera de la gente”; “era mucho enfado, se le olvidaba a uno los días, como ya estoy vieja”; “muchas veces dejaban la basura”; “ninguna,  no es mucho trabajo sólo tener un bote para cada cosa”; “ninguna, nada más hacer las cosas uno, pero no las hacemos” (29/may/03). 

Respecto al conocimiento sobre las causas que originaron la suspensión de este programa, las respuestas de las entrevistadas fueron: “porque no toda la gente la separaba (los desechos)”; “por flojera de la gente”; “por flojera de la gente y los trabajadores del ayuntamiento”; “porque la gente no coopera con la separación”. En cuanto a la disposición de apoyar el retorno de este programa en la próxima administración, hubo cuatro señoras que contestaron afirmativamente, porque: “es para bien de todo el pueblo”; “ayudamos a que haiga menos contaminación”; “estuve de acuerdo y acepto”; “para que haiga menos contaminación con uno mismo”. Sólo la señora Consuelo Michel –de edad avanzada-, contestó que no, porque “es mucho enfado estarla separando…al lado de mi casa todos los días matan pollos y decirles ahora no te la llevo porque no toca, imagínese” (29/may/03). 

Si bien el número de entrevistadas no es una muestra representativa  de la población, si da una idea de la percepción positiva y de los beneficios que ven algunas personas a este tipo de acciones. También resulta alentador para los promotores de este programa el posible respaldo, de una parte de la población, para retomar este tipo de acciones en un futuro próximo, superando las deficiencias en base a la experiencia adquirida.

- Situación actual y perspectivas.
Las acciones a favor del medio ambiente se siguen llevando a cabo en la actualidad por parte del CME, Laura Toscano, mencionó que continúan reuniéndose periódicamente, “tenemos el programa de reforestación, viene el tiempo de lluvias, entonces es cuando aprovechamos para reforestar los montes, cada quién en sus comunidades, sus terrenitos, sus parcelas… Se solicitan los árboles en Guadalajara, en Guzmán, en viveros que ya tienen árboles. Y aquí se nos dice: a ver, hay árboles frutales a cinco pesos, los árboles que son de sombra se regalan… Entonces hay quién dice bueno en mi comunidad necesitamos puros para reforestar, hay otras personas que dicen yo para mi terrenito ocupo diez frutales y ya las personas de las comunidades traen un resumen de cuántos ocupan en cada comunidad…” (29/may/03).

Por su parte, Cuca Flores está proponiendo que el CME se convierta en una Asociación Civil del Medio Ambiente. “Se siguen dando pláticas de educación ambiental, se organizan actividades para limpiar los ríos de la localidad,  se elabora composta, se continúan creando invernaderos y cultivo de hortalizas, etc. Creo que el programa pudiera ser autofinanciable en algunas de sus partes, queremos  sacarlo por orgullo” (27/may/03).

Por su parte,  Antonia Ruiz reconoce que el programa de separación de desechos tiene aspectos rescatables, como “la elaboración de compostas, mucha gente lo sigue haciendo”, asegura que “todas las acciones fueron buenas” y que “se esperan recursos federales de apoyo a este programa… la presente administración está en la mejor disposición de apoyar; en las comunidades se está haciendo desasolve de los ríos, hay mucha participación de las comunidades, hemos conocido otras experiencias (de separación de desechos) a nivel de la región Sur de Jalisco y de otros Estados” (29/may/03).

En resumen, si bien el programa de separación de desechos se mantuvo  poco más de un año (de agosto del 2001 a nov. del 2002) con resultados satisfactorios en términos de cobertura y participación de la población, no logró superar las deficiencias operativas y la falta de recursos adecuados para su sostenimiento. Responsabilizar de esto sólo a la autoridad municipal no sería objetivo, ni justo, ya que una parte de la población no estuvo conforme desde un principio con el programa y las fallas en el funcionamiento acentuaron su postura y aumentaron sus adeptos. Sin embargo, al ser la recolección de basura una responsabilidad del municipio se observa que Cuca Flores no contó con el respaldo suficiente de la autoridad para el buen funcionamiento del programa, dando la impresión de estar ella más interesada en este asunto que el propio alcalde.  

Es probable que las contradicciones internas en la operación del programa,  las deficiencias de planeación y de organización hayan rebasado la capacidad de actuación oportuna del CME en estos asuntos. No obstante, el saldo positivo que les deja esta experiencia es el conocimiento adquirido en la gestión y en las relaciones tanto al interior como al exterior del municipio, y con ello, las bases para volver a intentar acciones de este tipo.

En los dos casos expuestos, de Sayula y Tapalpa, se evidencia una concepción limitada de la participación ciudadana en los asuntos de interés público, por parte de las autoridades municipales. El hecho de que exista una oficina que “consulte” a los ciudadanos no significa que sus opiniones e intereses serán  incluidos en la toma de decisiones gubernamentales, puede incluso utilizarse con fines adversos a éstos. El caso de Sayula, aquí expuesto, es un ejemplo de ello. 

En Tapalpa, si bien el programa de separación de desechos fue delegado gran parte de su operación al Consejo Municipal de Ecología, -cosa por demás loable por parte de la autoridad-  los recursos necesarios para su buen desarrollo no fueron  suficientes ni adecuados, observándose deficiencias en la planeación y gestión de este programa. Quizás en esta parte haya mayor responsabilidad de la autoridad municipal, ya que además de ser el responsable del servicio de recolección de basura y de la salud, su posición de gobierno le otorgan mayores posibilidades de gestión y negociación frente a otras instancias de gobierno y empresas privadas vinculadas a la comercialización de desechos. Esto no quita la co-responsabilidad del CME en los puntos señalados y en el respaldo de los ciudadanos a estas acciones. 

En este último caso, se evidencia además la necesidad de medios de comunicación, que permitan tanto a las autoridades como a los ciudadanos, conocer oportunamente las reacciones y percepciones en torno a las acciones del gobierno  y sus impactos, en base a indicadores que permitan tomar decisiones oportunas y eficaces.   

3.4.2. La incidencia en el campo de lo social.

Si bien es de suma importancia la incidencia en el ámbito gubernamental, también es interesante observar qué efectos producen las acciones de los grupos organizados, en este caso de PCJ, en él ámbito de lo social: ¿han surgido nuevas formas de asociación y/o de organización en el municipio a raíz de las agendas ciudadanas?, ¿cómo se valora el trabajo de los partidos en el campo ciudadano?, ¿qué necesidades de formación y/o capacitación requieren los grupos de PC para actuar en los asuntos públicos? 

A este respecto, en Sayula, tanto Catalina Ramírez, como Angélica Velásquez,  afirmaron que sí reconocen que han surgido nuevas formas de asociación, no obstante difieren en cómo están se expresan: para Cata, el surgimiento de un Comité de Vecinos de Defensa del Patrimonio Histórico
 y del grupo “Camaleón” (encabezado por la maestra Mireya Flores Coca, regidora del PRI y dirigente del magisterio local, quién mantiene diferencias con el actual presidente municipal) son muestras de ello. Para Angélica, en cambio, asegura que cada vez mas personas están interesadas en formar parte de Poder Ciudadano, “lo que pretendemos es formar un frente... tenemos nuestras reuniones regularmente y van más gentes y van más gentes, y eso es satisfacción porque hay más conciencia” (23/agt/02).
El Comité de Vecinos de Defensa del Patrimonio Histórico (CVDPH), al que hace referencia Cata, vale la pena citarlo debido a que jugó un papel importante  en la cancelación de un crédito por 12 millones de pesos, que pretendía gestionar el alcalde para la remodelación del mercado “Benito Juárez” ubicado en el centro de la ciudad, aún cuando el Lic. José Ma. García, había presentado un “pre-proyecto” al gobernador del Estado, el 30 de julio del 2001, en el marco de los lunes municipales. 

Ante la fuerte oposición del CVDPH y de otros grupos, entre ellos PCJ (que se hicieron público su rechazo a través de los medios impresos locales y de reuniones con las autoridades locales),  el alcalde implementó una consulta popular para decidir sobre este punto, misma que fue desdeñada por la población. Según el regidor Jorge Campos, no existió un interés genuino del presidente municipal por considerar la opinión de los ciudadanos ya que las urnas “estaban lo más alejado del mundo, no había interés por la gente, no había participación de la gente” (14/nov/02); por lo mismo, nunca se dieron resultados oficiales sobre dicha consulta. Lo que sí ocurrió fue la cancelación del proyecto de remodelación del mercado: “por tolerancia política”, según el alcalde
, por la presión del CVDPH, ciudadanos y prensa local, de las instituciones del gobierno federal (INAH) y el congreso local, según la opinión de personas ligadas a PCJ.

Respecto a las cosas que se han modificado en las relaciones gobierno-ciudadanía, hay diferentes apreciaciones: mientras que Catalina, destaca como cambio la valoración de otros grupos, “ahora como que se siente más comprometido el presidente a escuchar a diferentes grupos que puedan existir en el pueblo, porque sabe que si se organiza el pueblo pues casi lo pueden hasta destituir por decirlo” (23/agt/02), para, Angélica, permanece igual “el método prepotente y absurdo de la autoridad municipal” con respecto a los ciudadanos. Pero coinciden se que hay más concientización en la gente sobre los asuntos de interés público y mayor visibilidad de Poder Ciudadano. 

En cuanto a la relación de los partidos políticos con los ciudadanos, para Angélica, “se han abierto mucho más a la acción ciudadana”. Para Catalina, la Agenda Ciudadana constituyó una opción más de organización y participación política fuera de los partidos políticos, “pudimos obligar a los candidatos a que se sentaran y leyeran la lista de los problemas, entonces Agenda Ciudadana vino a sacudirles la modorra a ellos”, (23/agt/02).

Sobre las necesidades de información y capacitación para actuar en los asuntos públicos, se coincide en que falta conocer más a fondo las leyes de: administración y gobierno municipal y desarrollo urbano; sobre derechos ciudadanos y políticas públicas
; elaboración de diagnósticos y planeación participativa; cabildeo político; manejo de medios de comunicación, entre otros.

En Tapalpa, en cambio, más allá de los grupos ya existentes, en su mayoría ligados a la iglesia católica, y los grupos que se sumaron a la elaboración de la agenda ciudadana, no se registran nuevos grupos ni formas de asociación, en opinión de los entrevistados. 

Sobre las cosas que se han modificado en las relaciones con el gobierno-ciudadanía, según Cuca Flores, “las autoridades sí alcanzan a reconocer que está la presencia del grupo, que está la presencia de la gente y temen que tenemos peso, porque han visto que si movemos a la gente...” (8/agt/02). Tal vez la forma más concreta en que se expresan los cambios referidos, se concentren en la gestión del programa de separación de desechos, a través de la Comisión Municipal de Ecología. Baste asentar que la relación de PCJ con la autoridad local se califica como buena y al presidente municipal se le reconoce su accesibilidad, “en el momento en que hemos requerido su presencia ahí está... llegamos al acuerdo de que íbamos a estar reuniéndonos periódicamente para ir revisando lo que se avanzara...” (Cuca Flores, 8/agt/02). 

Con relación a los partidos, en el caso de Tapalpa, para Ignacio Diez de Sollano, éstos solo se activan durante el proceso electoral, “estaban ahí representantes de los diversos partidos políticos a las reuniones donde se estaba elaborando la agenda y se discutía con unos y con otros...” (8/agt/02). Concluidas las elecciones los partidos pierden visibilidad.

En cuanto a las necesidades de capacitación, tanto Ignacio Diez de Sollano como Cuca Flores, (no obstante que han participado en algunos cursos y talleres) reconocen que les falta, como grupo, conocer más sobre el campo municipal: responsabilidades de la autoridad, facultades del cabildo, planeación del desarrollo, manejo presupuestal,  áreas de atención ciudadana, etc. Sobre los procesos organizativos y de participación ciudadana, manifestaron interés por adquirir conocimientos en torno a las diferentes formas jurídicas de organización social, así como herramientas para la planeación participativa y la contraloría social; análisis de coyuntura, diseño y análisis de políticas pública. También estimaron conveniente adquirir habilidades para la sistematización y análisis de la información, así como para el cabildeo y la negociación política.

En ambos municipios, al parecer la presencia de Poder Ciudadano sí está llamando la atención de los gobiernos municipales, sobre todo en el caso de Tapalpa, donde dirigentes de esta agrupación encabezan un programa de separación de basura, con recursos municipales. Resulta por demás interesante que se conciba a PCJ como un espacio más de participación política, diferente a la de los partidos políticos, aún cuando se reconozca limitaciones de conocimientos y habilidades para actuar eficientar su trabajo en el espacio de lo público. 

Hemos visto hasta este momento el contenido de las propuestas de las agendas ciudadanas, el seguimiento de PCJ a los compromisos firmados por las autoridades y sus fallas; el nivel de cumplimiento de dichos compromisos y la influencia en la agenda gubernamental. Toca observar desde qué concepciones de participación ciudadana la autoridad se relaciona con PCJ y la coherencia con los hechos.
3.5. Concepciones y prácticas de los gobiernos de Sayula y Tapalpa en torno a la participación ciudadana.

En este punto, me interesa exponer las ideas centrales de los presidentes municipales y/o funcionarios públicos vinculados al tema de la participación ciudadana, así como identificar los programas y acciones que ellos mismos reconocen como espacios para la incorporación de los ciudadanos en la formulación de las decisiones públicas, como por ejemplo, el plan de desarrollo municipal y los presupuestos municipales, los programas de obras públicas, entre otros. 

Sobre este punto, me basaré en las entrevistas que realicé tanto al presidente municipal de Tapalpa, Ing. Ramón García Velasco (periodo 2001-2003), como a funcionarios de la administración municipal de Sayula, la ex-directora de la Dirección de Desarrollo Social (responsable de la participación ciudadana), Yazmín Rivera Pahua (periodo 2001-2002), y el director actual, Luis Gilberto Quiroz (2002-2003), así como al Regidor Jorge Campos Aguilar (PAN), integrante de la Comisión de Participación Social del Ayuntamiento. Al presidente municipal de Sayula no me fue posible entrevistarlo, no obstante mi insistencia. Sin embargo, conseguí el primero y segundo informe de gobierno de su gestión, así como también entrevistas que han aparecido en la prensa sobre el tema de la participación ciudadana, que utilizo en este trabajo.

3.5.1. Infraestructura burocrática y relación política. 
La primer diferencia en los municipios de Sayula y Tapalpa con relación al tema de la participación ciudadana es que en Tapalpa no existe una oficina que se encargue de este asunto, por lo que es asumido directamente por el Presidente Municipal (Ramón García, 5/sep/02). En Sayula, en cambio, la administración de José Ma. García Arteaga (JMGA), creó la Dirección de Desarrollo Social, cuya función principal “es la de facilitar la Participación Ciudadana, la Integración de los Jóvenes en la toma de decisiones, la Salud Pública y la Asistencia Social”
.  Yazmín Rivera Pahua, estudiante de derecho, ocupó el cargo de directora, del 1/enero/2001 al 4/sep/2002, por invitación directa del Presidente Municipal, “...y debido al trabajo que se realizó en la campaña política del ciudadano en donde éramos parte del equipo... me encargué en la campaña de recabar información sobre los cuestionamientos, necesidades y problemas de la gente, por eso llego a participación (ciudadana)” (Yazmín Rivera, 15/oct/02). La ex-titular de Desarrollo Social, reconoce explícitamente que es la cercanía política con el presidente municipal -más que el conocimiento sobre la materia-, la que le llevó a ocupar el cargo: “Llegamos a participación ciudadana, que consistía de una secretaria y tu servidora, ni física ni intelectualmente había nada, vamos a construir todo, llegamos a informarnos de otros municipios..., en Tepic precisamente... yo me dediqué a buscar información de allá...entonces simplemente se trata de adaptar un poco lo que a ellos les ha funcionado...” (Yazmín Rivera, 15/oct/02). 

Lo anterior,  puede darnos una idea de la orientación política del trabajo de esta Dirección (también conocida como Dirección de Participación Ciudadana) y de las limitaciones como mediadora entre los intereses de los ciudadanos y la autoridad municipal. El actual director de Desarrollo Social, Luis G. Quiroz, expresó que dentro de sus prioridades está: “... que cualquier persona que venga sepa quién es el director de participación social y dónde está la oficina y para qué sirve la oficina..” (15/oct/02). 

Dentro de las principales acciones de la Dirección de Desarrollo Social, en el primer año de gobierno (enero del 2001 a enero del 2002) se destacan las siguientes: 

a) la integración del COPLADEMUN.

b) la constitución de quince Comités de Barrio en el municipio, en base a la Ley Orgánica Municipal (actualmente Ley de Gobierno y Administración Municipal).

c) la realización de tres Foros de Consulta Ciudadana para conocer las necesidades de las colonias: La Candelaria, el Santuario y Usmajac.

d) Realización de una Consulta Popular, mediante encuesta, sobre la remodelación del mercado municipal “Benito Juárez”.

e) una encuesta de estudio de mercado (sic) para el establecimiento de una empresa del ramo de alimentos procesados.

f) un muestreo, a través de encuestas, sobre propuestas para la elaboración del Plan de Desarrollo Municipal, donde participaron mil ciudadanos.

g) estudios socioeconómicos y dictaminación de acreedores al transporte escolar a CD. Guzmán, beneficiando (con apoyo para transporte) a 280 estudiantes del nivel superior.

h) “Se realizó una gran movilización de apoyo y participación ciudadana en la visita del C. Gobernador Constitucional del Estado de Jalisco, en el Programa de Enlace con los Ciudadanos de los Municipio denominado LUNES MUNICIPAL”

Yazmín Rivera resalta que “la principal acción de Participación Ciudadana fue abrir la administración por primera vez en la historia de Sayula a la gente” (15/oct/02), sin embargo, más adelante veremos que el hecho de crear una instancia burocrática no garantiza por sí misma la participación de los ciudadanos, ni mucho menos su inclusión en la toma de decisiones de interés público, sino que puede funcionar justamente al contrario, para justificar decisiones ya tomadas. 

A continuación, (cuadro 10) expondré una síntesis de los aspectos que considero más relevantes sobre las concepciones y acciones de participación ciudadana oficiales, en un esquema que permita comparar las diferencias y similitudes de los municipios seleccionados en torno al tema referido. El contenido de la información está tomado  textualmente de las entrevistas realizadas tanto al Presidente Municipal de Tapalpa, como a la ex-directora y actual director de Desarrollo Social del municipio de Sayula.
 

Cuadro 10
Concepciones y acciones de participación ciudadana

	Indicadores
	Sayula
	Tapalpa

	Concepción de participación ciudadana 
	Es la apertura a los ciudadanos y sobre todo el compromiso ligado ciudadano-administración; la creación del vínculo ciudadano-administración.
	Hoy en día ya no podemos gobernar de una forma autoritaria, ni hacer, ni tomar decisiones solamente desde nuestro punto de vista; definitivamente tenemos que consultar a la ciudadanía y ellos nos darán los lineamientos de lo que en realidad se quiere, para así de esa manera, tener nosotros los elementos suficiente para tomar decisiones.

	Principales acciones de participación ciudadana
	Tratar de involucrar a toda la población en el interés colectivo de la administración, a través de las consultas populares, llevándolos en conciencia a que juntos gobierno y ciudadano podamos lograr un mayor papel.
	Lo que hacemos son reuniones con los colonos,  donde platicamos con ellos, hacemos un taller de planeación y nos exponen todas nuestras necesidades, priorizamos las obras y de ahí partimos para tomar la decisión de elaborar cualquier obra.

	Integración del COPLADEMUN
	- Presidente y tesorero municipal.

- Club de Leones

- Radiocomunicaciones.

(entre otras no recordadas por la ex-directora de Desarrollo Social).
	Se trata de que sean todos los sectores representados (no se proporcionaron nombres de los sectores, ni personas)

	Áreas de la administración que contemplan la participación ciudadana
	- Seguridad pública (prevención del delito).

- Obras públicas.


	- Planeación 

- Salud

- Educación

- Deportes

- Seguridad Pública

- Desarrollo rural

- Desarrollo urbano

	Programas donde destaca la participación ciudadana
	- Obra pública (programa de SEDESOL “tres por uno”)

- Foros de consulta.
	- Obra pública

- Deportes

- Cultura

	Mencione tres organizaciones independientes, más importantes, que reconozca en el municipio.
	- Poder Ciudadano 

- Derechos Humanos
	- Derechos Humanos.

- Poder Ciudadano

- Comunidades Eclesiales de Base.

	Diagnóstico de la participación ciudadana en los asuntos de interés público.
	La describo en términos medios, ni buena ni mala. Porque en ningún foro estuvimos absolutamente solos...tenemos un fenómeno que arrastramos de muchos años en todo el país que es el paternalismo, ... tenemos que empezar a cambiar de actitud empezando por nosotros, a que no es posible que nos den todo en la mano, a que nos pongan el plato servido, sino que tenemos que dar un poquito más. 
	Estamos en una etapa de transición donde la gente está empezando a cambiar, empieza a ser más participativa, nos cuesta trabajo en muchas comunidades porque la cultura era de recibir todo. Nosotros estamos cambiando esa política... creo que la gente se empieza a dar cuenta que es necesario que participe y creo que estamos en el momento de proceso. No puedo decir yo que la gente es muy participativa porque no lo es, pero también hay gente inquieta que está participando.


En resumen, en ambos gobiernos se concibe a la participación ciudadana limitada a la consulta para conocer opiniones, información, impresiones de las personas. Sólo el alcalde de Tapalpa hizo referencia a que este mecanismo les da elementos para tomar decisiones. En cambio, en Sayula el énfasis está puesto la colaboración entre ciudadanía y gobierno. La limitante de la consulta, según expertos,  es que no es vinculante, ni permite a los ciudadanos verificar la inclusión de sus opiniones o puntos de vista en las decisiones y acciones que se llevan a cabo por parte de la autoridad. 

Si tomamos como base los cinco momentos básicos de la participación ciudadana, que propone Aguilar, para aplicarlos a los casos de Sayula y Tapalpa, resalta la ausencia de al menos tres elementos fundamentales de la fase operativa: a) la asociación entre gobierno-ciudadanía, sin los vicios del  corporativismo y clientelismo político, este elemento sí se observa en Tapalpa en el caso del programa de separación de desechos, pero no en Sayula; b) la delegación o facultación del gobierno a los ciudadanos organizados para que atiendan los problemas públicos que enfrentan, (la forma más utilizada en estos casos es la contratación de servicios), este elemento esta ausente en los dos municipios, y c) el control, que consiste en la vigilancia ciudadana, a través de mecanismos de contraloría social, a fin de verificar y exigir el apego a la legalidad y evaluar críticamente  las acciones de las políticas públicas implementadas por la autoridad. Ésta última etapa enfrenta la dificultad de requerir de “expertos” o de personas capacitadas para el ejercicio de esta función.  Este elemento se encuentra presente en Sayula en la cancelación del crédito para obras públicas, pero como una acción coyuntural, es decir, no permanente, que involucró a diversos actores.
Si a lo anterior agregamos que con frecuencia los ciudadanos enfrentan el problema de falta de información oportuna y veraz, de parte del gobierno, y que en las consultas, por lo general, no se les involucra en el diseño de la metodología a desarrollar, ni se les informa sobre los resultados obtenidos, este asunto de la participación tiende a desmeritarse. 

3.5.2. Integración de los COPLADEMUN y Planes de Desarrollo Municipal.
Otro aspecto que es importante destacar es el referido a la integración del COPLADEMUN
, instancia encargada de elaborar los planes de desarrollo municipal. La ley de Planeación para el Desarrollo del Estado de Jalisco y sus Municipios establece una limitante para la participación de los ciudadanos en el proceso de planeación ya que “solo las organizaciones privadas y sociales legalmente constituidas podrán participar...” (Art. 66). Si tomamos en cuenta el déficit de grupos organizados y constituidos legalmente que existen en los municipios del Sur del Estado de Jalisco (y pudiera extenderse a otras regiones y Estados del país), esta condición es excluyente y tiende a favorecer a los grupos y sectores más fuertes y con mayores recursos, y deja a criterio del presidente municipal la inclusión de los grupos y personas de su preferencia. A este respecto, mucho se ha escrito y criticado lo inútil que ha resultado este mecanismo en términos de participación efectiva de la sociedad y de la propia planeación del desarrollo
. Los casos de Sayula y Tapalpa no son la excepción.

Según la ex-directora de Desarrollo Social de Sayula, la integración de este organismo estuvo a cargo del Presidente Municipal, el Tesorero, el Club de Leones, “otro grupo que se llama algo como de radiocomunicaciones, hay varias organizaciones, (pero) no las recuerdo...” (Yazmín Rivera, 15/oct/02). Existen diversas opiniones, de regidores y ex-colaboradores de la presente administración que destacan lo contrario: Francisco Villalobos, ex-coordinar de la campaña y ex-colaborador del Presidente Municipal, JMGA, aseguró que, “En Sayula se carece de un Plan de Desarrollo. Hay un documento que hizo el actual Ayuntamiento con miras al 2010, pero prácticamente fue de escritorio... hasta la fecha no hay acciones contundentes y a largo plazo que favorezcan el desarrollo del municipio”. Con esta apreciación coincidió el regidor Jorge Campos: “... yo siento que no hay un plan de desarrollo en la administración actual, estamos trabajando cada quien por su lado, no hay una estrategia” (Siete Días, 8 al 14/nov./02, p. 6).

Sobre la forma en que se elaboró dicho plan de desarrollo en Sayula, el regidor Saúl Salgado (PT) reconoció que el Plan de Desarrollo de Sayula, “lo hicimos los mismos regidores de acuerdo con nuestra comisión en base a lo que creemos que se necesita el municipio”. En su opinión, “... no puede existir la participación ciudadana para la elaboración de dicho plan, pues esto nos llevaría años” (Siete Días, 8 al 14/nov./02, p. 6). Esto contradice lo expresado por la ex-directora de desarrollo social, en cuanto a la participación de varios grupos.

La opinión de integrantes de Poder Ciudadano Jalisco, en Sayula, es muy diferente. Según Mauricio Munguía, “la estrategia a futuro es formar una red y crear alianzas entre los grupos civiles para intercambiar información y conformar una agenda ciudadana común, en la cual se presenten soluciones a corto, mediano y largo plazo, que se avale en estudios, encuestas y sondeos, y que finalmente se apliquen en las políticas municipales... los planes y proyectos deben estar en manos de la sociedad para garantizar que los gobiernos posteriores le den continuidad a los programas y propuestas que ellos ofrecen” (Siete Días, 8 al 14/nov./02, p. 6).

El caso de Tapalpa, respecto a este punto es contradictorio: mientras que en la Gaceta Municipal  se anunció que la presente administración “ha elaborado un Plan de Desarrollo Municipal 2001-20015”, y que el 6 de abril se instaló el COPLADEMUN, en reunión celebrada en el Auditorio Municipal, conformado por representantes de las distintas comunidades del municipio,  (Gaceta Municipal UNI-2 de Tapalpa, Jal. 2/jun/01, p. 1). El presidente municipal reconoció que dicho plan no está actualizado y admitió que están en trámites con SEDEUR para que les auxilie en esta tarea (Ramón García, 5/09/02).  Además, Tapalpa se caracteriza por la poca presencia de grupos constituidos legalmente, por lo que es muy probable que los representantes de las diferentes comunidades que participaron en la instalación del COPLADEMUN, no reúnan ese requisito que les marca la ley de planeación. 

En ambos municipios, los integrantes de PCJ no recibieron invitación a participar en este proceso de planeación (ni ellos como grupo se ocuparon de este asunto). En el caso de Tapalpa, Ignacio Diez de Sollano (representante de PCJ en esa localidad) dijo que se enteró de casualidad de la reunión del 6 de abril (2001) e hizo acto de presencia, de hecho le tocó coordinar una de las cinco mesas de trabajo que se instalaron: la de Desarrollo Urbano e Infraestructura. (Gaceta Municipal UNI-2 de Tapalpa, Jal. 2/jun/01, p. 7). 

Si en la elaboración de los planes de desarrollo de estos municipios los grupos de la sociedad no estuvieron presentes, en el caso de la formulación de los presupuestos municipales sucedió lo mismo. En Tapalpa, por ejemplo, el presidente municipal reconoció que no elaboran ningún presupuesto: “De hecho nosotros le damos seguimiento al presupuesto anterior y en realidad ya no se hace uno nuevo cada vez, se le van dando seguimiento al otro, vamos subsanando algunas necesidades por ahí, pero básicamente colabora el equipo de directores junto con los regidores, es a nivel interno, pero en realidad no sufre muchos cambios...” (5/09/02).

La planeación  y la elaboración de los presupuestos municipales son dos campos fundamentales de la vida y desarrollo local que debieran incorporar y promover la participación de los ciudadanos  no sólo como proveedores de información y conocimientos sobre las necesidades y prioridades a atender, sino también  en las fases de ejecución y evaluación de los planes y  programas operativos, es decir, en todo el ciclo de las políticas públicas. La Ley de Planeación para el Estado de Jalisco y sus Municipios no favorece esta participación al limitarla sólo a los grupos constituidos legalmente (Art. 66), sobre todo en el caso, de las regiones y localidades,  donde el tejido social es débil. 

3.5.3. Programas oficiales de mayor participación ciudadana. 
Sobre las diferentes áreas municipales que integran la participación ciudadana (cuadro 10), llama la atención que en el caso de Sayula sólo hayan mencionado dos, -en contraste con Tapalpa que mencionó siete-, cuando ese municipio cuenta con una Dirección expresamente abocada a esa actividad, mientras que Tapalpa carece de una oficina de apoyo a esas acciones.  También sobre sale el hecho de que en Tapalpa, el presidente municipal, omitió mencionar el área de medio ambiente donde se desarrolla un programa de separación de desechos, que se considera exitoso en términos de participación ciudadana. 

Ambos municipios reconocen que donde más destaca la participación de las y los ciudadanos es en las obras públicas. En Sayula, además se mencionan los foros de consulta como una acción importante del gobierno municipal, sin embargo, este es un punto muy criticado tanto por PCJ como los regidores de oposición, en cuanto a su efectividad e involucración de los ciudadanos. 

· Participación ciudadana en las sesiones de cabildo.
Para cerrar con este punto referido a las concepciones y prácticas de la participación ciudadana por parte de los gobiernos de Sayula y Tapalpa, quiero exponer la experiencia de PCJ de estos municipios en relación a su presencia en las sesiones de Cabildo. La Ley de Gobierno y Administración Pública Municipal en el Estado de Jalisco, en el artículo 29, establece y define los tipo de sesiones que tienen los ayuntamientos (ordinarias, extraordinarias y solemnes), y en el artículo 30, precisa que “las sesiones del Ayuntamiento son públicas, salvo aquellas que por causas justificadas y previo acuerdo del Ayuntamiento se celebren sin permitir el acceso al público ni a los servidores públicos municipales”
. 

A este respecto, los integrantes de PCJ en Sayula, mencionaron que acudieron en cinco ocasiones a las sesiones del Cabildo, para ver asuntos relacionados con la reglamentación del uso de agroquímicos en las actividades agrícolas, entre otros temas. En el punto referido al medio ambiente, “…cambiaron la agenda (de la sesión), cambiaron el punto y no lo trataron. Después volvimos a ir y tampoco se trató” (Catalina Ramírez, 23/ago/02). En este municipio, la autoridad ha violentado la legislación de gobierno y administración municipal, al reconocer en su primer informe de gobierno la realización de una sesión secreta, no contemplada en la Ley referida
. En el caso de Tapalpa, las sesiones del cabildo se manejan como si fueran reservadas sólo para la autoridad y los regidores, ya que  les ha sido negado el acceso a integrantes de PCJ a ella. No obstante, en algunas ocasiones el presidente municipal y los regidores han accedido,  “nomás porque somos muy buenas gentes te vamos a permitir entrar” (Ignacio Diez de Sollano, 8/agt/02), como si se tratara de una concesión personal de la autoridad, no contemplada en la ley. 

En resumen, no obstante que ambos municipios se reconoce que falta una  mayor participación de los ciudadanos en los asuntos de interés público, las acciones que se impulsan por parte de las autoridades se hacen desde una concepción limitada a la consulta y, en el caso de Tapalpa,  se invita a la asociación en la operación de un programa, pero sin delegar funciones claras y específicas en la materia, ni otorgando facultades de control. En el caso de Sayula, se carece de información sobre los resultados de las consultas realizadas por el gobierno, no hay evidencias de asociación, ni de facultación a ciudadanos y/o grupos en programas municipales y las acciones de control han sido coyunturales en torno a la contratación de créditos para obra pública.

En torno a los principios de participación ciudadana que propone Cunill  (igualdad política, pluralismo, deliberación y solidaridad), se dispone de poca información para establecer juicios al respecto, pero es posible advertir que en ambos gobiernos municipales hay enormes dificultades para operar en base a dichos principios, por la poca apertura e interés (y desconocimiento) de las autoridades sobre estos puntos.  Aún cuando la autoridad reconoce a PCJ como una organización independiente con presencia en la localidad, en ninguno de los dos municipios les consultan, ni les toman su parecer en asuntos relacionados con la participación ciudadana (Cuca Flores, 8/agt/02 y Catalina Ramírez, 23/agt/02).
3.6. El aprendizaje: alcances y límites de la experiencia de PCJ.
De todo lo expuesto en este capítulo, conviene señalar los alcances y limitaciones de esta experiencia, promovida por PCJ, en términos de participación ciudadana, en cuanto a su impacto en el espacio público en los municipios multicitados, destacando el aprendizaje que deja en el ámbito lo local.

A este respecto, apunto los alcances que considero más relevantes:

i. Mantener equipos promotores de PCJ posteriores a la coyuntura electoral, a través de los cuales se ha logrado dar seguimiento -aunque mínimo y  con serias deficiencias y limitaciones- a   las Agendas Ciudadanas en determinados puntos. Estos equipos se sostienen en gran medida gracias al respaldo, en algunos casos, de los grupos cristianos y de los curas. También ha influido en esto –sobre todo a partir de la segunda etapa- el apoyo y asesoría externa del IMDEC, CIFS-ITESO y  ACCEDDE, AC.

ii. Los equipos promotores de PCJ se han constituido en referentes para iniciativas de otros grupos y/o personas de la localidad, así como también de las propias autoridades municipales, que independientemente del grado de relación que existe entre ellos, saben de su existencia y capacidad de acción e iniciativa. 

iii. En ambos municipios las propuestas de las agendas ciudadanas influyeron en las agendas de gobierno y en el funcionamiento administrativo y de gestión municipal, aunque con alcances limitados (y en ocasiones contrario a lo esperado) debido a la ausencia de una estrategia de seguimiento y negociación política de PCJ con las autoridades.

iv. En el caso de Sayula, el grupo de PCJ (y de otros actores, como los regidores y partidos de oposición)  ha adquirido cierta notoriedad gracias a la existencia de una prensa local -que cuenta con larga tradición periodística, situación que no se presenta en Tapalpa-,  que favorece la socialización de información y la generación de opinión en torno a los problemas públicos.  Gracias a los medios de comunicación impresos y a la existencia de grupos como Diálogos Informados y PCJ, se ha favorecido la discusión e incidencia pública en  asuntos que anteriormente eran reservados a nivel de la autoridad municipal (casos: crédito para el mercado “Benito Juárez” y Banobras). 

v. La participación de PCJ en el municipio de Tapalpa, a través del Consejo Municipal de Ecología, no ha representado, hasta este momento,  un caso más de cooptación institucional, como suele ocurrir en este tipo de experiencias. Por el contrario, al parecer  ha favorecido un mayor conocimiento de la dinámica municipal y la implementación de acciones favor del medio ambiente por parte de los ciudadanos, no obstante las limitaciones señaladas.

En cuanto a las limitaciones, sobresalen las siguientes:

i. La falta de previsión de PCJ respecto a la baja sensible de la participación después de las elecciones, así como la interrupción de las relaciones con los grupos que se involucraron en las agendas ciudadanas. Esto limitó las posibilidades de crecimiento y fortalecimiento de un movimiento ciudadano (el sujeto político) a nivel local.

ii. La dependencia del trabajo de PCJ en los grupos de pastoral social, ha dificultado, en parte, el acercamiento y vinculación con otros sectores de la población, de clase media y alta, organizada o no, que pudieran involucrarse en actividades en pro de los derechos cívico-políticos (es probable que esto se deba en parte a una sobre-ideologización en algunos dirigentes de los grupos de pastoral social y de algunos sacerdotes).

iii. El poco contacto con el trabajo directo de los municipios por parte del Equipo Promotor Estatal de PCJ, aunado a la ausencia de un sistema de comunicación eficiente y eficaz, intermunicipal, ha limitado la  interacción y retroalimentación de experiencias que favorezcan la acción y capacidad propositiva de los grupos a nivel municipal y regional.

iv. No obstante el trabajo de varios años de la Diócesis de CD. Guzmán en el terreno de la participación social, se observa un déficit importante, -más en Tapalpa que en Sayula- de grupos con cierta solidez organizativa e institucional. Los que existen son muy pequeños, y en su mayoría están desprovistos de estructuras firmes, sin planes ni recursos para su funcionamiento autónomo de la iglesia.  Esta situación evidencía la fragilidad estructural de los grupos organizados de la sociedad civil, en cuanto a su capacidad autogestiva y de autogobierno, en la Región Sur.
v. La falta de conocimientos sobre la dinámica de los gobiernos municipales, sus leyes y reglamentos ha impedido un acercamiento más productivo con este actor, por parte de los grupos vinculados a PCJ. Aunado a esto, la ausencia de una estrategia de cabildeo y gestión política, ha limitado la posibilidad de un mayor protagonismo e incidencia en la vida pública.

vi. En Sayula la participación de parte de PCJ ha sido más reactiva (no aceptación de los créditos) que propositiva en cuanto a la presentación de iniciativas ciudadanas en el ámbito de lo público. A diferencia de Tapalpa, donde, no obstante la falta de recursos, se logró operar durante poco más de un año, el programa de separación de desechos
, así como múltiples actividades a favor del medio ambiente –que a la fecha se mantienen-, dentro de las cuales destaca una iniciativa para reglamentar las actividades de esta área, a nivel municipal.

vii. La estructura política de los gobiernos locales, son más proclives al control de los ciudadanos que a su participación autónoma. Los COPLADEMUN y los Consejos de Participación Ciudadana son un ejemplo de ello, en los municipios estudiados, persiste la tradición de la facultad reservada al presidente municipal en turno para integrarlos en base a “su interpretación” de las leyes en esta materia.

En resumen, si bien dentro de los alcances aparecen ciertos signos que tienden a favorecer condiciones para incidir en los asuntos de interés público por parte de grupos de la sociedad civil, tienen la particularidad de abrirse paso frente a la resistencia e inercias de un ejercicio del poder vertical y excluyente por parte de los gobiernos locales. Las y los ciudadanos en los que se apoyan los equipos promotores de PCJ, provienen fundamentalmente de los grupos vinculados a la iglesia, mismos que se caracterizan por su poca institucionalidad y experiencia en políticas públicas, con poca (y en algunos casos nula) interacción con otros actores sociales (comerciantes, partidos, gobiernos, etc.), salvo casos coyunturales. En términos generales, los grupos vinculados a la iglesia, tienen la particularidad de ser de autoreferencia, autogestivos y solidarios, con tendencia a ser (en algunos casos) más contraofensivos que propositivos en relación a los gobiernos locales. 

No obstante, al interior de estos grupos, desde hace más de una década,  se han promovido y desarrollado actividades con una perspectiva cívico-política más amplia, como lo son: las acciones de observación electoral, en las elecciones locales y federales; de defensa de derechos humanos y  conservación del medio ambiente; de formación política, entre otras.  Las y los ciudadanos vinculados a estas iniciativas, hoy en día, son potencialmente una base para el impulso de acciones a favor del ejercicio de los derechos civiles y políticos. Los casos expuestos en el capítulo tercero, dan testimonio de la capacidad, aún incipiente, de los grupos ciudadanos  para vigilar al gobierno y promover reformas a las leyes y reglamentos relacionados con la participación ciudadana en los asuntos de interés público.   
La ampliación del espacio público, desde la sociedad civil, requiere no sólo de información y conocimientos, sino también del ejercicio del derecho a participar y decidir sobre los asuntos que determinan y afectan la vida de la población. Este es uno de los aspectos más omitidos y cuestionados de las políticas públicas y las agendas gubernamentales en México, que no obstante la alternancia en los gobiernos locales, estatal y federal, se mantiene vigente.

En gran medida, salvo algunas excepciones, la definición y decisión sobre los planes, programas, obras y recursos públicos sigue manejándose con cierta discrecionalidad por las autoridades, como si fuera un asunto reservado de los grupos que gobiernan (la elaboración de los planes de desarrollo y presupuestos municipales, así como la definición de las obras públicas, son prueba de ello). Esto en algunas ocasiones tiende a contraer el espacio de lo público, a mantener y profundizar las asimetrías sociales ya que se favorece a personas y grupos cercanos a la autoridad en turno.  Es probable que esta situación sea más crítica en aquellas entidades que registran un déficit de organizaciones ciudadanas autónomas del poder. La ausencia de controles (contrapesos de poder) y vigilancia de las decisiones y acciones de los gobiernos por parte de los ciudadanos, los partidos, los medios de comunicación, etc. contraviene el espacio de lo público en beneficio de los intereses privados, aliados y/o incrustados en el poder. 

Conclusiones:

En el presente trabajo –de acuerdo al objetivo planteado- se han analizado las experiencias de PCJ en Sayula y Tapalpa en la conformación de las agendas ciudadanas y su incidencia en las agendas de los gobiernos de los municipios aludidos.  También se han presentado las concepciones y prácticas que sobre participación ciudadana tienen tanto las autoridades como los grupos vinculados a PCJ. A este respecto destacan dos aspectos importantes, diferenciados, en torno a la relación gobierno-ciudadanos: i). En Sayula se ejerce una influencia en la agenda de gobierno desde fuera de la administración municipal, es decir, sin que los grupos de PCJ se involucren en el entramado burocrático-administrativo ocupando cargos u operando programas oficiales, y ii). En Tapalpa, por el contrario, se inciden en la agenda de gobierno desde adentro de la administración municipal, ocupando un cargo y operando un programa oficial. 

Los resultados que arroja esta experiencia son contrastantes entre si, en términos de incidencia en la agenda gubernamental y en las relaciones gobierno-ciudadanos:

i. Contra toda lógica prevista, en Sayula -desde afuera- se registra una mayor incidencia de las propuestas de la agenda ciudadana en la agenda de gobierno, con impactos administrativos y de gestión municipal, que en Tapalpa. Llama la atención que dicha incidencia ocurre sin que existe una evidente presión, ni acciones de cabildeo y negociación política por parte de PCJ, lo que hace suponer dos cosas: a) o hubo una clara intención de cooptar demandas ciudadanas como estrategia política de posicionamiento y de control de la autoridad frente a la sociedad civil, b) o bien, se dio una apertura y sensibilización real de la autoridad ante la pertinencia de las propuestas ciudadanas. Por el curso que toma las relaciones entre autoridades-PCJ, mostradas en el presente trabajo, la primera opción es la más probable.

ii. En Tapalpa -desde adentro-, se incide en la operación de un programa de separación de desechos y la puesta en marcha de varias acciones a favor del medio ambiente a través de un Consejo Municipal de Ecología, conformado en su mayor parte por ciudadanos. A diferencia de Sayula, la atención, energías y recursos del Comité de PCJ de Tapalpa se concentra fundamentalmente en este tema, descuidando los demás puntos de la agenda ciudadana,  sin lograr institucionalizar este programa (el ayuntamiento de Tapalpa no aprobó una propuesta de reglamento a favor del medio ambiente presentada por PCJ, lo que sí ocurre en Sayula, aunque en este caso la propuesta provino de la asociación “Amigos de la Naturaleza” AC, cuyo dirigente –el Dr. Leonardo Lamas- encabezó la Dirección de Medio Ambiente en ese municipio).

iii. Las concepciones sobre la participación ciudadana por parte de la autoridad son incongruentes con sus prácticas, al menos en lo referente a la integración y funcionamiento de los Comités de Planeación para el Desarrollo Municipal (COPLADEMUN), y de la mayoría de los programas que operan con la intervención de los ciudadanos. Lo que se destaca en ambos casos, es una tímida promoción de la participación acotado a ciertos programas oficiales, donde el control está en manos de la autoridad municipal, así como también consultas a la población sin una metodología clara y sistemática. Sin embargo, en el Municipio de Tapalpa, sobresale la acción del Consejo Municipal de Ecología en el Programa de Separación de Desechos en donde la autoridad delega en los ciudadanos tanto el diseño como la implementación de dicho programa.  Este hecho es un dato importante, en términos de apertura y voluntad política de la autoridad, que marca una diferencia notable con el Municipio de Sayula.

iv. Llama la atención el reconocimiento tanto de PCJ de Sayula como de Tapalpa de la ausencia de un balance sobre el impacto de la agenda ciudadana en las agendas de los gobierno municipales y el enorme desconocimiento  de lo que se generó al interior de éstos. Al momento de realizar el presente trabajo, no existía un recuento de los puntos de la agenda ciudadana atendidos por las autoridades, y en términos genéricos se les acusaba de incumplimiento.

En cuanto a la hipótesis planteada se puede concluir su cumplimiento en términos de que sí existe –de acuerdo a las variables analizadas- una influencia en las agendas de gobierno de Sayula y Tapalpa, en tanto que se constata –tanto por la autoridad como por los grupos de PCJ- la atención de varias de las propuestas contenidas en las agendas ciudadanas. En el caso de Sayula se registran incluso cambios administrativos y de gestión municipal en los términos expuestos en dicha agenda. Sin embargo, los dos casos analizados se observan diferencias importantes por parte de los gobiernos en los puntos que atienden y los que dejan fuera:

a. En Sayula, lo fundamental está en la realización de obras de infraestructura urbana (servicios públicos) y gestión administrativa: la creación de dos direcciones: Desarrollo Social, que atiende todo lo relacionado con participación ciudadana y Ecología y Protección al Medio Ambiente, así como la actualización de varios reglamentos municipales.  En los pendientes, en cambio, está lo relacionado con la gestión de programas económicos y sociales, el reordenamiento urbano, la falta de empleos, la fármacodependencia -asociado con los problemas de la desintegración familiar y la inseguridad pública-, la escasez de vivienda y reubicación de tianguis.

b. En Tapalpa, a la inversa que Sayula, se atendieron aspectos relacionados con la gestión económica, social y de servicios municipales. Los pendientes están relacionados con la gobernabilidad democrática (elección de delegados y del COPLADEMUN, apertura del cabildo a los ciudadanos), rendición de cuentas (auditoria a la administración pasada) y transparencia (informe público del presupuesto municipal y de sueldos y cargos de los funcionarios). 

  En el caso de Sayula, destaca el hecho de que la mayor influencia y visibilización de PCJ –junto con otros actores locales- se da en un tema fuera de la agenda ciudadana: la cancelación del crédito ante Banobras. En este caso el papel de los medios de comunicación impresos, en especial del Semario Siete Días, jugó un papel importante en términos de socialización de información y promoción del debate público en torno a este tema. Lo sobresaliente aquí es que los ciudadanos organizados influyeron en una decisión pública, en sentido opuesto a los intereses de la autoridad, generando opinión y discusión sobre el manejo de recursos públicos que son de su incumbencia. 

En la hipótesis también se plantea que no obstante lo anterior, PCJ no logró influir en el alcance y orientación de sus propuestas, debido a la ausencia de una estrategia de seguimiento y negociación política, así como a las concepciones y prácticas excluyentes de los presidentes municipales.  A este respecto, de acuerdo a los datos obtenidos, conviene hacer las siguientes precisiones:

i. Sí bien hay un plan de seguimiento por parte de PCJ, a nivel general, que se cumple parcialmente, eso no deriva en el diseño y operación de una estrategia de cabildeo y negociación política a nivel municipal, esto explica la ausencia de control de esta agrupación en el seguimiento de los compromisos firmados por las autoridades (en su calidad de candidatos). 

ii. Aunado a lo anterior, la presencia de los grupos de PCJ en las sesiones de cabildo fue mínima, y casi nula en el COPLADEMUN y en los consejos de participación ciudadana en ambos municipios (con excepción del área de ecología). Estos espacios, si bien tienen limitaciones en cuanto a la incidencia pública (debido a la centralización de decisiones en la autoridad local), no dejan de ser importantes en términos de participación. A este respecto,  sobresale el hecho de que de los Consejos Municipales de Ecología, de ambos municipios, surgieron programas de separación de desechos y acciones a favor del medio ambiente y propuestas de reglamentación municipal (que sólo en el caso de Sayula logró concretarse esto último).  

v. En cuanto a las concepciones sobre la participación ciudadana -no obstante la escasa información empírica a este respecto- en ambos gobiernos se concibe a la participación ciudadana limitada a la consulta para conocer opiniones, información, impresiones de las personas. Sólo el alcalde de Tapalpa hizo referencia a que este mecanismo les da elementos para tomar decisiones. En cambio, en Sayula el énfasis está puesto la colaboración entre ciudadanía y gobierno. La limitante de la consulta, según expertos,  es que no es vinculante, ni permite a los ciudadanos verificar la inclusión de sus opiniones o puntos de vista en las decisiones y acciones que se llevan a cabo por parte de la autoridad. Un ejemplo de ello, es que de las consultas realizadas en Sayula durante la administración del Lic. José Ma. García Arteaga no se conocieron sus resultados, ni las acciones y decisiones derivadas de éstas a la población.

Lo anterior, confirma la tesis central de este trabajo en el sentido de que Poder Ciudadano Jalisco en Sayula y Tapalpa logró influir en las agendas de gobierno de estos municipios, en cuanto a la consideración y atención de sus propuestas de interés público, sin embargo, en algunos casos (en especial en Sayula) con efectos contrarios al sentido planteado en la agenda ciudadana, debido principalmente a deficiencias en las estrategias de organización, seguimiento y negociación política por parte de estos grupos, así como a una concepción endógena de la administración pública por parte de las autoridades. 

Si aplicamos el ciclo de la participación ciudadana (consulta, asociación, delegación y control) que propone Aguilar, a la experiencia de Poder Ciudadano Jalisco, tendríamos que en Sayula se presenta: la consulta (con las deficiencias y limitaciones señaladas) sobre la realización de obra pública y el control, sólo en el caso del rechazo a la contratación de los créditos para obra pública, pero no en lo relativo a los puntos de la agenda ciudadana. Ausentes están la asociación y delegación, en gran medida provocado por los propios integrantes de PCJ. En Tapalpa, sin embargo hay: consulta  limitado a las acciones de medio ambiente; hay asociación entre PCJ y el gobierno a través del Comité Municipal de Ecología; pero no hay delegación clara de las funciones de parte de la autoridad a dicho Comité, ni hay un control de parte de éste en las acciones que se emprenden. Este punto en particular es complejo porque la autoridad municipal es el responsable directo de la prestación del servicio de recolección de basura, y en todo caso debió procederse a establecer un contrato o convenio, en el que se delimitaran y precisan las responsabilidades y el rol de cada una de las partes. Esto no se hizo. 
Visto en su conjunto, la experiencia de Tapalpa cubrió (dos de cuatro) más aspectos del ciclo de la participación ciudadana que la de Sayula (uno de cuatro). Sin embargo, ambas coinciden en que dejan fuera aspectos fundamentales relacionados con aspectos prácticos: la delegación y el control. 

En cuanto a la propuesta normativa para la participación política de Cunill (igualdad, pluralismo político, deliberación y solidaridad), aplicado a los gobiernos de Sayula y Tapalpa, no hay suficientes datos empíricos  que nos permitan establecer juicios claros al respecto. Empero, si tomamos en cuenta la escasa información vertida sobre la integración y “funcionamiento” de los COPLADEMUN, y los comités de “participación ciudadana”, se puede intuir que en ambos casos no están presentes dichos principios, más en el caso de Sayula que de Tapalpa. Este es un punto que llama fuertemente la atención si consideramos que Sayula en un municipio con mayor desarrollo económico (diversidad económica y urbanización), político (alternancia política y medios de comunicación)  y social (educación y servicios públicos) que Tapalpa. 
El punto central que se plantea es cómo los ciudadanos pueden intervenir en la conformación de las decisiones públicas, más allá de los procesos electorales y de las agendas de gobierno, en un sentido democrático. De acuerdo a las experiencias analizadas, pareciera que la convergencia con diversos actores sociales y la generación de opinión y debate público sobre los temas en cuestión (en donde el papel de los medios de comunicación y las sesiones públicas del cabildo son un punto crucial) son aspectos fundamentales. A este respecto, no basta con que la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco establezca que las sesiones del Ayuntamiento deben ser públicas (Art. 30), se requiere también transparentar y rendir cuentas  de las acciones y decisiones del gobierno de cara a los ciudadanos, así como ampliar las facultades de los COPLADEMUN y los Consejos de Participación Ciudadana, rediseñando sus funciones en la planeación municipal y operación de programas (más allá de los límites de los periodos administrativos y con una real representación territorial y sectorial de la población),  con facultades de contraloría social y de promoción de una cultura a favor del asociacionismo crítico y solidario. 

Tanto Cunill, como otros autores han señalado las limitaciones del actual modelo de democracia representativa (centrada en lo electoral) y democracia directa (referida al plebiscito, referéndum e iniciativa popular).  Sin embargo, hemos dado cuenta de que existen otras formas de participación que no encuadran dentro de los esquemas mencionados (ni de lo que sería una política pública en sentido estricto), pero que sí contribuyen a una intervención directa de los ciudadanos en los asuntos públicos, desde una perspectiva que incorpora otras visiones e intereses diferentes a los gubernamentales. Es importante reconocer también que si bien este tipo de participación, más acotada al ámbito administrativo y de gestión pública, puede influir a nivel de las decisiones públicas locales tienen la limitante de no garantizar su permanencia, es decir, no generan procesos de institucionalización, lo que puede frenar el avance y consolidación de los procesos de participación ciudadana en los asuntos públicos. Otra limitante es que no toma en cuenta los procesos de globalización a que están sometidas las economías locales –sobre todo en el manejo y explotación de los recursos naturales- en donde las decisiones importantes en cuanto al desarrollo local-regional rebasan el ámbito local. 

La propuesta normativa de participación ciudadana de Cunill (igualdad, pluralismo, deliberación y solidaridad)  llevada al ámbito municipal es interesante en cuanto a su alcance democrático y podría contribuir a revolucionar  los espacios de decisión pública en este nivel de gobierno. Sin embargo, llevar a la práctica esta propuesta requiere de la voluntad y convergencia de diversos actores, entre los que destacan: el gobierno y sociedad civil. En el primer caso, implicaría hacer las adecuaciones y modificaciones al marco jurídico e institucional para la integración y funcionamiento de los órganos de participación ciudadana, además de instrumentar mecanismos de acceso a la información gubernamental, transparencia y rendición de cuentas. En el segundo caso, se requiere de una amplia promoción y fortalecimiento de una cultura asociacionista, crítica y co-responsable, que genere redes de solidaridad social a nivel comunitario, interesadas en lo público,  y en estrechar relaciones con otros actores políticos y sociales de la región y del país, desde una visión regional-global. 

Las actividades emprendidas por  PCJ en los municipios de Sayula y Tapalpa, que aquí se han relatado (la transparencia en la gestión de créditos para obra pública y la gestión del programa de separación de basura), está contribuyendo a abrir nuevas formas de participación de los ciudadanos en los asuntos de interés público, más allá de los partidos,  de las coyunturas electorales y de las limitadas formas de participación promovidas desde los gobiernos locales. Pero este proceso es muy incipiente aún, como para sacar conclusiones firmes en este campo en pro de la ampliación del espacio público. En este sentido, nada garantiza que se mantenga un trabajo consistente y ascendente en la defensa del derecho a participar en los asuntos que incumben a todos, en estos municipios, mientras no se modifiquen las prácticas verticales, autoritarias y excluyentes en el ejercicio del poder que actualmente operan. El caso de la integración y funcionamiento de los COPLADEMUN y la forma en que se elaboran y ejercen actualmente los presupuestos en estos municipios, obstaculizan la participación de los ciudadanos y se favorece la toma de decisiones discrecionales por parte de la autoridad, lo que en algunos casos puede derivar en detrimento del interés público. 

La participación de los ciudadanos en los asuntos de interés público en los municipios de Sayula y Tapalpa, exige no sólo de conocimientos básicos y habilidades sobre políticas públicas, gobiernos locales, cabildeo político y legislación municipal, entre otros; requiere además, de condiciones políticas e institucionales que la posibiliten. Todos estos aspectos (tanto los saberes como las condiciones políticas e institucionales) no están dados aún en los municipios estudiados, ni por parte de los grupos que conforman Poder Ciudadano Jalisco, ni de los grupos y partidos que gobiernan. Sin embargo,  ello no ha impedido que se impulsen acciones e iniciativas ciudadanas que impacten en lo público, pero en estas han entrado en juego otros actores sociales que tienen capacidad de influir en lo público, por los recursos con que cuentan: la iglesia católica, los medios de comunicación, -en especial la prensa en el caso de Sayula- y las universidades. 
ANEXOS:
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Anexo 2
GUÍA DE ENTREVISTA A FUNCIONARIOS MUNICIPALES(. 
La presente guía de entrevista a funcionarios municipales forma parte de un estudio de tesis de maestría sobre participación ciudadana y espacio público. Tiene por objetivo: conocer las políticas y mecanismos de participación ciudadana que operan  en los gobiernos municipales de Sayula y Tapalpa.

CASO: MUNICIPIO DE TAPALPA, PRESIDENTE MUNICIPAL: RAMÓN GARCÍA VELAZCO.

I. Concepción y práctica de la participación ciudadana.
I.1. ¿Cómo concibe a la participación ciudadana en los asuntos públicos y/o relacionados con el gobierno municipal? __________________________________________________________________

___________________________________________________________________

I.2. ¿Desde su gobierno, de qué manera se promueve o se impulsa la participación de las y los ciudadanos en los asuntos del municipio, qué acciones concretas se llevan a cabo a través de su gobierno? ___________________________________________________________________

___________________________________________________________________

I.3. En su opinión qué objetivos debe perseguir la participación ciudadana en los asuntos de interés público. ______________________________________________________________________________________________________________________________________

I.4. ¿En su opinión en qué etapas de las políticas públicas es indispensable la participación ciudadana y en cuales no? 

a. Diseño: Si___, No____ ¿porqué?_____________________________________________

b. Elaboración: Si ____; No____ ¿porqué? _______________________________________

c. Operación o ejecución: Si ___, No____, ¿porqué? _______________________________

d. Evaluación: Si____, No____, ¿porqué? ____________________________

I.5. ¿Las sesiones del cabildo son abiertas a los ciudadanos y a los medios de comunicación?

 Si _____ ; No_______ ¿Por que? ____________________________________

I.6. ¿Los temas, acuerdos y fechas de las reuniones del cabildo se hacen del conocimiento público? Si____, No____, ¿por qué? _________________________

1.7. ¿De qué manera se garantiza la inclusión, pluralidad y la equidad en la representación de todos los sectores de la sociedad en los consejos de participación ciudadana? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

II. Participación ciudadana institucional.

II.1. ¿Existe una oficina o área específica de participación ciudadana a nivel municipal? 

Si ____; No ___ ¿porqué? _____________________________________________________

II. 2. En caso afirmativo, ¿quién la preside?, ¿cuando, cómo se conformó y cuáles son sus funciones? ¿Qué opinión le merece el desempeño que ha tenido hasta este momento? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

II.3. ¿En qué áreas de la administración municipal existen consejos de participación ciudadana? (marque con una X donde existan consejos).

a. Planeación municipal: ____

b. Presupuesto municipal: ____

c. Seguridad pública.____

d. Obra pública: _____

e. Medio ambiente. ____

f. Desarrollo urbano: ____

g. Desarrollo rural: ____

h. Otros: ____

II.4. En la práctica, ¿cómo se forman o integran los consejos de participación ciudadana? , ¿de qué manera se garantiza la representación plural de todos los sectores, en especial los independientes a su gobierno?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

II.5. En su opinión, qué limitaciones tienen los consejos de participación ciudadana en cuanto a su aporte a la toma de decisiones efectivas y eficaces de la autoridad municipal?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

II.6. ¿De qué manera se eligen los delegados y agentes municipales en su jurisdicción?

______________________________________________________________________

II.7. En su municipio, ¿está reglamentado el procedimiento para la designación, obligaciones y facultades de los delegados y agentes municipales? Si____, No_____ ¿porque? _____________________________________________________

II.8. ¿Existen comités vecinales en su municipio? Si ___, No____En caso afirmativo, ¿de qué manera se integran y cuáles son sus funciones frente a la autoridad? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

II.9. ¿Quienes (qué grupos y/o personas) integran el CONPLADEMUN en su municipio y cómo se conformó? _____________________________________________________________________

______________________________________________________________________

II.10. ¿Se abrieron canales para la participación de los ciudadanos en la elaboración del plan de desarrollo municipal? Si ___, No_____ ¿porqué? ________________________

II.11. ¿Cómo se elabora el presupuesto municipal y por lo general quiénes participan en su elaboración?

______________________________________________________________________

II.12. Mencione los programas o proyectos del gobierno municipal que se destaque por promover y /o lograr  una amplia participación de las y los  ciudadanos.

​​​​​​​​​​​​____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III. Participación ciudadana autónoma.

III.1. ¿Cuantas organizaciones ciudadanas autónomas, del ayuntamiento y los partidos políticos,  reconoce usted en su municipio, mencione a tres considere importantes en cuanto a su capacidad de propuesta y participación en los asuntos públicos? ______________________________________________________________________

______________________________________________________________________

III.2. ¿En qué áreas o programas de la administración municipal participan los ciudadanos con autonomía respecto al gobierno y los partidos políticos?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III.3. ¿Desde el gobierno, cuál  es su diagnóstico o balance sobre situación de la participación ciudadana en los asuntos de interés público en su municipio? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III.4. En su opinión, ¿de qué manera ayuda o beneficia al gobierno la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones de interés público? ______________________________________________________________________

III.5. En su opinión, ¿en qué casos y/o de qué manera la participación ciudadana podría dificultar u obstaculizar la acción del gobierno en los asuntos de interés público? ______________________________________________________________________

______________________________________________________________________

III.6. En su opinión, ¿qué porcentaje de los compromisos firmados de la Agenda Ciudadana Municipal se han cumplido a la fecha y lo que falta en qué plazo prevé cubrir?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III.7 En su opinión, ¿experiencias de participación como las de Poder Ciudadano Jalisco, en torno a Agendas Ciudadanas, favorece u obstaculiza la gestión del gobierno local?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III.8. ¿Con qué recursos y apoyos de su gobierno cuenta la Comisión de Medio Ambiente  para el desempeño de sus funciones?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III.9. ¿Qué opinión le merece el desempeño de la Comisión del Medio Ambiente, cuál es su balance sobre los resultados obtenidos a esta fecha?

III.10. Políticamente, ¿qué efectos, a favor y en contra, le ha traído el hecho de que una persona de un grupo independiente encabece una comisión dentro de su administración municipal?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III. 11. ¿Usted aceptaría y/o promovería la conformación de una instancia de contraloría social con autonomía del gobierno para fiscalizar a su administración? Si____, No____ ¿por qué? ____________________________________________________________
III.12. ¿Estaría dispuesto a que su gobierno se incluya dentro de un ejercicio ciudadano de transparencia municipal, en coordinación con la SECODAM? Si___, No____, ¿Por que? _______________________________________________________________
IV. Marco jurídico de la participación ciudadana.

IV.1. ¿Qué facultades legales y administrativas tienen los consejos de participación ciudadana y con qué recursos cuentan? ______________________________________________________________________

IV.2. ¿Existen reglamentos a nivel municipal para regular el funcionamiento de las organizaciones vecinales y participación ciudadana? Si ___, No _____ ¿porqué? ______________________________________________________________________
IV.3. ¿Qué tipo de información, relacionada con el gobierno, se hace del conocimiento público y a través de qué medios? (marque con una X las áreas que se hagan públicas):

a. Plan de Desarrollo Municipal: _____________________________

b. Ingresos y deuda pública municipal:________________________
c. Ejercicio del presupuesto._______________________________ 

d. Gastos de comunicación social y representación.______________
e. Ingresos totales de Alcalde, Regidores y funcionarios.__________
f. Relación de proveedores._________________________________
g. Presupuestos de obras de infraestructura ____________________
h. Trámites y servicios municipales.___________________________
i. Leyes y reglamentos municipales.___________________________
j. Patrimonio municipal. ____________________________________
k. Acuerdos del Cabildo ____________________________________
l. Otros: ________________________________________________
IV.4. En su opinión, ¿qué reformas o cambios requiere el marco jurídico en materia de participación ciudadana, para favorecer una mejor relación de co-responsabilidad entre el gobierno y sociedad civil? ________________________________________________________________

_______________________________________________________________
Fecha: agosto del 2002.
Anexo 3

GUÍA DE ENTREVISTA A REPRESENTANTES DE PODER CIUDADANO JALISCO. 
La presente guía de entrevista forma parte de un trabajo de tesis de maestría en Política y Gestión Pública del ITESO, cuyo tema es: Participación ciudadana y ampliación del espacio público, la experiencia de Poder Ciudadano Jalisco en los municipios de Sayula y Tapalpa.
Objetivo: Obtener información relacionada sobre participación ciudadana impulsada desde los gobiernos municipales de Sayula y Tapalpa,  así como del proceso organizativo de Poder Ciudadano Jalisco en torno a la elaboración y seguimiento de las Agendas Ciudadanas Municipales, en especial las acciones encaminadas a incidir en lo público en dichos municipios. 

I. Las Agendas Ciudadanas Municipales.

I. 1 Actores y contenido de la Agenda.
1.1. Relación de grupos convocantes: ___________________________________ 
1.2. ¿Se dio la participación e integración en la conformación de la agenda de diversos sectores de la sociedad?: 

- grupos organizados: ____

- ciudadanos y ciudadanas: ______

- campesinos y/o agricultores: _____

- comerciantes: _____

- empresarios: _____

- Grupos y/o partidos políticos: _____

- Otros: _____

1.3. ¿Existen registros de las reuniones?: Si ____  ¿desde qué fechas?_____
No_____

1.4. ¿Quiénes organizaban y/o conducían las reuniones?, ¿hubo apoyo o asesoría externa?: __________________________________________________________
1.5. Relación de OC’s que participaron en la elaboración de las agendas y número aproximado de participantes: ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

1.5.1. ¿Cuántas comunidades y/o localidades del municipio participaron en la elaboración de la Agenda?

1.6. Modalidad de trabajo adoptado: a) reuniones públicas ____ b) reuniones privadas____ c) talleres abiertos: _______ d) talleres cerrados: ________  
d) Otra: especificar_______

1.7. ¿Quiénes y cómo se decidieron los temas y la metodología de trabajo?, ¿hubo deliberación de los problemas municipales?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

1.8. Espacio donde firmaron los candidatos: público (plaza):______ privado: ____Otro__

1.9. Presencia en medios de comunicación local (prensa, radio, t.v.), ¿durante el proceso de elaboración de la agenda, durante la firma de los compromisos, otros?:   ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

II. Seguimiento y cumplimiento de los compromisos. 

2.1. ¿Se ha dado seguimiento al cumplimiento de los compromisos de la Agenda? Si_____,

No: _______, ¿porqué?  ____________________________________________

2.2. ¿Cómo se le da seguimiento, a qué puntos de la agenda, cómo se decidieron, qué estrategias de seguimiento se ha implementado? _____________________________________________________________________
______________________________________________________________________

2.3. ¿Se definieron indicadores para medir el cumplimiento o incumplimiento de los compromisos? Si ____, ¿cuáles? ___________________________________

No: _____, ¿porqué? ____________________________________________

2.4. ¿Quiénes, qué grupos, dan seguimiento a la agenda?, ¿cuántos se mantienen, porqué se mantienen? Los que ya no participan ¿se conocen sus razones? ______________________________________________________________________
______________________________________________________________________

2.5. ¿Qué acciones han realizado para exigir cumplimiento de los compromisos firmados?

____________________________________________________________________________________________________________________________________________

2.6 ¿Qué balance hacen de lo alcanzado hasta este momento en cuanto al cumplimiento e incumplimiento de los  compromisos derivados de la agenda? ¿Que se ha cumplido y qué falta por cumplir?_____________________________________
__________________________________________________________________

2.7. ¿Qué balance hacen de su proceso organizativo en torno a la agenda?, ¿se mantiene activo?, ¿ha decaído la participación?, ¿persiste en interés, de qué manera se expresa?, ¿no existe interés en continuar? ______________________________________________________________________
______________________________________________________________________ 

2.8. ¿Cuál ha sido la relación con las autoridades municipales?, ¿cómo la califican? 
____________________________________________________________________________________________________________________________________________

III. Impacto en el ámbito de lo público. 

3.1. ¿Que iniciativas y/o acciones, del ámbito público,  han presentado ante el gobierno local?: ______________________________________________________________________
3.2. ¿Qué propuestas se han formulado en materia de participación ciudadana?, ¿en qué otras áreas se han presentado propuestas? _________________________________________________________________________________________________________________________________
3.3. ¿Qué tratamiento se le han dado a las propuestas por parte de la autoridad municipal? _________________________________________________________________
3.4. ¿Se participó en la elaboración del plan municipal de desarrollo?, Si _____ ¿de qué manera? __________________________________________________
No: _____, ¿porqué? _________________________________________________

3.5. ¿Se incluyeron las propuestas de la agenda en el plan municipal de desarrollo?, Si ____, ¿cuáles? ______________________________________________

No: _____, ¿porqué? ___________________________________________

3.6. ¿Se participó en la elaboración del presupuesto municipal? Si: _____, ¿en qué, cómo? ________________________________________________________ 
3.7.
¿Se incluyeron en el presupuesto rubros de la Agenda Ciudadana? Si: _____ ¿cuáles?______________________________________________________

No: _____, ¿porqué? ______________________________________

3.8 ¿Se participa en alguna comisión o área de trabajo del ayuntamiento? Si _____  ¿en cuáles?: ___________________________________________________________ 
¿cómo se decidió participar? _____________________________________________

No: ____, ¿porqué? _________________________________________________

3.9  En caso de participar en una área del ayuntamiento, ¿qué facultades y limitaciones tiene, qué nivel de responsabilidad tiene en el manejo de esta área o comisión?, ¿qué presupuesto maneja? _____________________________________________________________________________________________________________________________________

3.10 ¿Se asiste y/o participa en las sesiones del cabildo? Si: ____ ¿con qué finalidad
____________________________________________ 
¿con que frecuencia? _____________

No: ____, ¿porqué? _________________________________________________

3.11 ¿Son consultados por las autoridades, o tomados en cuenta, en cuestiones relacionadas con la participación ciudadana o los temas de la agenda del gobierno?, Si: ____, No____

3.12. ¿Cuál es su relación con la prensa local? :

a.  Apoyo y/o colaboración: ____

b. Simpatía: _____

c. Indiferencia: _____

d. Crítica: _____

e. Descalificación y/o ataque: _____

f. Otro: (especificar): ____________
3.13 ¿Tienen relación con otros actores del municipio (empresarios locales y externos, partidos políticos, iglesia, etc.)? Si: _____, ¿quiénes? ______________________
No: ______, ¿porqué? __________________________________________________
3.14 ¿Han surgido nuevas formas de asociacionismo en el municipio, a raíz de la Agenda Ciudadana? Si: ______, ¿de qué tipo? __________________________
No: _____.

3.15 ¿A su juicio qué se mantiene y que ha cambiado en la relación ciudadanía-municipio, en el área de participación ciudadana y porqué? _______________________________________________________________
IV. Concepciones y conocimiento  sobre lo público.
4.1. ¿Conoces las áreas de participación ciudadana que se operan desde el municipio? 

Si: ____, ¿cuáles? ______________________________________________________
No: _____, ¿por qué?: ___________________________________________________

4.2. ¿Conoces la legislación municipal en materia de participación ciudadana? Si ______ ¿qué conoces? __________________________________________________
No: _____, ¿por qué?: ___________________________________________________

4.3. ¿Cómo conciben el trabajo de participación ciudadana desde el gobierno?, ¿desde tu perspectiva, qué objetivos persigue el ayuntamiento en esta área?  _____________________________________________________________________
______________________________________________________________________

 4.4. ¿Cómo conciben el trabajo de participación ciudadana desde los partidos u organizaciones políticas, desde tu perspectiva qué objetivos persiguen? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________
4.5. ¿Cómo conciben el trabajo de participación ciudadana desde la sociedad civil y qué objetivos persiguen? _____________________________________________________________________
______________________________________________________________________

4.6. ¿Qué acciones (proyectos y/o programas) de participación ciudadana por parte de la autoridad municipal, ubicas como importantes en beneficio de la colectividad y porqué? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________
4.7. ¿En tu opinión, qué cosas se han modificado de manera importante, en materia de participación ciudadana, y/o relación gobierno-ciudadanía; derivado del trabajo relacionado con la agenda ciudadana, y porque? ____________________________________________________________________
4.8 ¿Qué necesidades de información y conocimiento requieren, como grupo y/o como ciudadano, para actuar en el ámbito público? (prioriza su importancia con un número)

a.  Sobre el municipio:

- facultades: _____

- responsabilidades de la autoridad: ______

- áreas de servicio: _______

- atención ciudadana: _____

- funcionamiento y facultades del cabildo: _____

- planeación: ______

- manejo presupuestal: ______

- legislación en participación ciudadana:_____

- Otros: (especificar): ______________
b. Sobre procesos organizativos y de participación ciudadana:

- formas jurídicas de organización social: ______

- elaboración de diagnósticos y planeación participativa: _____

- legislación sobre participación ciudadana: _____

- análisis de coyuntura: _____

- análisis de política social: ______

- cabildeo y gestión social: ______

- diseño, implementación y evaluación de políticas públicas: _____

-  mecanismos e instrumentos de contraloría social: _____

- presencia y manejo en medios de comunicación: ______

- otros, (especificar) : _____________________________
4.10. ¿En tu opinión qué habilidades necesitas ejercitar para mejorar tu trabajo en el ámbito de lo público?

- Organizativas (conformación y técnicas de manejo grupal, liderazgos): _______ 

- Comunicación (manejo de información y medios): ______

- Cabildeo político (lobby): _____ 

- Elaboración de planes, programas, proyectos de desarrollo: ________

- Gestión y administración de recursos (elaboración de proyectos financieros): _____

- Análisis y sistematización de la información: ______

-  Otros (especificar) : ____________________________________________
4.11.  ¿Qué necesidades de capacitación requieren, para cualificar su trabajo en el ámbito de lo público? ____________________________________________________________________________________________________________________________________________

Junio 12 del 2002

Anexo 4.
GUÍA DE ENTREVISTA A SACERDOTES DE SAYULA, TAPALPA Y ZAPOTILTIC.
Objetivo: Conocer los antecedentes y situación actual del trabajo de la iglesia en los municipios de Sayula y Tapalpa, en torno a los procesos de organización y participación ciudadana.

I. Antecedentes de la participación ciudadana. 
I.1. Antecedentes. ¿Cómo y cuándo se inicia el trabajo de organización y participación ciudadana en Sayula (Usmajac) y/o Tapalpa (Juanacatlán) y cuál es el papel de la parroquia en ese terreno? 

I.2. ¿Cuándo empiezan a conformarse las CEBs en  Sayula y/oTapalpa, qué carácter tuvieron al principio y qué cambios ha tenido?

I.3. ¿La conformación de las primeras organizaciones ciudadanas autónomas, en la región y los municipios,  son impulsadas por la DCG?, ¿antes qué existía?

I.4. ¿Cómo se abordan desde las CEBs los derechos ciudadanos?, ¿a qué dificultades se enfrentan?, ¿qué logros se obtienen?

II. Situación actual de la participación ciudadana.
II.1. ¿Cuál es su diagnóstico sobre los procesos de participación y organización ciudadana en la región y en el municipio sobre los asuntos públicos (y del gobierno)?

II.2.  ¿Qué avances consideran que se está dando en la región y en el municipio en términos de organización y participación ciudadana? 

II.3. Desde el trabajo de pastoral social ¿cómo conciben  a las Agendas Ciudadanas Municipales y al proceso organizativo de Poder Ciudadano?, ¿en qué coinciden?, ¿en qué difieren?, ¿qué aporta al trabajo que realizan desde la DCG?, ¿cómo se vinculan con este proceso, qué perspectivas le ven?

II.4. ¿Cuál es su diagnóstico sobre la situación política actual en el municipio? (los grupos de poder, los partidos, cacicazgos, los actores sociales,  etc.).

II.5. ¿Cómo se ubica la DCG frente al trabajo ciudadano y frente al trabajo político?

II.6. ¿Cómo describen y califican la relación de la parroquia con la autoridad local y con los grupos de poder político local?

II.7. ¿Cómo los ubica la autoridad local frente al trabajo de Poder Ciudadano y/o la Agenda Ciudadana en el Municipio?

Julio del 2002.

Anexo 5.
AGENDA CIUDADANA DE SAYULA, JALISCO
Durante los días 18, 19 y 27 de septiembre del 2000, nos reunimos en el local que ocupa El Exconvento Parroquial ciudadanos pertenecientes a diferentes sectores de la población y organizaciones civiles, con el objetivo de analizar juntos la problemática que enfrenta nuestro pueblo y a la vez buscar propuestas sencillas y viables para su solución, mismas que presentamos en este documento denominado Agenda Ciudadana Municipal, y que nos proponemos como tarea COLECTIVA; cuidar que nuestras próximas autoridades cumplan este compromiso ante la ciudadanía.

Atendiendo la convocatoria de Alianza Cívica Sayula, organización no gubernamental, apartidista y plural, asistieron: amas de casa, comerciantes, maestros, profesionistas, empresarios, deportistas y agrupaciones del municipio de Sayula como Cruz Roja, Amigos de la Naturaleza, Colonos de Fonhapo y Amaqueño, Renovación Carismática, Proyecto de Capacitación Laical (PROCALA), Medio Informativo TZAULAN, Alumnos de la Escuela Preparatoria Regional de Sayula (U de G) así como representantes de los diferentes barrios de la población y miembros de los partidos políticos como Acción Nacional; de la Revolución Democrática; del Trabajo y Revolucionario Institucional.

A manera de taller se fue descubriendo la problemática, y utilizando el mismo método, se buscaron CAUSAS y PROPUESTAS DE SOLUCIÓN.

PROBLEMÁTICA DETECTADA EN EL MUNICIPIO DE SAYULA.

AREA ECONÓMICA.

- Falta de fuentes de empleo (26)

- Falta de oportunidades de empleo para estudiantes y personas de la 3ª edad. (02)

- salarios injustos (10)

- falta de empresas o industrias que generen empleo (03)

- falta de créditos a microempresarios (05)

- carestía de productos básicos (20)

- flojera (01) 

AREA POLÍTICA

- inseguridad pública (19)

- ausencia de un plan o proyecto de seguridad pública.

- los policías constantemente violan los derechos humanos.

- falta de participación política el pueblo (07)

- falta de conciencia y de organización.

- ignorancia de nuestros derechos y obligaciones como ciudadanos.

- apatía y miedo al qué dirán.

- abstencionismo.

- corrupción del gobierno (06)

- malos gobernantes.

- desinformación de proyectos.

- se atiende sólo a gente influyente (los ricos).

- incongruencia de las autoridades (05)

ÁREA IDEOLÓGICA-SOCIAL.

- drogadicción, alcoholismo y pandillerismo (24)

- violencia y desintegración familiar (05)

- falta de atención a jóvenes drogadictos.

- falta de programas de prevención.

- falta de programa cultural independiente.

- falta de supervisión en escuelas (en relación a éste problema).

- ecología: contaminación ambiental (15)

- salud: desnutrición (15)

- vivienda: falta de vivienda (15)

- educación: muchos niños que no asisten a la escuela.

- fraccionamientos irregulares (10)

- falta de servicios públicos en algunas colonias (Amaqueño) (15)

- red de drenaje, agua potable y alcantarillado en malas condiciones (12)

- pobreza, principalmente en las periferias del municipio (08)

- reubicación del tianguis y vendedores ambulantes (02)

- inconsciencia de ciclistas para transitar (01)

- migrantes trabajadores en malas condiciones laborales y de higiene (10)

NOTA: los números entre paréntesis significan las constantes del problema.

PROBLEMAS POR ORDEN DE PRIORIDAD, SUS CAUSAS Y PROPUESTAS.

1. Falta de fuentes de empleo.

	Causas
	Propuestas

	Mala calidad de los empleos.
	1.1 Capacitación a los empleados.

	Bajos salarios.
	1.2 Qué el presidente municipal sea un constante promotor de empleos dignos.

	Falta de empleos de medio tiempo para estudiantes y personas de la tercera edad.
	1.3 Crear bolsa de trabajo.

	Inestabilidad del patrón.
	1.4 Qué el ayuntamiento se comprometa a diseñar y/o generar un programa de aprendices.

	Crisis económica.
	1.5 Capacitación empresarial para los patrones.

	
	1.6 No autorizar la instalación de empresas que contaminen nuestro medio ambiente.


2. Pandillerismo, alcoholismo y drogadicción.

	Causas
	Propuestas

	Vivimos en una sociedad desorganizada.
	2.1 Aplicar los reglamentos, exigiendo que se cumplan y se difundan.

	Desintegración familiar.
	2.2 Proponer metas a corto, mediano y largo plazo.

	Los jóvenes buscan una identidad.
	2.3 Qué exista una intercomunicación entre gobierno-pueblo-iglesia para implementar programas de prevención y rehabilitación.

	Falta de control en la venta de bebidas embriagantes, droga y cigarros.
	2.4 Convocar a todas las organizaciones que ya estén trabajando con jóvenes en algún proyecto: Cruz Roja, Pastoral Juvenil, Preparatoria, Ayuntamiento, para poner en común sus experiencias.

	Falta de vigilancia en los centros educativos.
	2.5 Crear equipos interdisciplinares para atención de las familias desintegradas (psicólogos, médicos, abogados, trabajadoras sociales, etc.)

	Falta de comunicación y diálogo entre padres e hijos.
	

	Falta de lugares de recreación
	

	Falta de proyectos para atender el problema desde las primarias.
	

	La gran influencia de los Medios de Comunicación.
	

	Nunca se llega a la raíz del problema.
	

	Falta de centros de rehabilitación.
	

	Falta de diálogo entre papás y maestros.
	

	La educación está fallando en casa y en la escuela.
	

	Falsa escala de valores.
	

	La mayoría de los casos de niños problema, son solos, de papás divorciados, papás que trabajan, etc.
	

	Poca o nula cooperación de los papás en estas situaciones.
	


3. Inseguridad pública.

	Causas
	Propuestas

	Se trata de resolver el problema con represión.
	3.1 Realizar una buena selección, capacitación e integración del personal de seguridad pública.

	Policías sin el perfil que se requiere para cumplir eficientemente con el servicio.
	3.2 Reconsiderar su horario de trabajo 24 hrs. por 48 hrs. de descanso.

	Menosprecio por el empleo de policía.
	3.3 Qué cuenten con un salario digno.

	Corrupción de espacios donde se imparte justicia (M.P., juez, etc.)
	3.4 Instaurar la figura del juez civil dependiente del Ayuntamiento.

	Policías con antecedentes penales.
	3.5 Promover brigadas de vigilancia entre vecinos.


4. Contaminación ambiental

	Causa
	Propuesta

	Contaminación del agua y de la tierra por químicos, pesticidas, aguas negras y basura.
	4.1 Sacar el basurero de la laguna y hacer un relleno sanitario.

	Contaminación del aire por la porcicultura y ganadería.
	4.2 Crear una oficina de ecología municipal.

	
	4.3 Qué la junta local de sanidad vegetal sea integrada por personas del Ayuntamiento y de la Sociedad Civil, en igual número de integrantes.


5. Salud: Desnutrición infantil.

	Cusas
	Propuestas

	Falta de programas de prevención y atención a personas de escasos recursos.
	5.1 Mayor presupuesto a programas de asistencia social.

	Falta de un programa de salud.
	5.2 Promover campañas permanentes de nutrición a nivel municipal como una prioridad del D.I.F. con apoyo de padres de familia y maestros de las escuelas y colonias marginadas.

	Falta de presupuesto suficiente a programas asistenciales.
	5.3 Crear una oficina de atención ciudadana atendida por profesionistas en esta área.


6. Vivienda: falta de vivienda.

	Causas.
	Propuestas.

	Crecimiento exagerado de la población
	6.1 Creación de un programa de vivienda mediante un estudio socioeconómico, para evitar el acaparamiento.

	Falta de recursos económicos para la adquisición de una vivienda propia.
	6.2 Apoyo municipal a las cooperativas de vivienda que ya existen en el municipio.

	Ausencia de un programa para compra de vivienda que se adapte al salario mínimo.
	


7. Fraccionamientos irregulares y sin los servicios más indispensables: luz, agua potable, empedrados, etc.

	Causas
	Propuestas

	Ayuntamientos anteriores que autorizan fraccionar sin exigir se cumpla con los lineamientos que marca la ley (SEDEUR)
	7.1 Qué el ayuntamiento realice un programa en el cual priorice las obras de introducción de servicios públicos en las colonias; ejemplo, Col. Amaqueño.

	
	7.2 Qué los próximos ayuntamientos no autoricen fraccionamientos irregulares.

	
	7.3 Qué las próximas autoridades supervisen las colonias para detectar las necesidades urgentes en servicios públicos.

	
	7.4 Realizar una limpieza y dignificación de viviendas y baldíos abandonados.


8. Falta de atención a trabajadores migrantes.

	Causa
	Propuesta

	Insensibilidad y falta de atención de los empresarios que los contratan (BONANZA, etc.) y de las autoridades municipales y estatales.
	8.1 Crear una oficina de atención especial a los migrantes.


9. Red de drenaje, agua potable y alcantarillado en pésimas condiciones.

	Mal estado por la cantidad de años que tiene de instalada.
	9.1 Elaborar y llevar a cabo un programa de renovación de la red por etapas.

	Crecimiento de la ciudad.
	9.2 Vigilancia constante de la limpieza del río, para que no sea lugar de descargue de drenaje de las viviendas cercanas a él.

	
	9.3 Crear una planta de tratamiento de aguas negras.


10. Reubicación de granjas y establos.

	Causas.
	Propuestas.

	Cultura de crianza doméstica de animales (cerdos, borregos, etc.).
	10.1 Dar a conocer la ley de desarrollo urbano.

	
	10.2 Fortalecer la oficina de reglamentos para vigilar los diferentes problemas relacionados con la misma.

	
	10.3 Dar seguimiento a las gestiones relacionadas con la reubicación de granjas y establos.


11. Reubicación del tianguis.

	Causas
	Propuestas

	
	11.1 Qué se ubique durante tres meses en cada sector (centro, San Miguel, La Candelaria, etc.)


12. Inconsciencia de ciclistas para transitar.

	Causas
	Propuestas

	No respetan las señales de tránsito.
	12.2 Estricta vigilancia por parte del Departamento de Tránsito multando a los infractores.


Por acuerdo de la mayoría de los asistentes, nos constituimos en Organización Ciudadana por Sayula.

Organizaciones participantes en la elaboración de la Agenda Ciudadana Municipal.

1. Medio Informativo Tzaulan.

2. Escuela Preparatoria Regional de Sayula (U de G).

3. Partido Acción Nacional (PAN).

4. Partido de la Revolución Democrática (PRD).

5. Ligas Unidas de Sayula (Fútbol).

6. Grupo “Amigos de la Naturaleza”.

7. Grupo de Renovación Carismática.

8. Amas de casa.

9. Comerciantes.

10. Partido de Trabajo (PT).

11. Partido Revolucionario Institucional (PRI).

12. Cruz Roja Sayula.

13. Profesionistas de la E.S.T. No. 11 (Trab. Social).

14. Maestra de la Escuela Jacinto Cortina.

15. Grupo Proyecto de Capacitación Laical (PRO.CA.LA.).

16. Miembros del Consejo de Sector Centro.

17. Miembros del Consejo de Sector La Candelaria.

18. Miembros del Consejo de Sector San Sebastián.

19. Colonia FONHAPO y Amaqueño.

20. Organización “Alianza Cívica Sayula”.

21. Comisión de Formación Cívica.

Sayula, Jalisco.

Octubre de 2000

Total de asistentes: 65 personas entre jóvenes y adultos.

Anexo 6
AGENDA CIUDADANA DE TAPALPA JAL.
DIAGNOSTICO:
Aspectos económicos

- Creación de empleos

- Continuación del proyecto probecat

- Crecimiento de la infraestructura turística

Aspectos Políticos

- Delegados elegidos democráticamente por los habitantes de las comunidades.

- Información sobre l as nóminas de los empleados municipales, incluyendo las funciones y los sueldos que perciben.

- Información pública y abierta de ingresos y egresos de las cuentas municipales.

- Declaración patrimonial de los candidatos y de su planilla, que se gobierne para todos sin preferencias partidistas.

- Manejo claro y transparente de la maquinaria pesada y los vehículos del ayuntamiento, beneficio de los habitantes del municipio.

Aspectos socio-culturales

- Promover la escuela CONALEP y de artes y oficios

- Solución a los problemas de estructura educativa.

- Darle más importancia a la cultura y las artes

- Evitar la contaminación

- Reforestación, ante la tala indiscriminada y clandestina.

- Fin de uso de agroquímicos venenosos y contaminantes

- Agua potable suficiente para todo el municipio.

- Instalaciones de salud suficientes y adecuadas

- Educación para el deporte y promoción de áreas deportivas y recreativas

- Fomento de grupos de A.A. Alanon.

- Fomento de programas de autoempleo

- Fomento de talleres cooperativos

- Atracción de programas tipo Probecat

- Fomento del turismo familiar

- Respeto al reglamento de construcción municipal.

- Mantenimiento de calles y estudio de circulación de vialidad.

PROPUESTAS DE SOLUCION:
- Juntas de cabildo abiertas donde cualquier persona interesada pueda participar para conocer la situación del municipio.

- Elección democrática de los delegados municipales de los ranchos.

- Elección democrática de los delegados AL COPLADEMUN (Comisión de planeación y desarrollo municipal)

- Definir conjuntamente el ayuntamiento y el COPLADEMUN el gasto del presupuesto.

- Instalación de un espacio en la plaza para publicar el nombre de los funcionarios, supuesto su sueldo, así como cuentas municipales claras, que expliquen procedencia y gastos de recursos.

- Que la maquinaria pesada y los vehículos oficiales se usen para las obras públicas y no para beneficio de los funcionarios y sus familias, ni para fines del proselitismo político.

- Que se realice una auditoria  a la administración 98-2000

- Diseño y ejecución de programa de recolección y separación de desperdicios sólidos.

- Designación y adecuación de espacio para la separación de los desperdicios y clasificación para reciclarse.

- Clausura de relleno sanitario por la situación insalubre que se ha generado.

- Programa de fomento de reforestación.

- Uso de fertilizantes y plaguicidas biodegradables y naturales en sustitución de agroquímicos contaminantes.

- Crear cultura  del agua.

- Conocimiento del sistema hidráulico para terminar con el problema del agua.

- Poner medidores de agua (Quien más agua use que más pague.)

- Conclusión de la conexión de drenajes al colector general para evitar insalubridad, contaminación y malos olores de los arroyos que pasan por la población.

- Que los servidores públicos sirvan a todos por igual sin anteponer sus preferencias partidistas.

- Tener instalaciones médicas suficientes adecuadas a las necesidades de la población.

- Coordinación entre el sector salud y la presidencia para que exista atención las 24 horas del día y los 365 días del año.

- Que se tenga siempre el material y equipo médico necesario.

- Que exista personal capacitado para víctimas de violación o maltrato familiar.

- Promoción de deportes y ampliación de áreas recreativas para abatir el pandillerismo, alcoholismo  y drogadicción.

- Proporcionar facilidades a empresas para que se instalen  y se generen fuentes de empleo.

- Promoción del turismo familiar.

- Promoción de eventos culturales y artísticos de calidad.

- Aplicación del reglamento de construcción para no perder la fisonomía que hace atractivo nuestro pueblo.

- Darle vida al mercado, metiendo a todos los vendedores.

- Crear un amplia zona peatonal en el centro de la población.

- Reubicar la central de autobuses.

- Redefinir la circulación de las calles para facilitar la vial
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� El FOCIV convocó a cerca de sesenta organizaciones civiles del AMG, que trabajan en diversas temáticas sociales (mujeres, menores, economía, vivienda, salud, educación, etc.) con el propósito de influir en la elaboración del Plan Estatal de Desarrollo a través de propuestas contenidas en una Agenda Ciudadana para el Desarrollo de Jalisco. 


� La convocatoria inicial es respaldada por Alianza Cívica;  Convergencia de Organizaciones Civiles por la Democracia; Causa Ciudadana; Movimiento Ciudadano por la Democracia; la Fundación Arturo Rosenbleuth y la Red Mexicana de Acción Frente al Libre Comercio. 


� En el encuentro estatal participan cerca de 100 personas, representantes de 43 organizaciones civiles del Área Metropolitana de Guadalajara y de los municipios de Ocotlán y Cuquío.


� Poder Ciudadano Jalisco se conforma por un conjunto de organizaciones civiles, sociales y redes que convergen en torno a la elaboración de Agendas Ciudadanas (sectoriales y municipales) del Estado de Jalisco, a partir de octubre de 1999.


� El equipo promotor lo conformaron: CAMPO, A.C., PLATLATONALLI, A.C., la Asamblea Jalisciense por la Paz; Pastoral Social; El Colectivo Ecologista Jalisco, A.C.; Bioeco, A.C.; Caja Popular San Miguel de Mezquitán, S.C.L.; La Federación de Cooperativas de Occidente, S.C.L.; La Asamblea Ciudadana de Deudores de la Banca, A.C.; Caja Popular del Parque, S.C.L.; ACCEDDE, A.C.; IMDEC, A.C. y el CIFS-ITESO. Ver: Una Agenda Ciudadana en Construcción: la experiencia de Poder Ciudadano Jalisco, Almeida, José, et. al. Droits et Démocratie – ACCEDDE, A.C., IMDEC, A.C.- ITESO, México, 2001, p. 41.


� Ver relación de entrevistados y guías de entrevistas en anexos 1, 2, 3, y 4.


� Cunill, Nuria, op. cit.  p. 152.


� Ibíd.  p. 144.


� Ver Franco, 1997, pp. 115 y 116, citado por Cunill, N., op. cit.  p. 46


� Para ampliar la información sobre este tema ver: “Organismos No Gubernamentales: definición, presencia y perspectivas”, del Foro de Apoyo Mutuo, México, 1995. TORRES, Blanca. Las organizaciones no gubernamentales: avances de investigación sobre sus características y actuación. ORGANIZACIONES CIVILES Y POLÍTICAS PÚBLICAS EN MÉXICO Y CENTROAMÉRICA, MÉNDEZ, José Luis, coordinador. Miguel Ángel Porrúa, Academia Mexicana de Investigaciones en Políticas Públicas, A.C., ISTR, México, 1998. 


� Utilizo este concepto y no el de ONG’s en base a los argumentos que expone CANTO, Manuel: "... las OC's se trata más bien de la organización libre, en este sentido voluntaria, de ciudadanos, que a partir de la identificación sobre campos específicos de la vida social realizan acciones tendentes al bienestar colectivo, para lo cual pretenden influir en las decisiones públicas y en su normatividad, si bien esto no niega que puedan sustentar un proyecto global. Pretender ser contrapeso del poder cualquiera que éste sea, por eso es que esta función no la ejercen a través de puestos de representación formal sino a través de la generación de consensos. Actúan a macronivel sin despegarse de la base micro" (subrayado mío). CANTO, Manuel, op. cit. / p. 9-10


� Datos proporcionados por CEMFI en el Foro Nacional del Consejo de la Sociedad Civil, realizado en la Cd. de México, los días 6 y 7 de septiembre del 2001.


� Destacan sin duda, el asesinato del Cardenal Juan Jesús Posadas Ocampo en mayo de 1993 que movilizó a amplios sectores de la población y grupos vinculados a la iglesia católica, en demanda de justicia y en rechazo a la versión oficial del crimen. Y la crisis económica de diciembre de 1994 que llevó a la quiebra a muchas empresas locales y nacionales, y generó un enorme malestar en todos los sectores sociales. 


� Dentro de estos organismos se incluyeron a: las Cámaras de Comercio, asociaciones de ganaderos, barras de abogados, asociaciones de hoteleros, cooperativas de costureras, uniones de pescadores, entre otros. Ver: Alonso, Jorge y Blanco Isabel, Las organizaciones de la sociedad civil y el gobierno panista en Jalisco, Revista Sociedad Civil, Análisis y Debate, núm. 8, Vol. III,  DESMOS, FAM, IAP, México, 1999, pp. 170 y 171. Tomando en consideración otra clasificación en el Sistema Sinergia del CIFS, se registraba un total de 630 organismos de la sociedad civil, en el año 2000. 


� Comités de Planeación para el Desarrollo Municipal. 


�La instalación de importantes industrias, como la Papelera la Constancia en Tapalpa y en Ferrería de Tula; la introducción del ferrocarril en 1903; la instalación del Ingenio de Tamazula en 1926, que adquiere gran importancia y desarrollo en los años cuarenta; la construcción de carreteras en los años cuarenta que integra a varios municipios en una red de comunicación, Tapalpa- Atacco- Venustiano Carranza –Jiquilpan. La fábrica de papel en Atenquique a principios de los años 50 que se convierte en la principal fuente de explotación de la Compañía Maderera de Atenquique, etc. Ver: VÁZQUEZ, Lourdes, Celina, en “Identidad, cultura y religión en el Sur de Jalisco”, El Colegio de Jalisco,  México, 1997, segunda edición.


� Estimación del  Consejo Nacional de Población en base al XII Censo General de Población y Vivienda, 2000. Elaborado por Ángel Florido del ITESO. 


� No incluimos a las Regiones Sureste, Sierra de Amula y Centro, debido a que el grueso de los grupos que actualmente se mantienen en Poder Ciudadano se ubican en el Sur.


� En las elecciones locales del 2003, Tapalpa y Zapotitlán de Vadillo registraron por primera vez la alternancia política –ambos ganados el PAN-, quedando únicamente el municipio de Tolimán sin alternancia (retenido por el PRI).


� Ver trabajo de VÁZQUEZ, Lourdes, Celina, op. cit. pp. 90 a 104.








� Agradezco a la Dra. Luz Lomelí Meillon, coordinadora de la maestría en Política y Gestión Pública del ITESO el proporcionarme los datos electorales.


� En 1996 Sayula ocupó el primer lugar en la producción de Jitomate dentro de un total de 13 municipios participantes del Estado de Jalisco; un año después perdió una posición alcanzando el segundo sitio. Fuente: INESER, � HYPERLINK "http://ineser.cucea.udg.mx/rimjalisco/LinSecundaria/DiagMunicip.html" ��http://ineser.cucea.udg.mx/rimjalisco/LinSecundaria/DiagMunicip.html�, municipio de Sayula, julio/2002.


� En Sayula, dentro de las empresas de largo y mediano plazo se ubican: Bonanza 2001 y La Costeña (recién instalada). Entre las empresas cortoplacistas se encuentran: Chajoma, Pony, Big Produce, Santa Ana, entre otras. Ver: Proyecto: Gestión del Desarrollo local-regional en el Sur de Jalisco, CIFS-ITESO, 2002. Impreso.


� Dentro de las grandes agro-empresas locales en Sayula destacan algunas alfareras de la familia González Guerra y Rancho Alegre de la familia García Paniagua. Dentro de los medianos empresarios tenemos a Agrícola Cueto Produce (otras dos empresas que quedaban han cerrado en los últimos años). La Diócesis de CD. Guzmán ha trabajado sobre todo con los últimos grupos, los pequeños productores y ejidatarios, en procesos de transformación hacia la agricultura orgánica. Ver proyecto: Gestión del Desarrollo Local-Regional del Sur de Jalisco, CIFS-ITESO, 2002.


� Los datos fueron proporcionados por la Dra. Luz Lomelí, coordinadora de la maestría en Política y Gestión Pública del ITESO, a quién agradezco su apoyo para la realización de este trabajo.


� El General Marcelino García Barragán, originario de Sayula, fue Secretario de la Defensa Nacional durante el Gobierno de Gustavo Díaz Ordaz y se le responsabiliza de la masacre estudiantil de 1968. Su hijo Javier García Paniagua fue secretario general del PRI durante la administración del Presidente José López Portillo y fue mencionado como un posible candidato a sucederlo.


� Además el Sr. Javier García Morales, primo hermano del actual presidente municipal de Sayula, es secretario adjunto de la presidencia del PRI que encabeza Roberto Madrazo Pintado.


� La opinión pública se concibe en un doble sentido: producto de un debate público y porque su objeto es la cosa pública. Ver, “Opinión Pública”,  Mateucci, Nicola, et. al. ,Diccionario de política, Siglo XXI, México, 1994, 7ª ed., pp.  1075-1079


� Agradezco a Don Federico Munguía Cárdenas del proporcionarme un documento con amplia información sobre la vida del periodismo en Sayula, que él mismo ha ido registrando. Ver. “Sayula y su periodismo”, 27-julio-02, mimeo.


� Agradezco a Juan Larrosa Fuentes, egresado de comunicación del ITESO, la información proporcionada, misma que forma parte de su estudio de tesis titulada:  Ponderación del impacto que causó la aparición del Semanario Siete Días, en la agenda mediática del espacio público de Sayula, Jal.,  próxima a imprimirse, (2003). El periodo que comprende dicho estudio abarca los meses de marzo a junio del 2002,  se centra en el impacto que tuvo el semanario Siete Días en la opinión pública y en el manejo de los medios locales. La información sobre el semanario Despierta es responsabilidad mía (no está incluida en la investigación de Juan Larrosa). 


� La primera etapa del semanario Siete Días abarca de la fecha de su creación, el 19 de abril del 2002,  al 21 de junio del mismo año, fecha en que sale el último número (ocho)  de este periódico bajo la dirección de Luis Ocaranza, con el apoyo de estudiantes de comunicación del ITESO. La segunda etapa de este semanario empieza a partir del número 9 de Siete Días (del 5 de julio del 2002), bajo la dirección editorial de Salvador Nava León (actual director) y Celina del C. Cárdenas Corona (actual subdirectora) a la fecha (noviembre del 2002), con intentos de mantener el perfil que le dio origen. Actualmente, Luis Ocaranza aparece como director fundador y sigue colaborando en este medio. 


� En el boletín número 15, de “Despierta”, Aurelio Terrones denuncia la amenaza recibida por criticar el papel impositivo del COPLADEMUN en la Delegación de Usmajac y cuestionar la falta de palabra del Presidente Municipal actual, Lic. José María García Arteaga, con respecto a sus compromisos de campaña, Ver,  “Despierta”, 24/mar/02, p. 1.


� La Diócesis de Ciudad Guzmán se formó en el año de 1972 (antes dependía de la Arquidiócesis de Guadalajara) está integrada por seis vicarías que abarcan un total de 23 municipios de las regiones Sur y Sureste. Sayula se ubica en la Vicaría II, en tanto que Tapalpa en la Vicaría VI. 


� Entrevista con el Pbro. Salvador Urzúa, junio del 2002.


� Al respecto José Luis Castillo comentó: “...nosotros tuvimos la experiencia de un cura que hicieron como quince días de oración, los estos fregados “Renovados del Espíritu Santo”, y con el cura en pleno altar, (decía): recemos porque se conciertan zutano y mengano (nosotros) que ellos han hecho contra mi, esto, esto y esto, están maldecidos ellos y sus familias por generaciones...” Entrevista con José Luis Castillo de Tapalpa, 10/agosto/ 2002.


� Ver: 1er. Congreso de Gobiernos Locales, El futuro político de México, memoria del tema: participación ciudadana, Ziccardi, Alicia y Bazdresch, Miguel, coordinadores; editado por el IGLOM - ITESO, nov. del 2000. “Los investigadores frente a la reforma municipal, conversaciones, hallazgos y riquezas”, memoria de la reunión nacional, Bazdresch, Miguel, (ed.); ITESO, Colección Avances No. 7. memoria de reunión nacional del 9 y 10 de diciembre de 1997. “Gobiernos locales: democracia y reforma del Estado”, memoria del segundo Congreso, Solís, Raúl y Bazdresch, Miguel, coordinadores; IGLOM, México, 2002.  También el Centro de Servicios Municipales Heriberto Jara, A.C. (CESEM) la Fundación Friedrich Ebert, y otras fundaciones, han invertido importantes recursos a este tema en reuniones y publicaciones. Ver: Antología: participación ciudadana, varios autores, México,  1996. Ver también publicaciones del IFE, “Eslabones de la Democracia”, México, 2000, entre otros. 


� Cunill, Grau, Nuria, es licenciada en Ciencias Políticas y Administrativas de la Universidad de Chile, tiene un postgrado en Administración Pública y un doctorado en Ciencias Sociales por la Universidad Central de Venezuela; dirige el programa de documentación, información y producción editorial del Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (CLAD). Es consultora e investigadora en temas vinculados a las relaciones Estado-sociedad y, en particular, sobre participación ciudadana. Dentro de sus obras se encuentran: Participación Ciudadana. Dilemas y Perspectivas para la Democratización de los Estados Latinoamericanos, CLAD, 1991; Repensando lo público a través de lo social: nuevas formas de gestión política y representación social, CLAD y Editorial Nueva Sociedad, 1997. Junto con Bresser Pereira Luiz Carlos, co-editó la obra Lo público no estatal en la reforma del Estado, CLAD y Paidós, 1998. 


� Ver: Held, David, Modelos de democracia, Alianza Universidad, Madrid 2º r. 1996, p. 16. El autor hace referencia a nueve modelos de democracia, desde los clásicos hasta los contemporáneos: la clásica, la protectora, la desarrollista radical, desarrollista, la elitista competitiva, la pluralista, la legal, la participativa y de autonomía democrática.


� Ramírez Saiz, Juan Manuel, La democracia directa. La primera iniciativa popular  de ley en México, ITESO-UdeG, 2002,  p. 11.


� Ver: Zicarddi, Alicia, op. cit. y Cunill, Nuria, Antología de la participación ciudadana, varios autores, Centro de Servicios Municipales Heriberto Jara, A.C. (CESEM) la Fundación Friedrich Ebert, México,  1996 


� Ver: Bobbio, Norberto, et. al., Diccionario de Política, Siglo XXI, 1994, 7ª edición, México, p. 1215.


� Por interés difuso se entiende todo “interés jurídicamente reconocido de una pluralidad indeterminada o indeterminable de sujetos” que puede aplicarse a muchos de los llamados derechos sociales como el derecho al paisaje, derecho a la salud, derecho al trabajo, derecho a la información, derecho a la cultura, etc. El interés colectivo es “el interés de un grupo más o menos determinable de ciudadanos, perseguible de una manera unificada, por tener dicho grupo unas características y aspiraciones sociales comunes”. Lo que lo diferencia del interés difuso genérico es que consiste en una especificación o sectorización de aquél con base en criterios subjetivos. El interés colectivo no es sino el interés difuso de una colectividad menor”. ver: Cunill, Nuria, op. cit. p. 74.


� Pasquino, Gianfranco, “Participación política, grupos y movimientos”, en MANUAL DE CIENCIA POLÍTICA, Pasquino, G., compilador, varios autores,  Alianza Editorial, Madrid, 1998, p. 180. 


� Aguilar, Luis F., Hacia una nueva relación Gobierno-Sociedad Civil. Foro Nacional del Consejo Nacional de la Sociedad Civil: EL PAPEL DE LOS ORGANISMOS CIVILES EN LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA MEXICANA, 6 y 7 de septiembre del 2001, Cd. de México, p. 10.


� Held, David, op. cit. p. 333


� Para este autor, por naturaleza pública se entiende: el énfasis en la legalidad  y representatividad de los gobiernos; la transparencia en el ejercicio de los recursos públicos, la rendición de cuentas y el acceso a la información;  la orientación de las políticas al interés público; la expansión de la esfera pública y el énfasis en la ética pública de autoridades y funcionarios. Por capacidad administrativa se entiende: la modernización-innovación-reinvención de la Administración Pública: a través de la incorporación de nuevas formas organizativas y gerenciales a fin de asegurar que los gobiernos tengan sentido de dirección  y manejo del entorno, que aseguren eficacia y eficiencia y calidad en la provisión de bienes y servicios públicos y, sobre todo, asegurar que la acción del gobierno tenga como resultado crear y/o agregar valor (público) a los activos de sus comunidades.  AGUILAR, F. Luis, HACIA UNA NUEVA RELACIÓN GOBIERNO-SOCIEDAD CIVIL. Foro Nacional del Consejo Nacional de la Sociedad Civil: El papel de los organismos civiles en la transición democrática mexicana, 6 y 7 de septiembre del 2001, Cd. de México, pp. 4 y 5.


� Ibidem, p. 6.


� Ibidem, p. 6


� Aguilar, op. cit. p. 6


� Por políticas de ajuste estructural se entiende al conjunto de reformas macroeconómicas orientadas a reducir la intervención del Estado en la economía, favorecer la apertura comercial y lograr la estabilidad monetaria y fiscal. Ver: Román, Ignacio, ¿Qué es el ajuste estructural?, racionalidad e irracionalidad de las políticas económicas de libre mercado, ITESO, 1999.


� Cunill, N., op. cit. p. 78


� Ver Cabrero, Mendoza, Enrique, Las políticas descentralizadoras desde el ámbito regional. Análisis de desequilibrios regionales, gasto e ingreso público y relaciones intergubernamentales (1983-1993), en “Las políticas descentralizadoras en México (1983-1993) logros y tendencias”, Cabrero, Enrique (coordinador), Miguel Ángel Porrúa y el CIDE, México, 1998., p. 107.


� Cunill, op. cit. p. 150.


� Ver: Ajuste y empobrecimiento: veinte años de crisis en México, Ejercicio de Evaluación ciudadana del Ajuste Estructural en México, CAS-MEXICO, SAPRIN, Segundo Foro Nacional, 15 y 16 de febrero del 2001.


� Sartori, Giovanni, establece que la representación se desarrolla en tres direcciones: i) la idea asociada al mandato o delegación;  ii) la idea asociada a la representatividad, y iii) la idea asociada a la responsabilidad (o rendición de cuentas). ver: Sartori, Giovanni,  Elementos de teoría política, Alianza Editorial, p. 225


� José Woldenberg, (Presidente del Instituto Federal Electoral-México) dio a conocer que las últimas encuestas sobre cultura ciudadana, dadas a conocer por el IFE y la Secretaría de Gobernación, encienden focos rojos, pues ilustran el alejamiento real de la ciudadanía respecto de la política; hay un desconocimiento de los derechos y una muy pobre valoración de los sujetos básicos de la democracia como son los partidos y los órganos legislativos. (Periódico Público, 29 de agosto del 2002, pp. 20 y 21).


� Hurtado, Javier, op. cit. p. 2 y 3.


� Agradezco al Dr. Jorge Alonso el proporcionarme información sobre esta materia. Ver, Alonso, Jorge,  Discusiones sobre Democracia, Globalización y Elecciones, Revista de Ciencias Sociales CONVERGENCIA, año 9, núm. 27, enero-abril del 2002, Facultad de Ciencias Políticas y Administración Pública, UAEM, Co-edición Universidad del Cauca, Colombia., pp. 155 a 181.


� Ver, Cuéllar, Mireya, Más retrocesos que avances en la participación ciudadana directa, Periódico La Jornada, 14 de agosto de 1996. 


� ver, Ramírez, Saiz, Juan Manuel, Movimientos ciudadanos y democracia: el caso de Alianza Cívica, en LA DEMOCRACIA DE LOS DE ABAJO EN MÉXICO, Alonso, Jorge y Ramírez, Juan Manuel (coordinadores), La Jornada Ediciones,  Consejo Electoral del Estado de Jalisco, UNAM, México, 1997. pp. 35 a 37


* Ejército Zapatista de Liberación Nacional.


� El Colectivo Voces Unidas se conformó por: el Centro de Investigación y Apoyo a la Mujer, A.C (creadora del proyecto), el Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario, A.C. (IMDEC), el Centro de Apoyo al Movimiento Popular de Occidente, A.C. (CAMPO), Alianza Cívica Jalisco, la Coordinadora de ONGs de Mujeres de Jalisco por un Milenio Feminista, el Centro de Estudio de Género de la U de G, y el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente, A.C. (ITESO).


� ver: Aguilar, Elena y Alatorre, Felipe, La democracia desde los ciudadanos. Actores, propuestas y respuestas, en “Desafíos y tendencias del México actual”, Osorio, Joaquín, coordinador, ITESO, colección Avances, 2000. Un estudio más amplio de esta iniciativa se encuentra en Ramírez Saiz, Juan Manuel, La democracia directa. La primera iniciativa de ley en México, ITESO, México, 2002.


� Ver: Sesión Ordinaria en el Diario de Debates del Congreso del Estado de Jalisco, 21/dic./ 2000. 


� Este caso es abordado por Jorge Alonso en Discusiones sobre Democracia, Globalización y Elecciones, Revista de Ciencias Sociales CONVERGENCIA, año 9, núm. 27, enero-abril del 2002, Facultad de Ciencias Políticas y Administración Pública, UAEM, Co-edición Universidad del Cauca, Colombia., pp. 169 y 170. También es documentado por Olvera, Alberto, en el Periódico La Jornada, Veracruz: un plebiscito fraudulento, 1 de sep. del 2001.





� Harold Lasswell (1951) es considerado el pionero en campo de estudio de las políticas públicas. En nuestro país, destaca la contribución en este campo de Luis F. Aguilar.  Ver también, Canto, Sáez, Rodolfo; Políticas públicas. Más allá del pluralismo y la participación ciudadana, en Gestión y Política pública, vol. IX, núm. 2, CIDE, México, 2000.


� Ver: Cabrero, Mendoza, Enrique en Usos y costumbres en la hechura de las políticas públicas en México. Límites de las policy sciences en contextos cultural y políticamente diferentes, revista Gestión y Política Pública, vol. IX, núm. 2, CIDE, México, 2000, p. 193, (subrayado mío).


� Por régimen político se entiende ...”la expresión formalizada del poder, es decir, el conjunto de normas, procedimientos e instituciones a través de los cuales éste se regula, o sea, la manera en que debe ejercerse”, ver Ramírez Saiz, Juan Manuel, ¿Son necesarios pactos y agendas cívicos en los procesos electorales? Balance de dos experiencias locales, en “Memorias del Proceso Electoral Jalisco 2000”, Consejo Electoral del Estado de Jalisco, 2000, p. 235.


� Ver Harold Laswell, La concepción emergente de las ciencias de políticas, en Aguilar, “El estudio de las políticas públicas”, Miguel Ángel Porrúa, México, 1992.


� Canto, Cha, Manuel, La discusión sobre la participación de las organizaciones civiles en políticas públicas," DE LO CÌVICO A LO PÚBLICO, una discusión de las organizaciones civiles",  Red Mexicana de Investigadores sobre Organizaciones Civiles y Centro de Estudios Sociales y Culturales Antonio Montesinos, AC., México, 1998, p. 10 


� Por transición se entiende, “el intervalo que se extiende entre un régimen político y otro. Lo característico de la transición es que en su transcurso las reglas del juego político no están definidas y los actores luchan por definirlas, para determinar quiénes serán, en el futuro, los perdedores y los ganadores”. Romero, Laura Patricia, Jalisco, hacia una democracia gobernable, Universidad de Guadalajara, 2001.


� Por agenda de gobierno se entiende “el conjunto de problemas, demandas, cuestiones, asuntos, que los gobernantes han seleccionado y ordenado como objetos de su acción y, más propiamente, como objetos sobre los quien han decidido que deben actuar o han considerado que tienen que actuar”, ver, Aguilar, Luis F., en Problemas públicos y agenda de Gobierno, “Estudio introductorio”, Miguel Ángel Porrúa, México, 1996,  p. 29        


� Un balance del primer año de gobierno de Vicente Fox se encuentra en Fox a un año de la alternancia, Osorio, Joaquín, coordinador, ITESO, México, 2001.


� Ver Canto, Manuel, La participación de las organizaciones civiles en las políticas públicas, en  “Organizaciones civiles y políticas públicas en México y Centroamérica”,  Méndez, José Luis, coordinador; Miguel Ángel Porrúa, ISTR, AMIPP, A.C., México, 1998, p. 88.


� Canto, Cha, Manuel, La discusión sobre la participación de las organizaciones civiles en políticas públicas," DE LO CÌVICO A LO PÚBLICO, una discusión de las organizaciones civiles",  Red Mexicana de Investigadores sobre Organizaciones Civiles y Centro de Estudios Sociales y Culturales Antonio Montesinos, AC., México, 1998, pp. 16 y 17.


� Ver: Aguilar, Luis, “Hacia una nueva relación Gobierno-Sociedad Civil”. Op. cit. p. 10





� www.sindominio.net/larevuelta/anarquia/autogestion.html.


� ídem.


� ídem.	


� Ver: Cabrero, Mendoza, Enrique, La ola descentralizadora. Un análisis de tendencias y obstáculos de las políticas descentralizadoras en el ámbito internacional, en “Las políticas descentralizadoras en México (1983-1993) logros y desencantos”, Ed. Miguel Ángel Porrúa y CIDE, México, 1998. 


� Cabrero, Enrique, op. cit. p. 19


� ver: Borja, Jordi; Descentralización y participación ciudadana, CESEM, 2000, p. 12, 13, y 14.


� ver, Borja, Jordi, op. cit. p. 17 y 18.


� La participación comunitaria, supone una relación con el Estado con un sentido de impulso asistencial de acciones que,  son ejecutadas por los ciudadanos mismos y que, en general, están referidas a cuestiones vinculadas a su vida más inmediata. Este tipo de participación se enmarcaron dentro de las concepciones de desarrollo comunitario que proliferaron en los años sesenta y setenta, que enfatizaba las relaciones de colaboración de los ciudadanos con los gobiernos en la operación de los programas oficiales. Ver Cunill, Nuria, Antología de la Participación Ciudadana, op. cit. p. 71.


� Cabrero, Enrique, op. cit. pp. 30 a 35.


� Cabrero, Enrique y Mejía Lira José, El estudio de las políticas descentralizadoras en México. Un reto metodológico. op. cit. pp. 55 a 96. 


� La desconcentración administrativa se caracteriza “por estar orientadas hacia el interior del aparato gubernamental y buscan fundamentalmente la delegación de funciones administrativas a niveles inferiores o regionales de los mismos organismos”. La descentralización gubernamental, son “iniciativas orientadas a la cesión de atribuciones plenas en decisión y recursos a otros ámbitos de gobierno con una autonomía relativamente alta del central o a otras dependencias de gobierno con autoridad propia, y la descentralización hacia la sociedad civil se refiere a la “cesión de espacios de decisión a organizaciones no gubernamentales (ONG) o a agrupaciones de la sociedad civil”. Cabrero, Enrique, op. cit. pp. 37, 38 y 41.


� Arendt, Hannah, La condición humana, Paidós Estado y Sociedad, Barcelona, 1993, pp. 52 y 53.


� Ídem, pp. 60 a 63.


� Arendt, op. cit. p. 67.


� Arendt, ídem. P. 41-42.


� Cunill, Nuria, op. cit. p. 25


� Habermas, Jürgen, Soberanía popular como procedimiento: un conceito normativo de espaco público, en Novos Estudos, No. 26, CEBRARP, Sao Paulo, 1990, p. 109.


� Habermas, op. cit. p. 108.


� Fishkin (1995, pp. 58-63) citado por Cunill, op. cit. p. 153.


� ídem. p. 154


� Citado por Cunill, p. 154.


� Ídem, p. 154.


� Ver, concepto de pluralismo en Bobbio, Norberto, et. al. Diccionario de la política, op. cit., pp. 1184-1191. 


� Ídem. 


� Citado por Bobbio, ídem, p. 1189.


� Dahl, Robert, Los dilemas del pluralismo democrático, autonomía versus control, CNCA y Alianza Editorial, México, 1991.


� Citado por Cunill, op. cit.  p. 154.


� Ídem. p. 155.


� Ver, Bobbio, Norberto, op. cit. p. 1190.


� ídem, p. 1190.


� Avritzer, Leonardo, Democracia deliberativa, Metapolítica vol. 5, núm. 18, abril/junio 2001, CEPCOM, p. 50.


� Citado por Avritzer, op. Cit. p. 50.


� Citado por Avritzer, ídem, p. 63.


� Cunill, op. cit.  p. 156.


� Citado por Avritzer, op. cit. p. 60.


� Ídem, p. 156


� Ídem, p. 156.


� Estas son fases del proceso político de la “democracia fuerte” planteados por Benjamín Barber (1984), citado por Cunill, p. 157,


� Miras, Eduardo Vicente, Sobre la solidaridad, � HYPERLINK "http://www.ucalpros.org.ar/home/solidaridad.htm" ��www.ucalpros.org.ar/home/solidaridad.htm�.


� Ver, Buxarrais, Ma. Rosa, Educar para la solidaridad, � HYPERLINK "http://www.campus-oeiorg/valores/boletin8.htm" ��www.campus-oeiorg/valores/boletin8.htm�., p. 1


� ver Merino, Mauricio, op. cit. p. 11 y 12.


� La globalización entendida como “el proceso mediante el cual determinada condición o entidad local extiende su influencia a todo el globo, y al hacerlo, desarrolla la capacidad de designar como local otra condición social o entidad rival”, Alonso, Jorge, Discusiones sobre Democracia, Globalización y Elecciones, Revista de Ciencias Sociales “Convergencia”, año 9, núm. 27, enero-abril 2002, Facultad de Ciencias Políticas y Administración Pública, UAEM, Universidad del Cauca, Colombia.


� Cunill, op. cit. pp. 189-195.


� Este fenómeno también es abordado por Giddens, Anthony en La Tercera Vía, la renovación de la socialdemocracia, Taurus, 1998, España.


� op. cit. p. 191.


� Citado por Cunill, op. cit. p. 191.


� En una ocasión el Presidente Municipal de Sayula, Lic. José María García Arteaga, no acudió a la cita prevista. Después me pospuso la entrevista y finalmente las canceló en dos ocasiones. El argumento fue que tenía mucho trabajo. Ante esta situación decidí entrevistar a la ex-titular de la Oficina de Participación Ciudadana, Yazmín Rivera y al titular actual, Luis Gilberto Quiroz, quién anteriormente se encargaba de la oficina de Reglamentos. También entrevisté al Regidor Jorge Campos, quién participa en la Comisión de Desarrollo Social.


� Ver: Una Agenda Ciudadana en construcción. La experiencia de Poder Ciudadano Jalisco, Bautista, José, et. al., ACCEDDE, A.C., IMDEC, A.C., ITESO, Droits et. Démocratie Rights &Democracy, México, 2001.


� En ese entonces el Equipo Promotor de PCJ estaba integrado por: ACCEDDE, A.C,; Asamblea de Deudores de la Banca, A.C.;AJAGI, A.C.; Asamblea Jalisciense por la Paz;  CAMPO, A.C.; Caja Popular San Miguel de Mezquitán; S.C.L.; Consejo Técnico de ONG’s, A.C.; Colectivo Ecologista de Jalisco, A.C.; CIFS-ITESO; Bioeco, A.C.;  INTERCOLONIAS, A.C.; IMDEC, A.C.; Patlatonalli, A.C.; Pastoral Social;  Ver Programa de Poder Ciudadano Jalisco, 10/agosto/2000, p. 3, mimeo.


� Ver objetivos específicos, op. cit. p. 3.


� Ver Etapas de Plan de Seguimiento, oct/2000, mimeo. También está publicado en Agenda Ciudadana en construcción..., op. cit. p. 116 y 117.


� Entrevista con Cuca Flores, 8/agosto/02.


� Entrevista a Catalina Ramírez, 23/agosto/02.


� Cuca Flores de Tapalpa, 8/agosto/02.


� Angélica Velásquez de Sayula, 23/agosto/02.


� Los datos se obtuvieron de entrevistas con Cuca Flores, Ángeles Ruiz, José Luis Castillo e Ignacio Diez de Sollano de Tapalpa; de Catalina Ramírez, Angélica Velásquez de Sayula y  Jorge Paredes, Aurelio Terrones, Conrado Ramírez de Usmajac, así como de las Agendas Ciudadanas de ambos municipios, de los cuales hice una síntesis (la Agenda de Tapalpa está muy repetitiva). Ver las agendas ciudadanas completas de Sayula y Tapalpa al final, en los anexos 5 y 6.  


� Según datos del INEGI, del año 2000, en el Municipio de Sayula el 99.06% de la población se ubica en la categoría de ocupada. 


� Entrevistas: con equipo promotor de Poder Ciudadano de Usmajac (11/sep/02) y Luis Ocaranza (15/octubre/02)


� En opinión de Hogwood y Gunn (1984), por definición del problema se entiende: “Los procesos mediante los cuales una cuestión (problema, oportunidad, tendencia) ya aprobada y colocada en la agenda de la política pública, es estudiada, explorada, organizada y posiblemente cuantificada por los interesados”, citado por Aguilar, Luis F, Problemas públicos y agenda de gobierno, Miguel Ángel Porrúa, México 1996, 2da. ed., p. 52


� Por formación de la agenda “se entiende el proceso a través del cual problemas y cuestiones llegan a llamar la atención seria y activa del gobierno como asuntos posibles de política pública”. Aguilar, Luis, F., op. cit. p. 30. 


� Entrevistas con: Aurelio Terrones, Jorge Paredes, Conrado Ramírez (de Usmajac); Catalina Ramírez, Angélica Velásquez  (Sayula); sacerdotes: Salvador Urzúa (Usmajac) y Carlos Aguirre (Sayula) y el Regidor Jorge Campos (PAN).


� Las seis regiones en que se divide el trabajo de Poder Ciudadano Jalisco son: 1) Sierra de Tapalpa, que comprende los municipios de: Tapalpa, Atemajac de Brizuela y Chiquilistlán; 2) Zacoalco: Amacueca, Zacoalco de Torres y Teocuitatlán; 3) Transvolcánica: Tonaya, Tolimán, Zapotitlán de Vadillo, San Gabriel y Tuxcacuesco; 4) Sierra del Tigre: Santa María del Oro, Manzanilla, Tizapan, Mazamitla, Quitupan y Valle de Juárez; 5) Cañera: Zapotiltic, Tamazula y Zapotlán el Grande, y 6) Lagunera: Sayula, Gómez Farías y Tuxpan. 


� Incluyo sólo la opinión del Presidente Municipal de Tapalpa, Ing. Ramón García Velasco; con el Presidente Municipal de Sayula, Lic. José María García Arteaga, no fue posible concretar la entrevista: la primera vez no acudió a la cita, y las dos posteriores las canceló, sin justificación alguna.


� Ver: Primer Informe de Gobierno del H. Ayuntamiento Constitucional de Sayula, Jalisco, a cargo del Lic. José María García Arteaga, periodo 2001-2003, pp. 4 y 5.


� El Semanario Siete Días, surge como un proyecto de comunicación del Grupo Iniciador “Diálogos Informados”, apoyado por el ITESO, desde la carrera de comunicación, donde escriben y reportean alumnos de esa carrera. Su director fundador, Luis Ocaranza, es egresado y profesor de comunicación de esa Universidad, ex-colaborador del periódico Siglo XXI y del Semanario “Tzaulan”, de Sayula. 


� Ver: Ocaranza Luis, 14 “magnas obras” buscan recursos y apoyo, en Semanario Siete Días, viernes 3 de mayo del 2002, año 1, número 1, Sayula, Jalisco, pp. 1 y 7.


� La ausencia de los regidores de oposición a la presentación del proyecto con el Gobernador se debió supuestamente a una confusión, según el regidor del PAN,  Alejandro Vizcaínos Serratos, a ultima hora les cambiaron la hora y el lugar donde se realizaría la reunión. Mientras ellos acudieron a Palacio de Gobierno, el presidente municipal se encontraba en Casa Jalisco, cuando ellos se dieron cuenta se dirigieron a ese domicilio pero la reunión ya había terminado. Lo extraño es que sólo los regidores de oposición tuvieron esta confusión. (ver Siete Días, 10-mayo-02, pp. 1 y 4).


� Ver, Ocaranza, Luis, El colector es cuestionado. Se repetirá la historia, Semanario Siete Días, op. cit. p. 6.


� Ver Semanario Siete Días, 24-mayo-02, (pp. 1 y 4) y el Tzaulan, 18/may/02, p. 1


� Ver semanarios: Siete Días del 17 y 24 de mayo/02, pp. 1 y 5, respectivamente; Tzaulan, 18/may/02, pp. 1 y 5, y Horizontes, 19/may/02, p. 1 y 4).


� Ver: Semanarios: Siete Días; Tzaulan; Horizontes; Puntos de Vista; El Sayulense; El Formato, del 24 de mayo del 2002.


� Tomado textualmente del desplegado aparecido en el Semanario Siete Días, 24 may-02, p. 7.


� Durante la sesión pública donde se negó la aprobación del crédito ante BANOBRAS, varios entrevistados integrantes de Poder Ciudadano Jalisco –con motivo del presente trabajo-, manifestaron que fueron agredidos verbal y físicamente, por los seguidores del PRI, en franca provocación para generar caos.


� El semanario Puntos de Vista, aparece justo el primer número el  jueves 30 de mayo del 2002, como un ejemplar gratuito, dirigido por la Lic. Delia Torres Cárdenas, ex-integrante del “Grupo Iniciador Diálogos Informados”, promovido por ITESO; sobrina del secretario del Ayuntamiento de Sayula y funcionaria del municipio de Gómez Farías. Según el ex-director del Semanario Siete Días, Luis Ocaranza, el semanario es financiado por la Presidencia Municipal. Puntos de Vista desaparece poco tiempo después (mes y medio), cuando Luis Ocaranza abandona la dirección de Siete Días.


� Ver oficio número 223/02 de la Presidencia Municipal del 7 de mayo del 2002 (se anexa).


� Ver documento, Consejo municipal de Ecología, aspectos generales para su conformación, s/f, mimeo.


� Ídem. 


� Su padre, el Sr. Alberto Diez de Sollano Malo, fundador del Organismo de Nutrición Infantil, A.C. (una de las asociaciones filantrópicas más antiguas de Jalisco) y de Cáritas de Guadalajara.


� Ver Plan Diocesano de Pastoral Social 2000-2006, Diócesis de Ciudad Guzmán, enero del 2000, p. 23 


� Se entrevistó a cinco señoras de las calles Raúl Quintero, Bracamontes, Guadalupe Victoria y Francisco I. Madero (ver anexo).


� Dicho comité fue conformado por: Federico Munguía Cárdenas, Engracia Acuña, Adriana Baiza, Claudia Lugo Fuentes, Mauricio Munguía, Gamaliel Fajardo, José Ojeda Larios, Fernando González Michel, Enrique Jiménez, Patricia Pérez Velasco, Florentino Figueroa y Aurora R. de García Arteaga (periodistas, intelectuales, comerciantes y empresarios de la localidad, algunos de los cuales participaban a su vez en el Grupo Iniciador Diálogos Informados). Ver: Semanario Tzaulan, número 1571, año XXX época I, del 15 de sep. del 2001, p. 1.  


� Ver Primer Informe de Gobierno del Lic. José María García Arteaga, H. Ayuntamiento Constitucional de Sayula, Jalisco, periodo 2001-2003, p. 23


� Angélica Velásquez, señalaba que no obstante que han participado en talleres sobre políticas públicas, derechos cívico-políticos, ley de administración y gobierno municipal, etc., les falta profundizar en esos temas y llevarlos a la práctica. (23/agt/02).


� Ver: Primer Informe de Gobierno del Lic. José María García Arteaga, del H. Ayuntamiento Constitucional de Sayula, Jal., periodo 2001-2003, p. 30.


� Ver, Primer informe de Gobierno, op. cit. p. 30 y 31.


� Es importante apuntar que el actual Director de Desarrollo Social, Luis Gilberto Quiroz, cuando realicé la entrevista (15/oct/02) tenía poco tiempo de ocupar el cargo (anteriormente estaba en la Oficina de Reglamentos), por consiguiente mucha información sobre el área de participación ciudadana la desconocía; por esta razón tomé más en cuenta la opinión de la ex-directora de esa área para esta parte del trabajo. Luis G. Quiroz no terminó la carrera de Ing. Agrónomo, llegó a ocupar la dirección por petición expresa del Presidente Municipal, debido a su cercanía y fidelidad política (es militante del PRI). Al igual que en el caso de Yazmín Rivera, no tiene conocimiento sobre el tema de la participación ciudadana.


� De acuerdo a la Ley de Planeación para el Estado de Jalisco y sus Municipios, los Comités de Planeación para el Desarrollo Municipal (COPLADEMUN) son organismos auxiliares de los municipios en las tareas de planeación y programación del desarrollo (Art. 41). Dicho organismo está integrado por: i) el presidente municipal;  ii) los regidores con funciones de planeación; iii) las dependencias de la administración municipal con esas funciones; los representantes de las dependencias estatales y federales con esas funciones que operan en los municipios; iv) los representantes del sector privado; y  v) los organismos del sector social, constituidas legalmente. (Art. 42).


� Ver: Los investigadores frente a la reforma municipal, conversaciones, hallazgos y riquezas, Bazdresch, Miguel (ed.), IGLOM, ITESO, México, 1997.


�. Sólo cuando el público asistente a las sesiones del cabildo no guarde el orden debido, la autoridad podrá auxiliarse de la fuerza pública para desalojar el recinto. Ver, Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco, Cap. VI, artículo 30


� Ver Primer Informe de Gobierno de Sayula del Lic. José María García Arteaga, periodo 2001-2003, p. 3.


� En Sayula se opera desde la presente administración un programa similar, a través de la Dirección Municipal de Protección al Medio Ambiente, a cargo del Dr. Leonardo Lamas, a través del cual se ha logrado un avance del 20 porciento en la separación de la basura. (Leonardo Lamas, 15/oct/02).


( Nota: Las guías de entrevista para los presidentes municipales de Tapalpa y Sayula, son casi idénticos. Sólo varían en la parte relacionada con los casos de las iniciativas ciudadanas.
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